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PRESENTACIÓN

El artículo 102, apartado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, en su párrafo noveno, establece la obligación de presentar un 
Informe a los Poderes de la Unión, sobre las actividades que la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos (CNDH) haya realizado en el periodo res-
pectivo. Al efecto, comparecerá ante la Cámaras del Congreso de la Unión 
en los términos que disponga la ley.

Por su parte, la Ley de la CNDH precisa en los artículos 15, fracción V, y 52 
que el Presidente de la Institución presentará anualmente ante los Poderes 
de la Unión, un informe sobre las actividades que haya realizado en el pe-
ríodo comprendido entre el 1o. de enero y el 31 de diciembre del año in-
mediato anterior. Al efecto, comparecerá en el mes de enero ante el Pleno 
de la Comisión Permanente del Congreso de la Unión; posteriormente, 
presentará el informe ante el Presidente de los Estados Unidos Mexicanos 
y ante el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Dicho informe 
será difundido en la forma más amplia posible para conocimiento de la 
sociedad.

En cumplimiento de este mandato, es tradicional que el Informe se pre-
sente en un acto público a cada uno de los Poderes de la Unión con un men-
saje que debe contener un análisis más cualitativo que cuantitativo de lo 
realizado, lo importante es que la sociedad a través del mismo pueda co-
nocer el diagnóstico de los derechos humanos durante el periodo que se 
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informa y, entre otras cuestiones, qué autoridades son las que están violan-
do los derechos humanos, cuáles acciones propuso la CNDH y cómo han 
cumplido o han dejado de cumplir las autoridades, así como los obstáculos 
que enfrenta el Ombudsperson durante su gestión para resarcir el derecho 
vulnerado a las victimas.

También la comparecencia ante los Poderes de la Unión es la oportunidad 
para que el Ombudsperson pida reformas legales y administrativas e informe 
sobre el incumplimiento de recomendaciones. Este acto representa la 
oportunidad de que las autoridades puedan escuchar directamente del 
Ombudsperson la situación de los derechos humanos del año inmediato 
anterior y la prospectiva que se tiene a futuro; además es una oportunidad 
para que los medios de comunicación difun dan los resultados obtenidos y 
para que la opinión pública conozca el trabajo, las problemáticas y los 
desafíos que enfrenta el Ombudsperson nacional.

Precisamente, esos mensajes o posicionamientos son los que se presentan 
en esta publicación y se puede decir que es el recuento y diagnóstico del 
Ombusperson de la situación en que se encuentran los derechos humanos 
en el periodo 2014-2018.

Ante un hecho inédito en los casi 29 años de existencia de la CNDH, el in-
forme anual de labores correspondiente a 2018 no se entregó en un acto for-
mal al Presidente de la República, concretándose mediante la entrega de 
un resumen impreso y la versión completa en una USB del mismo a la ti-
tular de la Secretaría de Gobernación. Esta compilación incluye el mensaje 
que se hubiera leí do en el acto de entrega que estaba previsto, además el 
texto leído en la conferencia de prensa que al efecto se llevó a cabo.

Lo anterior nos permite reiterar que más allá de un acto meramente formal, 
el encuentro que propicia la presentación del Informe, abre un espacio di-
recto e inmediato para que la CNDH, como órgano constitucional encar-
gado de la protección de los derechos humanos en México, pueda exponer 
públicamente ante los Poderes de la Unión un balance anual sobre la si-
tuación de los mismos, así como reflexionar, prospectivamente, sobre los 
retos y situaciones que demandan atención especial.
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Los Informes Anuales reflejan el trabajo entusiasta e intenso que viene rea-
lizando el personal de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, en-
cabezado por los titulares de cada área. Su profesionalismo, organización, 
responsabilidad y entrega, hizo posible los resultados obtenidos.

Los mensajes que se pronunciaron ante los Poderes de la Unión que inte-
gran esta publicación se completa con los pronunciados en otro relevante 
evento, como es la entrega del Premio Nacional de Derechos Humanos, con 
el que se reconoce la importante labor que realizan los defensores civiles de 
derechos humanos y que por sus aportaciones a la causa son reconocidos.

Agradezco a los Visitadores Generales, titulares de las diferentes áreas y 
demás colaboradores y compañeros de la CNDH que, con sus comentarios, 
observaciones y opiniones, enri quecieron los textos de los mensajes —en 
especial el apoyo del licenciado Guillermo Silva Aguilar a quien le aprecio 
su colaboración decidida— por las sugerencias que formularon para la re-
dacción y contenido de los mismos.

Mtro. Luis Raúl González Pérez
Presidente de la Comisión Nacional  

de los Derechos Humanos
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Informe Anual de Actividades 2014,  
ante la Comisión Permanente del Honorable  

Congreso de la Unión

Diputado Silvano Aureoles Conejo,  
Presidente de la Mesa Directiva de la Comisión Permanente  
del Honorable Congreso de la Unión;

Senadora Blanca María del Socorro Alcalá Ruiz  
y Senador Javier Lozano Alarcón,  
Vicepresidentes;

Diputada Irazema González Martínez Olivares,  
Diputado Sergio Augusto Chan Lugo, Senador Isidro 
Pedraza Chávez y Diputado David Pérez Tejada Padilla, 
Secretarios;

Señoras legisladoras y señores legisladores:

Es un honor acudir ante esta Soberanía a rendir el informe que da cuenta 
de la actividad que la Comisión Nacional de los Derechos Humanos desa-
rrolló durante 2014, así como compartir algunas consideraciones sobre el 
estado actual de los derechos humanos en México y la prospectiva de este 
Organismo nacional para los siguientes años.

Al asumir el cargo con el que me honró el Senado de la República, me fijé 
como objetivos privilegiar la defensa férrea de los derechos fundamentales, 
la atención integral y representación de las víctimas de violaciones a estos 
derechos y contribuir al abatimiento de la impunidad lacerante.
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Asimismo, me propuse ejercer a fondo las facultades que la Constitución 
y las leyes otorgan a la CNDH, en particular, en lo relativo a la autonomía de 
la propia Comisión Nacional, así como respecto de la facultad de investi-
gación de casos de violaciones graves a los derechos humanos.

Lo sucedido en Iguala ha consternado a la sociedad mexicana y al mundo, 
se trata de un hecho que indigna y agravia a todos los mexicanos, y nos 
obliga a buscar la verdad de estos acontecimientos, a fin de que los res-
ponsables sean señalados, puestos ante la justicia y sancionados conforme 
a derecho. Debe señalarse que en las investigaciones que se llevan a cabo, 
las autoridades no podrán dar por concluido este expediente hasta que 
todos los responsables sean juzgados y se aclare el destino de los estudian-
tes desaparecidos.

Los hechos de Iguala son el ejemplo más significativo de lo que está mal 
en nuestra sociedad, sobre todo de la infiltración del crimen organizado en 
algunas estructuras del Estado, de la displicencia y omisiones. Hay que 
desmontar ese entramado perverso de complicidades y colusiones cuyo 
trasfondo no es otro que la corrupción.

Las manifestaciones de apoyo y solidaridad a las víctimas que se han pre-
sentado, las cuales han sido acompañadas por esta Comisión Nacional, son 
una expresión de hartazgo ante la impunidad, de indignación por la com-
plicidad entre autoridades y delincuentes, y de inconformidad ante los 
abusos de poder y la falta de respuesta de las autoridades a las demandas 
por un país más justo e incluyente.

La CNDH defiende la libertad de expresión y, con ella, el derecho a la pro-
testa social, consagrado en nuestras leyes. Sin embargo, estos derechos y 
libertades no son absolutos, sus límites son la afectación a terceros o la 
alteración del orden público, y en este sentido nos hemos pronunciado 
porque las manifestaciones se mantengan dentro de los límites de la lega-
lidad, lo que a su vez las reviste de mayor legitimidad. 

Es obligación de la autoridad dar cauce a las muestras de descontento, 
escuchar las necesidades y generar canales o vías adecuadas para respon-
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der a ellas efectivamente. También lo es la oportuna y debida aplicación de 
la ley, la cual lleva implícito el respeto a los derechos humanos.

El compromiso de la Comisión Nacional es hacer efectivo el derecho a la 
verdad, el acompañamiento y la reparación integral del daño a las víctimas, 
con la garantía de no repetición, así como la rendición de cuentas y la 
sanción a los responsables. La ilegalidad, la violencia y el delito deben ser 
prevenidos y sancionados por la autoridad, en Guerrero y en cualquier otra 
parte del país. 

En el caso Iguala, la CNDH solicitó medidas cautelares y, de igual forma, 
apoya y da seguimiento a la implementación de aquellas emitidas por la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos el 3 de octubre del año 
pasado. Para la atención de este asunto y el acompañamiento a las víctimas,  
se creó una Oficina Especial en diciembre pasado. El caso es grave por su 
propia naturaleza, así como por su relevancia y proyección, pues hasta que 
no se acredite lo contrario, estamos en presencia de desapariciones forza-
das, entre otras violaciones a derechos humanos.

Hoy más que nunca, rendir un informe anual cobra trascendencia cuando 
ha ocurrido un hecho tan deplorable como el de Iguala, pues marca un 
antes y un después en la vida de nuestro país. La propia Comisión Nacional 
no puede seguir siendo la misma después de estos hechos.

Acudo ante este órgano de la representación nacional con el objeto de 
informar sobre las actividades de la CNDH durante 2014, con base en los 
datos y registros que sobré la actividad institucional encontré, al asumir la 
Presidencia de este Organismo nacional el pasado 16 de noviembre, inclu-
yendo, de igual forma, lo realizado durante los primeros 45 días de mi 
gestión.

El Informe también contiene una sección de anexos que principalmente 
incluye el seguimiento de las Recomendaciones, el cual se presenta este 
año únicamente en formato electrónico. El contenido de los mismos está 
disponible para el conocimiento público en la página web de esta Comi-
sión Nacional.
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Con independencia de lo anterior, considero que lo más relevante a repor-
tar en materia de derechos humanos durante 2014, es el despertar y toma 
de conciencia que hechos como Tlatlaya e Iguala han provocado en nues-
tra sociedad, así como el nuevo paradigma de actuación que las autorida-
des e instituciones tenemos que asumir a partir de ellos.

En relación con el tema de la Protección y Defensa de los Derechos Huma-
nos, en 2014 las oficinas centrales y foráneas de la CNDH ofrecieron 348 
mil 624 servicios de atención al público, entre éstos, se recibieron 45 mil 
671 escritos de peticionarios que dieron origen a 8 mil 455 expedientes de 
queja, 7 mil 363 de orientación directa, 8 mil 596 de remisión y 475 de in-
conformidad. Del total de expedientes de queja registrados, 125 se iniciaron 
de oficio. Como consecuencia del procesamiento de los expedientes de 
queja, la CNDH emitió 55 recomendaciones que se dirigieron a 67 autori-
dades.

Las entidades públicas más señaladas en las recomendaciones son, en or-
den descendente, las siguientes: el Instituto Mexicano del Seguro Social, 
que recibió 8; la Comisión Nacional de Seguridad 8; el Gobierno de Oaxaca 
7; la Procuraduría General de la República 4; el Gobierno del Distrito Fede-
ral 4; el Gobierno de Chiapas 3; el Gobierno de Tabasco 3; la Secretaría de 
Educación Pública 2; el Gobierno de Hidalgo 2; el Gobierno del Estado 
de México 2, y el Ayuntamiento de Alvarado, Veracruz 2.

Respecto de los expedientes de queja, las autoridades señaladas con mayor 
frecuencia como responsables fueron: IMSS en 1,542 casos; el Órgano Ad-
ministrativo Desconcentrado Prevención y Readaptación Social de la Se-
cretaría de Gobernación en 1,177; la SEDENA en 642; la Policía Federal en 
580; el ISSSTE en 538; la SEP en 530; la PGR en 487; el Instituto Nacional de 
Migración en 450; la SEMAR en 374; y el INFONAVIT en 326.

Se ha advertido la necesidad de revisar los esquemas y parámetros para la 
calificación de las quejas que se reciban, la forma en que se registran las 
autoridades que son señaladas como responsables de las mismas, el segui-
miento que se da a los requerimientos de la Comisión Nacional, así como 
la forma o vías en que se concluyen los expedientes de queja o se atienden 
los escritos que se reciban.
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Se establecerán criterios objetivos para la calificación de las violaciones 
graves a derecho humanos, con parámetros sustentados en prácticas in-
ternacionales en favor de la protección a las víctimas, para prevenir casos 
como el de Tlatlaya, que dio origen a la Recomendación 51/2014 que, al 
implicar ejecuciones extrajudiciales, necesariamente debió ser considerado 
como un caso grave desde su origen.

En cuanto a las violaciones graves a derechos humanos, durante el perio-
do que se reporta este Organismo nacional formuló una sola Recomen-
dación, la cual fue dirigida al Gobierno Constitucional del Estado de Puebla, 
con motivo de los hechos ocurridos el 9 de julio de 2014 en el municipio 
de Ocoyucan. Ante la complejidad de las violaciones denunciadas, se da 
seguimiento puntual a su cumplimiento.

Es de subrayarse que cinco autoridades no aceptaron las recomendaciones 
del Ombudsman nacional. Me refiero a los ayuntamientos de Alvarado, Ve-
racruz; Ahuacotzingo, Guerrero; Florencio Villarreal, Guerrero, y Guachinan-
go, Jalisco. La CNDH ejercerá plenamente las facultades con que cuenta 
ante el rechazo o incumplimiento de sus recomendaciones.

Por otra parte, se emitió una Recomendación General sobre la prevención, 
atención y sanción de casos de violencia sexual en contra de las niñas y los 
niños en centros educativos. Es pertinente señalar que en este tipo de re-
comendaciones sería deseable que las mismas requirieran la aceptación 
por parte de las autoridades a las que van dirigidas, razón por la cual, se 
tendrían que promover las reformas legales conducentes para que tuvieran 
mayor fuerza y su contenido sirviera para formular políticas públicas.

En ejercicio de la facultad del Ombudsman nacional para promover accio-
nes de inconstitucionalidad, durante 2014 se presentaron seis acciones 
de este tipo, impugnando diversos ordenamientos jurídicos, tanto federa-
les como locales, mismas que aún se encuentran en trámite ante la Supre-
ma Cor te de Justicia de la Nación.

Como parte de las acciones de Protección y Defensa de los Derechos Hu-
manos, este año se brindaron 6 mil 22 servicios de atención a víctimas; se 
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realizaron 10 mil 22 gestiones a favor de personas migrantes, ante las au-
toridades correspondientes, y se llevaron a cabo 319 trabajos de campo, 
emitiéndose 63 mil 629 solicitudes de información a diversas autoridades, 
a fin de esclarecer la situación de las personas reportadas como desapare-
cidas, extraviadas, ausentes y fallecidas no identificadas.

En relación con las personas recluidas en centros penitenciarios, se tramitó 
ante las instancias competentes el otorgamiento de 120 beneficios de li-
bertad anticipada. De igual forma, se gestionó la liberación anticipada de 
109 personas indígenas sentenciadas, de acuerdo a los beneficios a los que 
por ley tenían derecho.

Durante 2014 se registró un total de 6 mil 571 eventos de capacitación en 
todas las entidades federativas, los cuales habrían contado con 1 millón 
256 mil 902 participantes. Al respecto, se busca valorar el impacto real de 
estas acciones en el desempeño de los servidores públicos participantes, 
así como en las entidades y organismos en los que prestan sus servicios.

Este Informe también contiene los datos relativos a los programas que 
atienden situaciones específicas en favor de las niñas, niños, adolescentes, 
mujeres, familias, personas adultas mayores, personas con discapacidad, 
personas que viven con VIH y/o SIDA, migrantes, personas indígenas, así 
como los asuntos que involucran agravios a periodistas y defensores civiles 
de los derechos humanos. De igual manera, se describen los esfuerzos para 
contribuir al combate contra la trata de personas e impulsar la defensa de 
los derechos laborales, económicos, sociales, culturales y ambientales.

Se revisará el diseño y esquemas operativos de los programas antes men-
cionados, para enfocarse en la atención a las víctimas, así como en las 
cuestiones prioritarias de cada área. Consideramos que los indicadores que 
reflejan las acciones que se llevaron a cabo deben replantearse para que en 
informes sucesivos se reflejen, de mejor forma, las acciones realizadas y su 
incidencia real en la materia a la que se abocan. 

En lo que se refiere a la Observancia de los Derechos Humanos, se llevaron 
a cabo 2 mil 737 visitas a los lugares de concentración de migrantes; 457 
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a comunidades indígenas y 539 a distintos lugares de detención e interna-
miento, en el ejercicio de las facultades del Mecanismo Nacional de Pre-
vención de la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos y Degra-
dantes. Por otra parte, se integró y publicó el Diagnóstico Nacional de 
Supervisión Penitenciaria 2013.

En cuanto al Estudio y Divulgación de los Derechos Humanos, se imprimie-
ron diversos materiales tales como libros, compilaciones, artículos, reseñas 
hemerográficas, comentarios, cartillas y fascículos, entre otros, los cuales 
tuvieron un volumen total de 7 millones 697 mil 763 unidades. En lo suce-
sivo, se revisarán las políticas editoriales para garantizar la calidad y utilidad 
de los materiales que se impriman o publiquen, así como propiciar que 
sean verdaderamente aprovechados y difundidos, por lo que se hará un 
mayor uso de formatos digitales para los mismos.

En 2014, con el objeto de promover y fortalecer sus vínculos interinstitu-
cionales, la CNDH suscribió convenios de cooperación con organismos 
públicos de derechos humanos, organizaciones de la sociedad civil e ins-
tituciones académicas de diversas entidades federativas. 

Asimismo, esta Comisión Nacional participó en diversas actividades con 
agrupaciones, internacionales y regionales, tales como el Comité Interna-
cional de Coordinación de Instituciones Nacionales para la Promoción y 
Protección de los Derechos Humanos, la Federación Iberoamericana del 
Ombudsman y la Red de Instituciones Nacionales de Derechos Humanos 
del Continente Americano. La CNDH trabaja para retomar su liderazgo en 
los foros internacionales.

En el seguimiento de recomendaciones, se advirtió que durante los años 
2013 y 2014, la CNDH presentó 148 denuncias administrativas por presun-
tas irregularidades imputables a servidores públicos federales y locales, de 
las cuales, a diciembre de 2014, 124 seguían en trámite y se habían con-
cluido 24, en las que solo en siete casos se determinó la imposición de una 
sanción administrativa a los servidores públicos involucrados, que en la 
mayoría de los casos consistió en una amonestación o suspensión por 15 
días. En los restantes 17 asuntos no se encontraron elementos suficientes 
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para imponer alguna sanción o se alegó la prescripción de la facultad para 
tal efecto. 

Del mismo modo, en cuanto a las denuncias penales formuladas por la 
CNDH como consecuencia de las recomendaciones emitidas, durante 2014 
se registraron 82 denuncias ante las distintas procuradurías de justicia, tan-
to federales como locales, mismas en las que no se registró consignación 
alguna durante el periodo que se reporta. Si acudimos a los registros ge-
nerados desde 2010, se habrían presentado en los últimos cuatro años 435 
denuncias, de las cuales se habría llegado a consignación en 43 casos.

Seremos más estrictos en el seguimiento e integración de las denuncias 
administrativas y penales que se presenten, así como en el seguimiento 
que se dé al trámite de las mismas. 

La atención de las violaciones a derechos humanos no concluye con la 
emisión de las Recomendaciones, es necesario dar seguimiento y constatar 
su cumplimiento puntual, en caso de que las autoridades responsables las 
acepten, así como denunciar pública y decididamente, las negativas u obs-
táculos que se presenten para su cumplimiento.

La Institución está obligada a observar los principios de transparencia y 
acceso a la información, tanto por su condición de entidad pública, como 
por su misión de proteger y defender estos derechos, considerados funda-
mentales en nuestra Constitución.

Por lo que hace a los datos que se reportan en este informe anual, es perti-
nente señalar que, en general, en los sistemas y registros institucionales se 
percibe un enfoque de carácter más cuantitativo que cualitativo, por lo que 
es mi compromiso generar mecanismos para evaluar la incidencia real del 
trabajo de este Organismo nacional ante la sociedad y transparentar la ges-
tión. La atención integral a las víctimas, el cumplimiento de la ley y la solución 
real de los casos planteados serán parámetros que nos orienten para ello.

El informe del Ombudsman ante los Poderes de la Unión, señalará en lo 
sucesivo un reporte o estado de la situación de los derechos humanos en 
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México, los obstáculos que enfrenta su gestión, las autoridades que son 
renuentes a colaborar con él o a cumplir con las recomendaciones, las 
reformas normativas que se tendrían que llevar a cabo para propiciar de 
mejor forma el respeto y defensa de los derechos humanos, así como la 
defensa y protección integral de las víctimas. Trabajaremos en indicadores 
y registros que permitan ofrecer esta información a la sociedad, para que 
conozca y acompañe las tareas que por la defensa y protección de los 
derechos humanos se emprendan.

Señoras legisladoras y señores legisladores:

A poco más de 70 días de que asumí la Presidencia de la Comisión Nacio-
nal de los Derechos Humanos, vivimos aún bajo las circunstancias extraor-
dinarias provocadas por los hechos de Iguala y Tlatlaya, así como por los 
reclamos sociales en favor de acciones inmediatas y efectivas de justicia, 
legalidad y respeto a la dignidad humana.

El clamor nacional es por una convivencia en paz y seguridad, con institu-
ciones democráticas que atiendan con eficacia y espíritu de servicio las 
demandas de la sociedad. Reconocemos que la crisis de credibilidad y 
confianza que desató Iguala afecta también a la CNDH.

En perspectiva, y más allá de las reformas y cambios puntuales, estamos 
trabajando para que la CNDH recupere su esencia y vuelva a sus orígenes. 
Recordemos que esta institución surgió en una situación donde se multi-
plicaban las violaciones a los derechos humanos, sin que nadie atendiera 
a las víctimas y con instituciones de impartición de justicia que no actuaban 
de manera eficaz y oportuna. Para retomar este legado no basta con de-
cirlo, hace falta trazar un plan de acción cuyo marco lo dan elementos 
como los siguientes:

a) Los derechos humanos deben colocarse en el centro de todas las 
políticas públicas y de la actuación gubernamental. No es admisible 
una actitud acomodaticia en esta materia tan sensible, ni en el ám-
bito nacional, ni en el internacional.
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b) La atención integral a las víctimas de violaciones a los derechos 
humanos debe ser igualmente central, porque ellas representan el 
corazón del agravio, del dolor y la indignación. El cuidado y la aten-
ción a las víctimas es el fundamento de cualquier posibilidad de 
reconciliación y recomposición social.

c) La procuración e impartición de justicia son las áreas donde más se 
manifiesta la crisis del Estado de Derecho en nuestro país. El buro-
cratismo, la exasperante lentitud, el abuso de los procedimientos y 
recursos jurídicos, así como la corrupción en estas zonas no son ma-
les menores, de hecho, condicionan el funcionamiento de las insti-
tuciones y agravan la precariedad de la convivencia social.

d) La pobreza y la desigualdad son abono a la violencia endémica. No 
afirmamos que sean la causa principal, pero sin duda contribuyen 
a la descomposición social y, en consecuencia, a la criminalidad. De 
ahí la importancia de repensar los enfoques y las políticas públicas 
de combate a la pobreza y de impulso al desarrollo.

e) La lucha en contra de la impunidad y en favor de la vigencia del 
Estado democrático y social de derecho es hoy un clamor nacional, 
pero la condición para avanzar decididamente en esta área es el 
combate frontal contra la corrupción, que requiere la aplicación de 
controles más estrictos para propiciar una cultura de actuación ins-
titucional sustentada en el respeto a la ley, la austeridad y la integri-
dad de los servidores públicos.

Como parte del nuevo enfoque, hemos iniciado encuentros y acercamien-
tos con las organizaciones de la sociedad vinculadas a la materia de los 
derechos humanos y con otras organizaciones de la sociedad civil, refor-
zando lazos con los organismos locales de protección a los derechos fun-
damentales, con instituciones académicas como la ANUIES, con la Confe-
rencia Nacional de Gobernadores, así como con legisladores federales 
preocupados por la situación de los derechos humanos en el país. 

Asimismo, le hemos dado un nuevo impulso a las relaciones con los orga-
nismos internacionales y regionales de derechos humanos. Desde esta 
Comisión Nacional se exhortó respetuosamente al Ejecutivo Federal a que 
acepte la competencia del Comité contra la Desaparición Forzada de Na-
ciones Unidas para admitir peticiones individuales.
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Del mismo modo, se hizo un atento llamado al Poder Legislativo a realizar 
las reformas pertinentes a fin de aprobar una Ley General en materia de 
desaparición forzada, que incluya la adecuación del tipo penal a los están-
dares internacionales, así como la obligación de implementar políticas 
públicas y protocolos para la búsqueda de personas desaparecidas.

Un tema de significativa importancia es la no reelección en la CNDH, por 
ello es necesario realizar las reformas conducentes a efecto de eliminar la 
posibilidad de reelección del Presidente de la Comisión Nacional, lo cual 
ayudará a evitar la politización del trabajo del Ombudsman. 

Reitero, no hay manera de recuperar la aparente normalidad que como 
país teníamos antes de los hechos de Iguala o Tlatlaya, porque era anóma-
la, estaba asentada, en buena medida, en la simulación, la ausencia de 
información pertinente, la desidia, la indolencia y la falta de responsabilidad 
pública de quienes propiciaron ese estado de cosas. Revisemos autocríti-
camente el camino andado e intentemos reorientar nuestras acciones. 
Entender la complejidad del enojo colectivo y el riesgo de erosión de la 
legitimidad de estructuras estatales, obliga a un cambio de actitud, de 
estrategia y de discurso.

Lo haremos si sabemos entender y atender nuestra realidad, si volvemos a 
escucharnos y podemos dialogar para buscar la paz, la verdad y la justicia. 
Este entendimiento y reflexión nos darán la oportunidad de evolucionar 
como personas y como sociedad, de trascender nuestras diferencias y re-
novar el pacto social.

Nadie debe caer en la tentación de la violencia. El diálogo, el entendimien-
to y el respeto a la ley deben prevalecer como las vías para la solución de 
los conflictos. Solo de esta forma superaremos la desconfianza y podremos 
construir el espacio común que se requiere para hacer efectivo el derecho 
a la verdad.

Evitar la impunidad es una obligación de todos, principalmente de las au-
toridades. No hay manera de recuperar la confianza y credibilidad de la 
sociedad si no se dan ejemplos claros de coherencia y compromiso para 
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tal efecto. El abatimiento de la impunidad, con la oportuna y debida apli-
cación de la ley, en todos los casos lleva implícito el respeto de los derechos 
humanos. 

Por complejas que sean las circunstancias, México no puede renunciar a 
su convicción democrática ni violentar su Estado de Derecho. La defensa 
de la dignidad humana debe ser el fin y el objeto de toda acción y proyec-
to que emprendamos como nación.

Muchas gracias

México, D.F., 28 de enero de 2015
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Informe Anual de Actividades 2015,  
ante la Comisión Permanente del Honorable  

Congreso de la Unión

Diputado José de Jesús Zambrano Grijalva,  
Presidente de la Mesa Directiva de la Comisión Permanente  
del Honorable Congreso de la Unión;

Senadora Ivonne Liliana Álvarez García  
y Senador Fernando Yunes Márquez,  
Vicepresidentes;

Diputado Carlos Gerardo Hermosillo Arteaga,  
Diputada Teresa de Jesús Lizárraga Figueroa,  
y Diputada Aracely Saucedo Reyes,  
Secretarios;

Señoras legisladoras y señores legisladores:
Miembros de organizaciones de la sociedad civil  

que asisten a este acto;
Representantes de los medios de comunicación;

Señoras y señores:

A casi cien años de promulgado nuestro texto constitucional y poco más 
de 4 años de que se realizó la trascendente reforma de 2011 en la materia, 
es inaceptable que los derechos humanos aún sean para muchas personas 
una mera construcción doctrinal o teórica que no encuentra un reflejo 
objetivo en su vida diaria y que también, la estabilidad y la vigencia de 
nuestras instituciones se cuestione y ponga en riesgo por la existencia de 
violaciones graves a derechos humanos, las cuales nos hablan de un en-
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tramado de impunidad, corrupción y de falta de aplicación de las normas, 
frente al cual no hemos tenido la capacidad de actuar con la pertinencia y 
oportunidad que serían necesarias.

Lo anterior ha propiciado la desconfianza en las instituciones, agravada por 
la inseguridad, la desigualdad y la violencia que nuestra sociedad constata 
de manera cotidiana, la colusión entre algunas autoridades y el crimen 
organizado, así como la falta de respuesta pronta, debida y ejemplar por 
parte de las autoridades, ante las afectaciones al entorno de convivencia 
pacífica en el que todas las mexicanas y mexicanos tendríamos que poder 
llevar a cabo el desarrollo integral y armónico de nuestras personas y vidas.

En este contexto, el Organismo nacional a mi cargo se planteó ejercer a 
cabalidad sus atribuciones para atender los legítimos reclamos de las per-
sonas y asumir la promoción y defensa de sus derechos fundamentales, 
maximizando sus capacidades y recursos. De este modo, durante 2015 la 
CNDH inició el trámite de 27,867 nuevos expedientes, de los cuales 9,980 
correspondieron a quejas propiamente dichas, 8,252 fueron orientaciones 
directas, 9,003 remisiones y 632 inconformidades.

Se presentó un incremento aproximado del 12% en el número de expe-
dientes registrados por la CNDH respecto del año anterior, al contabilizar-
se 27,867 frente a 24,889 de 2014, es decir, cerca de tres mil expedientes 
adicionales. Por otra parte, este Organismo nacional atendió y orientó de 
manera directa a 160,307 personas, durante el periodo que se reporta.

Se ha advertido la necesidad de reforzar las acciones que lleva a cabo la 
Comisión Nacional para que la sociedad conozca y entienda de mejor for-
ma las funciones que ejerce este Organismo nacional y el alcance que 
pueden tener las mismas. Por una parte, es un hecho que más del 50% de 
las personas que recurren a la CNDH plantean asuntos que no representan 
por sí mismos violaciones a derechos humanos o que sean competencia 
de la misma, por otra parte, sería ingenuo suponer que la totalidad de 
violaciones a derechos humanos que ocurren en el país son oportuna y 
debidamente denunciadas, razón por la cual nuestro objetivo ha sido, y lo 
continuará siendo, mejorar nuestra cobertura y disponibilidad en ésta al 
respecto.
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Del total de expedientes que se registraron en la CNDH, el porcentaje de 
aquellos que correspondieron a quejas propiamente dichas se incrementó 
en un año, en cerca del 18%, ya que en este periodo se radicaron 9,980 
expedientes de este tipo, en comparación con los 8,455 de 2014. De ma-
nera similar, los expedientes registrados como orientación directa, remisión 
e inconformidad durante 2015, registraron un incremento porcentual, con 
relación al año previo, de 12, 4.7 y 33% respectivamente.

Al inicio de 2015 existía un considerable rezago en la resolución de asuntos, 
el cual implicaba 2,366 expedientes, equivalentes al 36.5% del total de asun-
tos en trámite a esa fecha. Abatir este rezago se asumió como una prioridad 
y aunque la magnitud y complejidad del mismo hacen que su solución 
solo sea posible en el mediano plazo, ante el incremento en el número de 
quejas recibidas, podemos señalar que se han registrado avances en este 
campo. Si bien aún se encuentran en trámite 1,077 asuntos radicados en 
2014 o antes, nos hemos fijado como objetivo concluir su atención duran-
te el presente año.

Aunado al abatimiento del rezago, durante 2015 se concluyó un total de 
28,634 expedientes, lo cual representa poco más del 25.5% de lo que se 
concluyó el año anterior, que fueron 22,822, es decir, cerca de seis mil ex-
pedientes resueltos más que en el periodo previo. De ese total, en lo rela-
tivo a expedientes de queja, el porcentaje comparativo es mayor, llegando 
al 44.6%, toda vez que en este periodo se concluyeron 10,157 expedientes 
de este tipo en comparación con 7,022 de 2014.

Durante 2015 este Organismo nacional emitió 60 Recomendaciones diri-
gidas a 42 autoridades, entre las cuales destacan el IMSS, señalado en 13 
recomendaciones; la Comisión Nacional de Seguridad en 7; así como el 
Gobierno del Estado de Chiapas, el ISSSTE, el Instituto Nacional de Migra-
ción, y la PGR, cada una de ellas con 3 recomendaciones.

De estas recomendaciones, solo una no fue aceptada por el H. Ayunta-
miento de Santo Domingo Tepuxtepec, del Estado de Oaxaca, ante lo cual 
la Comisión Nacional actualmente analiza los argumentos de la autoridad 
responsable, con el objeto de definir una posición ante ello y actuar en 
consecuencia, conforme a derecho. 
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Los derechos humanos violentados, así como las materias sobre las cuales 
versaron las recomendaciones fueron diversas, comprendiendo cuestiones 
que abarcaron, entre otras, desde casos de ejecución extrajudicial, desapa-
rición forzada, tortura, uso excesivo de la fuerza, violencia obstétrica, inde-
bida prestación de servicios médicos, detenciones ilegales, ataques a la 
libertad de expresión y afectaciones a los derechos de las personas en 
contexto de migración, hasta el derecho a la consulta libre e informada de 
los pueblos indígenas, el daño o menoscabo al patrimonio cultural de la 
Nación, cuestiones vinculadas al medio ambiente, así como al nivel de vida 
y desarrollo de las personas.

Es de destacarse la emisión de la Recomendación 3VG 2015, por violaciones 
graves a los derechos humanos, con motivo de los hechos ocurridos el 6 
de enero de 2015 en Apatzingán, imputadas a la Policía Federal. Vale pre-
cisar que la Recomendación también fue dirigida al Secretario de la Defen-
sa Nacional, al Gobernador Constitucional del Estado de Michoacán de 
Ocampo y al Presidente Municipal de Apatzingán de la Constitución, aun-
que los hechos imputados a estas autoridades no fueron considerados 
como graves.

La atención de las violaciones a derechos humanos no concluye con la sola 
emisión de las Recomendaciones, ya que es necesario dar seguimiento y 
constatar su cumplimiento puntual, en caso de que las autoridades res-
ponsables las acepten, así como denunciar pública y decididamente las 
negativas u obstáculos que se presenten para su cumplimiento. En razón 
de ello, como consecuencia de las Recomendaciones emitidas, este año se 
dio atención y seguimiento a 469 denuncias penales y 187 quejas admi-
nistrativas, mismas que han dado origen a la aplicación de sanciones ad-
ministrativas a 41 servidores públicos y 58 denuncias consignadas ante las 
distintas procuradurías.

El cumplimiento de las Recomendaciones aún enfrenta demoras sensibles 
por lo que en 2016 se buscará fortalecer esta área. La promoción, integra-
ción y seguimiento de las denuncias administrativas y penales es una forma 
en la que la CNDH puede lograr que el contenido de sus Recomendacio-
nes efectivamente se cumpla. Los resultados obtenidos hasta ahora son 
modestos, pero indudablemente marcan los primeros pasos en una ruta 
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que de manera previa no había explorado con toda la intensidad e interés 
posible este Organismo nacional.

Desde el inició de la gestión se planteó la necesidad de lograr un esquema 
de atención efectiva a las víctimas, es decir, buscar que los problemas o las 
situaciones que motiven que las personas recurran a este Organismo na-
cional se atiendan o se subsanen de la mejor forma y en el menor tiempo 
posible, por la vía de la conciliación de las partes involucradas, cuestión 
que está prevista por el artículo 36 de la Ley de este Organismo nacional.

Esta vía, se ha revelado como una opción viable, ejercida en los términos que 
marca la Ley, para dar una solución satisfactoria y en el corto plazo, a un 
elevado porcentaje de los casos que conoce esta Comisión Nacional. Duran-
te el periodo que se reporta, del total de quejas registradas se lograron resol-
ver durante el procedimiento o por la vía conciliatoria 4,370 expedientes, lo 
cual representa cerca del 43% del total de expedientes de queja concluidos.

Las Recomendaciones son el instrumento de mayor impacto dentro de la 
actividad de este Organismo nacional, pero no en todos los casos son el 
medio más inmediato para la resolución de un expediente de queja y la aten-
ción efectiva de los planteamientos hechos por quienes acuden a la CNDH. 
Las Recomendaciones hacen evidente ante la opinión pública parte del 
trabajo de la Comisión Nacional al tener difusión mediática; los procesos 
conciliatorios, en cambio, quedan entre las partes involucradas, no requie-
ren difusión, pero para un gran número de asuntos, constituyen la vía más 
efectiva para lograr la atención de las presuntas violaciones que se hubie-
sen planteado, así como la reparación del daño causado a las víctimas.

Las recomendaciones generales tienen como propósito que se promue-
van las modificaciones de disposiciones normativas y prácticas administra-
tivas que constituyan o propicien violaciones a los derechos humanos. 
Durante 2015 la Comisión Nacional emitió dos recomendaciones de este 
tipo: una, relacionada con las condiciones de aislamiento que prevalecen 
en diversos centros penitenciarios del país, y la otra, con el tema del ma-
trimonio igualitario.

Por otra parte, la CNDH emitió en 2015 tres informes especiales, mediante 
los cuales se ponen de manifiesto problemáticas de derechos humanos 
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en lo que atañe a la situación de mujeres en reclusión, al estado prevale-
ciente en los centros de tratamiento para adolescentes que infringen las 
leyes penales y a la operación de grupos civiles armados en el Estado de 
Michoacán. Del mismo modo, se elaboró y publicó un pronunciamiento 
respecto de la sobrepoblación en los centros penitenciarios en el país.

En 2015, la CNDH promovió 29 acciones de inconstitucionalidad, lo cual 
representa el 42.6% del total de acciones de este tipo que este Organismo 
nacional ha interpuesto desde 2006, año en que se le concedió dicha atri-
bución. Con esto, la CNDH hace visibles los riesgos que algunas normas 
pueden representar contra el ejercicio y disfrute de los derechos humanos, 
y contribuye a mejorar el sistema legal de nuestro país, por la vía de impul-
sar la acción del máximo tribunal como institución garante del orden cons-
titucional.

Nada menos el día de ayer por excitativa de la Comisión Nacional, la Su-
prema Corte de Justicia concedió la razón a la CNDH en sus argumentos 
para declarar inconstitucional algunos artículos del Código Civil del estado 
de Jalisco. Es parte de la labor que hacemos con las acciones de inconsti-
tucionalidad. 

En materia de quejas, las autoridades que fueron señaladas con mayor 
recurrencia como presuntamente responsables de una violación a dere-
chos humanos en los escritos de queja fueron: el IMSS, en 2,185 casos; el 
Órgano Administrativo Desconcentrado de Prevención y Readaptación 
Social de la Secretaría de Gobernación 1,308; la Policía Federal 783; la PGR 
761; el ISSSTE 705; el Instituto Nacional de Migración 688; la SEDENA 620; 
la SEP 548; la SEMAR 373; y la CFE 316.

Si agrupamos las autoridades señaladas como presuntas responsables de 
algún abuso de poder por sectores, tendríamos que respecto del Sector 
Salud se habrían presentado 3,070 quejas, mientras que en el Sector Segu-
ridad se habrían registrado 3,024 y en el Sector Educativo 702.

Las entidades federativas en las que se reportó con mayor frecuencia la 
comisión de algún hecho presuntamente violatorio a derechos humanos, 
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fueron el Distrito Federal, en 2,350 casos; Estado de México 791; Tamaulipas 
613; Veracruz 468; Sonora 442; Chiapas 405; Jalisco 354; Oaxaca 349; Naya-
rit 302, y Michoacán 299.

Las presuntas violaciones a derechos humanos que se denunciaron con 
mayor frecuencia durante el 2015, fueron prestación indebida del servicio 
público, en 3,152 casos; faltar a la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad 
y eficacia en el desempeño de las funciones, 1,871; omitir proporcionar 
atención médica 1,697; detención arbitraria 879; trato cruel, inhumano o 
degradante 663; acciones u omisiones que trasgreden los derechos de los 
migrantes 602; negligencia médica 490; omitir fundar el acto de autoridad 
481; omitir motivar el acto de autoridad 452, y prestar indebidamente el 
servicio de educación 431.

Es de destacarse que, en el ámbito de la CNDH, durante 2015 se registraron 
327 expedientes en los que se reportó la desaparición de 423 personas. De 
este conjunto, en 11 casos se advirtieron elementos suficientes para trami-
tarse como expedientes en los que existiría una presunta desaparición 
forzada de personas. En cuanto a los lugares en que se señaló la desapari-
ción de personas, Guerrero fue el estado del cual se recibió el mayor nú-
mero de reportes, seguido de Coahuila, Tamaulipas y Veracruz. 

Con base en las cifras antes mencionadas, es claro que este Organismo 
nacional no puede permitirse demoras o burocratismos en la atención de 
los asuntos a su cargo, por el contrario, debe mejorar sus capacidades y 
procedimientos para lograr mayor efectividad y eficiencia en este ámbito. 
Cada hora, podríamos decir, se reciben y se concluyen 3 expedientes, lo 
cual sujeta a nuestro personal, cuya capacidad y entrega deben ser reco-
nocidos, a grandes cargas de trabajo y presiones para que desempeñen 
sus funciones con los estándares de calidad y profesionalismo que se les 
están exigiendo. Cada expediente concluido, con independencia de la vía 
por la cual se haga, implica una valoración y gestión institucional sobre los 
hechos planteados, así como una investigación exhaustiva, imparcial y ob-
jetiva en el caso de los expedientes de queja.

Se ha buscado que la CNDH aplique en el trámite y gestión de sus asuntos 
los parámetros de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y pro-
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gresividad inherentes a los derechos humanos, lo cual ha repercutido en 
la manera de proteger y promover los mismos, incidiendo de manera di-
recta en la forma en que el Organismo nacional a mi cargo ejerce sus atri-
buciones.

El mandato de este Organismo nacional implica no solo la protección de 
los derechos humanos que ampara el orden jurídico mexicano, sino tam-
bién la observancia, promoción, estudio y divulgación de los mismos, fun-
ciones que en conjunto constituyen su objetivo esencial. El informe que 
hoy se presenta detalla puntualmente las actividades que se llevaron a 
cabo durante 2015 en estos ámbitos.

Es pertinente hacer notar que para el informe de actividades 2015, este 
Organismo nacional con el ánimo de abonar a la sustentabilidad, la eco-
nomía de recursos y la transparencia, por vez primera ha privilegiado el 
formato electrónico, habiéndose impreso únicamente un resumen ejecu-
tivo, al cual se acompaña una memoria USB con la información relativa la 
actividad institucional, en una plataforma que, con el auxilio de herramien-
tas interactivas, permitirá una consulta más ágil, integral y personalizada 
del trabajo de la CNDH en el periodo que se reporta.

En el informe se alude a casos como los de Chalchihuapan, Tlatlaya, Iguala, 
Apatzingan o Tanhuato, los cuales han modificado la percepción general 
e histórica de los derechos humanos en nuestro país, poniendo a prueba 
a las Instituciones, incluida a la CNDH y evidenciando las carencias, las 
profundas desigualdades, la falta de oportunidades y de respuesta por par-
te de autoridades de los tres niveles de gobierno, desde hace muchos años, 
a diversas problemáticas sociales, así como la debilidad del Estado de De-
recho en varias regiones del país.

La CNDH ha atendido todos estos casos desde sus primeros momentos y 
lo continúa haciendo. No hemos estado ausentes o se han desatendido los 
hechos. Ninguno de estos asuntos guardaría el estado que actualmente 
tiene sin la intervención de este Organismo nacional, en tanto que se han 
vigilado y, en su caso, hecho notar las deficiencias y omisiones de las in-
vestigaciones que llevan a cabo las autoridades responsables de las mis-
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mas, lo cual, busca inhibir que se verifiquen nuevos hechos violatorios de 
derechos humanos.

Son casos complejos, que por su propia naturaleza y características requie-
ren que las investigaciones que se realicen cumplan con los atributos de 
objetividad, imparcialidad, exhaustividad y credibilidad. El esclarecimiento 
de estos asuntos exige trascender el nivel de la mera denuncia, para llegar 
a resoluciones claras, objetivas e integrales que estén sustentadas en ele-
mentos concretos que se desprendan de una investigación científica e 
integral de los hechos.

Con relación al caso Iguala, desde el mes de julio el Organismo nacional a 
mi cargo presentó el documento denominado “Estado de la Investigación 
del Caso Iguala”, en el cual se formularon 32 observaciones y propuestas a 
diversas autoridades para prevenir nuevas violaciones a derechos humanos 
y coadyuvar al debido desarrollo de las investigaciones que llevan a cabo 
las autoridades competentes, comprendiendo todos los planteamientos 
hechos por los padres de los jóvenes normalistas desaparecidos, sus repre-
sentantes, organizaciones sociales y académicos.

En dicho documento se advierte la necesidad de fortalecer las investiga-
ciones que las autoridades llevan a cabo, consolidando los medios de con-
vicción que las sustentan, ya que, en caso contrario, podrían existir omisio-
nes o deficiencias en las mismas, que trajeran como consecuencia que los 
responsables no pudieran ser sancionados y los hechos quedaran impunes. 
Para la CNDH el “Caso Iguala” es un expediente abierto, cuya investigación 
realiza en ejercicio de sus atribuciones constitucionales y en la cual, es 
preciso que en sus aspectos técnicos más complejos y controvertidos, sea 
la ciencia la que guíe la investigación sobre la desaparición de los estudian-
tes normalistas.

En Apatzingan, como lo he referido, este Organismo nacional emitió una 
Recomendación que ha puesto de manifiesto la subsistencia de prácticas 
tales como ejecuciones extrajudiciales, uso excesivo de la fuerza, así como 
omisiones e inconsistencias en las actuaciones ministeriales, cuestiones 
que es necesario sancionar conforme a derecho y prevenir que se vuelvan 
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a presentar. En ningún caso podemos permitir la impunidad. Por el contra-
rio, la investigación de estos asuntos debe volverse un referente sobre el 
compromiso y capacidades del Estado y de la sociedad mexicana con la 
justicia y el respeto de la dignidad humana.

Durante este año se tuvo una colaboración permanente con los mecanis-
mos regional y universal de derechos humanos, habiéndose sostenido 
distintas reuniones de trabajo con la Corte y la Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos; con diversos relatores y expertos independien-
tes de dicha Comisión; con el Alto Comisionado de Naciones Unidas para 
los Derechos Humanos, así como diversas participaciones con grupos de 
trabajo y comités del Consejo de Derechos Humanos de Naciones Unidas, 
tales como el de desapariciones forzadas y derechos de la infancia, por 
citar tan solo algunos casos.

Asimismo, se fortaleció la vinculación y colaboración con otros organismos 
nacionales de derechos humanos para incidir en la atención de problemá-
ticas regionales relevantes en esta materia. En este contexto, podemos 
citar las reuniones internacionales en las que se asumieron compromisos 
para la atención a migrantes en la frontera sur de México.

Aquí, debo mencionar que convocamos en la ciudad de Tapachula, a todos 
los Ombudsman de Centroamérica, convocamos a todos los cónsules de 
Centroamérica, a las autoridades nacionales, organizaciones nacionales e 
internacionales, porque pensamos que el tema, es un tema no solamente 
del país, sino de varios países involucrados.

Así también, tuvimos reuniones para darle seguimiento a la Agenda 2030 
para el Desarrollo Sostenible de la ONU, esta última, citando en Mérida, 
Yucatán, a 53 Ombudsman del mundo, 15 días después de que la ONU 
asumiera la agenda por el Desarrollo Sostenible. Y los Ombudsman nos 
hemos comprometido precisamente a trabajar en favor de los 17 objetivos 
que la configuran.

México cuenta con las instituciones y el marco legal necesario para que las 
violaciones a la dignidad humana que se presenten en nuestro país puedan 
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ser investigadas, los responsables sancionados y el daño reparado. El reto 
de todas las autoridades es sujetar su conducta al cumplimiento de la ley 
y al respeto y vigencia de los derechos fundamentales de las personas. El 
reto de la CNDH y de los organismos locales de protección y defensa de 
derechos humanos, es fortalecer la credibilidad y confianza de la sociedad 
mexicana en el Sistema de Protección No Jurisdiccional de los mismos.

Para que estos mecanismos cumplan sus objetivos se requiere no solo que 
las instancias federales y locales encargadas de la protección y defensa de 
los derechos humanos desempeñemos adecuadamente nuestras funcio-
nes, es preciso un compromiso y actuación responsable por parte de las 
autoridades de los distintos niveles de gobierno para atender los requeri-
mientos y solicitudes de información que se les formulen, así como la apli-
cación irrestricta y oportuna de la ley para sancionar a aquellos servidores 
públicos que hayan violado los derechos fundamentales y prevenir que 
tales hechos se repitan.

Pese al amplio reconocimiento constitucional de los derechos humanos, 
así como a los llamados, excitativas y recomendaciones que durante sus 
25 años de existencia ha hecho la CNDH para el reconocimiento y respeto 
de los derechos humanos, se siguen preservando prácticas y conductas 
que nuestro país tendría que haber superado, tales como la tortura, las 
ejecuciones extrajudiciales, la desaparición forzada o las detenciones arbi-
trarias. Lo anterior, cuestiona que los derechos humanos efectivamente se 
hayan puesto como eje de todo acto de autoridad y si la totalidad de los 
servidores públicos realmente están capacitados y han asumido el respeto 
a la dignidad humana como parámetro para el ejercicio de sus atribuciones.

Hay temas que demandan acciones urgentes y respecto de los cuales aún 
no hemos dado la respuesta que los hechos nos reclaman. Entre ellos, como 
lo he señalado, el problema de las desapariciones desafía y cuestiona las 
capacidades y recursos del Estado mexicano para dar respuesta a una si-
tuación que, con el paso del tiempo, se está convirtiendo en un obs táculo 
que no hemos podido superar en nuestro camino rumbo a una cultura 
sustentada en la observancia de los derechos humanos y en la atención a 
las inaplazables demandas de verdad, justicia y reparación de las víctimas.
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De igual forma, la tortura es un flagelo inadmisible e indignante que repre-
senta un serio retroceso en el Estado de Derecho. Con independencia de 
la frecuencia con que se presente o de lo extendido de este fenómeno en 
México, las autoridades federales y estatales deben garantizar que cada 
caso que ocurra será investigado y sancionado. Es un problema que requie-
re ser reconocido, visibilizado y que demanda la adopción de medidas 
efectivas para su prevención y abatimiento. 

Hoy vuelvo a reiterar que la defensa y protección de los derechos humanos 
no es algo que pueda esperar o estar sujeta a tiempos o intereses políticos o 
de cualquier otra naturaleza, así como tampoco regirse por parámetros diver-
sos a la búsqueda de la verdad y la efectiva vigencia y aplicación de la ley.

Señoras y señores legisladores:

Más allá de los casos que por su gravedad y trascendencia han conmovido 
e indignado a la sociedad, día con día las mexicanas y mexicanos convivi-
mos con la debilidad de nuestro Estado de Derecho, la impunidad, la co-
rrupción, la inseguridad y, no en pocos casos, con la violencia, la colusión 
de autoridades con el crimen organizado y condiciones de verdadera in-
defensión ante los abusos de poder y las acciones delictivas. Lo anterior, 
aunado a la pobreza y los niveles de desigualdad imperantes que son rea-
lidades que transgreden toda lógica de un Estado democrático de Derecho, 
y vulneran la dignidad de las personas que las sufren, impidiendo el desa-
rrollo tanto de las personas como de su colectividad.

El Estado debe ofrecer a sus ciudadanos el espacio para que los individuos 
se puedan desarrollar plenamente, en el que el reconocimiento de su dig-
nidad trascienda el campo discursivo y adquiera vigencia. La efectiva per-
secución de los delitos, así como la aplicación de la ley y el desarrollo de 
la economía, no deben ser excluyentes o ajenos al ámbito de los derechos 
humanos. Las políticas públicas en materia de seguridad y justicia, desa-
rrollo social, así como las relativas al ámbito presupuestario, deben tener 
como condición necesaria un enfoque de derechos humanos.

¿Qué es necesario para que como Nación asumamos un compromiso con 
la verdad, la legalidad, el respeto a los otros y la convivencia pacífica? Es 
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preciso encarar de manera efectiva y coordinada el tema de las desaparicio-
nes, de las fosas clandestinas, de la trata de personas, de los abusos a mi-
grantes, de la tortura, de las ejecuciones extrajudiciales, los homicidios no 
resueltos, de los agravios y ataques a periodistas y defensores de derechos 
humanos, de las deficiencias e irregularidades en el sistema penitenciario, 
de la exclusión y discriminación de nuestras comunidades indígenas, de los 
abusos y agravios a niñas, niños y adolescentes, de las violencias por cues-
tión de género o preferencia sexual, de la discriminación y falta de inclu-
sión de las personas con discapacidad, de las afectaciones a nuestro medio 
ambiente, de la destrucción y pérdida de nuestros patrimonios culturales, 
así como de la falta de un acceso real a la justicia para todas y todos.

Lucrar o pretender obtener un beneficio de los problemas que aquejan a 
nuestro país o del dolor y sufrimiento de las víctimas es algo que como 
sociedad debemos condenar y actuar de manera decidida para que se pre-
venga. México, lo he dicho, tiene ante sí una coyuntura crítica en el ámbito 
de los derechos humanos, que nos ofrece la posibilidad de optar por que 
se preserve el estado actual de cosas o se asuma un compromiso de cam-
bio que, teniendo como eje el respeto y vigencia de los derechos humanos, 
fortalezca y consolide nuestro Estado Democrático y Social de Derecho, aba-
tiendo la impunidad, la corrupción, la simulación y demás vicios y prácticas 
que debemos desterrar, de una vez por todas, de nuestra realidad como país.

Si 2011 fue el año en que se aprobó la histórica reforma constitucional en 
materia de derechos humanos, 2016 debe ser el año de la implementación 
efectiva de la misma por todos los poderes y autoridades de los distintos 
órdenes de gobierno, de la mano con la sociedad en su conjunto. El com-
promiso que las distintas instancias del Estado mexicano han expresado 
en materia de derechos humanos, debe verse reflejado en acciones concre-
tas, que dejen en claro que realmente se ha asumido como una prioridad.

La formulación de leyes pertinentes y debidas, así como su aplicación efec-
tiva, no es algo que se pueda o deba negociar, ni puede ser materia de tran-
sacción o moneda de cambio entre intereses de ninguna índole. El poder 
legislativo, tanto a nivel federal como local, tiene la capacidad de incidir de 
manera positiva en el ámbito de los derechos humanos de nuestro país.
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Son asignaturas pendientes, entre otras, la emisión de las leyes generales en 
materia de tortura y desaparición forzada; las leyes reglamentarias de los 
artículos 29 y 33 constitucionales; la armonización normativa para que el ma-
trimonio igualitario sea una realidad en todo el país, así como para que los or-
ganismos de derechos humanos sean efectivamente autónomos y gocen de 
los recursos y capacidades necesarias para el desempeño de sus funciones.

En septiembre de 2014, el Caso Iguala nos indignó y movilizó ante la bar-
barie generada por la colusión entre algunas autoridades y el crimen or-
ganizado. Hoy, a poco más de un año, un caso como Tierra Blanca, en el 
que pareciera repetirse ese vínculo funesto, nos hace cuestionarnos sobre 
nuestra capacidad para aprender del pasado y si efectivamente queremos 
y podemos superar nuestras deficiencias y omisiones. Es urgente replantear 
las políticas públicas en esta materia y revisar el marco normativo aplicable, 
para que estas conductas puedan ser prevenidas o, en su caso, denuncia-
das, investigadas y sancionadas debidamente.

Los problemas que enfrentamos no podemos asumirlos como parte de 
una “normalidad” sustentada en la ilegalidad, la injusticia, la violencia y la 
corrupción. Los costos de las lecciones no aprendidas son muy altos. No 
podemos eludir o voltear la cara a la realidad que tenemos, es nuestra 
responsabilidad empezar a transformarla.

Es necesario que tomemos en serio los derechos humanos, que compren-
damos que los mismos son el elemento básico para sustentar los cambios 
que como país demandamos, para lograr un México más justo e incluyen-
te, con un verdadero Estado de Derecho y una institucionalidad fuerte, en 
donde la corrupción y la impunidad no tienen cabida y todas las personas 
cuentan con un entorno que les proporciona las condiciones necesarias 
para su desarrollo pleno. México necesita que todas sus instancias, recursos 
y capacidades actúen y se apliquen a la causa de la dignidad humana.

Muchas gracias.

Ciudad de México, a 27 de enero de 2016
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Informe Anual de Actividades 2016,  
ante la Comisión Permanente del Honorable  

Congreso de la Unión

Diputado Javier Bolaños Aguilar,  
Presidente de la Mesa Directiva de la Comisión Permanente  
del Honorable Congreso de la Unión;

Diputada Cristina Ismene Gaytán Hernández  
y Senador Aarón Irízar López,  
Vicepresidenta y Vicepresidente;

Senadora Laura Rojas Hernández, Diputada Gloria Himelda 
Félix Niebla, y Senadores Luis Humberto Fernández Fuentes 
y Gerardo Flores Ramírez,  
Secretarias y Secretarios;

Señoras legisladoras y señores legisladores;
Consejeras y Consejeros de la Comisión Nacional  

de los Derechos Humanos;
Miembros de organizaciones de la sociedad civil  

que asisten a este acto;
Representantes de los medios de comunicación;

Señoras y señores:

Este año la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos cumple 
cien años. A lo largo de este siglo, ha tenido cerca de setecientas modi-
ficaciones, la más importante de las cuales fue la de junio de 2011, que la 
convirtió en una Constitución de Derechos Humanos.
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Sin embargo, el reconocimiento constitucional de los derechos humanos 
no ha sido suficiente para garantizar su respeto y aplicación efectiva. Tam-
poco ha prevenido por completo que estos derechos sean vulnerados. Esto 
ha ocasionado que la sociedad perciba un divorcio entre lo que dicen las 
normas y lo que ocurre en la realidad. La confianza en las instituciones y la 
certidumbre sobre la aplicación de la ley se ha perdido, o cuando menos 
debilitado, ante la impunidad, la corrupción, la indiferencia y la ineficacia 
administrativa que las personas advierten y padecen de manera cotidiana; 
los derechos humanos son frecuentemente vistos como meros postulados 
teóricos, lejanos de la realidad material de las personas.

En el 2016 México atravesó una coyuntura crítica de derechos humanos: 
inseguridad, violencia, desigualdad, pobreza y exclusión, así como debili-
dad del Estado de Derecho y falta de un acceso real a la justicia. Esta situa-
ción, desafió la capacidad y vigencia de las instituciones, generando dudas 
sobre la pertinencia de nuestro sistema democrático y la necesidad misma 
de proteger los derechos fundamentales. Asimismo, generó un sentimien-
to de inconformidad y descontento en la sociedad, contra las autoridades 
e instituciones, que se ha manifestado en la respuesta dada a diversas me-
didas económicas anunciadas en fecha reciente.

No fueron pocas las voces que identificaron la promoción y defensa de los 
derechos humanos como un recurso que propicia la impunidad, llegando 
al punto de expresar su resignación con actos de autoridad contrarios a la 
dignidad humana, tales como detenciones arbitrarias, restricciones a la li-
bertad de tránsito, tortura o inclusive ejecuciones arbitrarias, si ello trajera 
como resultado mayores niveles de seguridad o se garantizara el pronto 
castigo a los delincuentes.

Se creyó ver en el uso arbitrario de la fuerza la vía más eficaz para comba-
tir la injusticia y la ilegalidad, aunque ello implicara incurrir en otros actos 
injustos e ilegales. Asimismo, se revindicó la justicia por propia mano, que 
encontró expresión en diversos linchamientos, algunos de ellos llevados a 
cabo contra inocentes, llegándose al extremo del elogio y reconocimiento 
público en casos como los presentados en Puebla, el Estado de México o 
la Ciudad de México, donde la muerte de presuntos delincuentes fue con-
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siderada por muchas personas como “una mejor justicia” que si hubiesen 
respondido de sus actos ante los tribunales competentes.

En el ámbito legislativo se formularon iniciativas que sentaban las bases 
para propiciar la práctica de la venganza privada, al promover que la socie-
dad tuviera acceso más libre a la posesión de armas de fuego, lo cual, 
además de depositar implícitamente en la ciudadanía la responsabilidad 
de preservar su propia seguridad, contribuiría a generar un entorno propi-
cio para otros hechos de violencia si no se siguen protocolos adecuados. 
La inseguridad y la violencia que afecta a nuestra infancia y adolescencia, 
no debe atenderse exclusivamente mediante acciones reactivas, como 
podría ser la operación “mochila segura”, que además puede vulnerar de-
rechos humanos si no se siguen protocolos adecuados para preservar los 
derechos de la infancia y adolescencia.

La prevención debe ser una prioridad para familias, autoridades escolares 
y para los gobiernos. No podemos confundirnos. Hechos tan lamentables 
como los ocurridos recientemente en el estado de Nuevo León nos de-
muestran una realidad que requiere atención en aspectos tales como el 
acoso escolar, los problemas de depresión de niñas, niños y adolescentes, 
así como una regulación más completa y estricta para la posesión de armas.

Las armas en las casas, no obstante que sean legales, no son la solución a 
los problemas de inseguridad. Las armas en los hogares deben ser contro-
ladas y debidamente resguardadas por sus poseedores, además de que las 
campañas de despistolización deben ser permanentes y fortalecerse. El 
Estado es quien debe cumplir con la responsabilidad de proteger a sus 
gobernados y evitar que las personas ejerzan justicia por propia mano. 
Cada arma que se retire de la sociedad implica una posibilidad menos de 
que se generen nuevos hechos violentos y que se victimice a una niña, 
niño o adolescente.

La porosidad de nuestras fronteras y la actuación indebida de las autorida-
des ha propiciado que ingrese un gran número de armas a nuestro país y 
que cada vez sea más fácil conseguir un arma. Es preciso actuar en todos 
los ámbitos para reforzar la vigilancia y el control fronterizo para prevenir 
que esto suceda.
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Durante 2016 nuestras instituciones fueron severamente cuestionadas por 
factores tales como la falta de rendición de cuentas, la impunidad, los con-
flictos de intereses, así como por la existencia de violaciones graves a de-
rechos humanos, en las cuales se advirtió un entramado de corrupción y 
de falta de aplicación de las normas.

En este contexto, en 2016 un total de 61,661 personas acudieron a este 
Organismo nacional por estimar violentados sus derechos fundamentales 
por algún acto de autoridad, por lo que se inició el trámite de 25,233 nue-
vos expedientes, de los cuales 9,408 correspondieron a quejas propiamen-
te dichas, 7,838 a orientaciones directas, 7,430 remisiones y 557 inconfor-
midades.

Si bien se inició un número considerable de asuntos durante el periodo 
que se reporta, no implicó un aumento en el rezago de los mismos, ya que, 
a diciembre de 2016, frente a 25,233 expedientes iniciados se reportó la 
conclusión de 25,707, con lo que se concluyó un mayor número de asun-
tos a los que se iniciaron.

En materia de quejas, las autoridades que fueron señaladas con mayor 
recurrencia como presuntamente responsables de una violación a dere-
chos humanos fueron: el IMSS, en 2,074 casos; el Órgano Administrativo 
Desconcentrado Prevención y Readaptación Social de la Secretaría de Go-
bernación 1,619; el ISSSTE en 838; la Policía Federal 660; la SEP en 537; el 
Instituto Nacional de Migración 532; la PGR 512; la SEDENA 439; la SEMAR 
258, y la SEDESOL en 247 casos.

En este rubro, respecto de los registros correspondientes a 2015, es de 
señalarse el incremento de 23.8% en el número de quejas recibidas en 
contra del Órgano Administrativo Desconcentrado Prevención y Readap-
tación Social de la Secretaría de Gobernación, y de 18.9% en el caso del 
ISSSTE, siendo el mayor incremento porcentual que se presentó en este 
rubro el de 51.85% referido a las quejas presentadas en contra de Petróleos 
Mexicanos, con 82 quejas en 2016 frente a 54 de 2015.

Si agrupamos las autoridades señaladas como presuntas responsables de 
algún abuso de poder por sectores, tendríamos que, durante 2016, respec-
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to del Sector Salud se habrían presentado 3,079 quejas, mientras que en el 
Sector Seguridad se habrían registrado 1,835, y en el Sector Educativo 685.

Las entidades federativas en las que se reportó con mayor frecuencia la 
comisión de algún hecho presuntamente violatorio a derechos humanos, 
fueron la Ciudad de México, en 2,255 casos; Estado de México, 751; Chiapas, 
532; Tamaulipas, 453; Veracruz, 443; y Oaxaca, 422. En este apartado, res-
pecto de 2015, resalta un aumento de 31.4% en los casos denunciados en 
el estado de Chiapas y de 20.9% en Oaxaca.

Las presuntas violaciones a derechos humanos que se reclamaron con 
mayor frecuencia durante el 2016, fueron prestación indebida del servicio 
público, en 2,299 casos; omitir proporcionar atención médica, 2,155; faltar 
a la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficacia en el desempe-
ño de las funciones, 1,417; detención arbitraria, 548; trato cruel, inhuma-
no o degradante, 528; negligencia médica, 483; acciones y omisiones que 
trasgreden los derechos de las personas privadas de su libertad, 477; obs-
taculizar o negar las prestaciones de seguridad social a que se tiene de-
recho, 467; acciones u omisiones que trasgreden los derechos de los 
migrantes y de sus familiares, 462; y prestar indebidamente el servicio de 
educación, 387.

Por lo que hace a los presuntos hechos violatorios considerados de mayor 
impacto, se registraron 216 expedientes de queja en los que se denunció 
tortura; 28 casos de privación de la vida y 15 de desaparición forzada, lo 
cual representó en los casos de tortura y desaparición forzada un incre-
mento del 332% y del 36.3% respectivamente en comparación con 2015. 
De igual forma, los asuntos relativos a presuntas violaciones a derechos 
humanos de periodistas, se incrementaron en 16.4% de 2015 a 2016, al 
registrarse 92 expedientes por este concepto.

Durante 2016, este Organismo nacional emitió 72 Recomendaciones, diri-
gidas a 55 autoridades, lo cual significó un aumento del 20% frente a lo 
registrado en 2015. Las cinco autoridades que fueron destinatarias de ma-
yor número de Recomendaciones durante este periodo, son el IMSS, seña-
lado en 15 casos; la Secretaría de Marina, con 7; la Procuraduría General de 
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la República, con 6; la Comisión Nacional de Seguridad, con 6, y la Secre-
taría de la Defensa Nacional con 5 Recomendaciones. Del conjunto de 
Recomendaciones emitidas en 2016, solo 2 han sido cumplidas en su to-
talidad, 54 tienen pruebas de cumplimiento parcial, y 14 han sido acepta-
das sin que se tengan pruebas de cumplimiento.

Los derechos humanos violentados, así como las materias sobre las cuales 
versaron las recomendaciones fueron diversas, comprendiendo cuestiones 
que abarcaron, entre otras, desde casos de ejecución extrajudicial, desapa-
rición forzada, tortura, uso excesivo de la fuerza, violencia obstétrica, inde-
bida prestación de servicios médicos, detenciones ilegales, ataques a la 
libertad de expresión y afectaciones a los derechos de las personas en 
contexto de migración, hasta el derecho a la consulta libre e informada de 
los pueblos indígenas, cuestiones vinculadas al medio ambiente, así como 
al nivel de vida y desarrollo de las personas. En 7 Recomendaciones se acre-
ditó la existencia de tortura y en 11 tratos crueles, inhumanos o degradantes.

Es de destacarse la emisión de la Recomendación 4VG 2016, por violaciones 
graves a los derechos humanos consistentes en el uso excesivo de la fuer-
za que derivó en la ejecución arbitraria de 22 civiles y la privación de la vida 
de 4 civiles; la tortura de dos personas detenidas; el trato cruel, inhumano 
y degradante en perjuicio de una persona detenida y la manipulación del 
lugar de los hechos, atribuida a la Policía Federal, con motivo de los hechos 
ocurridos el 22 de mayo de 2015 en el “Rancho del Sol”, municipio de Tan-
huato, Michoacán.

Como hemos señalado en otras ocasiones, la atención de las violaciones a 
derechos humanos no concluye con la sola emisión de las Recomendacio-
nes, ya que es necesario dar seguimiento y constatar su cumplimiento 
puntual, en caso de que las autoridades responsables las acepten, así como 
denunciar pública y decididamente las negativas u obstáculos que se pre-
senten para su cumplimiento.

En razón de ello, como consecuencia de las Recomendaciones emitidas, 
en 2016 la CNDH presentó 50 denuncias por responsabilidad penal y 92 
por responsabilidad administrativa de servidores públicos.
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Asimismo, con motivo del fortalecimiento de las acciones de la CNDH en 
el seguimiento de Recomendaciones, se tuvo conocimiento que durante el 
periodo que se informa, se impusieron sanciones administrativas a 110 
servidores públicos, lo cual representa un aumento mayor al cien por cien-
to respecto del número de personas que habían sido sancionadas en pe-
riodos anteriores, el cual fue de 41 en 2015 y 14 en 2014.

El cumplimiento de las Recomendaciones aún enfrenta demoras sensibles 
y requiere un seguimiento y evaluación integral y especializado, para lo 
cual se conformó la Coordinación General de Seguimiento de Recomen-
daciones y de Asuntos Jurídicos.

Desde el inicio de la gestión se planteó la necesidad de lograr un esquema 
de atención efectiva a las víctimas, es decir, buscar que los problemas o las 
situaciones que motiven que las personas recurran a este Organismo na-
cional se atiendan o se subsanen de la mejor forma y en el menor tiempo 
posible, por la vía de la conciliación de las partes involucradas, cuestión 
que está prevista por el artículo 36 de la Ley de este Organismo nacional.

Esta vía ha demostrado en los hechos ser una opción viable, ejercida en 
los términos que marca la Ley, para dar una solución satisfactoria y en el 
corto plazo a un elevado porcentaje de los casos que conoce esta Comisión 
Nacional. Durante el periodo que se reporta, del total de quejas registradas 
se lograron resolver durante el procedimiento y por la vía conciliatoria 4,566 
expedientes, lo cual representa cerca del 47.2% del total de expedientes 
de queja concluidos.

Las recomendaciones generales tienen como propósito que se promuevan 
las modificaciones de disposiciones normativas y prácticas administrativas 
que constituyan o propicien violaciones a los derechos humanos. Durante 
2016 la Comisión Nacional emitió cinco recomendaciones de este tipo, las 
cuales versaron sobre el ejercicio de la libertad de expresión en México; los 
agravios a personas defensoras de derechos humanos; la falta y/o actuali-
zación de programas de manejo en áreas naturales protegidas de carácter 
federal y su relación con el goce y disfrute de diversos derechos humanos; 
el derecho a la consulta previa de los pueblos y comunidades indígenas; y 
la reclusión irregular en las cárceles municipales y distritales.



48 comisión nacional de los derechos humanos

Por otra parte, la CNDH emitió en 2016 cuatro informes especiales, median-
te los cuales se pusieron de manifiesto diversas problemáticas vinculadas 
a los derechos humanos en nuestro país, tales como la relativa al despla-
zamiento forzado interno; el estado que guardan las Recomendaciones en 
trámite que este Organismo nacional ha dirigido a autoridades federales, 
estatales o municipales; la problemática de niñas, niños y adolescentes 
centroamericanos en contexto de migración internacional no acompaña-
dos en su tránsito por México; así como las condiciones de hijas e hijos de 
las mujeres privadas de la libertad en los centros de reclusión. Asimismo, 
la CNDH realizó un Estudio Especial sobre la Situación de la Población Afro-
descendiente en México.

Ante la relevancia de los casos que conoce, el Mecanismo Nacional de 
Prevención de la Tortura, a cargo de la CNDH, emitió por primera vez cinco 
Recomendaciones propias, las cuales estuvieron referidas a las condiciones 
de los centros de reclusión que dependen de los gobiernos estatales de 
Hidalgo, Quintana Roo y Nuevo León, así como de la Fiscalía General del 
estado de Veracruz y diversas presidencias municipales de esa misma en-
tidad. Adicionalmente se hicieron públicos 7 pronunciamientos y 17 Infor-
mes (9 iniciales y 8 de seguimiento) sobre diversos Centros Federales de 
Readaptación Social, estaciones migratorias y estancias provisionales, así 
como lugares de detención e internamiento en varias entidades federati-
vas. Estas Recomendaciones fueron aceptadas y se da seguimiento especial 
a su cumplimiento.

En 2016, la CNDH promovió 30 acciones de inconstitucionalidad, con lo 
cual ha buscado hacer visibles los riesgos que algunas normas pueden 
representar contra el ejercicio y disfrute de los derechos humanos, y con-
tribuye a mejorar el sistema legal de nuestro país, por la vía de impulsar la 
acción del máximo tribunal como institución garante del orden constitu-
cional.

El mandato de este Organismo nacional implica no solo la protección de 
los derechos humanos que ampara el orden jurídico mexicano, sino tam-
bién la observancia, promoción, estudio y divulgación de los mismos, fun-
ciones que en conjunto constituyen su objetivo esencial. El informe que 
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hoy se presenta detalla puntualmente las actividades que se llevaron a 
cabo durante 2016 en estos ámbitos.

Es pertinente hacer notar que para el Informe de Actividades 2016, se 
volvió a privilegiar el formato electrónico, habiéndose impreso únicamen-
te un resumen ejecutivo, al cual se acompaña una memoria USB con la 
información relativa a la actividad institucional, en una plataforma que, 
con el auxilio de herramientas interactivas, permitirá una consulta más 
ágil, integral y personalizada del trabajo de la CNDH en el periodo que se 
reporta.

En el informe se alude a casos como los de Tlatlaya, Iguala, Apatzingán o 
Tanhuato, los cuales han modificado la percepción general e histórica de 
los derechos humanos en nuestro país, poniendo a prueba a las Institucio-
nes, incluida la CNDH, evidenciando las carencias, las profundas desigual-
dades, la falta de oportunidades y de respuesta por parte de autoridades 
de los tres niveles de gobierno, desde hace muchos años, a diversas pro-
blemáticas sociales, así como la debilidad del Estado de Derecho en varias 
regiones del país. Son casos complejos, que por su propia naturaleza y 
características requieren que las investigaciones que se realicen cumplan 
con los atributos de objetividad, imparcialidad, exhaustividad y credibilidad. 
El esclarecimiento de estos asuntos exige trascender el nivel de la mera 
denuncia, para llegar a resoluciones claras, objetivas e integrales que estén 
sustentadas en elementos concretos que se desprendan de una investiga-
ción científica e integral de los hechos.

Con relación al caso Iguala, en el mes de abril de 2016 la CNDH dio a co-
nocer el “Reporte sobre la Posible Participación de Elementos de la Policía 
Municipal de Huitzuco y de dos Agentes de la Policía Federal en la Desa-
parición de los Normalistas que Viajaban en el Autobús 1531, ocurrida en 
el “Puente del Chipote” de Iguala, el 26 de Septiembre de 2014”, en el cual, 
la información que se dio a conocer constituyó, de facto, el punto de par-
tida de una segunda “Ruta de Desaparición”, que deberá ser investigada 
por la autoridad competente para determinar con certeza lo sucedido con 
los estudiantes de la Normal de Ayotzinapa una vez que agentes policia-
les los sustrajeron del lugar antes referido.
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En este caso, si bien se había evidenciado la intervención de los agentes 
de policía pertenecientes a los municipios de Iguala y Cocula en los hechos 
ocurridos la noche del 26 al 27 de septiembre de 2014, la CNDH habría 
recabado información testimonial que también haría presumir la partici-
pación de elementos de la Policía Municipal de Huitzuco y de dos elemen-
tos de la Policía Federal en los hechos ocurridos en el denominado “Puen-
te del Chipote”, lo que se señaló desde julio de 2015.

En el mes de julio, se presentó un informe en torno de las circunstancias 
en las que fue privado de la vida el estudiante normalista Julio César Mon-
dragón Fontes, en el que se formularon 8 nuevas Observaciones y Propues-
tas a diversas autoridades, 4 a la Procuraduría General de la República, 3 a 
la Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas (CEAV) y 1 a la Fiscalía Gene-
ral del Estado de Guerrero, para consolidar la investigación de esos hechos.

Durante este año se dio continuidad a la colaboración permanente con los 
mecanismos regional y universal de derechos humanos, así como con otras 
instituciones nacionales de derechos humanos y con los organismos loca-
les de protección y defensa de los mismos en México. En este ámbito, es 
de destacarse la intervención que se tuvo en dos sesiones del Consejo de 
Derechos Humanos de Naciones Unidas, así como los compromisos que, 
a iniciativa de la CNDH, asumieron otros organismos nacionales para la 
atención a migrantes en la frontera sur de México, para el seguimiento de 
la Agenda 20/30 para el Desarrollo Sostenible de la ONU, así como para la 
defensa de migrantes en los Estados Unidos de América.

Durante sus 26 años de existencia la CNDH ha hecho diversos llamados, 
excitativas y recomendaciones para el reconocimiento y respeto de los 
derechos humanos, no obstante, lo cual se siguen preservando prácticas y 
conductas que en nuestro país tendrían que haberse superado, tales como 
la tortura, las ejecuciones arbitrarias, la desaparición forzada o las deten-
ciones arbitrarias. Lo anterior, cuestiona que los derechos humanos efecti-
vamente se hayan puesto como eje de todo acto de autoridad y si la tota-
lidad de los servidores públicos realmente están capacitados y han 
asumido el respeto a la dignidad humana como parámetro para el ejercicio 
de sus atribuciones.
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Por otra parte, ante los señalamientos en favor de la austeridad y el control 
del gasto público que se han formulado como consecuencia de la situación 
económica que atraviesa nuestro país, nos pronunciamos porque el Legis-
lativo Federal, en ejercicio de la facultad en la materia presupuestaria que 
le asiste, formule con responsabilidad, objetividad e integralidad, una ley 
que de manera general y obligatoria para todo ente que ejerza recursos 
públicos, imponga los parámetros, alcances y medidas concretas de aus-
teridad en el gasto, así como en el destino que se dé a los recursos que se 
afecten.

Ninguna medida adoptada en el ámbito exclusivo de la operación admi-
nistrativa de las instituciones será suficiente o podrá revertir los efectos del 
aumento en los combustibles y la incidencia que otros factores han tenido 
en la economía del país, de ahí la pertinencia y necesidad de una ley.

Que el dinero se gaste en lo que se debe y que sea efectivo el gasto que 
se haga; ahí es donde tendríamos que centrar nuestros esfuerzos, así como 
en trasparentar las erogaciones realizadas. Es necesario que se defina y dé 
seguimiento al destino de los ahorros que se obtengan como consecuen-
cia de las medidas de austeridad y no que queden como recursos dispo-
nibles para una asignación discrecional.

En tanto se adoptan acciones como las que se han sugerido, en el ámbi-
to de la CNDH, estamos por concretar, previa opinión del Consejo Consul-
tivo, medidas específicas de reducción y control del gasto que implicarán 
ahorros efectivos por más de cincuenta millones de pesos durante 2017. 
Lo anterior, sin comprometer el cumplimiento de las funciones sustantivas 
de esta Comisión Nacional o afectar derechos adquiridos de su planta la-
boral. Estas medidas comprenden ajustes a las partidas de sueldos y salarios 
del personal de mando superior, una limitación severa en los gastos de 
representación, servicios de telefonía y el gasto en combustible, así como 
un replanteamiento de procedimientos internos para propiciar mayores 
economías, entre otras cuestiones.

Hoy vuelvo a reiterar que la defensa y protección de los derechos humanos 
no es algo que pueda esperar o estar sujeta a coyunturas, tiempos o inte-
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reses políticos o de cualquier otra naturaleza, así como tampoco regirse 
por parámetros diversos a la búsqueda de la verdad y la efectiva vigencia 
y aplicación de la ley.

Ante un entorno internacional incierto, nuestro país demanda aplicar todos 
sus recursos y capacidades. Es preciso recuperar la justicia, el respeto, el 
cumplimiento de la ley, la solidaridad, la educación, el trabajo, la inclusión 
y el desarrollo. Tenemos derecho a vivir en un ambiente de paz, en el que 
contemos con condiciones razonables de seguridad que posibiliten el ejer-
cicio y vigencia de nuestros derechos.

La atención a los problemas de seguridad debe ser prioridad de la agenda 
pública para el 2017, lo cual requiere abarcar con objetividad y responsa-
bilidad, la atención de los elementos y factores que inciden en los mismos.

En este contexto, la discusión sobre el marco normativo aplicable a las 
tareas que con carácter extraordinario —desde hace una década— llevan 
a cabo las fuerzas armadas, resulta relevante pero no implica, por sí misma, 
la solución a la inseguridad y violencia que nuestro país enfrenta.

La formación y capacitación de policías; la inteligencia financiera y la inves-
tigación patrimonial; el fortalecimiento de la prevención; así como una 
revisión y replanteamiento de nuestro sistema penitenciario, son tan solo 
algunos de los factores que se deberían atender de manera adicional a una 
ley sobre seguridad nacional o interior, misma que en todo caso deberá 
formularse bajo una perspectiva de derechos humanos y ser acorde al ré-
gimen competencial previsto por la Constitución.

No podemos permanecer impasibles cuando advertimos complicidad y 
vínculos entre algunas autoridades y delincuentes, cuando aquellas que 
tienen que actuar para garantizar la seguridad y la convivencia pacífica no 
cumplen con tal obligación o pretenden delegarla en otros, como en los 
llamados grupos de autodefensa, aun cuando con ello se trasgreda la ley. 
No podemos resignarnos a que la ley sea objeto de negociación y a que 
su aplicación sea algo discrecional.
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Estos son problemas recurrentes en la historia de nuestro país, pero hoy a 
eso se agregan otros de origen externo. Los inminentes cambios en la po-
lítica migratoria, económica y social de los Estados Unidos de América, 
requieren que todos aquellos que estamos comprometidos con el recono-
cimiento, defensa y promoción de los derechos humanos, con sustento en 
el marco jurídico internacional, formemos un frente común para denunciar 
y oponernos a toda expresión de discriminación, exclusión, racismo, xeno-
fobia o que atente contra la dignidad de las personas, antes de que la 
irracionalidad se enquiste y genere imitadores. 

Considero necesario insistir, en que las y los defensores de derechos hu-
manos, los organismos nacionales y las instancias internacionales, debemos 
evidenciar la ilegitimidad de estas conductas, mediante su condena y la 
construcción de espacios de defensa. No permitir que la indiferencia haga 
que asumamos, como parte de nuestra normalidad, un discurso que pro-
mueva el menoscabo a los derechos de las personas y deje de lado la 
dignidad humana.

El reconocimiento, defensa y protección de la dignidad humana no es ne-
gociable, ni puede ser materia de transacción o moneda de cambio, ya sea 
en el ámbito internacional o nacional. Es preciso que en la elaboración de 
las leyes se escuche ampliamente a la sociedad, a las organizaciones civiles, 
a las víctimas, a la academia, a las instituciones y, en general, a los destina-
tarios de la norma, para que los instrumentos sean lo más adecuados po-
sibles. 

Esta Comisión Nacional en sus Recomendaciones Generales e Informes ha 
señalado la necesidad de formular leyes, tales como la relativa a la Consul-
ta Previa de los Pueblos y Comunidades Indígenas; al matrimonio igualita-
rio o al desplazamiento forzado interno.

Al principio de mi intervención, señalé que la reforma más importante de 
la Constitución en 100 años fue la de junio de 2011, que ubicó los derechos 
humanos en el centro de la actividad estatal. También he dicho que mien-
tras las autoridades no cumplan con sus contenidos, esto puede quedar 
como letra muerta.
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Señoras y señores legisladores:

Hace un año, ante esta soberanía, la Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos hizo notar la necesidad de concluir los procesos legislativos y la 
expedición de las leyes generales en materia de tortura y desaparición 
forzada; las leyes reglamentarias de los artículos 29 y 33 constitucionales; 
así como la armonización normativa para que los organismos de derechos 
humanos locales gocen de los recursos y capacidades necesarias para el 
desempeño de sus funciones. Por la vigencia de los derechos humanos, así 
como por la necesidad de que la verdad y la justicia lleguen a las víctimas, 
debemos exigirnos que estos pendientes se resuelvan este año.

Si los derechos humanos no se cumplen y respetan no se está cumpliendo 
ni respetando la esencia de nuestro máximo ordenamiento. En México el 
respeto y la vigencia de los derechos humanos implica el respeto y la vi-
gencia misma de la Constitución, cuyo contenido, como lo señaló Venus-
tiano Carranza —al dar inicio a los trabajos del Congreso Constituyente el 
1º de diciembre de 1916— debe asegurar las libertades públicas por medio 
del imperio de la ley.

Muchas gracias.

Ciudad de México, a 25 de enero de 2017
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Informe Anual de Actividades 2017,  
ante la Comisión Permanente del Honorable  

Congreso de la Unión

Diputado Jorge Carlos Ramírez Marín,  
Presidente de la Mesa Directiva de la Comisión Permanente  
del Honorable Congreso de la Unión;

Senadora Adriana Dávila Fernández  
y Diputado Rafael Hernández Soriano,  
Vicepresidenta y Vicepresidente;

Diputadas María Gloria Hernández Madrid,  
Nelly del Carmen Márquez Zapata; Senadores  
Isidro Pedraza Chávez, David Monreal Ávila  
y Diputado José Refugio Sandoval Rodríguez;  
Secretarias y Secretarios;

Señoras legisladoras y señores legisladores;
Consejeras y Consejeros de la Comisión Nacional  

de los Derechos Humanos;
Miembros de organizaciones de la sociedad civil  

que asisten a este acto;
Representantes de los medios de comunicación:

Señoras y señores:

La renovación constitucional de este órgano legislativo hace que ésta sea la 
última oportunidad para dirigirme a ustedes —integrantes de la LXIII Le-
gislatura— y presentarles el informe anual de labores 2017 de la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos. Quiero resaltar, por ello, diversos as-
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pectos relevantes de la actividad institucional durante ese año y compartir 
con ustedes algunas reflexiones sobre el estado que guarda el reconoci-
miento y respeto de los derechos y libertades de las personas en nues-
tro país. 

Aun con avances significativos en la formulación de nuevos e importantes 
ordenamientos y el reconocimiento casi generalizado sobre la necesidad 
de su cumplimiento, los derechos humanos no son plenamente respetados 
y vigentes en México. En este sentido, el Poder Legislativo dio un impulso 
decisivo a la investigación, sanción y prevención en nuestro país de prác-
ticas ilícitas que deben abatirse y son contrarias a la dignidad de las perso-
nas, al aprobar disposiciones como la Ley General para Prevenir, Investigar 
y Sancionar la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degra-
dantes, así como la Ley General en Materia de Desaparición Forzada de 
Personas, Desaparición Cometida por Particulares y del Sistema Nacional 
de Búsqueda de Personas.

2017 podrá ser considerado un año atípico para los derechos humanos en 
nuestro país. Si por una parte se registró una disminución, respecto de años 
anteriores, del número de quejas promovidas contra instancias tales como 
la Secretaría de la Defensa Nacional o la Secretaría de Marina, por otra fue 
el año en el que esta Comisión Nacional ha emitido más recomendaciones 
por violaciones graves a los derechos humanos. Del mismo modo, los ín-
dices históricos de violencia e ilícitos registrados en el periodo, así como la 
percepción mayoritaria de inseguridad entre la población, son evidencia 
clara y objetiva de que las autoridades de los distintos niveles y órdenes 
de gobierno han fallado en su obligación y responsabilidad básica de pro-
porcionar niveles mínimos de seguridad a la población que posibiliten el 
cabal goce y ejercicio de los derechos fundamentales.

Estos factores, aunados a la falta de estrategias objetivas y eficaces en el 
combate a las organizaciones criminales, en el entorno de pobreza, exclu-
sión, desigualdad y condiciones de precariedad en que viven muchas mexi-
canas y mexicanos, han generado un contexto de violencia, ilegalidad, 
impunidad y corrupción, que afectó y sigue afectando especialmente a las 
poblaciones más vulnerables, siendo expresión de ello la violencia femini-
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cida registrada en varias entidades; los ataques y agresiones a periodistas, 
comunicadores y defensores de derechos humanos; los abusos a migran-
tes; así como la existencia de las llamadas nuevas formas de esclavitud. 

En un hecho inédito, la violencia contra defensores de derechos humanos 
cobró en la persona del Presidente de la Comisión de Derechos Humanos 
de Baja California Sur su primera víctima mortal dentro del sistema de pro-
tección no jurisdiccional previsto por nuestra Constitución, caso que —al 
igual que la mayoría de las situaciones a las que me he referido— continúa 
en la impunidad.

Es incontrovertible el abandono a nuestras policías, debido al deficiente 
diseño institucional, inadecuadas políticas y esquemas de reclutamiento y 
selección, indebida formación y capacitación, así como las fallas de los 
esquemas de coordinación interinstitucional y en la asignación de los re-
cursos operativos requeridos. Asimismo, esta realidad que nos desafía y 
confronta deja en claro la falta de políticas públicas integrales y pertinentes 
en materia de seguridad y justicia, de legislación oportuna, así como la 
urgencia de acabar con la amplia tolerancia que se tiene ante el incumpli-
miento y falta de aplicación de la ley.

Un claro obstáculo para la consecución de estas metas ha sido la imposi-
bilidad práctica para que los mecanismos anticorrupción y las fiscalías au-
tónomas entren plenamente en operación y ejerzan a cabalidad sus atri-
buciones, con lo cual se preservan la laxitud en la rendición de cuentas, la 
impunidad de los servidores públicos que incurren en conductas ilícitas, 
así como la dificultad para que todas las personas tengan acceso real y 
efectivo a la justicia, lo que debilita nuestras instituciones y el Estado de-
mocrático de Derecho.

En 2017 y hoy ante ustedes, señoras y señores legisladores, la CNDH reite-
ra que es posible y compatible la prevención y persecución efectiva de los 
delitos con el respeto a los derechos humanos. Pero es preciso no quitar 
el dedo del renglón. Es indispensable que haya —no de manera excepcio-
nal sino como una constante— servidores públicos capacitados, policías 
y ministerios públicos preparados y con recursos, que logren que la inves-
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tigación de los delitos, así como las tareas de seguridad pública, sean efec-
tivas y cumplan con lo dispuesto por el artículo 21 constitucional, en un 
marco de transparencia y rendición de cuentas que, al tiempo que abata 
la impunidad, inhiba la corrupción. 

Si bien, como lo he indicado, las quejas recibidas y las recomendaciones 
emitidas contra la Secretaría de la Defensa Nacional o la Secretaría de Ma-
rina bajaron en comparación con 2016, ambas instancias continuaron sien-
do señaladas como responsables de presuntas violaciones a derechos 
humanos que involucrarían conductas de evidente gravedad, como tortu-
ra, desaparición forzada o ejecución arbitraria, entre otras. Es necesario y 
urgente que las autoridades civiles recuperen el ámbito de la seguridad 
pública. En tanto las Fuerzas Armadas no puedan retornar a las tareas que 
les son propias, es previsible que estas imputaciones continúen desgastan-
do y debilitando la credibilidad y confianza de la sociedad en sus institu-
ciones.

La tarea desarrollada por esta Legislatura que concluye tuvo la visión y 
capacidad de emitir ordenamientos con los que se saldaron varios pen-
dientes históricos que tenía nuestro país en el ámbito de los derechos 
fundamentales. Su formulación indudablemente contribuirá a su respeto 
y vigencia. El proceso legislativo relativo a esos ordenamientos, en especial 
la Ley General sobre Desaparición Forzada y por Particulares, es experiencia 
exitosa de vinculación y trabajo coordinado entre las y los señores legisla-
dores y los expertos, académicos, víctimas, organizaciones de la sociedad 
civil, organismos nacionales e internacionales de protección y defensa de 
los derechos humanos, así como autoridades, para la construcción de un 
marco jurídico que haga posible dar mejor atención a las graves proble-
máticas que regulan, siendo acordes al sentido y alcance del artículo 1o. 
de nuestro máximo ordenamiento y de la reforma constitucional de 2011.

En contraste, la aprobación de la Ley de Seguridad Interior seguirá siendo 
uno de los capítulos más polémicos y que mayor trascendencia tendrá en 
la historia para ponderar el trabajo de esta Legislatura que concluye.

El acuerdo y voluntad política que dio vida a la reforma constitucional de 
2011 en materia de derechos humanos representó un logro de dimensio-
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nes históricas, cuestión que fue reconocida por todos los grupos y sectores 
políticos y sociales y por múltiples actores de la mayor relevancia, tanto 
dentro como fuera de nuestras fronteras. Como lo ha hecho público de 
manera reiterada la CNDH y se expresó en la acción de inconstitucionalidad 
promovida la semana pasada, el articulado de la Ley de Seguridad Interior 
es contrario al contenido y esencia de la reforma de 2011, en tanto genera 
la posibilidad de que se vulneren derechos y libertades básicas reconocidas 
en favor de las y los mexicanos, además de afectar el diseño y equilibrio 
constitucionalmente establecido entre la Federación y los estados, las ins-
tituciones, órganos del Estado y Poderes.

Si bien uno de los argumentos básicos para promover y fundamentar la 
Ley de Seguridad Interior fue la necesidad y conveniencia de dar certeza a 
la población y a los miembros de las Fuerzas Armadas, sobre la actuación 
de estos últimos en tareas de apoyo a la seguridad pública, lo cierto es que 
la simple lectura de la ley en sus términos actuales permite advertir que no 
reporta ningún beneficio directo a las personas ni a los elementos militares 
que intervienen y arriesgan su vida en esas tareas. La ley es, en su parte 
sustantiva, un instrumento que posibilita que, sin parámetros objetivos y sin 
las debidas garantías de transparencia y rendición de cuentas, el Ejecutivo 
Federal pueda ordenar discrecionalmente la intervención de las Fuerzas 
Armadas e incidir en el ámbito de libertades y derechos de las personas, 
por causas y materias que trascienden, por mucho, el ámbito de la seguri-
dad individual, por cuestiones tan imprecisas y de subjetiva interpretación 
como preservar el desarrollo nacional o el Estado de Derecho.

Por ello, propusimos se construyera ese marco de análisis y discusión, en 
un ejercicio con la sociedad civil, academias y las propias Fuerzas Armadas. 
Esa ausencia favoreció que hayamos impugnado su constitucionalidad, 
misma que, al igual que las demás acciones de este tipo que la CNDH ha 
promovido, no busca atacar a las instituciones o debilitar nuestro Estado 
de Derecho. Precisamente, porque tenemos instituciones y leyes que dan 
la oportunidad de que estos diferendos de opinión se puedan plantear y 
resolver ante instancias jurisdiccionales para preservar la integridad de 
nuestro sistema constitucional y de los derechos humanos reconocidos 
por el mismo, es que se han promovido estas acciones en ejercicio de las 
atribuciones que competen a esta Comisión Nacional.
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Sumado al combate a la violencia e inseguridad, el abatimiento de la co-
rrupción e impunidad deben ser asuntos prioritarios para 2018. Desgracias 
naturales como los sismos registrados en septiembre de 2017, los cuales 
motivaron la movilización conjunta de autoridades y sociedad ante una 
tragedia que afectó a miles de mexicanas y mexicanos, y en los cuales la 
CNDH mantuvo un papel activo de apoyo, ayuda y acompañamiento a 
víctimas y damnificados, evidenciaron la posibilidad de que la corrupción 
y laxitud en el cumplimiento de la ley hayan cobrado vidas humanas. Que 
aún cuestiones humanitarias, como la entrega de la ayuda y apoyos a dam-
nificados, probablemente no hayan estado exentas de desvíos y malos 
manejos. Estos hechos también son investigados por esta Comisión Nacio-
nal, pero deben llevarnos a reflexiones más profundas sobre la realidad que 
enfrentamos y el tipo de país y sociedad que queremos ser.

En 2017, el respeto y defensa de los derechos humanos se reafirmó como 
un elemento indispensable para fortalecer la legalidad e institucionalidad 
democrática en nuestra sociedad y propiciar la convivencia pacífica entre 
las y los mexicanos, siendo una vía de acceso a la justicia frente a la arbi-
trariedad y contra la impunidad. En razón de ello, un total de 218,695 per-
sonas recurrieron a este Organismo nacional para buscar apoyo, atención 
o asesoría.

Se recibieron 38,722 escritos de queja, los cuales, previo análisis y estudio, 
derivaron en la apertura de 25,959 nuevos expedientes, lo cual significó un 
aumento de más de 700 casos respecto de los registrados en 2016, de los 
cuales 9,331 correspondieron a quejas propiamente dichas, 8,319 a orien-
taciones directas, 7,682 remisiones y 627 inconformidades. Si bien se inició 
un número considerable de asuntos durante el periodo que se reporta, el 
mismo no implicó un aumento en el rezago de los mismos, toda vez que, 
a diciembre de 2017, frente a 25,959 expedientes iniciados se reportó la 
conclusión de 26,210, con lo que se concluyó un mayor número de asun-
tos de los que se iniciaron.

En materia de quejas, las autoridades que fueron señaladas con mayor 
recurrencia como presuntamente responsables de una violación a dere-
chos humanos fueron: el IMSS, en 2,634 casos; el ISSSTE, en 1,078; la SEP, en 
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656; el Instituto Nacional de Migración, 521; la Policía Federal, 425; la PGR, 
422; la SEDENA, 415; la SEDESOL, 386; el Órgano Administrativo Descon-
centrado de Prevención y Readaptación Social de la Secretaría de Gober-
nación, 377; y la Secretaría de Marina, en 259 casos.

En este rubro, respecto de los registros correspondientes a 2016, es de 
señalarse el incremento de 27% en el número de quejas recibidas contra 
el Instituto Mexicano del Seguro Social y del 29% contra el Instituto de 
Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado. De igual for-
ma, resulta relevante la baja del 329% en el número de quejas presentadas 
contra el Órgano Administrativo Desconcentrado Prevención y Readapta-
ción Social de la Secretaría de Gobernación, misma que es consecuencia 
de la implementación de los servicios de atención inmediata que este Or-
ganismo nacional lleva a cabo, de manera directa, en centros federales de 
reclusión, donde se atendieron 2,494 casos planteados por personas pri-
vadas de su libertad, que no llegaron a constituirse en quejas y permitieron 
una pronta solución a los conflictos señalados.

Las entidades federativas en las que se reportó con mayor frecuencia la 
comisión de algún hecho presuntamente violatorio a derechos humanos 
fueron la Ciudad de México, en 2,922 casos; Estado de México, 789; Vera-
cruz, 380; Chiapas, 353; Jalisco, 360; Aguascalientes, 312; Tamaulipas, 288; 
Michoacán, 271, y Oaxaca, 268. En este apartado, respecto de 2016, resalta 
un aumento de 11% en los casos denunciados en el estado de Aguasca-
lientes.

Las presuntas violaciones a derechos humanos que se reclamaron con ma-
yor frecuencia durante el 2017 fueron: prestación indebida del servicio 
público, en 2,227 casos; faltar a la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad 
y eficacia en el desempeño de las funciones, 1,831; omitir proporcionar 
atención médica, 1,782; obstaculizar o negar las prestaciones de seguridad 
social a que se tiene derecho, 592; omitir suministrar medicamentos, 496; 
acciones u omisiones que trasgreden los derechos de los migrantes y de 
sus familiares, 464; negligencia médica, 464; omitir fundar el acto de auto-
ridad, 438; prestar indebidamente el servicio de educación, 422, y deten-
ción arbitraria, 398. Respecto de 2016, destaca el aumento de 40% en la 
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denuncia de hechos presuntamente violatorios que implicaron la omisión 
en el suministro de medicamentos.

Por lo que hace a los presuntos hechos violatorios considerados de mayor 
impacto, se registraron 398 expedientes de queja en los que se denunció 
detención arbitraria; 319, tratos crueles, inhumanos o degradantes; 464, 
negligencia médica; 83, tortura; 25 casos de privación de la vida y 21 de 
desaparición forzada e involuntaria de personas.

En cuanto a la resolución de expedientes de queja, durante 2017 se con-
solidaron los mecanismos de atención que esta Comisión Nacional ha pro-
movido para buscar que los problemas o las situaciones que motiven que 
las personas recurran a la misma, se atiendan o se subsanen de la mejor 
forma. Durante el periodo que se reporta, del total de quejas registradas 
4,001 se lograron resolver durante el trámite, 1,332 quedaron sin materia 
al haberse promovido que la autoridad adoptara medidas para subsanar 
los actos reclamados y en 146 se alcanzaron arreglos conciliatorios, todo 
lo cual representa un total de 5,479 expedientes, lo que equivale a cerca 
del 50% del total de expedientes de queja concluidos.

Por otra parte, durante 2017, este Organismo nacional emitió 97 instrumen-
tos recomendatorios, que comprendieron 81 recomendaciones ordinarias, 
5 recomendaciones por violaciones graves, 8 recomendaciones del Meca-
nismo de Prevención de la Tortura y 3 recomendaciones generales.

Las 81 recomendaciones ordinarias fueron dirigidas a 62 autoridades, lo 
cual significó un aumento de 16% frente a lo registrado en 2016. Las seis 
autoridades que fueron destinatarias de mayor número de Recomendacio-
nes durante este periodo, son el IMSS, señalado en 19 casos; la Comisión 
Nacional de Seguridad, con 13; la Procuraduría General de la República, 
con 13; el Instituto Nacional de Migración, con 7; el ISSSTE, con 4 y la Se-
cretaría de Marina, con 4. En este rubro es de destacarse el incremento del 
17%, respecto de 2016, en el número de recomendaciones emitidas contra 
la Comisión Nacional de Seguridad y la Procuraduría General de la Repú-
blica, respectivamente.
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Los derechos humanos violentados, así como las materias sobre las cuales 
versaron las recomendaciones fueron diversas, comprendiendo cuestiones 
que abarcaron, entre otras, desde casos de prestación indebida del servicio 
público, detención arbitraria, retención ilegal, infringir los derechos de ma-
ternidad y afectaciones a los derechos de las personas en contexto de 
migración, hasta cuestiones tales como privación de la vida, tortura, desa-
parición forzada e involuntaria de personas o tratos crueles inhumanos o 
degradantes. Respecto de estas últimas conductas, en 9 recomendaciones 
se acreditó la existencia de tortura; en 9, tratos crueles, inhumanos o de-
gradantes; en 9 privación de la vida y en 6 desaparición forzada o involun-
taria de personas. Del conjunto de recomendaciones ordinarias emitidas 
en 2017, al concluir ese año tan solo un caso había sido cumplido en su 
totalidad.

Del total de recomendaciones emitidas en 2017, no fue aceptada la 
39/2017, por el Presidente Municipal del Ayuntamiento de Choix, Sinaloa. 
Derivado de lo anterior, esta Comisión Nacional ha iniciado el procedimien-
to que para tales supuestos señala la Constitución.

Como ya lo he referido, durante 2017 este Organismo nacional emitió 5 
recomendaciones por violaciones graves a los derechos humanos, lo cual 
representa más de la mitad del total de 9 recomendaciones formuladas 
bajo tal calificación durante la existencia de la CNDH. Estas recomendacio-
nes fueron dirigidas a 15 autoridades, siendo las 2 instancias que recibieron 
más recomendaciones de este tipo, el Gobierno del Estado de Veracruz y 
la Procuraduría General de la República, con 2 casos cada una.

Sin desconocer que los hechos que les dieron origen son anteriores a 2017, 
durante este año se pudieron concluir las investigaciones de casos tan 
graves como la venta de niños en el Estado de Sonora; las fosas clandesti-
nas localizadas en Cadereyta, Nuevo León; el uso excesivo de la fuerza y la 
indebida planeación y ejecución de un operativo policial en Nochixtlán, 
Oaxaca; las detenciones arbitrarias y desapariciones forzadas ocurridas en 
Papantla, Veracruz, así como torturas, desapariciones forzadas y ejecuciones 
arbitrarias en Tierra Blanca, Veracruz.
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Como hemos señalado en otras ocasiones, la atención de las violaciones a 
derechos humanos no concluye con la sola emisión de las Recomendacio-
nes, ya que es necesario dar seguimiento y constatar su cumplimiento 
puntual, en caso de que las autoridades responsables las acepten, así como 
denunciar pública y decididamente las negativas u obstáculos que se pre-
senten para su cumplimiento.

En razón de ello, como consecuencia de las recomendaciones emitidas, en 
2017 la CNDH presentó 44 denuncias por responsabilidad penal y 110 por 
responsabilidad administrativa de servidores públicos. Asimismo, con mo-
tivo del fortalecimiento de las acciones de la CNDH en el seguimiento de 
recomendaciones, se tuvo conocimiento que durante el periodo que se 
informa se impusieron sanciones administrativas a 117 servidores públicos, 
lo cual mantiene una tendencia creciente desde el año 2013, en que solo 
se sancionó a un servidor público. Estas acciones contribuyen a que las 
víctimas obtengan la justicia a la que tienen derecho, así como al abati-
miento de la impunidad.

Del cúmulo de recomendaciones pendientes de cumplimiento, durante 
2017 se pudieron concluir 39 recomendaciones dirigidas a 29 autoridades, 
cifra que, si bien es superior a la de años previos, no resulta satisfactoria. 
Las recomendaciones se aceptan, pero no se cumplen a cabalidad. Al fina-
lizar 2017, las cinco autoridades federales con mayor número de recomen-
daciones en trámite ante la CNDH eran la Comisión Nacional de Seguridad, 
con 63; el IMSS, con 50; la Procuraduría General de la República, con 37; la 
Secretaría de la Defensa Nacional, con 18 y la SEP con 16. De igual forma, 
los 5 gobiernos estatales con mayor número de estos asuntos en trámite 
fueron los estados de Oaxaca, con 16; Guerrero, con 15; Chiapas, con 12; 
Tabasco, con 11 y San Luis Potosí, con 9. Hay 5 casos de recomendaciones 
emitidas por esta Comisión Nacional que llevan más de 9 años sin que se 
cumplimenten.

En atención a la relevancia de esta situación, de manera conjunta con la 
presentación del Informe Anual de Actividades haré entrega a esta Sobe-
ranía de un informe pormenorizado sobre el cumplimiento de recomen-
daciones para su conocimiento y análisis que corresponda.
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Las recomendaciones generales tienen como propósito que se promuevan 
las modificaciones de disposiciones normativas y prácticas administrativas 
que constituyan o propicien violaciones a los derechos humanos. Durante 
2017 la Comisión Nacional emitió tres recomendaciones de este tipo, las 
cuales versaron sobre el expediente clínico como parte del derecho a la 
información en servicios de salud; las condiciones de autogobierno y/o 
cogobierno en los centros penitenciarios de la República Mexicana; y la 
violencia obstétrica en el Sistema Nacional de Salud.

Asimismo, durante 2017, la CNDH emitió cuatro informes especiales, me-
diante los cuales se pusieron de manifiesto diversas problemáticas vincu-
ladas con los derechos humanos en nuestro país, tales como la relativa a 
la desaparición de personas y fosas clandestinas en México; personas ma-
yores en los centros penitenciarios de la República Mexicana; adolescentes, 
vulnerabilidad y violencia; y los desafíos de la migración y los albergues 
como oasis, basado en la encuesta nacional de personas migrantes en 
tránsito por México.

Ante la relevancia de los casos que conoce, el Mecanismo Nacional de 
Prevención de la Tortura, a cargo de la CNDH, emitió 8 recomendaciones 
propias, las cuales estuvieron referidas a las condiciones de los centros de 
reclusión que dependen de los gobiernos estatales de Tamaulipas, Guerre-
ro, Nayarit, Estado de México y Veracruz; los centros federales de readapta-
ción y rehabilitación social psicosocial, así como los denominados “CPS”; 
además de las estaciones migratorias y estancias provisionales en los esta-
dos de Guerrero, Michoacán, Quintana Roo, Sonora y Veracruz. Adicional-
mente, se hicieron públicos 16 Informes (6 iniciales y 10 de seguimiento) 
sobre diversos Centros Federales de Readaptación Social, estaciones mi-
gratorias y estancias provisionales, así como lugares de detención e inter-
namiento en varias entidades federativas. Estas recomendaciones fueron 
aceptadas y se da seguimiento especial a su cumplimiento.

En 2017, la CNDH promovió 34 acciones de inconstitucionalidad, con lo 
cual ha buscado hacer visibles los riesgos que algunas normas pueden 
representar contra el ejercicio y disfrute de los derechos humanos, y con-
tribuye a mejorar el sistema legal de nuestro país, por la vía de impulsar la 
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acción del máximo tribunal como institución garante del orden consti-
tucional.

El mandato de este Organismo nacional implica no solo la protección de 
los derechos humanos que ampara el orden jurídico mexicano, sino tam-
bién la observancia, promoción, estudio y divulgación de los mismos, fun-
ciones que en conjunto constituyen su objetivo esencial. El informe que 
hoy se presenta detalla puntualmente las actividades que se llevaron a 
cabo durante 2017 en estos ámbitos.

En el informe también se alude a casos como los de Nochixtlán, Cadereyta, 
Papantla o Tierra Blanca, cuyas investigaciones concluyeron durante 2017 
y que, por su complejidad y trascendencia, permearon en la sociedad, la 
cual reclama el cumplimiento cabal de los puntos recomendatorios y que 
las acciones necesarias para que la atención, reparación y justicia llegue a 
las víctimas, se implementen oportuna e integralmente.

En lo relativo a la investigación del Caso Iguala, durante 2017 se continuó 
con la integración del expediente respectivo y se dio seguimiento al cum-
plimiento dado por las autoridades a las observaciones y propuestas que 
esta Comisión Nacional ha hecho en los tres reportes que sobre este caso 
ha emitido. Al concluir 2017, solo 9 de 57 puntos propuestos habían sido 
completamente atendidos, 36 se encontraban en vías de atención y 12 no 
habían sido atendidos, lo cual refleja la complejidad, pero también la falta 
de una voluntad real y compromiso de diversas autoridades para que la 
verdad y justicia lleguen a este caso.

Durante este año se dio continuidad a la colaboración permanente con los 
mecanismos regional y universal de derechos humanos, así como con otras 
instituciones nacionales de derechos humanos y con los organismos loca-
les de protección y defensa de los mismos en México. En este ámbito, es 
de destacarse la intervención que se tuvo en dos sesiones del Consejo de 
Derechos Humanos de Naciones Unidas, así como los compromisos que, 
a iniciativa de la CNDH, asumieron otros organismos nacionales para la 
atención a migrantes en la frontera sur de México, para el seguimiento de 
la Agenda 20/30 para el Desarrollo Sostenible de la ONU, así como para la 
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defensa de migrantes en los Estados Unidos de América. Este Organismo 
nacional asumió un papel activo en las organizaciones internacionales de 
organismos públicos de derechos humanos, lo cual propició que llevara 
la voz de los mismos ante las más altas instancias de Naciones Unidas en 
la materia, en temas tales como desapariciones forzadas y migración.

Un aspecto que ocupó de manera especial a este Organismo nacional fue 
la defensa de los derechos de nuestros compatriotas en los Estados Uni-
dos de América, ante el cambio en sus políticas migratorias. Además de 
emprender diversas acciones, la CNDH denunció en foros nacionales e 
internacionales el surgimiento de un verdadero “discurso de odio” contra 
nuestros connacionales e incitó a los mecanismos universal y regional de 
defensa y protección de los derechos humanos a que actuaran en tal sen-
tido. Solicitó la emisión de medidas cautelares ante la CIDH y se criticó la 
entrada en vigor de la Ley SB4 en el estado de Texas, donde inclusive pre-
sentó un Amicus Curiae en un procedimiento judicial ante la Corte de Dis-
trito de los EUA, algunos de cuyos argumentos fueron tomados en con-
sideración en la sentencia que dejó sin efectos varias disposiciones de 
esa Ley.

A nivel global es cada vez más alarmante el incremento del discurso de 
odio promovido principalmente por la xenofobia y el rechazo a los refugia-
dos e inmigrantes en países industrializados, pero también por quienes 
promueven la animadversión por todo aquello que no está de acuerdo con 
sus puntos de vista o con su forma de ver el mundo. Lamentablemente 
hoy se multiplican los gobiernos y las opciones políticas que hacen de la 
xenofobia y la intolerancia bandera política.

El discurso de odio busca cancelar nuestro derecho a vivir sin miedo, a la 
dignidad (tanto individual como colectiva) y a la igualdad de trato sin nin-
gún tipo de discriminación o marginación. Nuestro derecho a ser diferen-
tes, pero a la vez, ser iguales en derechos y libertades fundamentales. Nada 
perjudica más a la democracia que un entorno alimentado por actitudes 
que alientan la exclusión, el fanatismo y la violencia contra quienes son 
distintos y contra colectivos vulnerables y minorías en riesgo.



68 comisión nacional de los derechos humanos

También hay que ser especialmente cuidadosos en detectar y denunciar 
el discurso de odio en las épocas electorales. Una democracia genuina-
mente madura destierra las diatribas y los agravios en favor de un debate 
racional y fundamentado. Hoy que nuestro país inicia un intenso y demo-
crático proceso electoral, vale la pena convocar a los contendientes a la 
reflexión, para desterrar la animadversión de nuestra lid electoral en bene-
ficio del respeto a las personas y la consolidación democrática. El intercam-
bio de ideas y propuestas durante las campañas electorales puede ser vi-
goroso; pero, para beneficio del país, jamás debe ser intransigente o 
fanático.

Señoras y señores legisladores:

Las circunstancias de 2018 permiten advertir un panorama político suma-
mente competido, de grandes dimensiones que implicarán la renovación 
de autoridades y representantes populares en los ámbitos municipal, es-
tatal y federal. Lo que ocurra en este proceso marcará, ineludiblemente, el 
futuro de este país, que el destino parece empujar más por la fuerza de la 
inercia que por la voluntad política y el compromiso por la consecución de 
los más altos intereses nacionales.

Desde este panorama, México requiere una revisión integral y un replan-
teamiento urgente de sus políticas públicas en materia de seguridad y 
justicia. Intentar encontrar soluciones atendiendo solo a una dimensión o 
faceta de la problemática no resolverá las cuestiones de fondo y, en todo 
caso, producirá resultados parciales. Queremos más y mejor seguridad, la 
cual es un derecho y un reclamo de la sociedad, pero esa seguridad no 
puede lograrse a cualquier costo. Tiene que ser dentro del marco que dan 
nuestras leyes y con estricto respeto a la dignidad de las personas. Como 
decía Jorge Carpizo, no podemos pretender combatir la injusticia come-
tiendo nuevas injusticias.

La respuesta que desde el ámbito legislativo se dé a la violencia e insegu-
ridad, debe contemplar la atención de las causas estructurales que generan 
tales problemas y no solo limitarse a atender sus consecuencias. Es preciso 
generar un andamiaje normativo para la construcción de una cultura de 
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paz y reconciliación en México, que recomponga nuestro tejido social y 
brinde opciones reales de vida y desarrollo a las personas, evitando cen-
trarse en los mecanismos de reacción y el uso de la fuerza.

Desde la perspectiva de los derechos humanos, a esta asignatura pendien-
te para el Poder Legislativo también se suma la emisión de las leyes regla-
mentarias de los artículos 29 y 33 constitucionales, así como la armoniza-
ción normativa para que los organismos locales de derechos humanos, de 
los recursos y capacidades necesarias para el desempeño de sus funciones, 
ejerzan una plena autonomía. De igual forma, es necesario que la próxima 
legislatura emprenda la tarea de formular leyes sobre temas tales como la 
Consulta Previa de los Pueblos y Comunidades Indígenas; al matrimonio 
igualitario; el desplazamiento forzado interno; así como para que se realicen 
las adecuaciones normativas para prevenir y sancionar la violencia que 
enfrentan las niñas y niños en los centros educativos bajo un enfoque de 
máxima prevención.

Asimismo, es preciso legislar para eliminar de nuestro país figuras y prácti-
cas que violan derechos humanos, como el arraigo o las disposiciones que 
restringen el acceso a la pensión por viudez a los varones, así como a las 
viudas y viudos en matrimonios del mismo sexo. Es deseable, por otra par-
te, revisar la racionalidad de las penas de prisión que se impongan; hacer 
las adecuaciones normativas para que la implementación de las Alertas de 
Violencia de Género contra las Mujeres sea más oportuna y cuente con los 
recursos necesarios para ello; y procurar la aplicación efectiva de la Ley 
General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, realizando las 
armonizaciones normativas de los ordenamientos cuyos contenidos sean 
incompatibles con la misma.

Completarían esta agenda legislativa preliminar en materia de derechos 
humanos, la necesidad de que el presupuesto de egresos se formule des-
de una perspectiva de derechos humanos; la conveniencia de revisar las 
instancias y mecanismos para la determinación de los salarios mínimos, así 
como la urgencia de concretar la operación de los sistemas anticorrupción 
y de las fiscalías autónomas, concluyendo los procedimientos pendientes 
de designación y dotarlas de un marco normativo y operativo que permi-
ta el ejercicio de sus funciones.
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Los cambios normativos son elementos que por sí mismos no pueden 
cambiar la realidad, pero sin los cuales la realidad no va a cambiar. La cla-
ridad e idoneidad de las normas permitirá su aplicación y observancia in-
mediata, sin necesidad de esperar a que su sentido y alcance lo determine 
la interpretación que de las mismas haga el Poder Judicial. Los derechos 
humanos no son solo una materia más sobre la que versen las leyes, son 
el eje y parámetro que de manera transversal debe regir y condicionar todo 
el desarrollo de la actividad estatal, incluida, por supuesto, las funciones 
legislativas.

Siendo ustedes representantes populares, no resulta ocioso enviar por su 
conducto un mensaje a la ciudadanía para que, más allá de filiaciones o 
intereses políticos, contemple como un elemento para la ponderación de 
su voto el que se ofrezcan garantías en favor de la legalidad, los derechos 
humanos y la dignidad de las personas. Del compromiso e identificación 
que tengan las autoridades y miembros de los distintos poderes públicos 
con estos postulados dependerá que en los próximos años nuestro país 
pueda revertir la situación que actualmente enfrenta en materia de legali-
dad y derechos fundamentales, lo cual marcará el destino de México.

Muchas gracias.

Ciudad de México, a 24 de enero de 2018
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Informe Anual de Actividades 2018,  
ante la Comisión Permanente del Honorable  

Congreso de la Unión

Diputado Porfirio Muñoz Ledo,  
Presidente de la Mesa Directiva de la Comisión Permanente  
del Honorable Congreso de la Unión;

Senadora Minerva Hernández Ramos  
y Senador Martí Batres Guadarrama,  
Vicepresidenta y Vicepresidente;

Diputada Karla Yuritzi Almazán Burgos  
y Diputados Jorge Arturo Espadas Galván, Héctor Yunes 
Landa y Javier Julián Castañeda Pomposo;  
Secretaria y Secretarios;

Señoras legisladoras y señores legisladores;
Consejeras y Consejeros de la Comisión Nacional  

de los Derechos Humanos;
Miembros de organizaciones de la sociedad civil  

que asisten a este acto;
Representantes de los medios de comunicación;

Señoras y señores:

Año con año este Organismo nacional ha dado cuenta a esta Soberanía en 
sus informes sobre las vulneraciones a los derechos humanos registradas 
en cada periodo, las cuáles en estas casi 3 décadas, generalmente han re-
flejado una tendencia al aumento, sin presentar disminuciones significati-
vas. El ejercicio democrático llevado a cabo el 1 de julio de 2018 y los cam-
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bios en el poder que como consecuencia del mismo se generaron, más 
allá de una alternancia política, deberían abrir la oportunidad de qué, des-
de las distintas instancias del Estado, incluido por supuesto el Poder Legis-
lativo, se trabaje para incidir significativamente en el abatimiento de las 
violaciones a los derechos fundamentales y consolidar su vigencia.

En los 28 años de existencia de la Comisión Nacional de los Derechos Hu-
manos, no solo se ha ampliado el catálogo de derechos reconocidos, tam-
bién se han fortalecido los mecanismos que buscan su garantía y, en par-
ticular, se ha generado una toma de conciencia sobre su relevancia, así 
como sobre la necesidad de evidenciar las conductas que los vulneran, 
para dejar atrás prácticas, costumbres y prejuicios que formaban parte de 
nuestro día a día y que se aceptaban sin cuestionar su compatibilidad con 
una cultura de verdadero respeto de la dignidad de las personas, lo que ha 
implicado una lucha por el reconocimiento de la defensa de los derechos 
humanos. Por la posibilidad y el derecho a defender derechos.

A pesar de que la reforma constitucional de 2011 implicó un gran avance 
en el reconocimiento de derechos, a casi 8 años de distancia no hemos 
podido concretar avances equivalentes en la vigencia efectiva de los de-
rechos humanos ni en el abatimiento de las violaciones registradas a los 
mismos. Los derechos enunciados en las normas no se materializan en el 
día a día de las personas, ni se da cabal cumplimiento a la tantas veces 
repetida, pero frecuentemente ignorada obligación de todas las autorida-
des, de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos, 
en el ámbito de sus atribuciones, de conformidad con los principios de 
universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad.

Las razones de que se vulneren derechos humanos son múltiples, pero 
desde el trabajo cotidiano de la CNDH podríamos enunciar, entre las más 
relevantes, la falta de controles y sistemas efectivos de rendición de cuen-
tas que propicia el que buena parte de la gestión gubernamental permanez-
ca fuera del escrutinio público; la laxitud o tolerancia al incumplimiento o 
falta de aplicación de la ley; la equivocada noción de que la pertenencia o 
filiación a una institución pública, grupo u organismo político lleva implí-
cito el derecho de conducirse al margen de la ley; la falta de conocimientos, 
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capacitación y de perfiles idóneos de los servidores públicos, de todos los 
niveles, para cumplir con las funciones encomendadas; la prevalencia de 
la improvisación y la atención de intereses particulares o de grupo frente 
a la planeación estratégica y la procuración del interés público; la ignoran-
cia de la ley; la falta de una apreciación objetiva de la realidad del país y el 
cerrar los ojos ante las necesidades y requerimientos de las víctimas, así 
como de aquellos que no forman parte de los grupos de poder dominan-
tes o se encuentran en una condición de vulnerabilidad.

Durante 2018 México no pudo superar la crisis que enfrenta en materia de 
derechos humanos, misma que, por el contrario, se acentuó en varios as-
pectos, como lo fue el número de homicidios que, con independencia de 
la clasificación que se les quiera dar, representa la cifra más alta de personas 
que perdieron la vida en 22 años, siendo el año más violento en la historia 
del país, casos que en su gran mayoría permanecen en la impunidad, abo-
nando a un entorno en el que la falta de garantías mínimas de seguridad 
para la convivencia cotidiana en diversas regiones del país, así como la 
falta de respuestas efectivas ante problemas tan graves como los miles de 
personas desaparecidas, la prevalencia de la tortura, el desplazamiento 
forzado interno, la explotación y abuso a migrantes, las fosas clandestinas 
e irregulares, la persistencia de la violencia de género, la trata de personas, 
la falta de un acceso real y efectivo a la justicia, y la debilidad del Estado de 
Derecho, ocasionaron un desencanto de la sociedad respecto de sus au-
toridades, que se tradujo en alejamiento y desconfianza. 

La voluntad política de cambiar el estado de cosas se expresó de manera 
recurrente por distintas autoridades, pero las acciones realizadas para ello 
no fueron las adecuadas o, simplemente, no se llevaron a cabo. Muestra de 
ello es la falta de cumplimiento a las recomendaciones emitidas por la 
CNDH, las cuales formalmente se aceptan, pero en los hechos, presentan 
grados considerables de incumplimiento, campo en el que podría actuar 
el Poder Legislativo. Hoy tenemos la oportunidad de cambiar esta situación, 
pero eso requiere que cada parte del Estado asuma, con profesionalismo 
y responsabilidad, la tarea y papel que dentro de la estructura democrática 
del país corresponde a cada instancia.
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No será debilitando la institucionalidad democrática, ni eliminando o ha-
ciendo inoperante el sistema de pesos y contrapesos entre autoridades 
y poderes, o restringiendo o condenando en los hechos el legítimo ejer-
cicio de derechos o el disenso, que México avanzará por la ruta de la le-
galidad y del respeto a la dignidad humana. La Constitución implica el 
acuerdo fundamental que nos vincula como país y sustenta la conviven-
cia entre las personas, siendo la expresión de las decisiones fundamenta-
les de México como país, no pudiendo ser, por ello, el sitio donde se 
concentren o impongan los idearios o programas de un gobierno o au-
toridad en particular.

En el ámbito legislativo, si bien se registraron algunos avances en materia 
normativa, con frecuencia dichas disposiciones no tuvieron una repercu-
sión práctica al haberse formulado bajo un enfoque parcial, que sin conside-
rar la integralidad de los problemas o materias que se intentaban atender, 
entraron en conflicto con otros instrumentos normativos o no contempla-
ron que se generaran las condiciones administrativas y presupuestales 
necesarias para su implementación. Muestra de ello ha sido la imposibili-
dad práctica que ha enfrentado la vigencia operativa de las leyes en ma-
teria de tortura, desaparición forzada, así como de la última reforma cons-
titucional en materia de justicia laboral. Este Organismo nacional preparó 
y entregó a esta Soberanía una Agenda sobre derechos humanos que 
contiene un apartado de pendientes normativos, entre los que se incluyen 
ordenamientos tales como la necesaria ley sobre consulta previa, libre e 
informada a los pueblos indígenas.

La CNDH, como una institución del Estado, independiente de gobiernos, 
partidos, intereses políticos o de cualquier otra índole, cuya vocación y 
justificación última está en el servicio a México y a las y los mexicanos, ha 
acompañado a las víctimas y ejercido su papel como un contrapeso insti-
tucional ante los abusos de poder, proporcionando una vía a todas las 
personas para que sus derechos se defiendan y protejan. Como consecuen-
cia del reclamo y la necesidad de justicia y reparación de las víctimas y de 
la sociedad, durante 2018 un total de 377,579 personas recurrieron a este 
Organismo nacional para buscar apoyo, atención o asesoría.
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Derivado de ello, se recibieron 44,274 escritos, de los cuales, previo análisis 
y estudio de los mismos, derivaron en la apertura de 25,889 nuevos expe-
dientes, de los cuales 9,002 correspondieron a quejas propiamente dichas, 
7,855 a orientaciones directas, 8,395 remisiones y 637 inconformidades. Tan 
solo estos asuntos, implicaron la atención de un total de 77,404 personas 
agraviadas. Si bien durante 2018 se inició un número considerable de asun-
tos, tal cuestión no implicó un aumento en el rezago de los mismos, toda 
vez que a diciembre de 2018, frente a 25,889 expedientes iniciados se re-
portó la conclusión de 26,408, con lo que se concluyó un mayor número 
de asuntos a los que se iniciaron, preservando una tendencia que al efecto 
se ha registrado en los últimos 4 años.

Los hechos que se denunciaron involucraron a diversas autoridades y ám-
bitos de actuación. En particular, por lo que hace las quejas iniciadas, las 
autoridades que fueron señaladas con mayor recurrencia como presunta-
mente responsables de una violación a derechos humanos fueron: el IMSS, 
en 2,532 casos; el ISSSTE en 1,215; la SEP en 746; el Instituto Nacional de 
Migración 587; la SEDENA 382; la PGR 375; la Policía Federal 356; la SEDESOL 
311; la Secretaría de Marina en 284, y el Instituto del Fondo Nacional de la 
Vivienda para los Trabajadores 212 casos. Con variaciones menores, estas 
mismas autoridades han permanecido en los últimos años como las auto-
ridades más denunciadas, siendo relevante señalar la salida de esta lista del 
Órgano Administrativo Desconcentrado Prevención y Readaptación Social 
de la Secretaría de Gobernación, lo cual es consecuencia de la implemen-
tación de los servicios de atención inmediata que este Organismo nacional 
lleva a cabo, de manera directa, en centros federales de reclusión, donde 
se atendieron 2,805 casos planteados por personas privadas de su libertad, 
que no llegaron a constituirse en quejas y permitieron una pronta solución 
a los conflictos señalados.

Si agrupáramos las quejas recibidas por sectores, el de salud congregaría 
el mayor número de quejas durante 2018, con 4,043 casos, seguidos por el 
de seguridad, con 1,734, el educativo, con 892 y el social, con 328. Respec-
to de 2015, las quejas vinculadas al sector salud, educativo y social, pasaron 
de 3,069 a 4,043 casos, de 669 a 832, y de 257 a 328, respectivamente. 
Mientras que algunos sectores como el de salud, han presentado un incre-
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mento en los últimos años, las quejas recibidas vinculadas al sector segu-
ridad pasaron de 2,292 en 2015 a 1,734 en 2018, disminución que, si bien 
podría verse como algo positivo, no resulta suficiente, en tanto los hechos 
denunciados en este ámbito frecuentemente implican las conductas más 
graves en materia de derechos humanos y, aun con la disminución, conti-
núan ocupando el segundo lugar de quejas presentadas en su contra.

El número de quejas presentadas en contra de la Secretaría de la Defensa 
Nacional tuvo una disminución respecto de 2017 al pasar de 415 a 382 
quejas, lo cual no fue suficiente para que dejara de estar entre las 5 auto-
ridades con mayor número de quejas presentadas en su contra. La Secre-
taría de Marina vio incrementado el número de casos iniciados en su con-
tra de 259 a 284, mientras que la Policía Federal pasó de 425 casos en 2017 
a 356 en 2018, en tanto la Procuraduría General de la República de 422 a 
375. Si bien las variaciones numéricas, en los casos que van a la baja, po-
drían interpretarse como algo positivo, lo cierto es que no existen números 
o parámetros aceptables de denuncias por presuntas violaciones a los de-
rechos humanos, aun cuando tales hechos se pretendan justificar en la 
implementación de acciones para preservar la seguridad y combatir la 
criminalidad. Las personas se duelen de que tanto autoridades militares 
como civiles vulneran sus derechos humanos y es claro que existe temor 
en presentar las denuncias correspondientes, siendo un hecho que es ne-
cesario entender y atender pertinentemente.

Las presuntas violaciones a derechos humanos que se reclamaron con ma-
yor frecuencia durante el 2018, fueron prestación indebida del servicio 
público, en 2,101 casos; faltar a la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad 
y eficacia en el desempeño de las funciones, 2,092; omitir proporcionar 
atención médica 1,576; obstaculizar o negar las prestaciones de seguridad 
social a que se tiene derecho, 604; acciones u omisiones que trasgreden 
los derechos de los migrantes y de sus familiares 525; negligencia médica, 
489; omitir suministrar medicamentos, 454; prestar indebidamente el ser-
vicio de educación, 442; realizar deficientemente los trámites médicos, 389; 
y detención arbitraria 318.
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Por lo que hace a los presuntos hechos violatorios considerados de mayor 
impacto, se registraron 696 expedientes de queja en los que este Organis-
mo nacional inició un expediente por alguna de estas conductas, siendo 
25 los casos de privación de la vida; 39 de desaparición forzada; 57 de 
tortura; 255 de tratos crueles, inhumanos o degradantes; 2 los de ejecución 
sumaria; y como lo he mencionado, 318 por detención arbitraria. Respecto 
de estas presuntas violaciones, si bien el número de casos presentó una 
ligera disminución en algunos rubros o se mantuvo constante respecto del 
año anterior, es preocupante el aumento en los casos de desaparición for-
zada, que se incrementaron en casi un 180% al pasar de 14 en 2017 a 39 
en 2018, registrándose de igual forma un aumento menor en los casos de 
tortura que fue de 50 a 57.

En cuanto a la resolución de expedientes de queja, durante 2018 se conti-
nuaron consolidando los mecanismos de atención que esta Comisión Na-
cional ha promovido para buscar que los problemas o las situaciones que 
motiven que las personas recurran a la misma, se atiendan o se subsanen 
por la vía más expedita, preservando o restituyendo los derechos cuya 
vulneración se alegue. Durante el periodo que se reporta, del total de que-
jas registradas, 3,726 casos se lograron resolver durante el trámite, 1,486 
quedaron sin materia al haberse promovido que la autoridad adoptara 
medidas para subsanar los actos reclamados y en 179 se alcanzaron arre-
glos conciliatorios, todo lo cual representa un total de 5,391 expedientes 
resueltos bajo estos mecanismos, lo cual equivale a cerca del 60% del total 
de expedientes de queja concluidos en el periodo.

La tarea de este Organismo nacional es preservar y defender derechos, 
encontrándose en su mandato legal la obligación de intentar lograr en 
cada caso una conciliación entre las partes involucradas, preservando el 
interés y derechos de las víctimas, siempre dentro del respeto de los dere-
chos humanos que se consideren afectados, a fin de lograr una solución 
inmediata del conflicto y con ello la conclusión de sus expedientes. En 
razón de ello, las recomendaciones no son la única forma de conclusión 
de expedientes ni el indicador básico de la actividad institucional en la 
atención de quejas, siendo el último recurso para casos particularmente 
relevantes y en los cuales las autoridades responsables se negaron a resar-
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cir los derechos humanos violentados, así como las afectaciones ocasiona-
das por tales hechos.

En los casos que llegan a la emisión de una Recomendación, no es inusual 
que la autoridad proporcione información falsa o incompleta a la CNDH o 
que busque obstaculizar administrativa u operativamente el desarrollo de 
la investigación correspondiente, lo cual ocasiona que este Organismo na-
cional tenga que obtener por medios propios la información relevante 
sobre el caso, así como realizar dictámenes técnicos especializados para 
sustentar en elementos objetivos de convicción sus pronunciamientos. 
Cada Recomendación está sustentada en hechos, no en presunciones o 
simples dichos, la verdad que se denuncia y hace pública tiene respaldo 
en una investigación objetiva y profesional en la que, frecuentemente, el 
conocimiento técnico y científico especializado aporta los elementos de-
terminantes en cada caso.

Durante 2018, este Organismo nacional emitió 101 instrumentos recomen-
datorios, que comprendieron 90 recomendaciones ordinarias, 8 reco-
mendaciones por violaciones graves, y 3 recomendaciones generales. Lo 
anterior implicó un aumento respecto de 2017 en el rubro de recomenda-
ciones ordinarias que pasó de 81 a 90 y en el de recomendaciones por 
violaciones graves, que pasó de 5 a 8.

Las 90 recomendaciones ordinarias, fueron dirigidas a 78 autoridades, entre 
las cuales, las seis autoridades que fueron destinatarias de mayor número 
de Recomendaciones durante este periodo, fueron el IMSS, señalado en 21 
casos; la Procuraduría General de la República, con 13; la Comisión Nacional 
de Seguridad, con 10; la Fiscalía General del Estado de Chiapas y la Secre-
taría de la Defensa Nacional, con 5 casos cada uno; y los Gobernadores 
constitucionales de los estados de Chiapas y Veracruz, la SEP, la SEMAR y la 
SEMARNAT, con 4, respectivamente. Del conjunto de recomendaciones 
ordinarias emitidas en 2018, al concluir ese año tan solo una Recomenda-
ción había sido cumplida en su totalidad.

Los derechos humanos violentados, así como las materias sobre las cuales 
versaron las recomendaciones ordinarias fueron diversas, comprendiendo 
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cuestiones recurrentes como la negligencia médica, acreditada en 20 casos; 
las faltas a la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficacia en el 
desempeño de las funciones, empleos, cargo o comisiones, en 16 casos; 
integración irregular o deficiente de la averiguación previa, en 14; presta-
ción indebida del servicio público y detención arbitraria, con 13 casos cada 
uno; retardar o entorpecer la investigación o procuración de justicia, con 
12; tortura, con 10; omitir proporcionar atención médica, con 9; privar de 
la vida e incurrir en tratos crueles inhumanos o degradantes, con 8 respec-
tivamente.

Del cúmulo de 431 recomendaciones en trámite a diciembre de 2017, du-
rante 2018 se pudieron concluir 37 recomendaciones, cifra inferior a la del 
año previo. Al finalizar 2018, las cinco autoridades federales con mayor 
número de puntos recomendatorios pendientes de cumplimiento ante la 
CNDH eran SSPC, con 302; el IMSS, con 261; la Procuraduría General de la Re-
pública, con 235; la Secretaría de la Defensa Nacional, con 113 y la SEMAR 
con 103. De igual forma, los 5 gobiernos estatales con mayor número de pun-
tos recomendatorios en trámite fueron los Estados de Guerrero, con 109; 
Chiapas, con 76; Oaxaca, con 59; Tamaulipas, con 76; y Coahuila, con 55. 
Hay 5 casos de Recomendaciones emitidas por esta Comisión Nacional que 
llevan más de 10 años sin que se cumplimenten.

Como ya lo he referido, durante 2018 este Organismo nacional emitió 8 
recomendaciones por violaciones graves a los derechos humanos, lo cual 
representa casi la mitad del total de 19 recomendaciones, formuladas bajo 
tal calificación, durante la existencia de la CNDH. Estas recomendaciones 
fueron dirigidas a 40 autoridades, siendo las 3 instancias que recibieron 
más recomendaciones de este tipo, la Procuraduría General de la Repúbli-
ca, con 6 casos, y las Secretarías de la Defensa Nacional y Marina, con 3 
casos cada una.

Sin desconocer que los hechos que les dieron origen son anteriores a 2018, 
durante este año se pudieron concluir las investigaciones de casos tan 
graves como la serie de detenciones arbitrarias, retenciones ilegales, actos 
de tortura, violencia sexual, y cateos ilegales, entre otras conductas, en que 
incurrieron miembros de la Secretaría de la Defensa Nacional y de la Secre-
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taría de Marina en diversas entidades de la República; los abusos cometidos 
en contra de niñas, niños y adolescentes en una casa hogar, en Zamora, 
Michoacán; así como los casos emblemáticos de Palmarito Tochapan, en 
Puebla y Allende, en el estado de Coahuila.

Asimismo, se emitió la Recomendación relativa al “Caso Iguala”, mismo en 
el que la extensión, alcance y duración del trabajo desarrollado por este 
Organismo nacional estuvo determinado por la falta de información con-
fiable con la que contaban las autoridades que en ámbitos diversos desa-
rrollaban la investigación del caso, así como en la serie de negativas y obs-
táculos que enfrentó para el desarrollo de sus labores. Para determinar la 
existencia de violaciones a los derechos humanos, la CNDH se vio forzada 
a realizar, en el ámbito de sus atribuciones, la investigación que otras ins-
tancias no pudieron o no quisieron llevar a cabo en forma pertinente y 
debida.

La muy grave y lamentable colusión entre autoridades y organizaciones 
criminales ocasionó la pérdida de la vida de 6 personas, lesiones a 42, y la 
desaparición forzada de 43 más. Las omisiones y la actuación indolente de 
varias instancias de procuración e impartición de justicia, ocasionó la con-
taminación y pérdida de evidencias y pruebas, así como el que no se hayan 
agotado múltiples líneas de investigación y el que diversas consignaciones 
de presuntos responsables hayan sido indebidamente formuladas, lo cual 
ha ocasionado que varios de ellos no puedan ser juzgados y subsista la 
impunidad.

En este sentido, este Organismo nacional vuelve a llamar la atención sobre 
la necesidad de que se envíen para análisis las 41 porciones petrosas de 
huesos temporales cuya existencia quedó acreditada, además de los 52 
fragmentos óseos y 21 elementos odontológicos que serían susceptibles 
de someterse a pruebas de ADN para avanzar en la determinación del 
destino de los 43 normalistas desaparecidos al precisar, científicamente, si 
los huesos corresponden a ellos o a personas diversas. Tomando en consi-
deración el gran número de personas desaparecidas en el país, la realiza-
ción de estas pruebas ayudaría a encontrar la verdad en este caso o en 
otros.



mensajes del presidente de la cndh ante los poderes de la unión 2014-2019 81 

La CNDH ha hecho públicas sus evidencias y conclusiones sobre este caso. 
Reiteramos nuestra disposición a que se estudien, analicen y discutan, 
cuestión que resulta de especial relevancia y utilidad en lo relativo a la 
evidencia científica y opiniones expertas. Dejemos que la ciencia hable. 
Todas las hipótesis y líneas de investigación se siguieron y aunque aún no 
se ha podido llegar a la verdad en este caso, el trabajo que desarrolle cual-
quier instancia u organismo de seguimiento e investigación al caso, tal y 
como la Comisión de la Verdad que con carácter intersecretarial se ha cons-
tituido para la atención del caso, tendrá en el trabajo desarrollado por la 
Comisión Nacional una guía y orientación para continuar con una investi-
gación objetiva e integral que determine las responsabilidades en estos 
lamentables hechos.

Como hemos señalado en otras ocasiones, la atención de las violaciones a 
derechos humanos no concluye con la sola emisión de las Recomendacio-
nes, ya que es necesario dar seguimiento y constatar su cumplimiento 
puntual, en caso de que las autoridades responsables las acepten, así como 
denunciar pública y decididamente las negativas u obstáculos que se pre-
senten para su cumplimiento.

En razón de ello, como consecuencia de las Recomendaciones emitidas, 
en el 2018 la CNDH presentó 46 denuncias por responsabilidad penal y 146 
por responsabilidad administrativa de servidores públicos. Asimismo, con 
motivo del fortalecimiento de las acciones de la CNDH en el seguimiento 
de Recomendaciones, se tuvo conocimiento que durante el periodo que 
se informa, se impusieron sanciones administrativas a 89 servidores públi-
cos, lo cual representa una disminución considerable respecto de las 117 
sanciones impuestas en 2017. Asimismo, se impusieron sentencias conde-
natorias a 9 servidores públicos en 5 procesos de orden penal.

Las recomendaciones generales tienen como propósito que se promuevan 
las modificaciones de disposiciones normativas y prácticas administrativas 
que constituyan o propicien violaciones a los derechos humanos. Durante 
2018, la Comisión Nacional emitió tres recomendaciones de este tipo, las 
cuales versaron sobre la vinculación entre un nivel de vida adecuado, un 
medio ambiente sano y la contaminación atmosférica; el derecho de las 
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personas privadas de su libertad a mantener la vinculación con el exterior; 
y sobre el efecto del salario mínimo en la dignidad de los trabajadores y la 
vigencia de sus derechos.

Asimismo, durante 2018, la CNDH emitió 6 informes especiales, mediante 
los cuales se pusieron de manifiesto diversas problemáticas vinculadas a 
los derechos humanos en nuestro país, tales como la relativa a los derechos 
de las personas con discapacidad; los centros penitenciarios de baja capa-
cidad; la asignación y contratación de publicidad oficial; la situación de los 
migrantes haitianos y centroamericanos, así como de las caravanas migran-
tes, y la problemática inherente al seguimiento de las recomendaciones 
ordinarias.

En 2018, la CNDH promovió 53 acciones de inconstitucionalidad, sumando 
con ello un total de 147 acciones de esta naturaleza interpuestas en los 
últimos 4 años. Para tal efecto, este Organismo nacional continuó con el 
mecanismo interno que ha establecido para la revisión electrónica y ma-
nual de publicaciones oficiales, tanto federales, como locales y municipales, 
habiendo detectado y revisado un total de 2,896 reformas o adiciones nor-
mativas. Entre las resoluciones más relevantes emitidas respecto de estas 
acciones por la SCJN destaca la relativa a la Ley de Seguridad Interior, la 
cual ratificó la necesidad de que la seguridad pública y la participación 
temporal de las Fuerzas Armadas en ese ámbito se sujeten estrictamente 
a lo previsto por la Constitución y sea acorde con los parámetros interna-
cionalmente reconocidos, los cuales plantean restringir al mínimo tales 
intervenciones y fortalecer el control de autoridades e instituciones civiles 
en ese campo.

El mandato de este Organismo nacional implica no solo la protección de 
los derechos humanos que ampara el orden jurídico mexicano, sino tam-
bién la observancia, promoción, estudio y divulgación de los mismos, fun-
ciones que en conjunto constituyen su objetivo esencial. El informe que 
hoy se presenta detalla puntualmente las actividades que se llevaron a 
cabo durante 2018 en estos ámbitos.
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Señoras y señores legisladores:

Desde la CNDH coincidimos en que nuestro país necesita mayor y mejor 
seguridad, pero no a cualquier costo y no de cualquier tipo. Requerimos la 
seguridad propia de un Estado democrático de derecho. En diciembre de 
2018, con motivo de la entrega del Premio Nacional de Derechos Humanos, 
el Presidente de la República hizo expreso su compromiso de respetar el 
contenido y principios de la Constitución y las leyes, como producto his-
tórico de las luchas y aspiraciones de nuestro pueblo. En este sentido rei-
teramos el llamado que hemos hecho a que nuestro país, por graves y 
apremiantes que sean las circunstancias, no se permita renunciar a la ins-
titucionalidad civil y democrática.

Expandir la esfera de influencia de las fuerzas armadas a la seguridad pú-
blica y concederles potestad, como se ha llegado a anunciar, para que 
asuman tareas de desarrolladores inmobiliarios, constructores de obra pú-
blica, así como adquirir bienes y contratar servicios, aun en estos ámbitos, 
bajo el manto de reserva y transparencia limitada inherente a las cuestiones 
de seguridad nacional, es una apuesta riesgosa para la democracia y la 
institucionalidad civil. Si se les concede poder económico, se afianza su 
poder político y se les deposita como potestad esencial el monopolio es-
tatal del uso de la fuerza, existe el riesgo de que, en la práctica, dejen de 
existir incentivos reales para que, una vez superados los estados de emer-
gencia, renuncien a tales potestades a favor de la autoridad civil.

La propuesta de reforma a la Guardia Nacional, aún con el mando adminis-
trativo civil que se ha planteado, continúa siendo una respuesta parcial, in-
completa y sesgada a la violencia e inseguridad, con una visión coyuntu ral 
y de corto plazo, que generaría el riesgo de vulnerar derechos humanos, 
no garantizaría terminar con la impunidad, debilitaría nuestra instituciona-
lidad civil y democrática, además de contravenir sentencias, recomenda-
ciones y criterios formulados por instancias internacionales que nuestro 
país estaría obligado a cumplir, no proporcionando certeza alguna sobre 
la temporalidad forzosa que tendría el inicio del repliegue militar y su sus-
titución por policías civiles.
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De igual forma, como este Organismo nacional lo hizo cuando en años 
anteriores se intentó plantear como salida frente al incremento de los ín-
dices delictivos el aumento de las conductas ilícitas sujetas a prisión pre-
ventiva oficiosa, no se puede dejar de señalar que tal cuestión contraviene 
lo previsto por la Constitución que establece que tal medida es de carácter 
excepcional, además de que con el marco normativo actual, todos los de-
litos respecto de los cuales se plantea la reforma constitucional, podrían 
ser objeto de prisión preventiva siempre y cuando el Ministerio Público así 
lo solicitara al juez, sustentando debidamente su petición.

La ampliación del catálogo de delitos no garantizaría que el Ministerio 
Público cumpliera con su obligación de investigar cada caso de manera 
objetiva, integral y eficiente, con lo cual subsistiría el problema de que los 
imputados, aun siendo responsables del delito, pudieran obtener su liber-
tad al término del procedimiento penal como consecuencia de una investi-
gación deficiente o bien, que gente injustamente imputada permaneciera 
privada de su libertad indebidamente. Sobre este particular, garantizar la 
implementación y operación de las 33 Fiscalías autónomas, con recursos y 
capacidades pertinentes y suficientes resulta de fundamental importancia.

No se trata solo del perfil o capacidad de quienes encabecen dichas insti-
tuciones, se requiere generar el andamiaje normativo necesario y dotar los 
recursos necesarios para garantizar que puedan operar, sujetas a mecanis-
mos de supervisión externa que garanticen y avalen su desempeño e inde-
pendencia. De contar con instancias de esta naturaleza, la investigación 
de casos tan complejos ante la percepción pública las explosiones ocurri-
das el pasado viernes en el estado de Hidalgo, y otros que han acaparado 
la atención nacional en los últimos meses, tomarían un curso institucional 
y la sociedad contaría con la certeza de que se llegaría a la verdad sin con-
dicionarla a intereses políticos o coyunturales de ningún tipo.

Nuestra institucionalidad en este ámbito es incipiente y aun cuando no se 
podría cuestionar la capacidad y honestidad de los servidores públicos que 
han anunciado que se llegará a la verdad en casos como los que he referi-
do, lo cierto es que tales dichos deben estar sustentados en los hechos de 
una investigación objetiva, integral, profesional y exhaustiva, sustentada 
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en elementos técnicos y científicos irrefutables. Hemos rechazado enfáti-
camente la imposición de “verdades históricas”, no podemos permitirnos 
entrar a una época de “verdades oficiales”. La verdad es un bien que debe-
mos preservar como factor necesario para llegar a la legalidad, al respeto 
de los derechos y al fortalecimiento democrático, A la verdad no se llega 
por consensos, a la verdad se llega probando hechos.

Antes de concluir quisiera plantear en esta Tribuna la necesidad de que, 
desde la función legislativa, se contribuya a generar un entorno donde se 
respete el derecho a disentir y se eviten discursos de odio que polaricen y 
dividan a la sociedad mexicana. El ejercicio de la conciencia crítica frente 
a decisiones de gobierno debe dar pauta al debate plural e informado. 
Nuestro país no está en una lucha épica de malos contra buenos, de pa-
triotas contra traidores. Cada acto de violencia, persona que desaparece o 
pierde la vida, implica agresiones de mexicanos contra mexicanos. Nuestro 
país enfrenta una violencia fratricida. El reto de las autoridades es asumir 
cabalmente las funciones que como gobierno se les han encomendado 
para qué, por medio del cumplimiento y aplicación de la ley, el respeto a 
los derechos humanos y el fortalecimiento del Estado democrático, lo-
gremos recuperar la paz, la seguridad y la armonía en nuestras relaciones 
sociales.

Muchas gracias.

Ciudad de México, a 23 de enero de 2019
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Señoras y señores:

A efecto de dar cumplimiento a la obligación prevista por el antepenúltimo 
párrafo del apartado B, del artículo 102 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, acudo ante el Ejecutivo Federal para informar 
sobre la actividad de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos du-
rante 2014, así como para compartir algunas consideraciones sobre el es-
tado actual de los derechos humanos en México y la prospectiva de este 
Organismo nacional.

Informo sobre las actividades de la CNDH durante 2014, con base en los 
datos y registros que encontré al asumir la Presidencia de este Organismo 
nacional el pasado 16 de noviembre, incluyendo, de igual forma, lo reali-
zado durante las primeras semanas de mi gestión.

El Informe también contiene una sección de anexos que principalmente 
incluye el seguimiento de las Recomendaciones, el cual se presenta este 
año, por primera vez, solo en formato electrónico. El contenido de los mis-
mos está disponible para el conocimiento público en la página web de 
esta Comisión Nacional.

Considero que lo más relevante a reportar en materia de derechos huma-
nos durante 2014, es el despertar y toma de conciencia que hechos como 
los de Chalchihuapan, Tlatlaya e Iguala han provocado en nuestra sociedad, 
así como el nuevo paradigma de actuación que las autoridades e institu-
ciones tenemos que asumir a partir de ellos.

En relación con el tema de la Protección y Defensa de los Derechos Huma-
nos, en 2014 las oficinas centrales y foráneas de la CNDH iniciaron 8 mil 
455 expedientes de queja, de los cuales 125 se iniciaron de oficio. Como 
consecuencia del procesamiento de estos expedientes, se emitieron 55 
recomendaciones, dirigidas a 67 autoridades.

Las entidades públicas más señaladas en las Recomendaciones son, en 
orden descendente, las siguientes: el Instituto Mexicano del Seguro Social, 
que recibió 8; la Comisión Nacional de Seguridad 8; el Gobierno de Oaxaca 
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7; la Procuraduría General de la República 4; el Gobierno del Distrito Fede-
ral 4; el Gobierno de Chiapas 3; el Gobierno de Tabasco 3; la Secretaría de 
Educación Pública 2; el Gobierno de Hidalgo 2; el Gobierno del Estado 
de México 2, y el Ayuntamiento de Alvarado, Veracruz 2.

Respecto de los expedientes de queja, las autoridades señaladas con ma-
yor frecuencia como presuntamente responsables fueron: IMSS en 1,542 
casos; el Órgano Administrativo Desconcentrado de Prevención y Readap-
tación Social de la Secretaría de Gobernación en 1,177; la SEDENA en 642; 
la Policía Federal en 580; el ISSSTE en 538; la SEP en 530; la PGR en 487; el 
Instituto Nacional de Migración en 450; la SEMAR en 374, y el INFONAVIT 
en 326.

Las presuntas violaciones que se reclamaron con mayor frecuencia duran-
te 2014 fueron, con base en el número de casos registrados: prestación 
indebida de un servicio público en 2,481; faltar a la legalidad, honradez, 
lealtad, imparcialidad y eficacia en el desempeño de las funciones, em-
pleo, cargos o comisiones, en 1,715; omitir proporcionar atención médica, 
en 1230; detención arbitraria, en 1055; trato cruel, inhumano o degradan-
te, en 741; obstaculizar o negar las prestaciones de seguridad social a que 
se tiene derecho, en 507; omitir fundar el acto de autoridad, en 487; ac-
ciones u omisiones contrarias a los derechos de las personas privadas de 
su libertad, en 478; omitir motivar el acto de autoridad, en 463, y acciones 
u omisiones que trasgreden los derechos de los migrantes y sus familiares, 
en 433.

Para eficientar el trabajo institucional, hemos advertido la necesidad de re-
visar los esquemas y parámetros para la calificación de las quejas que se 
reciban, la forma en que se registran las autoridades que son señaladas 
como responsables de las mismas, el seguimiento que se da a los requeri-
mientos de la Comisión Nacional, así como la forma o vías en que se con-
cluyen los expedientes de queja o se atienden los escritos que se presenten.

En cuanto a las violaciones graves a derechos humanos, durante el periodo 
que se reporta este Organismo nacional formuló una sola Recomenda-
ción, la cual fue dirigida al Gobierno Constitucional del Estado de Puebla, 
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con motivo de los hechos ocurridos el 9 de julio de 2014, que involucraron 
a habitantes de la población de San Bernardino Chalchihuapan. Ante la 
complejidad de las violaciones denunciadas, se da seguimiento puntual a 
su cumplimiento.

Se seguirán criterios objetivos para la calificación de las violaciones graves 
a derechos humanos, con parámetros sustentados en estándares interna-
cionales en favor de la protección a las víctimas, para prevenir casos como 
el de Tlatlaya, que dio origen a la Recomendación 51/2014 que, al impli-
car ejecuciones extrajudiciales, debió ser calificado como un caso grave 
desde el desarrollo de la investigación.

Se hace notar que, en cinco ocasiones, las autoridades no aceptaron las 
recomendaciones del Ombudsman nacional. Me refiero a los ayuntamien-
tos de Alvarado, Veracruz, en dos casos; y de Ahuacotzingo y Florencio Vi-
llarreal, Guerrero, y Guachinango, Jalisco, en un solo caso, respectivamente.

Por otra parte, se emitió una Recomendación General sobre la prevención, 
atención y sanción de casos de violencia sexual en contra de las niñas y los 
niños en centros educativos. En este tipo de recomendaciones, es conve-
niente que se requiera la aceptación de las autoridades a las que van diri-
gidas, razón por la cual, para que tengan mayor fuerza y su contenido sirva 
para formular políticas públicas, se deben promover las reformas legales 
conducentes.

La atención de las violaciones a derechos humanos no concluye con la sola 
emisión de las recomendaciones. Es necesario dar seguimiento y constatar 
su cumplimiento puntual, en caso de que las autoridades responsables las 
acepten, así como denunciar pública y decididamente las negativas u obs-
táculos que se presenten para su cumplimiento.

En cuanto al seguimiento de Recomendaciones, durante 2014 se registra-
ron 82 denuncias penales presentadas por la CNDH ante las distintas pro-
curadurías de justicia, tanto federales como locales, como resultado de las 
recomendaciones emitidas. Si acudimos a los registros generados desde 
2010, encontramos que se habrían presentado en los últimos cuatro años 
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435 denuncias, de las cuales se habría llegado a consignación, únicamen-
te, en 43 casos.

Del mismo modo, advertimos que durante los años 2013 y 2014, la CNDH 
presentó 148 denuncias administrativas por presuntas irregularidades impu-
tables a servidores públicos federales y locales, de las cuales, al mes de 
diciembre de 2014, seguían en trámite 124 y se habían concluido 24. Solo 
en siete casos se determinó la imposición de una sanción administrativa a 
los servidores públicos involucrados.

En la mayoría de los casos, la sanción impuesta consistió en una amones-
tación o suspensión por 15 días, registrándose únicamente dos casos de 
inhabilitación de servidores públicos. En los restantes 17 asuntos, las auto-
ridades no encontraron elementos suficientes para imponer alguna sanción 
o se alegó la prescripción de la facultad para tal efecto. 

Seremos más estrictos en la integración y seguimiento de las denuncias 
administrativas y penales que presente la CNDH, así como en el trámite 
de las mismas. El objeto de una Recomendación, cuando busca deslindar 
las responsabilidades administrativas de servidores públicos, no se satis-
face con el mero formalismo del inicio de un procedimiento. Tampoco, 
con la imposición de sanciones que generalmente no son proporcionales 
a la gravedad y magnitud de las violaciones a derechos humanos en que 
hayan incurrido.

La simulación, omisión, parcialidad y falta de apego a la ley en los proce-
dimientos de responsabilidad administrativa constituye, por sí misma, una 
nueva violación a derechos humanos, pues se revictimiza a quienes fueron 
objeto de las violaciones que dieron origen a la Recomendación y se incu-
rre en una conducta que incide de manera directa en el aumento de la 
impunidad y debilita nuestro Estado de Derecho.

El Ombudsman, debo decirlo, no es antagónico a las autoridades ni a los 
poderes públicos; por el contrario, a través de su actividad y del ejerci-
cio de sus atribuciones, coadyuva a la lucha contra la impunidad, así como 
a depurar, fortalecer y consolidar las instituciones. Cuando se señala que 
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un servidor público violó derechos humanos se propicia que aquellas ha-
gan evidente y fortalezcan su compromiso con los derechos humanos al 
no permitir que tales actos queden impunes, posibilitar que se repare el 
daño a las víctimas y prevenir la repetición de tales hechos.

La voz del Ombudsman siempre llamará al diálogo, a la concordia y a la paz. 
De ninguna manera busca dividir o polarizar a la sociedad ni evitar que se 
aplique la ley. La CNDH siempre se pronunciará porque se aplique la ley, 
sin distinción o reserva, a quien cometa un delito. No hacerlo, violenta de 
nueva cuenta a las víctimas.

La prevención y persecución del delito es perfectamente compatible con 
el respeto pleno a los derechos humanos. El cumplimiento de la ley signi-
fica respeto a estos derechos. Es responsabilidad de las autoridades aplicar 
la ley con todo su rigor, en un marco de respeto a la dignidad humana. No 
se puede hacer justicia violentando derechos humanos.

Por otro lado, en ejercicio de la facultad del Ombudsman nacional para 
promover acciones de inconstitucionalidad, durante 2014 se presentaron 
seis acciones, impugnando diversos ordenamientos jurídicos, tanto fede-
rales como locales, mismas que al concluir el año aún se encontraban en 
trámite ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Durante 2014 se registró un total de 6 mil 571 acciones de capacitación en 
todas las entidades federativas, las cuales habrían contado con 1 millón 
256 mil 902 participantes. Al respecto, se busca valorar el impacto real de 
estas acciones en el desempeño de los servidores públicos participantes, 
así como en las entidades y organismos en los que prestan sus servicios.

Este Informe también contiene los datos relativos a los programas que 
atienden situaciones específicas en favor de las niñas, niños, adolescentes, 
mujeres, familias, personas adultas mayores, personas con discapacidad, 
personas que viven con VIH y/o SIDA, migrantes, pueblos indígenas, así 
como periodistas y defensores civiles de los derechos humanos. De igual 
manera, se describen los esfuerzos para contribuir al combate a la trata de 
personas e impulsar la defensa de los derechos laborales, económicos, so-
ciales, culturales y ambientales.
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Es mi compromiso generar mecanismos para evaluar la incidencia real del 
trabajo de este Organismo nacional ante la sociedad y transparentar la 
gestión. La atención integral a las víctimas, el cumplimiento de la ley y la so-
lución efectiva de los casos planteados serán parámetros que nos orienten 
para ello, dando igual importancia a lo cualitativo que a lo cuantitativo.

En lo que se refiere a la Observancia de los Derechos Humanos, se llevaron 
a cabo 2 mil 737 visitas a los lugares de concentración de migrantes; 457 
a comunidades indígenas y 539 a distintos lugares de detención e interna-
miento, en el ejercicio de las facultades del Mecanismo Nacional de Pre-
vención de la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos y Degra-
dantes. Por otra parte, se integró y publicó el Diagnóstico Nacional de 
Supervisión Penitenciaria 2013.

Es importante señalar que algunos de los procedimientos de la Comisión 
Nacional han resultado inadecuados para su operación oportuna y eficaz. 
Ejemplo de ello es el rezago que existe en la resolución de expedientes, el 
cual comprende casi una tercera parte de los asuntos en trámite.

El deber de servicio que la CNDH tiene con la sociedad, así como su com-
promiso de atención a las víctimas, hacen necesaria y urgente la atención 
de este problema, lo cual hemos asumido como una prioridad de mi ges-
tión, en la cual ya se está trabajando.

Por ello nos obliga a replantear los esquemas que han demostrado ser 
inoperantes, a modernizar sin burocratizar la administración, a fortalecer 
los perfiles del personal, a detectar y proveer las capacidades humanas y 
técnicas que se requieren para el desarrollo de las investigaciones y la re-
solución de los expedientes, así como a proponer formas innovadoras de 
atención y solución a los asuntos que nos permitan dar la respuesta que, 
como institución, le debemos a las víctimas.

En este contexto, respetuosamente aprovecho este espacio, Señor Presi-
dente, para solicitar su colaboración, a efecto de que gire las instrucciones 
conducentes para que las solicitudes de información y documentación que 
este Organismo nacional dirija a las dependencias y entidades de Poder 



94 comisión nacional de los derechos humanos

Ejecutivo Federal, sean debida y oportunamente atendidas, así como el 
que se revise el cumplimiento dado a las Recomendaciones que se les han 
dirigido y, de ser este el caso, implementen las acciones que aún estén 
pendientes para lograr su cumplimiento real e integral.

De igual forma, por conducto del Lic. Mariano González Zarur, Presidente 
de la Conferencia Nacional de Gobernadores, quien hoy nos distingue con 
su presencia, hago extensivas estas solicitudes de colaboración a todos los 
gobiernos locales.

El lograr la vigencia y protección de los derechos humanos es una tarea 
que nos vincula, corresponde y, en última instancia, nos beneficia a todos.

El informe del Ombudsman ante los Poderes de la Unión señalará, en lo 
sucesivo, la situación de los derechos humanos en México, abordando los 
obstáculos que enfrenta su gestión, así como las autoridades que son re-
nuentes a colaborar o a cumplir con sus recomendaciones. Del mismo 
modo, se referirán las reformas normativas y las políticas públicas que se 
tendrían que implementar para la mejor defensa y protección de los dere-
chos humanos, en particular en lo relativo a las víctimas. Trabajaremos en 
indicadores y registros que permitan ofrecer esta información a la sociedad, 
para que conozca y acompañe las tareas que se emprendan.

Fortalecer la autonomía del Ombudsman es necesario hoy más que nunca. 
Celebro que el Senado de la República haya retomado mi propuesta para 
la no-reelección del Presidente de la CNDH. Por muchas razones, pero pri-
mordialmente para prevenir la politización de sus tareas y no ser sujeto a 
ningún tipo de compromiso.

Señor Presidente: 

Vivimos aún bajo las circunstancias extraordinarias provocadas por los he-
chos sucedidos en Guerrero, así como por los reclamos sociales en favor 
de acciones inmediatas y efectivas de justicia, legalidad y respeto a la dig-
nidad humana. Iguala es el ejemplo que mayor visibilidad ha dado a un 
serio problema que enfrenta nuestro país desde hace varios años y que 
no se limita, desafortunadamente, al mismo.
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La violencia de los últimos diez años ha ocasionado la desaparición de 
personas, las cuales no se han contado, identificado y, en consecuencia, 
buscado debidamente. En este ámbito, lo hemos dicho, no podemos dar 
espacio a especulaciones que sobredimensionen o relativicen el problema. 

No podemos establecer acciones integrales y coordinadas de búsqueda, 
ni estaremos en posibilidad de que se deslinden las responsabilidades co-
rrespondientes en cada caso, si no contamos con información real y obje-
tiva, integrada conforme a estándares internacionales, que nos permita 
distinguir los casos que efectivamente puedan implicar una desaparición 
forzada, de aquellos que están vinculados a la delincuencia organizada o 
respondan a otras causas.

Es preciso actuar, de ahí la necesidad de concretar de manera efectiva y 
pertinente medidas tales como la emisión de una Ley General en Materia 
de Desaparición Forzada, la creación de un Sistema Nacional de Búsqueda de 
Personas No Localizadas, así como un Sistema Nacional de Información 
Genética, las cuales fueron planteadas por usted, Señor Presidente, el 27 
de noviembre de 2014.

En esa fecha, Usted anunció diversas medidas en materia de derechos hu-
manos las cuales, sería deseable, que en el menor plazo posible la sociedad 
mexicana y las víctimas de los abusos del poder las pudieran ver como 
acciones ya implementadas y realidades operativas. Estas medidas, suma-
das a las que ha sugerido este organismo nacional y el Comité respectivo 
de la Organización de Naciones Unidas, necesariamente redundarán en 
avances sólidos para la atención de estos problemas.

Es oportuno reconocer que México se ha inscrito en el concierto interna-
cional mediante la suscripción de diversos instrumentos, así como colabo-
rado y aceptado la jurisdicción de mecanismos regionales e internaciona-
les en materia de derechos humanos. Nuestro país ha mostrado su firme 
compromiso con los derechos fundamentales al abrirse al escrutinio inter-
nacional, expresando su voluntad política para el ensanchamiento de los 
derechos. 
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Esta apertura y compromiso del Estado mexicano, dignos de todo recono-
cimiento, requieren para consolidarse de estrategias y vías para la atención 
de las observaciones y recomendaciones que se formulen como conse-
cuencia de ese escrutinio internacional. Por sensibles que sean los temas 
y aun cuando existan puntos de divergencia, es preciso, y lo digo con todo 
respeto, que con base en las coincidencias y buscando en todo momento 
la mayor protección y vigencia de los derechos humanos en el país, se 
avance en la implementación de las acciones sustantivas propuestas en 
cada tema.

Los informes más recientes de desapariciones forzadas y tortura deben 
motivar la implementación de las medidas propuestas más allá de los di-
ferendos que en cifras o percepciones se pudieran tener, los cuales son 
susceptibles de aclaración. La atención que se dé a las observaciones y 
recomendaciones propuestas, se encuadra en el cumplimiento de los 
compromisos asumidos por nuestro país en el ámbito internacional y es com-
patible y coherente, con el mandato previsto por el artículo 1o. constitu-
cional, para todas las autoridades, en el sentido de prevenir, investigar, 
sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos. 

La reforma constitucional de 2011 ubicó a los derechos humanos como 
eje y justificación básica del Estado y de su actividad. Sin embargo, la pro-
blemática que presenta los mayores retos es su operatividad, es decir, ha-
cerla efectiva, lo cual exige concluir los procesos reglamentarios derivados 
de la misma y propiciar que lo dispuesto en las normas se aplique a la 
realidad.

A casi cuatro años de esta trascendente reforma, la situación de los dere-
chos humanos en México no corresponde a un cambio normativo de tal 
envergadura, ya que en algunas partes del país estos derechos atraviesan 
una crisis. Es responsabilidad del Ombudsman conocer y hacer notar esta 
situación, no solo desde una perspectiva legal, sino también considerando 
la equidad, la justicia, los principios que debe tener la conducta de los 
servidores públicos, así como los parámetros que debe observar la convi-
vencia social pacífica.
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No debemos propiciar ni tolerar la impunidad, así como tampoco podemos 
aceptar que se busque venganza o se ejerza justicia por propia mano. Nues-
tras instituciones y la ley son el medio por el cual se debe procesar todo 
reclamo de justicia.

Es obligación de la autoridad dar cauce a las muestras de descontento, 
escuchar las necesidades y generar canales o vías adecuadas para respon-
der a ellas eficazmente. También lo es la oportuna y debida aplicación de 
la ley, lo cual lleva implícito el respeto a los derechos humanos. La ilegali-
dad, la violencia y el delito deben ser prevenidos y sancionados por la 
autoridad en cualquier parte del país.

Las violaciones a la dignidad humana se inscriben en la inobservancia de la 
ley, lo cual ha ocasionado —como usted mismo lo ha reconocido— que 
la sociedad no confíe en las instituciones. Esta desconfianza alcanza, inclu-
sive, a la CNDH. La gente ve los derechos humanos más como un elemen-
to meramente discursivo que como un ejercicio práctico y cotidiano. Hay 
que cambiar modelos, patrones, procedimientos, creencias y prácticas. 
Hay que empezar a hablarnos de frente, escucharnos en nuestra diversidad 
y llegar a acuerdos esenciales, defendiendo los valores democráticos, con 
una actitud tolerante e incluyente.

La sociedad no puede permanecer impasible cuando constata que, a me-
nudo, aquellos individuos que incumplen la ley no son objeto de sanción 
alguna o cuando advierte que las probabilidades de que se aplique o no 
la ley en un caso concreto, dependen del poder, posición económica o 
condición social de las personas involucradas en el mismo.

Nadie debe caer en la tentación de la violencia. El diálogo, el entendimien-
to y el respeto a la ley deben prevalecer como las vías para la solución de 
los conflictos. Solo de esta forma superaremos la desconfianza y podre-
mos construir el espacio común que se requiere para hacer efectivos todos 
los derechos.

Se ha dicho que Iguala marca un antes y un después para México y los 
mexicanos. La gravedad y trascendencia de estos hechos nos debe hacer 
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reflexionar y replantear el futuro que queremos para nuestro país. No de-
bemos esperar, ni como autoridades ni como sociedad, a que ocurran 
otros hechos graves para iniciar el cambio hacia el cumplimiento efectivo 
de la ley.

Iguala es un asunto no cerrado, en el que hay que buscar la verdad, lograr 
que los derechos de las víctimas sean reparados, que todos los responsa-
bles sean sancionados y evitar a toda costa su repetición.

Nadie puede sustraerse del respeto a la ley y a los derechos humanos. 
Quien desde el poder incumple la ley, viola derechos humanos y atenta 
contra nuestras libertades e instituciones democráticas. Alzar nuestra voz 
ante estas conductas es una obligación que nos imponen nuestras convic-
ciones personales, así como el deber de servicio y el compromiso que 
hemos asumido para trabajar por la consolidación de un México más justo, 
incluyente e igualitario mediante la protección y defensa de las víctimas y 
el respeto a los derechos fundamentales.

Aún dentro de nuestra pluralidad y diferencias, nuestra esencia, intereses 
y destino son comunes. México es solo uno.

Muchas gracias

México, D.F., 25 de marzo de 2015
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Señoras y señores:

A casi 5 años de la más relevante reforma constitucional que México ha 
llevado a cabo en materia de derechos humanos, esta Comisión Nacional 
observa los avances realizados en este ámbito, pero también, la distancia 
que existe entre lo previsto en las normas y su vigencia en la práctica.

Si bien las violaciones a derechos humanos se presentan en buena parte 
del mundo, en México la situación es difícil y compleja. Durante 2015, la 
CNDH conoció de diversos tipos de violaciones a derechos fundamentales, 
las cuales comprendieron, desde cuestiones vinculadas al incumplimiento 
de formalidades o procedimientos administrativos por parte de la autori-
dad, hasta prácticas o conductas que, con independencia de su frecuencia 
o niveles de incidencia, por su propia naturaleza y características son graves 
y su atención lleva implícita la solución de un agravio social, tales como las 
desapariciones forzadas, la tortura, las ejecuciones arbitrarias, las detencio-
nes ilegales, la trata de personas, los abusos a migrantes, los agravios y 
ataques a periodistas y defensores de derechos humanos, o las deficiencias 
e irregularidades en el sistema penitenciario.

Por otra parte, también son inadmisibles la exclusión y discriminación de 
nuestras comunidades indígenas, los abusos y agravios a niñas, niños y 
adolescentes, las violencias por cuestión de género o preferencia sexual, 
la discriminación y falta de inclusión de las personas con discapacidad, la 
difícil situación que enfrentan los adultos mayores, las afectaciones a nues-
tro medio ambiente, la destrucción y pérdida de nuestros patrimonios 
culturales, así como la falta de un acceso real a la justicia para todas y todos. 

La sociedad cada vez espera menos y desconfía más de las instituciones, 
lo cual se ve agravado por un entorno en donde la pobreza y los niveles 
de desigualdad imperantes, así como los problemas de violencia, insegu-
ridad y carencias, son realidades que transgreden toda lógica de un Estado 
democrático y social de derecho. 

A esta adversa realidad, las distintas instancias del Estado han respondido 
de manera insuficiente al compromiso con los derechos humanos, em-
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prendiendo acciones que, si bien han atacado algunos aspectos de los 
problemas existentes, no han tenido la intensidad, integralidad y oportu-
nidad que serían deseables ante las difíciles circunstancias que enfren-
tamos.

Son muchas las asignaturas pendientes, las demandas no atendidas y las 
expectativas no resueltas frente a la sociedad, las cuales parten de aspectos 
tan esenciales en un entorno democrático, como lo serían la observancia 
y aplicación de la ley o el abatimiento de la impunidad y de la corrupción.

La necesidad de atención a las demandas sociales urgentes ha propiciado, 
inclusive, que se busquen soluciones al margen de la ley, como lo fue que 
el Estado renunciara, en el terreno de los hechos, a su función básica de 
brindar seguridad a la población y delegara tal atribución a grupos civiles 
armados en un intento equivocado de reducir los niveles de criminalidad 
y violencia. Michoacán ha sido una desafortunada prueba de ello.

Frente a este panorama, nos quedan 2 caminos: la resignación o la trans-
formación. Permitir que las cosas sigan como están es imposible. Tolerar 
las violaciones a derechos humanos es traicionar el futuro. La transforma-
ción que se requiere no debe hacerse por interés o conveniencia política, 
es y debe ser un imperativo moral, tanto para las instituciones del Estado 
como para los organismos defensores de derechos humanos.

La situación de los derechos humanos que la Comisión Nacional conoce 
es la que deriva de los expedientes a su cargo. No desconocemos los avan-
ces que se han presentado en el reconocimiento y respeto de la dignidad 
humana en nuestro país, lo cual es una obligación y responsabilidad del 
Estado. A la CNDH le corresponde observar e investigar las quejas por pre-
suntas violaciones a derechos humanos que se presenten, mismas que 
durante el periodo que se informa, tuvieron un incremento del 18%, al ra-
dicarse 9,980 nuevos expedientes de queja, frente a 8,455 del 2014.

Las presuntas violaciones a derechos humanos que se denunciaron con 
mayor frecuencia durante el 2015, fueron la prestación indebida del servi-
cio público, en 3152 casos; faltar a la legalidad, honradez, lealtad, imparcia-
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lidad y eficacia en el desempeño de las funciones, 1871; omitir proporcio-
nar atención médica 1697; detención arbitraria 879; trato cruel, inhumano 
o degradante 663; acciones u omisiones que trasgreden los derechos de 
los migrantes 602; negligencia médica 490; omitir fundar el acto de auto-
ridad 481; omitir motivar el acto de autoridad 452; y prestar indebidamen-
te el servicio de educación 431.

Las autoridades que fueron señaladas con mayor recurrencia como pre-
suntamente responsables de una violación a derechos humanos en los 
escritos de queja fueron: el IMSS, en 2,185 casos; el Órgano Administrativo 
Desconcentrado de Prevención y Readaptación Social de la Secretaría de 
Gobernación 1,308; la Policía Federal 783; la PGR 761; el ISSSTE 705; el Ins-
tituto Nacional de Migración 688; la SEDENA 620; la SEP 548; la SEMAR 373; 
y la CFE 316.

Si agrupamos las autoridades señaladas como presuntas responsables de 
algún abuso de poder por sectores, tendríamos que respecto del Sector 
Salud se habrían presentado 3,070 quejas, mientras que en el Sector Segu-
ridad se habrían registrado 3,024 y en el Sector Educativo 702. Si bien es 
cierto que el mayor número de quejas recibidas por la CNDH estuvo refe-
rido a acciones u omisiones de autoridades en el ámbito de salud, lo cier-
to es que casi un número semejante se recibió con relación a autoridades 
vinculadas a tareas de seguridad.

Las entidades federativas en las que se reportó con mayor frecuencia la 
comisión de algún hecho presuntamente violatorio a derechos humanos, 
fueron el Distrito Federal, en 2,350 casos; Estado de México 791; Tamaulipas 
613; Veracruz 468; Sonora 442; Chiapas 405; Jalisco 354; Oaxaca 349; Naya-
rit 302, y Michoacán 299.

Es de destacarse que en el ámbito de la CNDH, durante 2015 se registraron 
327 expedientes en los que se reportó la desaparición de 453 personas. De 
este conjunto, en 11 casos se advirtieron elementos suficientes para trami-
tarse como expedientes en los que existiría una presunta desaparición 
forzada. En cuanto a los lugares en que se señaló la desaparición de per-
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sonas, Guerrero fue el estado del cual se recibió el mayor número de re-
portes, seguido de Coahuila, Tamaulipas y Veracruz. 

Durante 2015 se resolvieron 44.6% expedientes de queja más que en el 
periodo previo, toda vez que en este año se concluyeron 10,157 expedien-
tes en comparación con 7,022 de 2014. Sobre este particular, vale la pena 
recordar que detrás de cada caso que atiende la CNDH se encuentra una 
persona que considera que se ha visto afectada su esfera de derechos por 
una actuación indebida de la autoridad. No son solo expedientes o trámi-
tes, son realidades y problemas concretos.

Una importante vía de atención de los casos es la conciliación, en la que a 
propuesta de la CNDH y teniendo como base las opiniones de la autoridad 
y del quejoso, se llega a un acuerdo siempre dentro del marco de la ley y 
el respeto de los derechos humanos. En estos casos, la actuación de la 
CNDH es eficaz porque permite arribar a una rápida solución, en donde la au-
toridad acepta su responsabilidad, acordando diversas medidas de repara-
ción de los daños y perjuicios que se hubieren causado a la víctima.

Durante el periodo que se reporta, del total de quejas registradas se resol-
vieron durante el procedimiento o por la vía de conciliación 4,370 expe-
dientes, lo cual representa cerca del 43% del total de expedientes de que-
ja concluidos.

Si bien las Recomendaciones son el instrumento de mayor impacto dentro 
de la actividad de este Organismo nacional, es solo uno de los caminos 
para resolver las quejas y no en todos los casos son el medio más inmedia-
to para la atención efectiva de los planteamientos hechos por quienes 
acuden a la CNDH. Las Recomendaciones hacen evidente ante la opinión 
pública parte del trabajo de la Comisión Nacional al tener difusión mediá-
tica; los procesos conciliatorios, en cambio, no requieren de amplia difusión.

En el periodo que se reporta, este Organismo nacional emitió 60 Recomen-
daciones dirigidas a 42 autoridades, entre las cuales destacan el IMSS, se-
ñalado en 13 Recomendaciones; la Comisión Nacional de Seguridad en 7; 
así como el Gobierno del Estado de Chiapas, el ISSSTE, el Instituto Nacional 
de Migración, y la PGR, cada una de ellas con 3 recomendaciones. 
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Los derechos humanos violentados, así como las materias sobre las cuales 
versaron las recomendaciones fueron diversas, comprendiendo cuestiones 
que abarcaron casos de ejecución arbitraria, desaparición forzada, tortura, 
uso excesivo de la fuerza; así como también violencia obstétrica, indebida 
prestación de servicios médicos, detenciones ilegales, ataques a la libertad 
de expresión y afectaciones a los derechos de las personas en contexto de 
migración, el derecho a la consulta libre e informada de los pueblos indí-
genas, el daño o menoscabo al patrimonio cultural de la Nación, cuestiones 
vinculadas al medio ambiente, así como al nivel de vida y desarrollo de las 
personas.

Por violaciones graves a los derechos humanos, destaca la Recomendación 
3VG 2015, con motivo de los hechos ocurridos el 6 de enero de 2015 en 
Apatzingán, imputadas a la Policía Federal. Esta Recomendación también 
fue dirigida al Secretario de la Defensa Nacional, al Gobernador Constitu-
cional del Estado de Michoacán de Ocampo y al Presidente Municipal de 
Apatzingán de la Constitución, aunque los hechos imputados a estas au-
toridades no fueron considerados como graves.

La emisión de una Recomendación no concluye un caso, abre una nueva 
etapa, probablemente la más importante, en la que es preciso dar segui-
miento y constatar el cumplimiento de los puntos recomendados cuando 
las autoridades responsables las acepten integralmente, así como denun-
ciar públicamente cuando no se acepten. En la medida en que las autori-
dades den cumplimiento real e integral al contenido de las Recomenda-
ciones, la verdad, la justicia y la reparación del daño llegaran a las víctimas. 
La simulación o la demora injustificada en el cumplimiento de las Reco-
mendaciones, implica nuevas violaciones a los derechos fundamentales 
de las personas.

El cumplimiento de las Recomendaciones aún enfrenta demoras sensibles 
por lo que en 2016 se fortalecerá el área que les dé seguimiento y se ela-
borará un informe de evaluación sobre el estado que guardan, mismo que 
se hará público.
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Como consecuencia de las Recomendaciones emitidas y en el marco de la 
lucha contra la impunidad, este año la CNDH dio atención y seguimiento 
a 469 denuncias penales y 187 quejas administrativas, mismas que han 
dado origen a la aplicación de sanciones administrativas a 41 servidores 
públicos y 58 denuncias consignadas ante las distintas procuradurías.

Las recomendaciones generales tienen como propósito que se promuevan 
las modificaciones de disposiciones normativas y prácticas administrativas 
que constituyen o propicien violaciones a los derechos humanos. Durante 
2015 la Comisión Nacional emitió una relacionada con las condiciones de 
aislamiento que prevalecen en diversos centros penitenciarios del país, y 
otra referente al matrimonio igualitario.

El informe detalla los casos de Chalchihuapan, Tlatlaya, Iguala y Apatzingán, 
los cuales han puesto a prueba a las Instituciones del Estado, incluida a la 
CNDH, evidenciaron carencias y falta de respuesta por parte de autoridades 
de los tres órdenes de gobierno, desde hace muchos años, a diversas pro-
blemáticas sociales, así como la debilidad del Estado de Derecho en varias 
regiones del país.

En Apatzingán, este Organismo nacional emitió una Recomendación que 
ha puesto de manifiesto ejecución arbitraria, el uso excesivo de la fuerza, 
así como omisiones e inconsistencias en las actuaciones ministeriales, cues-
tiones que es necesario sancionar conforme a derecho. En ningún caso 
podemos permitir la impunidad. Por el contrario, la investigación de estos 
asuntos debe volverse un referente sobre el compromiso y capacidades 
del Estado y de la sociedad mexicana con la justicia y el respeto de la dig-
nidad humana.

En el caso Iguala, desde el mes de julio el Organismo nacional a mi cargo 
presentó el documento denominado “Estado de la Investigación del Caso 
Iguala”, en el cual se formularon 32 observaciones y propuestas a diversas 
autoridades para prevenir nuevas violaciones a derechos humanos y 
coadyuvar al debido desarrollo de las investigaciones que llevan a cabo las 
autoridades competentes, comprendiendo todos los planteamientos he-
chos por los padres de los jóvenes normalistas desaparecidos, sus repre-
sentantes, organizaciones sociales y académicos.
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En este caso se advierte la necesidad de fortalecer las investigaciones que 
las autoridades lleven a cabo, consolidando los medios de convicción que 
las sustenten, ya que, en caso contrario, podrían existir omisiones o defi-
ciencias en las mismas que trajeran como consecuencia que los responsa-
bles no pudieran ser sancionados y los hechos quedaran impunes.

Para la CNDH el “Caso Iguala” sigue siendo un expediente abierto, cuya 
investigación realiza en ejercicio de sus atribuciones constitucionales y en 
la cual, es preciso que en sus aspectos técnicos más complejos y contro-
vertidos, sea la ciencia la que guíe la investigación sobre la desaparición 
de los estudiantes normalistas, como lo he sostenido previamente.

La verdad en este y en todos los casos es una, no puede construirse o ne-
gociarse y debe, necesariamente, desprenderse de las pruebas y elementos 
de convicción que obren en los respectivos expedientes, valorados y articu-
lados en su conjunto, no de la apreciación aislada de los mismos. En este 
sentido, el informe presentado la semana pasada por un grupo de peritos 
tendrá que valorarse, de manera integral, junto con los demás elementos de 
convicción que obran agregados a la investigación correspondiente.

Para el Organismo nacional a mi cargo resulta relevante insistir en la nece-
sidad de que la instancia que lleva a cabo la investigación penal del caso, 
continúe con el seguimiento hasta que se atiendan por completo las ob-
servaciones que se le formularon en el documento que la CNDH presentó 
en julio de 2015.

Casos como los antes mencionados deben tratarse con la máxima atención 
y de forma imparcial, puntual, integral y sustentada en elementos objetivos 
y científicos de prueba que propicien que las investigaciones que se llevan 
a cabo con la claridad y credibilidad que ameritan. Esto es lo que la socie-
dad reclama, para no dar cabida a la especulación y a cuestionamientos 
infundados. 

De igual forma, no podemos permitir la impunidad en los casos de violen-
cia y ataques en contra de mujeres que desafortunadamente se siguen 
presentando en entidades como Guerrero, Chihuahua, Jalisco, Morelos, 
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Veracruz, Quintana Roo o el Estado de México, entre otras. Es preciso que 
las instancias encargadas de la procuración de justicia investiguen y den 
trámite oportuno y debido a las denuncias que se presenten en este ám-
bito, para que las responsabilidades se determinen y se sancionen confor-
me a la ley. Cada caso que permanece impune incentiva que se presenten 
nuevas agresiones.

Es importante señalar que la Comisión investiga, determina y se pronuncia 
respecto de violaciones a derechos humanos, no tiene a su cargo la perse-
cución de delitos o la imposición de penas, lo cual es propio de las autori-
dades ministeriales o judiciales correspondientes, las cuáles están sujetas 
a formalidades y procedimientos distintos.

La existencia de una violación a los derechos fundamentales de las perso-
nas no implica necesariamente la comisión de un delito, pero en los casos 
en que tal cuestión si se pudiera configurar, es responsabilidad de las au-
toridades competentes, en el ámbito de la procuración e impartición de 
justicia, el realizar investigaciones integrales, pertinentes y desahogar de-
bidamente los procedimientos a efecto de que los responsables respondan 
de sus ilícitos ante la ley.

Pretender condicionar la existencia de violaciones a los derechos humanos 
de las personas a la determinación de responsabilidades penales, implica 
des conocer la naturaleza del Ombudsman, así como la lógica y reglas bajo 
las cuales funciona el Sistema no Jurisdiccional de Protección de los de-
rechos fundamentales, así como la autonomía de los organismos que lo 
integran.

La CNDH emitió en 2015 tres informes especiales: el primero sobre la si-
tuación de mujeres en reclusión; el segundo referente al estado prevale-
ciente en los centros de tratamiento para adolescentes que infringen las 
leyes penales, y el tercero relativo a la operación de grupos civiles armados 
en el Estado de Michoacán. Del mismo modo, se elaboró y publicó un 
pronunciamiento respecto de la sobrepoblación en los centros peniten-
ciarios en el país, poniendo en evidencia la grave crisis que sufre en su 
conjunto.
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En 2015, la CNDH promovió 29 acciones de inconstitucionalidad, lo cual 
representa el 42.6% del total de acciones de este tipo que este Organismo 
nacional ha interpuesto desde 2006, año en que se le concedió dicha atri-
bución. Con esto, la CNDH hace visibles los riesgos que algunas normas 
pueden representar contra el ejercicio y disfrute de los derechos humanos, 
y contribuye a mejorar el sistema legal de nuestro país, por la vía de impul-
sar la acción del máximo tribunal como institución garante del orden cons-
titucional.

En la actualidad, la defensa y promoción de los derechos humanos no 
puede entenderse como una cuestión cuyo ámbito de competencia sea 
solo nacional. Los compromisos asumidos por el Estado mexicano median-
te diversos instrumentos internacionales, así como lo previsto por nuestra 
Constitución, nos imponen honrar las obligaciones que en ejercicio de 
nuestra soberanía adquirimos con los sistemas universal y regional de los 
derechos humanos.

En razón de ello, durante 2015 se tuvo una colaboración permanente con 
los mecanismos regional y universal de derechos humanos, habiéndose 
sostenido distintas reuniones de trabajo con la Corte y la Comisión Intera-
mericana de Derechos Humanos; con diversos relatores y expertos inde-
pendientes de dicha Comisión; con el Alto Comisionado de Naciones Uni-
das para los Derechos Humanos, así como diversas participaciones con 
grupos de trabajo y comités del Consejo de Derechos Humanos de Nacio-
nes Unidas, tales como el de desapariciones forzadas y derechos de la in-
fancia, por citar los más relevantes.

Asimismo, se fortaleció la vinculación y colaboración con otros organismos 
nacionales de derechos humanos para incidir en la atención de asuntos 
relevantes en esta materia. En este contexto, podemos citar las reuniones 
internacionales en las que se asumieron compromisos para la atención a 
migrantes en la frontera sur de México, así como para el seguimiento de la 
Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible de la ONU, esta última con los 
Ombudsman de 53 países.
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Lo reitero, nuestro país cuenta con el marco legal, las instituciones y las ca-
pacidades necesarias para que las violaciones a derechos humanos puedan 
ser investigadas, los responsables sancionados y el daño reparado.

Por otra parte, no es posible que pretendamos hacer vigentes diversas 
disposiciones legales que están vinculadas con los derechos humanos, si 
no se prevén, más allá de los contenidos normativos, los recursos necesa-
rios para que tales disposiciones sean realmente operativas. La vigencia de 
los derechos no debe quedar en el ámbito discursivo, los mismos deben 
materializarse y para ello es necesario prever los recursos y ministraciones 
en forma oportuna y suficiente.

Las políticas presupuestarias deben tener como condición necesaria un 
enfoque de derechos humanos, a efecto de que los recursos públicos se 
destinen, de manera racional, transparente y efectiva a lograr que los mis-
mos sean una realidad para el mayor número de mexicanas y mexicanos, 
así como para generar un entorno en el que sea posible su vigencia. El 
desarrollo económico no debe ser excluyente o ajeno al desarrollo pleno 
de las personas y a la realización de sus derechos fundamentales.

En este sentido, un manejo adecuado y responsable de los recursos públi-
cos debe pasar, necesariamente, por un ataque frontal a la corrupción, la 
cual es un factor que propicia violaciones a derechos humanos. 

Los más afectados por la corrupción en nuestro país son los grupos vulne-
rables y las personas y sectores marginados. La verdadera vigencia de los 
derechos humanos demanda el emprender, con toda urgencia y respon-
sabilidad, el abatimiento de la corrupción, problema que tiene mucho que 
ver, con la impunidad lacerante que ha debilitado los cimientos de nuestro 
Estado de Derecho.

Señor Presidente:

No obstante que desde hace 25 años México cuenta con un Ombudsman 
nacional, aún existe la tentación de identificar la causa de los derechos 
humanos con la defensa de delincuentes o ver aquellos como un obstácu-
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lo para el debido y oportuno desarrollo de las funciones estatales. La CNDH 
busca la vigencia y el respeto de los derechos fundamentales de todas las 
personas lo cual lleva implícita la debida y oportuna observancia y aplica-
ción de la ley.

Las demandas nacionales existentes por niveles aceptables de seguridad 
pública, así como por una mejor y más eficiente procuración de justicia 
solo pueden concretarse con el cumplimiento de la ley y la observancia de 
los derechos humanos. La ilegalidad no puede combatirse con ilegalidad.

Los derechos humanos no son ni pueden ser vistos como un recurso o 
vía para la ilegalidad, por el contrario, este Organismo nacional en todo 
momento se ha pronunciado por el cumplimiento y aplicación de la ley, 
como el marco necesario para la convivencia social pacífica, así como el 
reconocimiento y respeto de la dignidad de las personas.

Por ello, es preciso reconocer públicamente, tanto por las autoridades fe-
derales como estatales, el trabajo que desempeñan las defensoras y defen-
sores de derechos humanos; si nuestros intereses y objetivos son comunes 
no hay razón para que caminemos por rutas distintas. Hago un respetuoso 
llamado, tanto al Ejecutivo Federal, como a los locales, para que impulsen 
acciones en este sentido.

Una violación a derechos humanos se presenta cuando existe un acto ar-
bitrario o ilegal de autoridad. Si la misma cumple con sus atribuciones, vale 
la pena insistir en ello, no habrá institución, organismo o activista que vá-
lidamente pueda objetar las acciones que lleven a cabo. Actuar conforme 
a derecho y con respeto a la dignidad de las personas, contribuye al efec-
tivo acceso a la justicia, así como a la vigencia de los derechos de las vícti-
mas del delito.

Señor Presidente, urge que se cumplan las órdenes e instrucciones que se 
han girado para que todas las instancias de gobierno, sin excepción, reco-
nozcan, respeten y promuevan los derechos humanos de las personas. 
Debemos trascender las etapas del discurso y la denuncia para consolidar 
en los hechos, acciones que materialicen la voluntad expresada y encaucen 
las denuncias formuladas.
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Lo he dicho en otras ocasiones, pero es necesario repetirlo: no hay niveles 
o cifras aceptables de tortura, de desapariciones forzadas, de ejecuciones 
arbitrarias o de ataques a periodistas y defensores civiles; un solo caso es 
demasiado y debe mover a todas las instancias del Estado a la acción para 
que cada caso se castigue y prevenir que se repita.

Las víctimas, la sociedad civil, la academia, los organismos e instancias na-
cionales, internacionales en el ámbito de los derechos humanos, desde 
distintos espacios y con diferentes formas, metodologías y alcances, cons-
tantemente hemos señalado los problemas que enfrenta nuestro país en 
este ámbito y llamado la atención sobre la necesidad urgente de actuar, 
de manera decidida y responsable para alcanzar su solución.

Tierra Blanca y Papantla parecerían reiterarnos que seguimos sin aprender, 
valorar y dar sentido a las múltiples lecciones que nos han dado el dolor y 
el sufrimiento de las víctimas de nuestro país. En la coyuntura crítica que 
enfrenta el país, es preciso actuar y que el eje de actuación sea, como en 
su oportunidad lo dijo Jorge Carpizo, que cada día se protejan y defiendan 
mejor nuestros derechos humanos, lo cual es el alma y el corazón del for-
talecimiento del Estado de Derecho.

Muchas gracias.

Ciudad de México, 5 de abril de 2016
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Informe Anual de Actividades 2016,  
ante el Poder Ejecutivo Federal

Licenciado Enrique Peña Nieto,  
Presidente Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos;

Dip. Mtra. Sharon María Teresa Cuenca Ayala,  
representante de la Presidenta de la Mesa Directiva  
de la Cámara de Diputados;

Sen. Mtra. Itzel Sarahí Ríos de la Mora,  
representante del Presidente de la Mesa Directiva  
de la Cámara de Senadores;

Licenciado Miguel Ángel Osorio Chong,  
Secretario de Gobernación;

Dr. Luis Videgaray Caso,  
Secretario de Relaciones Exteriores;

Mtro. Aurelio Nuño Mayer,  
Secretario de Educación Pública;

Dr. Raúl Cervantes Andrade,  
Procurador General de la República;

Integrantes del Consejo Consultivo de la Comisión Nacional  
de los Derechos Humanos;

Lic. Felipe de Jesús Martínez Rodarte,  
Presidente de la Federación Mexicana de

Organismos Públicos de Derechos Humanos;
Miembros del Cuerpo Diplomático acreditado en México;
Miembros y representantes de Organismos Internacionales;
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Titulares de los organismos locales de protección  
y defensa de los derechos humanos;

Representantes de las organizaciones de la sociedad civil;
Compañeras y compañeros de la Comisión Nacional  

de los Derechos Humanos;
Representantes de los medios de comunicación;

Señoras y señores:

Dos mil dieciséis no fue un buen año para los derechos humanos en 
México. La corrupción, la impunidad y la falta de una efectiva rendición de 
cuentas, hizo patente la falta de ética y valores en diversas autoridades e 
instituciones. Se evidenciaron varios casos de servidores públicos que, 
aprovechando el cargo que desempeñaban, cometieron delitos y abusos, 
los cuales, en su gran mayoría permanecen impunes, generando un entor-
no donde la simulación, la indiferencia y el encubrimiento parecerían ser 
la constante.

Ya sea por ineficiencias burocráticas o por insolvencia ética de los servido-
res públicos, lo cierto es que esta situación ha fortalecido en la sociedad la 
percepción de que el cumplimiento y aplicación de la ley es algo discre-
cional y que los contenidos de las normas son objeto de negociación o 
una vía para concretar intereses particulares. Sin una cultura ética que per-
meé en las instituciones, que haga evidente el compromiso de las autori-
dades con la legalidad y el respeto a los derechos humanos, difícilmente 
podremos fortalecer nuestro Estado de Derecho y se seguirán preservando 
la corrupción y la impunidad dentro de nuestra realidad nacional.

A pesar de las voluntades expresadas, las acciones emprendidas y los 
recursos que se aplicaron, 2016 fue un año en el cual las autoridades fe-
derales, estatales y municipales algunos de ello no pudieron garantizar 
plenamente la vigencia y respeto de los derechos humanos en diversas 
regiones del país, como consecuencia de la corrupción, la falta de capaci-
tación, coordinación y la debilidad de nuestro Estado de Derecho, que han 
permitido la impunidad y fortalecido la ineficacia administrativa que las 
personas advierten y padecen de manera cotidiana. Se ha minado la con-
fianza en las instituciones y la certidumbre sobre la aplicación de la ley.
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Un año, en el que en varias partes de México no hubo condiciones mínimas 
de seguridad para la convivencia social pacífica. La violencia y las activi-
dades ilícitas generaron fenómenos tales como el desplazamiento for-
zado de personas, el ejercicio de la justicia por propia mano y el que se 
empezara a asumir como parte de nuestra normalidad los homicidios, 
desapariciones y el recuento de extorsiones, secuestros, robos y otros de-
litos de los que día a día dieron cuenta los medios de comunicación.

Un año en el cual la impunidad, la falta de capacitación, así como la desidia 
por parte de las instancias competentes, permitió que subsistieran prácti-
cas tan graves como la tortura, las desapariciones forzadas o las ejecuciones 
arbitrarias, lo cual trajo como consecuencia que el acceso a la verdad y a 
la justicia sigan siendo una mera aspiración para muchas personas. En 
particular, para los familiares de los miles de desaparecidos, que ante la 
falta de respuestas por parte de las distintas autoridades, emprendieron 
por cuenta propia la búsqueda de sus seres queridos, evidenciando la exis-
tencia de un gran número de fosas clandestinas e irregulares, las cuales 
han delineado una auténtica geografía del dolor y de la indiferencia en 
nuestro país.

Objetivamente, no podemos suponer que las fosas ubicadas hasta el día 
de hoy sean la totalidad de las existentes, por lo cual esta Comisión Na-
cional pide que se escuchen y atiendan con sensibilidad, compromiso, y 
de manera integral las denuncias de los familiares de desaparecidos sobre 
posibles hallazgos futuros. Del mismo modo, solicitamos que las fosas que 
se ubiquen sean trabajadas con conocimientos técnicos y científicos espe-
cializados, a efecto de que la justicia y la verdad lleguen a quienes fueron 
enterrados en las mismas y a sus familiares.

Dos mil dieciséis tampoco fue favorable para los miles de niñas, niños y 
adolescentes, tanto de México como de otros países, que cruzaron solos 
nuestro territorio con la intención de ingresar en los Estados Unidos de 
América, sin que sus derechos hubiesen sido debidamente garantizados. 
Como consecuencia de la falta de registros confiables al respecto, no po-
demos saber cuántos de ellos sufrieron algún abuso o ilícito, fueron vícti-
mas de la trata de personas o fueron cooptados por las organizaciones 
criminales.
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Este es un problema que no se ha visibilizado ni atendido debidamente, el 
cual demanda acciones urgentes, tales como el establecimiento de un 
registro y la elaboración de un protocolo interinstitucional que garantice 
su integridad, dignidad y derechos, privilegiando el interés superior de la 
niñez y adolescencia en cada caso.

Del mismo modo, pese a contar con una ley de avanzada en materia de 
niñas, niños y adolescentes, concluimos el año sin poder realizar la armo-
nización legal correspondiente para establecer los 18 años como edad 
mínima para contraer matrimonio. Aún existen 10 entidades donde por vía 
de dispensas y excepciones es posible que personas adultas contraigan 
matrimonio con menores de edad.

En 2016 tampoco se registraron mejoras sustantivas en nuestro sistema 
penitenciario, sobre todo en el ámbito local. El hacinamiento, el autogo-
bierno y la corrupción, son tan solo algunas de las constantes que, además 
de imposibilitar la reinserción efectiva de las personas privadas de su liber-
tad, ocasionaron fugas inexplicables y motines en los que la pérdida de 
vidas puso en evidencia la incapacidad e ineficiencia institucional, así como 
la falta de aplicación y cumplimiento de la ley.

Durante el periodo que se reporta, se hizo dolorosamente claro que en 
México, el solo hecho de ser mujer, es razón suficiente para sufrir agresiones 
y violencia que inclusive llega a la privación de la vida. Muestra de ello es 
que en 22 entidades se han iniciado procedimientos de Alerta de Violencia 
de Género, por violencia feminicida, habiéndose declarado en munici-
pios de 6 entidades: Chiapas, Estado de México, Michoacán, Morelos, Nue-
vo León y Veracruz. Este mecanismo tendría que ser revisado para que, 
además de evidenciar los hechos que atentan contra la integridad de las 
mujeres, tuviera mayor eficacia en la protección de las mismas y en la pre-
vención de ilícitos. El delito de feminicidio aún no está reconocido en todo 
el país y la violencia por cuestiones de género se presenta de manera co-
tidiana, sin que se adviertan vías para revertir esta tendencia.

Contamos con un incipiente sistema de atención a víctimas, el cual espe-
ramos sea la respuesta para que la atención y reparación que las mismas 



mensajes del presidente de la cndh ante los poderes de la unión 2014-2019 117 

demandan y merecen pueda ser efectiva. Para que dejen de ser revictimi-
zadas por un deficiente diseño institucional y una operación burocrática 
ineficaz, que no obstante contar con una legislación específica ha minimi-
zado, en la práctica, la vigencia de sus derechos.

Desde el inicio de nuestra gestión, se planteó la necesidad de lograr un 
esquema de atención efectiva a las víctimas, es decir, buscar que los pro-
blemas o las situaciones que motiven que las personas recurran a esta 
Comisión Nacional se atiendan o se subsanen de la mejor forma y en el 
menor tiempo posible, por la vía de la conciliación de las partes involucra-
das, cuestión que está prevista por el artículo 36 de la Ley de la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos.

Esta vía, ha demostrado en los hechos ser una opción viable, ejercida en 
los términos que marca la Ley, para dar una solución satisfactoria y en el 
corto plazo, a un elevado porcentaje de los casos que conoce esta Comi-
sión Nacional. Durante el periodo que se reporta, frente a un total de 9,408 
nuevas quejas registradas, se lograron resolver durante el procedimiento 
o por la vía conciliatoria 4,566 expedientes, lo cual representa cerca de 
47.2% del total de expedientes de queja concluidos, que fue de 9,669.

Un año en el cual ser defensor de derechos humanos o periodista siguió 
siendo una ocupación de riesgo en nuestro país. Muestra de ello son los 
13 periodistas que fueron privados de la vida en 2016, tendencia que pre-
ocupantemente continúa en el año en curso con los homicidios y agresio-
nes que se han registrado recientemente. Del mismo modo, en diversas 
ocasiones hubo voces que infundadamente señalaron a las y los defenso-
res de derechos humanos como responsables de que las autoridades no 
pudieran cumplir con sus obligaciones, como las relativas a garantizar la 
seguridad de las personas, llegándose al extremo de promover acciones 
legales para inhibir sus acciones o acallar sus voces.

Las agresiones y crímenes contra periodistas y defensores de los derechos 
humanos no pueden permanecer impunes. En cada caso, demandamos 
investigaciones prontas, exhaustivas e integrales. Asimismo, requerimos 
que las distintas autoridades emprendan campañas en las que se reconoz-
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ca la importancia de las tareas que los mismos llevan a cabo y se garantice, 
de mejor forma, su seguridad e integridad, así como las condiciones nece-
sarias para el desempeño de sus labores.

La atención a los problemas de seguridad y justicia que enfrenta el país, 
debe emprenderse bajo un enfoque integral, que partiendo de una lógica 
preventiva, más que reactiva, se ocupe del conjunto de factores que ge-
neran o propician las actividades delictivas, tales como la pobreza, la ex-
clusión, la falta de oportunidades, así como la carencia de opciones edu-
cativas de calidad para la niñez y adolescencia. Del mismo modo, es 
necesario procurar la recomposición del tejido social, a la par del desarro-
llo de capacidades y recursos para la efectiva persecución y combate de 
las actividades ilícitas, con pleno respeto a los derechos humanos. Enfoques 
parciales solo producirán soluciones parciales, que no resolverán las cues-
tiones de fondo.

La normalidad en la convivencia social y la defensa de la dignidad humana 
solo son posibles cuando hay paz y para ello es indispensable la seguridad. 
Lo hemos dicho, sin paz no hay justicia ni condiciones para el desarrollo 
pleno e integral de las personas. La paz no solo se opone a la guerra, se 
opone a la violencia y al recurso de la fuerza, para lo cual es necesario que 
las normas se cumplan y se apliquen, que las instituciones y autoridades 
hagan vigentes y preserven los derechos, no que los violenten o permitan 
que se trasgredan.

En este contexto, es preciso reiterar que la existencia de un marco norma-
tivo que regule las tareas que con carácter extraordinario llevan a cabo las 
fuerzas armadas desde hace más de diez años, respecto de la seguridad 
de las personas, no implica, por sí misma, la solución a la inseguridad, vio-
lencia y falta de acceso a la justicia que nuestro país enfrenta.

La participación de las fuerzas armadas en tareas vinculadas a la seguridad 
de las personas no es lo más deseable, como tampoco lo es la emisión de 
la ley que se ha planteado.

La decisión sobre la conveniencia y necesidad de emitir una ley de Segu-
ridad Interior requiere una discusión amplia, plural, informada e incluyente, 
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en la que se aborde integralmente la situación que enfrenta nuestro país, 
las consecuencias, tanto positivas como negativas, que ha ocasionado la 
actividad de las fuerzas armadas y se escuche a la sociedad, a expertos, 
académicos, a quienes han sido víctimas de la violencia o de algún abuso 
de poder y a los propios miembros de nuestros institutos armados, a efec-
to de determinar la mejor hoja de ruta para que nuestro país supere esta 
problemática.

La seguridad vinculada a las personas debe estar a cargo de instituciones 
de carácter civil; las fuerzas armadas deben volver, cuando las condicio-
nes del país así lo permitan, a las funciones que le son propias, pero bajo 
un programa gradual y verificable. El carácter extraordinario de su parti-
cipación en tareas de seguridad, sobre todo en su interacción con la po-
blación civil, no debe asumirse como algo permanente ni promoverse que 
así sea.

La debida formación y capacitación de policías; la inteligencia financiera, 
la investigación patrimonial; el abatimiento de la corrupción; la efectiva y 
real autonomía del Ministerio Público; el combate al tráfico de armas; el re-
planteamiento de nuestro sistema penitenciario; la modernización y replan-
teamiento de nuestros sistemas de inteligencia; así como el énfasis en el 
carácter preventivo de las políticas públicas en la materia, son tan solo al-
gunas de las cuestiones que se deberían atender para dar una respuesta 
más eficaz a nuestros problemas de seguridad y justicia.

En caso de que se determine la pertinencia de elaborar una ley en materia 
de seguridad interior, necesariamente se debería tomar como premisa el 
reconocimiento y respeto de la dignidad de las personas, así como la vi-
gencia del esquema de competencias y atribuciones que, en materia de 
seguridad pública, contempla el artículo 21 constitucional, y lo previsto en 
el artículo 89, fracción VI, de nuestro máximo ordenamiento, en lo concer-
niente a la seguridad interior y defensa exterior de la Federación. En modo 
alguno se debe propiciar que se restrinja o limite indebidamente el legíti-
mo ejercicio de derechos tales como la protesta social, la libertad de ex-
presión o la libertad de tránsito, entre otros.
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Se daría una muestra clara de empatía con las víctimas y de sensibilidad a 
los reclamos de la sociedad, si con el mismo interés y empeño con el que 
actualmente se promueve el proceso legislativo para una Ley de Seguridad 
Interior, se impulsaran los procesos relativos a las leyes generales sobre 
desapariciones y tortura, se reconociera la competencia del Comité contra 
la Desaparición Forzada de Naciones Unidas para recibir peticiones indivi-
duales y se elaborara una ley sobre desplazamiento forzado interno, cues-
tiones urgentes que tendrían una repercusión decisiva en la atención de 
esos temas en nuestro país.

Durante 2016, este Organismo nacional emitió 72 Recomendaciones, diri-
gidas a 55 autoridades, lo cual significó un aumento del 20% frente a lo 
registrado en 2015. Las cinco autoridades que fueron destinatarias de ma-
yor número de Recomendaciones durante este periodo, son el IMSS, seña-
lado en 15 casos; la Secretaría de Marina, con 7; la Procuraduría General de 
la República y la Comisión Nacional de Seguridad, con 6 casos, respectiva-
mente; y la Secretaría de la Defensa Nacional con 5 Recomendaciones. Del 
conjunto de Recomendaciones emitidas en 2016, solo 2 han sido cumpli-
das en su totalidad, 54 tienen pruebas de cumplimiento parcial, y 14 han 
sido aceptadas sin que se tenga pruebas de cumplimiento.

Los derechos humanos violentados, así como las materias sobre las cuales 
versaron las recomendaciones fueron diversas, comprendiendo cuestiones 
que abarcaron, entre otras, desde casos de violencia obstétrica, indebida 
prestación de servicios médicos, ataques a la libertad de expresión, afec-
taciones a los derechos de las personas en contexto de migración, vulne-
ración al derecho a la consulta libre e informada de los pueblos indíge-
nas, cuestiones vinculadas al medio ambiente, así como al nivel de vida y 
desarrollo de las personas; hasta hechos graves que involucraron ejecución 
arbitraria, desaparición forzada, tortura, uso excesivo de la fuerza o deten-
ciones ilegales. En 7 Recomendaciones se acreditó la existencia de tortura 
y en 11 tratos crueles, inhumanos o degradantes.

Es de destacarse la emisión de la Recomendación 4VG 2016, por violaciones 
graves a los derechos humanos consistentes en el uso excesivo de la fuer-
za, que derivó en la ejecución arbitraria de 22 personas y la privación de la 
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vida de otras 4; la tortura de dos personas detenidas; el trato cruel, inhu-
mano y degradante en perjuicio de una persona detenida y la manipula-
ción del lugar de los hechos, atribuida a la Policía Federal, con motivo de 
los hechos ocurridos el 22 de mayo de 2015 en el “Rancho del Sol”, muni-
cipio de Tanhuato, Michoacán.

Por regla general todas las Recomendaciones que emite este Organis-
mo nacional son aceptadas, sin embargo, las acciones y medidas reales 
de cumplimiento no se materializan o tardan mucho en concretarse. El 
que se acepten formalmente las determinaciones de la CNDH no siempre 
tiene una incidencia real en que los hechos violatorios a derechos humanos 
se sancionen y prevengan, ni en que las víctimas accedan a la verdad, 
justicia y reparación a la que tienen derecho.

Es preciso que los puntos recomendatorios se cumplan a cabalidad, para 
lo cual es necesario distinguir entre el pretendido cumplimiento que se da 
a las Recomendaciones mediante informes burocráticos que, por su exten-
sión o complejidad, dilatan y distraen la actuación de los organismos de 
protección de los derechos humanos proporcionando información incom-
pleta, parcial y no relevante respecto del contenido sustantivo de las Re-
comendaciones y las acciones pertinentes y medidas efectivas referidas a 
su cumplimiento real.

Esta situación es particularmente grave en los casos en que el tipo de 
violaciones a derechos humanos que se acreditaron fueron desaparición 
forzada, tortura o ejecuciones arbitrarias. La subsistencia y repetición de 
tales conductas cuestiona el compromiso real de las distintas autoridades 
con el reconocimiento y respeto de los derechos fundamentales. Su silen-
cio e indiferencia demostrarían una falta de interés en la atención de estas 
problemáticas, lo cual pondría en duda la voluntad real de que estas prác-
ticas se erradiquen en definitiva de nuestra vida institucional y social. Los 
años transcurren y los avances efectivos y concretos que nuestro país pre-
senta en la atención de estos temas son menores.

En los casos vinculados a estas conductas no puede haber olvido ni per-
mitirse el silencio. La falta de acción de las autoridades contribuye a pre-
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servar estas prácticas, fortalece la impunidad, aumenta el desamparo y 
sufrimiento de las víctimas y de sus familiares ante la injusticia, el atropello 
y el abuso del poder. Los llamados de la CNDH con frecuencia no se atien-
den efectivamente, siendo contraproducente que se espere hasta que al-
guna instancia internacional reitere lo que ya se había señalado, para que 
se empiece a actuar o se exprese interés en algún tema, como podría ser 
en el caso Iguala o respecto de los defensores civiles.

El costo para el Estado de no atender oportunamente los llamados de los 
organismos de derechos humanos es muy alto, pues su prestigio y com-
promiso a nivel internacional con la causa de la dignidad humana queda 
en entredicho. El silencio, la inacción y la indiferencia propician la impuni-
dad de aquellos que violentaron de manera directa los derechos de las 
personas.

Durante 2016, esta Comisión Nacional ejerció sus atribuciones en este con-
texto. Las demás cifras y datos pormenorizados relativos a la actividad de 
la CNDH durante este periodo constan en el informe de actividades, del 
que haré entrega al concluir mi intervención y que puede ser consultado 
en la página web de este Organismo nacional.

Señor Presidente:

Lograr que las mexicanas y mexicanos cuenten con un entorno donde sea 
posible su coexistencia segura y pacífica, donde los derechos humanos no 
solo se reconozcan, sino que sean vigentes, debe ser una prioridad en la 
agenda pública nacional. Para ello es necesario que la sociedad perciba 
señales claras de que la identificación con la causa de los derechos huma-
nos es real.

Durante 2016, desde el Ejecutivo Federal se dieron muestras claras de este 
compromiso y convicción con acciones tales como la promoción de una 
iniciativa de ley en materia de matrimonio igualitario y la inédita disculpa 
pública que desde el instituto armado se formuló respecto de la conducta 
de algunos de sus elementos que incurrieron en violaciones a los derechos 
humanos. Este impulso y compromiso es la ruta que debe guiar la actua-
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ción cotidiana de las autoridades, en favor del reconocimiento, defensa y 
promoción de los derechos fundamentales.

En razón de ello, es preciso que, a la brevedad, se dé cumplimiento total a 
las recomendaciones emitidas por esta Comisión Nacional, así como por 
los organismos internacionales en la materia. Esta solicitud la hago de igual 
forma extensiva a todos los gobiernos locales y municipales. Es decir, estos 
llamados tienen que ver mucho con los gobiernos locales.

A este escenario, se ha sumado la existencia de un entorno internacional 
complejo, derivado del cambio en la titularidad del Poder Ejecutivo de los 
Estados Unidos de América; una circunstancia geopolítica que altera el 
escenario mundial de los derechos humanos, afectando especialmente a 
nuestro país.

Desde la perspectiva de los derechos humanos es un factor de preocupa-
ción y alerta, el que las políticas de la nación vecina del norte se estén 
sustentado en un discurso de odio, que se ensaña con los grupos en mayor 
situación de vulnerabilidad de nuestro tiempo: los migrantes y los refugia-
dos, toda vez que, desde las más altas esferas de poder, se promueve un 
rechazo extremadamente violento en su contra. En realidad, se está cues-
tionando y desafiando la vigencia misma y la utilidad de los sistemas re-
gionales y universal de derechos humanos, lo cual hace que sus repercu-
siones tengan un alcance global.

No es una cuestión incipiente, es una realidad que ya afecta a muchos 
connacionales que al tener una situación migratoria irregular, día a día 
sufren las consecuencias de ese discurso que promueve y legitima formas 
de rechazo y discriminación, las cuales se hacen presentes cada vez con 
mayor fuerza en las calles, colegios, lugares de trabajo y las redes sociales 
de los Estados Unidos.

Ante ello, requerimos comprometernos con una “ética de la coherencia”, 
conforme a la cual, la civilidad, el trato digno, la apertura e inclusión que 
exigimos hacia el exterior, debemos materializarla al interior de nuestro 
país. Esto exige congruencia y compromiso. Ante las amenazas y la perse-
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cución que se ha anunciado, este compromiso implica además que tenga-
mos empatía, sensibilidad y seamos solidarios con el dolor y el sufrimiento 
de las personas que en estos momentos viven condicionadas al miedo, 
reducidas a la marginalidad y con la incertidumbre de un futuro en el que 
solo se vislumbran más problemas.

Si bien es cierto que se ha expresado de manera reiterada la intención de 
apoyar a nuestros compatriotas en los Estados Unidos y se han emprendi-
do diversas acciones, incluso la CNDH ha estado trabajando con los Con-
sulados de protección, lo cierto es que las mismas resultan insuficientes, 
pues su espectro debe ser más amplio, atendiendo al alcance y repercusión 
que puedan tener las políticas migratorias que se adopten. Se deben uti-
lizar los foros y mecanismos internacionales para denunciar y defender, de 
la manera más enérgica, los derechos e intereses de México y de nuestros 
connacionales.

Además, es necesario prever condiciones dignas y adecuadas para la rein-
serción en nuestro país de aquellas personas que sean deportadas, lo cual 
implica el enorme reto de intentar ofrecer a quienes regresan, las condi-
ciones de vida y desarrollo con las que en su momento no contaron y que 
propiciaron que migraran en busca de un mejor futuro.

Del mismo modo, ante la eventualidad de que un gran número de perso-
nas, de nacionalidades diversas, que buscan migrar a los Estados Unidos 
por la frontera con México, no puedan acceder al mismo como consecuen-
cia del endurecimiento de las políticas migratorias y, en consecuencia, se 
vean forzadas a permanecer en nuestro país, es preciso prever medidas 
para su estancia, tratamiento y eventual repatriación. Asimismo, es nece-
sario contemplar la posibilidad que migrantes en tránsito decidan buscar 
su residencia definitiva en nuestro país. Estas situaciones pueden rebasar 
nuestras capacidades y recursos, por lo que la prevención se vuelve prio-
ritaria para evitar que se genere un entorno crítico que conlleve el que se 
vulnere la dignidad y derechos de las personas.

Quiero finalmente, exponer breves reflexiones.
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Es la hora de un cambio ético en la vida institucional y pública de nuestro 
país. Este cambio, debe pasar, necesariamente, por ubicar efectivamente 
los derechos humanos como eje y parámetro de toda política pública; por 
generar una debida cultura de la legalidad conforme a la cual, el cumpli-
miento y aplicación de la ley se vuelva una premisa irrenunciable; por em-
prender un combate real y no solo formal, a la impunidad, a la corrupción 
y todo lo que ello implica.

Es preciso que todas las autoridades asuman que la esencia del poder es 
servir y no servirse de él, hacer y no decir que se hace, gobernar con in-
tegridad, con responsabilidad, conciencia y un profundo sentido de soli-
daridad y compromiso con nuestro país, su sociedad y sus mejores causas 
e intereses. Actuar con la convicción que el desarrollo y trascendencia de 
nuestra Nación, debe partir del respeto, desarrollo y realización de las 
personas.

Es tiempo para reencauzar la vida nacional por un camino de la rectitud 
moral, legal y política, que ponga por delante los valores de la civilidad y 
la responsabilidad.

Requerimos que los códigos de ética con los que cuentan la mayoría de 
las instituciones se revisen, actualicen y sean parte de una capacitación 
obligatoria para todo servidor público, sujeta a evaluación, a efecto de que 
su contenido forme parte del trabajo cotidiano de las mismas. El cumpli-
miento de la ley debe ir aparejado con el comportamiento ético y ejemplar 
de los servidores públicos.

Estas acciones contribuirán a lograr, aquello que hace más de 25 años se-
ñaló el Dr. Jorge Carpizo, primer Ombudsman nacional y de quien el día de 
ayer se cumplieron 5 años de su prematura e inesperada partida, cito decía: 
“incrementar la calidad de vida del mexicano, para asegurarle los bienes 
más valiosos que tiene: la vida, la libertad, la dignidad y la seguridad jurí-
dica. Todo lo que se haga al respecto será siempre insuficiente y en su 
realización hay que poner lo mejor que tengamos con verdadera entrega 
y convicción”.
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Si actuamos con responsabilidad y asumimos el compromiso que tenemos 
frente a México y su sociedad para consolidar una cultura de solidaridad, 
respeto y reconocimiento de la defensa de la dignidad humana, estoy con-
vencido que 2017 será el año de los Derechos Humanos en nuestro país. 
Hago votos por ello.

Muchas gracias

Ciudad de México, a 31 de marzo de 2017
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Informe Anual de Actividades 2017,  
ante el Poder Ejecutivo Federal

Licenciado Enrique Peña Nieto,  
Presidente Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos;

Secretarios de Estado presentes;
Señoras y señores legisladores;
Integrantes del Consejo Consultivo de la Comisión Nacional  

de los Derechos Humanos;
Miembros del Cuerpo Diplomático acreditado en México;
Miembros y representantes de Organismos Internacionales;
Titulares y amigos de los organismos locales de protección  

y defensa de los derechos humanos;
Representantes de las organizaciones de la sociedad civil;
Compañeras y compañeros de la Comisión Nacional  

de los Derechos Humanos;
Amigos representantes de los medios de comunicación;

Señoras y señores:

La conclusión de su encargo como titular del Poder Ejecutivo Federal, señor 
Presidente, determina que ésta sea la última ocasión en que tenga la opor-
tunidad de dirigirme a usted con motivo de un Informe de Actividades de 
la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, en este caso, el corres-
pondiente a 2017.
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En este contexto, además de referirme los aspectos más relevantes de la 
actividad institucional de la CNDH durante el año pasado y en atención y 
respuesta a las más de un millón doscientas cincuenta y siete mil personas 
que desde 2012 han acudido a este Organismo nacional para solicitar su 
intervención o asesoría por considerarse agraviadas por algún abuso de 
poder, quisiera hacer algunas reflexiones sobre lo que podría ser un balan-
ce general de la situación de los derechos humanos, durante los poco más 
de 5 años de su administración.

Hasta hoy el balance no es favorable. México no ha experimentado un 
cambio significativo y objetivo hacia un mayor respeto y vigencia de los 
derechos humanos; tampoco se ha logrado fortalecer sustantivamente 
nuestro Estado Democrático de Derecho, ni se ha modificado positivamen-
te el entorno que, cuando se inició su mandato, ya enfrentaban, de mane-
ra cotidiana millones de mexicanas y mexicanos, caracterizado por los bi-
nomios inseguridad y violencia, impunidad y corrupción, desigualdad y 
pobreza.

Las repercusiones que este entorno ha generado para México y su socie-
dad, trascienden las afectaciones económicas de quienes han sufrido daños 
en su patrimonio o han tenido que realizar gastos adicionales para buscar, 
por sí mismos, la protección y garantías que las autoridades no les pueden 
brindar. El dolor y el sufrimiento derivado de miles de personas que han 
sido privadas de la vida, que han sido lesionadas en hechos de violencia, 
que se encuentran desaparecidas, que se han visto forzadas a desplazarse 
de sus lugares de origen por la inseguridad o que han sido víctimas de 
algún delito es algo que no se puede cuantificar ni reparar.

Son saldos de dolor e impunidad, que no han disminuido durante este 
periodo.

El miedo a los alcances de la violencia subsiste y ha generado desesperan-
za entre la sociedad, distanciamiento hacia las instituciones y desconfianza 
en las autoridades. Tan solo por citar un ejemplo: con base en las cifras del 
Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública, en 2012 
se habrían registrado 21,459 carpetas de investigación por homicidio do-
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loso, mientras que en 2017 esta cifra habría ascendido a 25,340, la más alta 
registrada en los últimos 20 años. Estos datos nos indican que el número 
real de personas privadas de la vida podría ser mayor, en tanto una carpe-
ta de investigación permite estar vinculada a más de una víctima, con lo 
cual el panorama resultaría aún más grave.

Sin seguridad, jamás habrá una vigencia real de los demás derechos fun-
damentales y, sin respeto a estos derechos, las medidas de seguridad que 
se adopten no podrán ser aceptables y serán vistas como una imposición 
autoritaria. Nuestro país requiere seguridad, pero no a cualquier costo ni 
por cualquier medio. La seguridad que necesitamos corresponde a la de 
un Estado Democrático de Derecho, sustentada en el más amplio respeto 
a los derechos humanos, así como en el cumplimiento y aplicación opor-
tuna y debida de la ley. Una seguridad construida desde un vínculo de 
confianza, cercanía y cooperación entre autoridades y sociedad civil, con-
cediendo a esta última un papel relevante en los mecanismos de supervi-
sión y control de las primeras.

La respuesta a la violencia e inseguridad, no radica en reducir o eliminar 
derechos y libertades, tampoco en el uso indiscriminado de la fuerza o la 
aplicación arbitraria de la ley. El uso de la fuerza es una atribución y recur-
so legítimo del Estado, pero por sí mismo no es un medio que pueda re-
vertir el estado de cosas que enfrentamos. En días pasados, usted señaló 
que sería ingenuo y negligente pretender que el Estado renunciara a su 
utilización. Es cierto, tanto como que los hechos han demostrado también 
que sería un error suponer que solo el uso de la fuerza, por legítimo que 
éste sea, deba ser la única respuesta del Estado ante la violencia y la inse-
guridad que se enfrenta.

Si la violencia se combate solo con la violencia, se está apostando al uso 
de la fuerza sobre la atención de las causas que la propician y generan, y 
se está alejando la creación de una ciudadanía responsable, con una sólida 
cultura de la legalidad y los derechos humanos. La violencia ha demostra-
do ser una inversión muy poco redituable, que tiene un costo altísimo para 
todas las personas.
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Más allá de lo que se sostenga en el ámbito discursivo, en México las es-
trategias de seguridad continúan teniendo un carácter eminentemente 
reactivo, habiéndose dejado de lado la prevención. Da constancia de ello 
el hecho de que el Programa Nacional de Prevención Social de la Violencia 
y la Delincuencia (PRONAPRED) dejó de recibir recursos públicos de ma-
nera específica a partir de 2017.

Dentro de este análisis casi sexenal, debemos reconocer que durante el 
tiempo en que he tenido a mi cargo la titularidad de la CNDH, no hemos 
recibido de su parte ningún intento de intromisión que pretendiera vulne-
rar el desempeño autónomo de este Organismo nacional. Insistimos en 
que el respeto al trabajo de los organismos constitucionales autónomos 
contribuye a la consolidación democrática de nuestro país.

En contrapartida a este respeto a la autonomía de la CNDH, debe llamarse 
la atención sobre el hecho de que sus exhortos, propuestas y determina-
ciones encontraron poco eco en las distintas autoridades. Aunque en el 
discurso los derechos siempre se asumen como una prioridad, en la prác-
tica, su materialización efectiva los sigue dejando relegados, como si fueran 
algo secundario.

Las recomendaciones emitidas por este Organismo nacional, si bien fueron 
prácticamente aceptadas en su totalidad, presentan deficiencias y demo-
ras considerables en su cumplimiento. Hace un año, cuando presenté ante 
usted el informe de actividades correspondiente a 2016, vimos con opti-
mismo la instrucción que giró a todas las instancias del Gobierno de la 
República para que se revisaran las recomendaciones pendientes de cum-
plimiento y se formulara un plan de trabajo para su atención, mismo que 
se daría a conocer antes del próximo informe anual de esta Comisión 
Nacional.

Reconocemos su voluntad para que las determinaciones de la CNDH se 
cumplieran, pero es mi deber informar a usted y a la opinión pública que 
esa instrucción no fue atendida en sus términos. Sería deseable que aún 
se pudieran materializar ese diagnóstico y plan de trabajo. El incumplimien-
to de las Recomendaciones lleva implícita la revictimización de quien vio 
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vulnerados sus derechos fundamentales, en tanto se impide que las vícti-
mas reciban la reparación y restitución a la que tienen derecho, y se limita 
que la verdad y la justicia logren abrirse el paso en cada caso.

Del cúmulo de recomendaciones pendientes de cumplimiento, durante 
2017 se concluyeron 39 Recomendaciones dirigidas a 29 autoridades, cifra 
que, si bien es superior a la de años previos, no resulta satisfactoria. Al fi-
nalizar 2017, las cinco autoridades federales con el mayor número de re-
comendaciones en trámite eran la Comisión Nacional de Seguridad, con 
63; el IMSS, con 50; la Procuraduría General de la República, con 37; la Se-
cretaría de la Defensa Nacional, con 18 y la SEP con 16. De igual forma, los 
5 gobiernos estatales con el mayor número de estos asuntos en trámite 
fueron los estados de Oaxaca, con 16; Guerrero, con 15; Chiapas, con 12; Ta-
basco, con 11 y San Luis Potosí, con 9.

En este sexenio hubo violaciones graves a los derechos humanos. Chalchi-
huapan, Iguala, Tanhuato, Apatzingán, Tlatlaya y Nochixtlán son algunos 
de los nombres más representativos que marcaron el sexenio 2012-2018 
en un momento crítico de los derechos humanos. Del cúmulo de Reco-
mendaciones o Informes emitidos por la CNDH en estos casos, si bien han 
sido aceptados por las distintas autoridades, tan solo una tiene actualmen-
te pruebas de cumplimiento total, con independencia de que hayan sido 
dirigidas a instancias federales o estatales.

Sería una señal muy positiva de coherencia, responsabilidad y compro-
miso con los derechos humanos el que antes de concluir su administra-
ción, se dé cumplimiento a las recomendaciones respectivas y se atiendan 
las propuestas formuladas por este Organismo nacional contenidas en ellas. 
Este llamado, lo hacemos extensivo también a los gobiernos locales, pues 
éstos tienen, de igual forma, una deuda con las víctimas. Cada caso lleva 
implícita la demanda de una investigación exhaustiva, objetiva e integral 
de carácter penal o administrativo, que propicie que los responsables rin-
dan cuentas conforme a derecho de los delitos en que hubiesen incurrido, 
a la vez que permita que se alcancen la verdad, la justicia y la reparación 
del daño.
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En lo relativo a la investigación del Caso Iguala, durante 2017 se continuó 
con la integración del expediente respectivo y se dio seguimiento al cum-
plimiento dado por las autoridades a las observaciones y propuestas que 
esta Comisión Nacional ha hecho en los tres reportes que sobre este caso 
ha emitido. Al concluir 2017, solo 9 de los 57 puntos propuestos habían 
sido completamente atendidos, 36 se encontraban en vías de atención y 
12 no habían sido atendidos, lo cual refleja la complejidad, pero también 
la falta de una voluntad real y compromiso para llegar al esclarecimiento 
del asunto. En este caso, como en otros de primera importancia para el 
país, se ha hecho evidente que el modelo de operación de la Procuraduría 
General de la República está agotado, siendo necesario que a la brevedad 
se concreten de manera viable y pertinente las reformas en el ámbito de 
procuración de justicia, para garantizar la autonomía, la imparcialidad y 
eficiencia en el ejercicio de esta función.

México es orgánicamente un país de leyes y la conducta de sus autoridades 
y de la sociedad debe ceñirse a lo que ellas mandatan. Quien haya incurri-
do en una conducta ilícita, sin distingo alguno, debe responder por sus 
actos ante las instituciones competentes y ser tratado y juzgado conforme 
lo disponen las normas. Cuando hemos denunciado actos de tortura, des-
aparición forzada, detenciones o ejecuciones arbitrarias, no hay intención 
alguna de denostar a las instituciones o impedir el legítimo ejercicio de las 
atribuciones de la autoridad. Lo que se busca es fortalecer el Estado de 
Derecho, la institucionalidad democrática y consolidar una cultura de res-
peto a la legalidad entre la sociedad.

En una sociedad democrática y de derechos, no pueden existir parámetros 
aceptables de conductas como las que he referido. Un solo caso debe 
movilizarnos a actuar para que el mismo sea sancionado y se prevenga su 
repetición. Desafortunadamente, en los últimos años, en nuestro país se 
han presentado más que casos aislados:

De 2012 a 2017 se registraron 274 expedientes de queja calificados como 
tortura, los cuales pasaron de 12 expedientes en 2012 a 138 en 2016 y a 76 
en 2017. En ese mismo periodo se contabilizaron 5,086 por detención ar-
bitraria, 195 por privación de la vida, 11 por ejecución sumaria o extrajudi-
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cial, así como 89 por desaparición forzada o involuntaria. Tomando en 
consideración que la mayoría de los casos no se denuncian penalmente ni 
tampoco se plantean ante este Organismo nacional, es claro que las cifras 
reales deben ser mayores, de ahí la necesidad de evidenciar la subsistencia 
de estas prácticas contrarias a la dignidad de las personas y promover su 
abatimiento y sanción. No defendemos delincuentes ni buscamos la im-
punidad, defendemos que los derechos sean vigentes para todas las per-
sonas y la ley se aplique de manera debida y sin distinciones.

De poco sirve que este Organismo nacional ponga en evidencia y denun-
cie la existencia de diversas problemáticas vinculadas al ámbito de los de-
rechos humanos, si la respuesta por parte de las autoridades no llega con 
la oportunidad ni pertinencia debida. Durante 2017 la CNDH llamó reite-
radamente la atención sobre la grave situación que existe en diversos cen-
tros penitenciarios, sobre todo los de carácter local, pese a lo cual no se 
actuó para prevenir que 2017 fuera un año marcado por la violencia y la 
muerte en estos centros.

Del mismo modo, se enfatizó la necesidad de revisar los mecanismos de 
alerta de violencia de género en contra de las mujeres, así como de pro-
tección a periodistas y defensores de derechos humanos, —debo decir, 
que aquí lamentamos la pérdida de la vida del presidente de la Comisión 
Estatal de Derechos Humanos de Baja California Sur—, llamados que, de 
igual forma, no tuvieron la respuesta que se hubiese deseado en el terreno 
de los hechos. En el caso de la violencia en contra de las mujeres, según 
datos del Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Públi-
ca, al concluir 2017 los homicidios dolosos de mujeres en el país habrían 
llegado a 2,585 casos, con lo cual se habrían incrementado en cerca de 
47.29% respecto de 2015. Por lo que hace a los casos de mujeres víctimas 
de lesiones dolosas, los mismos también se incrementaron, al llegar a 
61,035 frente a los 56,422 registrados en 2015.

En el caso de los periodistas, el escenario no es más alentador. En los 6 años 
previos al inicio de su gestión se habrían registrado en México 52 homici-
dios de periodistas. A 8 meses de que exista un nuevo titular del Poder 
Ejecutivo Federal, ya se ha registrado un número igual de periodistas ase-
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sinados que en el sexenio anterior, elevando la cifra de los periodistas pri-
vados de la vida en 12 años a 104 casos que, en su mayoría, siguen en la 
impunidad.

En otro orden de ideas, es preciso reconocer las acciones que se empren-
dieron desde el Ejecutivo Federal, en particular con la destacada participa-
ción de las Fuerzas Armadas, para la atención a desgracias naturales como 
los sismos registrados en septiembre de 2017, los cuales motivaron la mo-
vilización conjunta de autoridades y sociedad ante una tragedia que afec-
tó a miles de mexicanas y mexicanos.

Junto a la actitud solidaria y comprometida de quienes desinteresadamen-
te ayudaron en estas tragedias, aún con riesgo de sus propias vidas, emer-
gió la posibilidad de que aun cuestiones humanitarias, como la entrega 
de la ayuda y apoyos a damnificados pudiesen no haber estado exentas de 
desvíos y malos manejos, así como el hecho de que actos de corrupción 
en el otorgamiento de licencias y autorizaciones para construcción pudie-
sen haber ocasionado la pérdida de vidas humanas. Estos hechos son in-
vestigados por esta Comisión Nacional, dentro de su ámbito de atribucio-
nes, pero sería deseable que tanto las autoridades federales como locales 
dieran mayor seguimiento a las investigaciones que sobre tales hechos se 
llevan a cabo, para determinar las sanciones administrativas o penales a las 
que pudiese haber lugar y evitar que, de ser éste el caso, los actos ilícitos 
cometidos permanezcan impunes.

Asimismo, es de reconocerse que su administración dio un relevante im-
pulso a diversos procesos legislativos, algunos de los cuales buscaron hacer 
vigentes los derechos para todas las personas, sin distinción alguna. Me 
refiero a derechos humanos tan fundamentales como el de igualdad ante 
la ley. En este sentido, es de mencionarse la Ley General de los Derechos 
de Niñas, Niños y Adolescentes y la entrada en vigor del Sistema Nacional 
correspondiente; así como la iniciativa que presentó en favor del matrimo-
nio igualitario, misma que de haberse aprobado, habría prevenido la situa-
ción que actualmente se presenta en algunos lugares del país, en los que 
las personas del mismo sexo que desean contraer matrimonio deben re-
currir a la vía jurisdiccional para obtener una sentencia que les permita 
formalizar legalmente su decisión de vida en común.
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Del mismo modo, debe destacarse el apoyo que su administración brindó 
para la aprobación de la Ley General para Prevenir, Investigar y Sancionar 
la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, así 
como la Ley General en Materia de Desaparición Forzada de Personas, Des-
aparición Cometida por Particulares y del Sistema Nacional de Búsqueda 
de Personas, con lo cual nuestro país podrá dar pasos ciertos y concretos 
para la sanción, abatimiento y prevención de dichas prácticas, así como 
para la atención efectiva a las víctimas de las mismas.

La emisión de las leyes es tan solo el primer paso, el siguiente implica ge-
nerar las condiciones operativas y técnicas que permitan que sus conteni-
dos se materialicen en la práctica, lo cual demanda, entre otras cosas, con-
templar los recursos presupuestales necesarios y suficientes. México, lo 
hemos señalado, tiene una enorme deuda con las víctimas de tortura, con 
los miles de desaparecidos, con las familias que día con día asumen con 
esperanza y deseos de justicia su búsqueda, develando la geografía de 
horror, impunidad e indiferencia que representan las fosas clandestinas en 
nuestro país. Si una persona no es localizada con vida, la verdad y la justicia 
no se alcanzará con la mera ubicación e identificación del cuerpo, es ne-
cesario determinar quiénes fueron los responsables y que los mismos re-
ciban la sanción que en derecho corresponda. La atención a los temas de 
tortura y desapariciones subsiste como un pendiente en el ámbito de los 
derechos humanos.

Frente a estos ordenamientos, cuya emisión fue reconocida por la sociedad 
y, en los cuales, en un ejercicio de apertura y pluralidad se tomó en cuen-
ta para su formulación la opinión de las organizaciones civiles, la academia, 
expertos independientes, víctimas y organismos defensores de derechos 
humanos, quedará la controversia y diversidad de opiniones que generó 
la emisión de la Ley de Seguridad Interior. En este caso, expresamente se 
propuso abordar la problemática existente en materia de seguridad y jus-
ticia mediante un ejercicio de análisis y discusión abierto, plural, incluyen-
te e informado que permitiera proponer soluciones integrales y efectivas 
para los problemas de inseguridad y violencia que enfrentamos, sin vulne-
rar los derechos humanos o contravenir el régimen competencial previsto 
por nuestra Constitución. Este llamado no fue atendido.
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La CNDH expresó su respeto ante la decisión que usted tomó en el sentido 
de propiciar que fuera la Suprema Corte de Justicia de la Nación la que 
analizara lo conducente y emitiera, como órgano jurisdiccional, un pronun-
ciamiento sobre la pertinencia y compatibilidad del contenido de la Ley 
de Seguridad Interior, con el régimen de protección y defensa de los de-
rechos humanos previsto por nuestra Constitución. En razón de ello, la 
CNDH y otras instancias promovieron acciones y controversias de consti-
tucionalidad contra dicho ordenamiento, las cuales actualmente se en-
cuentran en trámite.

La promoción de esta acción no buscó, como en ninguno de los otros 
casos en que la Comisión Nacional ha ejercido tal atribución, atacar a las 
instituciones o debilitar nuestro Estado de Derecho, sino, por el contrario, 
su objetivo es consolidar nuestras instituciones y preservar nuestro Estado 
Democrático de Derecho defendiendo nuestra Constitución y los derechos 
humanos por ella reconocidos, los cuales representan una parte sustantiva 
de la misma. Respetar y defender los derechos humanos lleva implícito el 
respeto y defensa de la Constitución.

Durante 2017, la CNDH localizó y analizó 3,678 modificaciones normativas 
que se llevaron a cabo, tanto a nivel federal como local. De este conjunto 
de disposiciones, se detectaron 34 casos, preponderantemente en el ám-
bito local, en los que se estimó que las normas vulneraban derechos hu-
manos, por lo que se impugnaron mediante la acción de inconstituciona-
lidad correspondiente. Entre diciembre de 2014 y 2017, esta Comisión 
Nacional ha promovido un total de 94 acciones de este tipo, con lo cual se 
ha superado en casi 300% el número total de acciones que se habían in-
tentado desde 2006, año en que se le concedió dicha atribución.

La necesidad de dar respuestas prontas y efectivas a la sociedad, ha oca-
sionado que esta Comisión Nacional busque esquemas que propicien una 
atención más expedita a las situaciones que plantean las personas que 
recurren a solicitar sus servicios de apoyo, atención o asesoría, mismas que 
tan solo durante 2017 ascendieron a un total de 218,695. En específico, por 
lo que hace a los expedientes de queja registrados, durante 2017 se logra-
ron resolver durante el trámite 4,001 asuntos, 1,332 quedaron sin materia 



mensajes del presidente de la cndh ante los poderes de la unión 2014-2019 137 

al haberse promovido que la autoridad adoptara las medidas para subsanar 
los actos reclamados y en 146 casos se alcanzaron medidas conciliatorias, 
todo lo cual representa un total de 5,479 expedientes, lo que equivale a 
poco más del 56% del total de expedientes de queja concluidos en el 
periodo que se reporta.

Desde 2012, la CNDH concluyó el trámite de 150,234 expedientes y, en los 
últimos 3 años, la dinámica de trabajo institucional ha permitido generar 
una tendencia en el sentido de que se concluya un número mayor de 
expedientes que el de aquellos cuyo trámite se inicia cada año, lo cual nos 
ha permitido que, frente a 79,059 expedientes iniciados, podamos repor-
tar la conclusión de 80,551. No obstante ello, como lo anticipamos en su 
momento, el cúmulo de asuntos en trámite que se encontraron al inicio 
de la gestión y la necesidad de realizar una integración debida y pertinen-
te de los mismos, ha propiciado que algunos casos no se hubiesen resuel-
to con la oportunidad que hubiese sido deseable. Hemos trabajado y 
continuaremos trabajando para que en lo sucesivo no se repitan estas 
circunstancias.

Por otra parte, entre 2012 y 2017, la CNDH formuló un total de 454 Reco-
mendaciones. Aun cuando no fueron dirigidas en su totalidad a autorida-
des de la Administración Pública Federal, sí incluyeron en 68 casos al IMSS, 
en 67 a la Comisión Nacional de Seguridad, en 36 a la Procuraduría Gene-
ral de la República, en 30 a la Secretaría de la Defensa Nacional, en 26 a la 
Secretaría de Marina, en 24 al ISSSTE, en 18 al Instituto Nacional de Migra-
ción y en 15 a la Secretaría de Educación Pública. Tan solo estas autoridades 
a las que me he referido, concentraron en su conjunto 284 Recomenda-
ciones durante estos años.

En particular, durante 2017, este Organismo nacional emitió 97 instru-
mentos recomendatorios, que comprendieron 81 recomendaciones or-
dinarias, 5 recomendaciones por violaciones graves, 8 recomendaciones 
del Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura y 3 Recomendacio-
nes Generales.

Las 81 recomendaciones ordinarias fueron dirigidas a 62 autoridades, lo 
cual significó un aumento de 14% frente a lo registrado en 2016. Las seis 
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autoridades que fueron destinatarias de mayor número de Recomendacio-
nes durante este periodo, son el IMSS, con 19 casos; la Comisión Nacional 
de Seguridad, con 13; la Procuraduría General de la República, con 13; el 
Instituto Nacional de Migración, con 7; el ISSSTE, con 4 y la Secretaría de Ma-
rina, con 4. En este rubro, es de destacarse el incremento de 117%, respec-
to de 2016, en el número de recomendaciones emitidas en contra de la 
Comisión Nacional de Seguridad y la Procuraduría General de la República, 
respectivamente.

Los derechos humanos violentados, así como las materias sobre las cuales 
versaron las recomendaciones fueron diversas, comprendiendo cuestiones 
que abarcaron, entre otras, desde casos de prestación indebida del servicio 
público, detención arbitraria, retención ilegal, infringir los derechos de ma-
ternidad y afectaciones a los derechos de las personas en contexto de 
migración, hasta cuestiones tales como privación de la vida, tortura, desa-
parición forzada e involuntaria de personas o tratos crueles inhumanos o 
degradantes. Respecto de estas últimas conductas, en 9 Recomendaciones 
se acreditó la existencia de tortura; en 9 tratos crueles, inhumanos o de-
gradantes; en 9 privación de la vida y en 6 desaparición forzada o involun-
taria de personas. Del conjunto de recomendaciones ordinarias emitidas 
en 2017, al concluir ese año tan solo un caso había sido cumplido en su 
totalidad.

Del total de recomendaciones emitidas en 2017, no fue aceptada: la 
39/2017, por el Presidente Municipal del Ayuntamiento de Choix, Sinaloa. 
Derivado de lo anterior, esta Comisión Nacional ha iniciado formalmente 
el procedimiento que para tales supuestos señala la Constitución.

Como ya lo he precisado, durante 2017 este Organismo nacional emitió 5 
recomendaciones por violaciones graves a los derechos humanos, lo cual 
representa más de la mitad del total de 11 recomendaciones formuladas 
bajo tal calificación durante la existencia de la CNDH. Estas recomendacio-
nes fueron dirigidas a 15 autoridades, siendo las 2 instancias que recibieron 
más recomendaciones de este tipo, el Gobierno del Estado de Veracruz y 
la Procuraduría General de la República, en 2 casos cada una.
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Sin desconocer que los hechos que les dieron origen son anteriores a 2017, 
durante este año se pudieron concluir las investigaciones de casos tan 
graves como la venta de niños en el Estado de Sonora; las fosas clandesti-
nas localizadas en Cadereyta, Nuevo León; el uso excesivo de la fuerza y la 
indebida planeación y ejecución de un operativo policial en Nochixtlán, 
Oaxaca; las detenciones arbitrarias y desapariciones forzadas ocurridas en 
Papantla, Veracruz, así como torturas, desapariciones forzadas y ejecuciones 
arbitrarias en Tierra Blanca, Veracruz.

Por otra parte, las recomendaciones generales tienen como propósito que 
se promuevan las modificaciones a disposiciones normativas y prácticas 
administrativas que constituyan o propicien violaciones a los derechos hu-
manos. Durante 2017 la Comisión Nacional emitió tres recomendaciones 
de este tipo, las cuales versaron sobre el expediente clínico como parte del 
derecho a la información en servicios de salud; las condiciones de autogo-
bierno y/o cogobierno en los centros penitenciarios de la República Mexi-
cana, y la violencia obstétrica en el Sistema Nacional de Salud.

Asimismo, durante 2017, la CNDH emitió cinco informes especiales, me-
diante los cuales se pusieron de manifiesto diversas problemáticas vincu-
ladas a los derechos humanos en nuestro país, tales como la relativa des-
aparición de personas y fosas clandestinas en México; personas mayores 
en los centros penitenciarios de la República Mexicana; adolescentes, vul-
nerabilidad y violencia, y los desafíos de la migración y los albergues como 
oasis, basado en la encuesta nacional de personas migrantes en tránsito 
por México, y también el de desplazamiento forzado interno.

Ante la relevancia de los casos que conoce, el Mecanismo Nacional de Pre-
vención de la Tortura, a cargo de la CNDH, emitió 8 Recomendaciones propias, 
las cuales estuvieron referidas a las condiciones de los centros de reclusión 
que dependen de los gobiernos estatales de Tamaulipas, Guerrero, Nayarit, 
Estado de México y Veracruz; los centros federales de readaptación y reha-
bilitación social psicosocial, así como los denominados “CPS”; además de 
las estaciones migratorias y estancias provisionales en los estados de Gue-
rrero, Michoacán, Quintana Roo, Sonora y Veracruz. Estas Recomendaciones 
fueron aceptadas y se les da seguimiento especial a su cumplimiento. Adi-
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cionalmente se hicieron públicos 16 Informes (6 iniciales y 10 de segui-
miento) sobre diversos centros federales de readaptación social, estaciones 
migratorias y estancias provisionales, así como lugares de detención e in-
ternamiento en varias entidades federativas.

Durante este año se dio continuidad a la colaboración permanente con los 
mecanismos regional y universal de derechos humanos, así como con otras 
instituciones nacionales de derechos humanos y con los organismos loca-
les de protección y defensa de los mismos en México. En este ámbito, es 
de destacarse la intervención que se tuvo en dos sesiones del Consejo de 
Derechos Humanos de las Naciones Unidas, así como los compromisos 
que, a iniciativa de la CNDH, asumieron otros organismos nacionales para 
la atención a migrantes en la frontera sur de México, así como para la de-
fensa de los mismos en los Estados Unidos de América; además de dar 
seguimiento de la Agenda 20/30 para el Desarrollo Sostenible de la ONU. 
Este Organismo nacional asumió un papel activo en las organizaciones 
internacionales de organismos públicos de derechos humanos, lo cual pro-
pició que llevara la voz de los mismos ante las más altas instancias de Na-
ciones Unidas en la materia, en temas como desapariciones forzadas, tor-
tura y la protección de defensores civiles y públicos de derechos humanos, 
entre otros.

Un dato que resulta relevante señalar es que durante la administración a 
su cargo, México no ha ratificado ningún instrumento internacional vincu-
lado al campo de los derechos humanos, ni retirado aún algunas reservar 
de los que forman parte de nuestro orden jurídico. El artículo 1o. constitu-
cional prevé la obligación de asumir la convencionalidad e integrar los 
derechos humanos reconocidos por la misma bajo principios tales como 
la progresividad y la universalidad.

Ojalá en estos meses que restan a su mandato, el Estado mexicano pudie-
ra actuar en este ámbito y reconocer, entre otras cosas: la competencia del 
Comité contra la Desaparición Forzada de la Organización de las Naciones 
Unidas, para recibir casos individuales en los que se considere que el Esta-
do ha vulnerado los derechos humanos; ratificar el Convenio 189 de la 
Organización Internacional del Trabajo sobre trabajo doméstico; los Proto-



mensajes del presidente de la cndh ante los poderes de la unión 2014-2019 141 

colos Facultativos del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Socia-
les y Culturales, y de la Convención sobre los Derechos del Niño; la Con-
vención para Reducir los Casos de Apatridia; la Convención Interamericana 
sobre la protección de los derechos de los adultos mayores y la Convención 
Interamericana contra todas las formas de discriminación e intolerancia. 
Asimismo, se espera que se avance en el cumplimiento de todas las reco-
mendaciones que se han formulado a México por instancias internaciona-
les vinculadas al cumplimiento y respeto de los derechos humanos.

Señor Presidente:

La sociedad clama por seguridad, por poner un alto a la violencia, porque 
la legalidad impere, la impunidad se reduzca y la corrupción se sancione y 
prevenga. La sociedad reclama que se reduzca la desigualdad mediante 
políticas económicas que propicien el desarrollo y logren una reducción 
real de la pobreza. Este diagnóstico es claro y reiterado. Se expresó, recien-
temente, en la “Segunda Conferencia Internacional sobre Seguridad y Jus-
ticia en Democracia: hacia una Política de Estado Centrada en los Derechos 
Humanos”, organizada por la CNDH en coordinación con la Universidad 
Nacional Autónoma de México.

Las conclusiones de esta Conferencia próximamente se darán a conocer, 
pero el desarrollo de las reflexiones llevadas a cabo en sus Mesas de traba-
jo puso en evidencia, al igual que lo habían hecho otros ejercicios previos, 
la urgencia de realizar una revisión y replanteamiento de nuestras políticas 
públicas en las áreas de seguridad y justicia, bajo una perspectiva integral 
y multidisciplinaria, tomando como premisa el respeto y defensa de los 
derechos humanos y sin pretender desvincular el contexto que vivimos de 
otras realidades y problemas que tiene nuestro país, tanto en el ámbito 
interno como externo.

México tiene una institucionalidad débil. Es preciso desvincular la inte-
gración y operatividad de nuestras instituciones de coyunturas políticas o 
de cualquier otra índole. Requerimos estructuras públicas profesionales de 
administración, verdaderamente capacitadas, que garanticen y den certi-
dumbre a las personas sobre su disposición de servicio, operatividad y 
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eficiencia, con independencia de quien asuma la titularidad de una depen-
dencia del Poder Ejecutivo. Es necesario abatir los cotos de poder dentro 
del servicio público y tener una burocracia capacitada, comprometida y 
sujeta a controles de desempeño y esquemas de rendición de cuentas que, 
sin inhibir el ejercicio de sus funciones, dé certidumbre a la sociedad de 
que está preparada para servirla.

En este mismo orden de ideas, la semana pasada se presentó el resultado 
de otro ejercicio de diálogo plural llamado “Méxicos Posibles”. Ahí se seña-
ló expresamente que la ilegalidad, la inequidad y la inseguridad son los 
mayores lastres de los que nuestro país debe deshacerse si aspira a lograr 
el desarrollo y convivencia pacífica que la sociedad demanda y necesita. El 
combate frontal a la corrupción y el abatimiento de la impunidad son dos 
grandes materias que deben asumirse como prioritarias en la planeación 
del quehacer público y en los hechos.

Ciudad de México, 28 de marzo de 2018
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Informe Anual de Actividades 2018,  
ante el Poder Ejecutivo Federal1

La CNDH, como una institución del Estado, independiente de gobiernos, 
partidos, intereses políticos o de cualquier otra índole, cuya vocación y 
justificación última está en el servicio a México y a las y los mexicanos, en 
sus casi 29 años de existencia ha acompañado a las víctimas y ejercido su 
papel como un contrapeso institucional ante los abusos de poder, propor-
cionando una vía a todas las personas para que sus derechos se defien-
dan y protejan. Dos mil dieciocho no fue la excepción. En este año, que fue 
crítico para los derechos humanos, el reclamo y la necesidad de justicia y 
reparación de las víctimas y de la sociedad, propició que 158,960 personas 
recurrieran a este Organismo nacional para buscar apoyo, atención o ase-
soría frente acciones u omisiones por parte de las autoridades que habrían 
vulnerado sus derechos humanos. 

Los derechos humanos en México han enfrentado una crisis en diversos 
rubros, lo cual ocasionó que las materias y ámbitos de las vulneraciones 
denunciadas ante este Organismo nacional fueran múltiples, así como diver-
sos índices de gravedad de las mismas, siendo las quejas referidas a salud, 
así como a las cuestiones relativas a la seguridad y justicia, las áreas donde 
las personas acusaron mayores afectaciones a sus derechos, dando conti-
nuidad con ello a una tendencia que se presenta desde hace varios años. 
Con base en el número de quejas recibidas por este Organismo nacional, 

1 Mensaje que se leería ante la presencia del Ejecutivo Federal, en ceremonia pública, que 
en este caso no se realizó.
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sería claro que salud, la seguridad, la justicia y educación son las áreas que 
requieren atención prioritaria en el país, donde pese a los recursos desti-
nados para ello y las acciones implementadas, las autoridades no han po-
dido dar una respuesta pertinente y debida a las demandas de la sociedad 
y, en particular, de los grupos con mayor condición de vulnerabilidad.

Durante 2018 las quejas vinculadas al sector salud continuaron en aumen-
to, registrándose 4,043 expedientes frente a 3,069 iniciados en 2015. Por su 
parte, las quejas referidas a seguridad y justicia, si bien presentaron una 
baja respecto de años anteriores, al llegar a 1,734 expedientes, lo cierto es 
que continuaron ocupando el segundo lugar general de quejas presenta-
das, además de involucrar las conductas que implicarían mayor gravedad. 
En este sentido, el número de quejas presentadas en contra de la Secreta-
ría de la Defensa Nacional tuvo una disminución respecto de 2017 al pasar 
de 415 a 382 quejas, lo cual no fue suficiente para que dejara de estar 
entre las 5 autoridades con mayor número de quejas presentadas en su 
contra. Por su parte, la Secretaría de Marina vio incrementado el número 
de casos denunciados de 259 a 284, mientras que la Policía Federal pasó 
de 425 casos en 2017 a 356 en 2018, en tanto la Procuraduría General de 
la República de 422 a 375.

Es claro que el sector salud presentó serios retos y deficiencias durante 
2018, sin embargo, el panorama con el que inicia 2019 no nos hace inferir 
que esta situación pueda revertirse para el año en curso. Resultan preocu-
pantes las declaraciones que recientemente se han hecho identificando el 
agravamiento de la crisis que atraviesa el sector salud, con la falta de recur-
sos presupuestales, materiales y de personal, derivados de las medidas de 
austeridad y combate a la corrupción adoptadas por el Gobierno de la 
República. Nadie puede oponerse a que el gasto público se asigne y ejerza 
de mejor manera, así como tampoco a que los actos de corrupción se in-
vestiguen y sancionen, sin embargo, ello no puede implicar que se suspen-
da o ponga en riesgo la atención que es debida a los pacientes, así como 
el acceso a los tratamientos y medicinas a los que tengan derecho.

Con independencia de medidas de disciplina presupuestal o de la investi-
gación de ilícitos, México se encuentra obligado a asignar, hasta el máximo 
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de sus capacidades, los recursos necesarios para que los derechos huma-
nos, incluido el derecho a la salud, sean vigentes, obligación que subsiste 
aún frente a recortes o ajustes presupuestales. Hay rubros en los que la 
asignación de recursos públicos no puede solo depender de cálculos eco-
nómicos o ponderaciones administrativas, como lo son los servicios de 
salud pública, donde la falta de recursos económicos, materiales o de per-
sonal debidamente calificado, implica la diferencia entre la salud o la en-
fermedad de las personas, e inclusive, en casos graves o urgentes, entre su 
vida o su muerte.

No hay economía, ahorro o medida de austeridad, que compense o justi-
fique que la salud, la integridad o la vida de las personas se ponga en 
riesgo o se comprometa innecesariamente. Debilitar o volver inoperantes 
los sistemas públicos de salud, implica una violación a los derechos huma-
nos. Las irregularidades del pasado son motivo de investigación y sanción, 
los problemas del presente requieren acciones pertinentes y atención ur-
gente. No es posible que el Estado garantice la buena salud de todas las 
mexicanas y mexicanos, pero si puede, y tiene la obligación, de que puedan 
recibir la asistencia médica que requieran, así como el deber de abstener-
se de dañar, con sus acciones u omisiones, la salud de las personas.

En lo relativo al ámbito de la seguridad y la justicia, si bien las variaciones 
numéricas registradas a la baja, en algunos casos, podrían interpretarse 
como algo positivo, lo cierto es que no existen números o parámetros 
aceptables de denuncias por presuntas violaciones a los derechos huma-
nos, aun cuando tales hechos se pretendan justificar en la implementación 
de acciones para preservar la seguridad y combatir la criminalidad. Las 
personas se duelen de que tanto autoridades militares como civiles vulne-
ran sus derechos humanos y existe temor en presentar las denuncias co-
rrespondientes, siendo un hecho que es necesario entender y atender 
pertinentemente. Dos mil dieciocho concluyó con cifras que no son favo-
rables y el panorama que presenta el inicio de dos mil diecinueve también 
está lejos de ser positivo, a menos de que se produzca un cambio radical 
en el enfoque y magnitud de la respuesta institucional a los problemas y 
necesidades de seguridad de las personas.
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El número de homicidios registrados en los primeros meses de 2019, la 
diversificación y alcances de las actividades que lleva a cabo el crimen 
organizado, las redes de apoyo social a las mismas, la violencia feminicida, 
los ataques en contra de periodistas, comunicadores y defensores de los 
derechos humanos, el notable aumento de los casos de linchamiento, la 
subsistencia de las desapariciones, así como el agravamientos de las agre-
siones y homicidios en contra de personal penitenciario, policías y miem-
bros de nuestras fuerzas armadas, son tan solo algunos de los elementos 
que nos reiteran la necesidad de abordar la crisis que México vive en ma-
teria de violencia e inseguridad, bajo un enfoque integral, sustentado en 
una estrategia real que priorice la prevención y no se limite al replantea-
miento de un cuerpo eminentemente reactivo, como lo es la Guardia Na-
cional, así como al aumento de los delitos a los que sería aplicable la prisión 
preventiva forzosa.

Bastaría un somero análisis de los hechos que posibilitan o propician las 
cadenas de ilegalidad e impunidad en nuestro país, para advertir que por 
mejor capacitado y equipado que esté un cuerpo que asuma funciones 
policiales, su repercusión práctica en el fortalecimiento del Estado de De-
recho y la materialización del acceso a la justicia será mínima, en tanto la 
ley no se aplique y los delitos no se investiguen de manera debida, opor-
tuna y profesional. En su concepción actual, la Guardia Nacional en el ám-
bito del combate a la criminalidad, solo puede implicar disuasión o con-
tención, con efectos limitados y de corto plazo. Poco o nada se abonará al 
abatimiento de la impunidad si los delitos no se investigan y las causas 
judiciales no se sustentan debidamente, si no abordamos temas como la 
operación y autonomía de las 33 Fiscalías Generales en el país.

Es claramente posible y compatible la observancia del Estado de Derecho, 
así como la prevención y persecución efectiva de los delitos con el respe-
to a los derechos humanos. La defensa de los derechos humanos no pro-
mueve el incumplimiento de la ley o que la misma sea objeto de negocia-
ción. Por el contrario, solo en el marco de la ley los derechos humanos se 
pueden materializar y ser vigentes. Todas las personas, incluidas aquellas 
que ha cometido alguna conducta ilícita, así como las autoridades involu-
cradas en la procuración e impartición de justicia tienen derechos huma-
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nos, mismos que se deben respetar y garantizar en el marco de la ley. En 
la medida en que las autoridades ejerzan sus obligaciones conforme lo 
mandatan las normas y sean respetuosas de la dignidad de las personas, 
su conducta no podrá ser cuestionada por resultar violatoria de los dere-
chos humanos.

Cuando un particular realiza una conducta que afecta o vulnera a otra 
persona, incluidas a las autoridades, lo que está cometiendo es un delito, 
cuya persecución y sanción no corresponde a los organis mos de protec-
ción y defensa de los derechos de humanos, sino a la au toridad ministerial 
correspondiente y, en última instancia, al Poder Judicial.  Si un ataque o 
agresión a un elemento policial, de las fuerzas armadas o de cualquier otro 
cuerpo de seguridad permanece impune, es porque la autoridad ministe-
rial no ha cumplido con su obligación de investigar y perseguir el delito, 
siendo esa omisión o falta de actividad una conducta que sí podría violar 
los derechos humanos de los servidores públicos agraviados, al negarles 
su derecho a que se les imparta justicia. De igual forma, viola los derechos 
de los elementos policiales o de otros cuerpos de seguridad, quien los 
hace participar en acciones deficientemente planeadas y organizadas y 
no ejerce un mando efectivo y adecuado cuando las mismas se compli-
can, abandonando a su suerte a los elementos involucrados y propician-
do que sean objetos de agresiones, vejaciones y riesgos innecesarios, o 
bien, que incurran en excesos en su actuación frente a terceros.

Durante 2018 este Organismo nacional emitió 8 recomendaciones por vio-
laciones graves a los derechos humanos, lo cual representa casi la mitad 
del total de 19 recomendaciones, formuladas bajo tal calificación, durante 
la existencia de la CNDH. Estas recomendaciones fueron dirigidas a 40 au-
toridades, siendo las 3 instancias que recibieron más recomendaciones de 
este tipo, la Procuraduría General de la República, con 6 casos y las Secre-
tarías de la Defensa Nacional y Marina, con 3 casos cada una.

Sin desconocer que los hechos que les dieron origen son anteriores a 2018, 
durante este año se pudieron concluir las investigaciones de casos tan 
graves como la serie de detenciones arbitrarias, retenciones ilegales, actos 
de tortura, violencia sexual, y cateos ilegales, entre otras conductas, en que 
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incurrieron miembros de la Secretaría de la Defensa Nacional y de la Secre-
taría de Marina en diversas entidades de la República; los abusos cometidos 
en contra de niñas, niños y adolescentes en una casa hogar, en Zamora, 
Michoacán; así como los casos emblemáticos de Palmarito Tochapan, en 
Puebla y Allende, en el estado de Coahuila.

En este rubro, es de destacarse la emisión de la Recomendación relativa al 
“Caso iguala”, mismo en el que la extensión, alcance y duración del trabajo 
desarrollado por este Organismo nacional estuvo determinado por la falta 
de información confiable con la que contaban las autoridades que en ám-
bitos diversos desarrollaban la investigación del caso, así como en la serie 
de negativas y obstáculos que enfrentó para el desarrollo de sus labores. 
La CNDH se vio forzada a realizar, en el ámbito de sus atribuciones, la in-
vestigación que otras instancias no pudieron o no quisieron llevar a cabo 
en forma pertinente y debida.

La CNDH ha hecho públicas sus evidencias y conclusiones en este caso, a 
la vez que ha hecho un llamado para que las mismas se estudien, analicen 
y discutan. Dejemos que la ciencia y los elementos objetivos de convicción 
hablen. Todas las hipótesis y líneas de investigación se siguieron y desaho-
garon hasta donde las circunstancias lo han permitido. Cualquier instancia 
u organismo de seguimiento e investigación al caso, tendrá en la investi-
gación desarrollado por la Comisión Nacional una guía y orientación para 
los trabajos que lleven a cabo.

En este sentido, este Organismo nacional vuelve a llamar la atención sobre 
la necesidad de que se envíen para análisis las 41 porciones petrosas de 
huesos temporales cuya existencia quedó acreditada, además de los 52 
fragmentos óseos y 21 elementos odontológicos que serían susceptibles 
de someterse a pruebas de ADN para avanzar en la determinación del 
destino de los 43 normalistas desaparecidos al precisar, científicamente, si 
los huesos corresponden a ellos o a personas diversas. Tomando en consi-
deración el gran número de personas desaparecidas en el país, la realiza-
ción de estas pruebas ayudaría a encontrar la verdad en este caso o en 
otros.
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Con independencia de las líneas de investigación e hipótesis que se pre-
tendan plantear en instancias como la Comisión de la Verdad o cualquiera 
otra, lo cierto es que el total esclarecimiento del caso requiere afrontar con 
responsabilidad y objetividad el análisis de la evidencia objetiva con que 
se cuenta. Frente a hipótesis y teorías, los fragmentos óseos a que me he 
referido, representan evidencia objetiva y concreta cuyo análisis inexplica-
blemente se ha demorado o diferido, no obstante que podría contribuir 
de manera determinante, en llegar a la verdad y abrir el camino para la 
reparación y justicia, la cual no puede atender a sesgos políticos o ideoló-
gicos, sino al resultado de la evidencia científica y objetiva.

En medio de una época en la que el discurso parecería regir la percepción 
pública, la responsabilidad y el debido desempeño de las funciones públi-
cas tendría que estar sustentadas en hechos y realidades objetivas y veri-
ficables para orientar su rumbo, si de verdad aspiran a ser efectivas y servir 
a la sociedad.

Parte importante del entorno crítico que enfrenta nuestro país en el res-
peto y vigencia de los derechos humanos, es consecuencia de la inseguri-
dad, la violencia, la falta de cumplimiento y aplicación de la ley, la corrup-
ción, la impunidad, así como la ausencia de mecanismos efectivos de 
rendición de cuentas. Nuestro país no podrá revertir esta situación en tan-
to no abandone la laxitud o tolerancia al incumplimiento o falta de aplica-
ción de la ley; la equivocada noción de que la pertenencia o filiación a una 
institución pública, grupo u organismo político lleva implícito el derecho 
de conducirse al margen de la ley; la falta de conocimientos, capacitación 
y de perfiles idóneos de los servidores públicos, de todos los niveles, para 
cumplir con la funciones encomendadas; la prevalencia de la improvisación 
y la atención de intereses particulares o de grupo frente a la planeación 
estratégica y la procuración del interés público.

Los factores que he referido propiciaron, entre otras cosas, que durante 
2018 subsistieran problemas tan graves como los miles de personas desa-
parecidas, la prevalencia de la tortura, el desplazamiento forzado interno, 
la explotación y abuso a migrantes, las fosas clandestinas e irregulares, la 
persistencia de la violencia de género, la trata de personas, así como los 
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ataques y homicidios en contra de periodistas, comunicadores y defenso-
res de los derechos humanos, subsistieran durante este periodo. En lo re-
lativo a estos últimos, en 2018 se registraron 17 homicidios de periodistas 
y defensores de derechos humanos, casos que en su mayoría permanecen 
impunes. En los primeros meses de 2019, ya acumulamos 12 casos de este 
tipo, donde la necesidad de que investigaciones pertinentes y objetivas 
hagan posible la justicia, se vuelve un imperativo.

Por lo que hace a los presuntos hechos violatorios considerados de mayor 
impacto, se registraron 696 expedientes de queja en los que este Organis-
mo nacional inició un expediente por alguna de estas conductas, siendo 
25 los casos de privación de la vida; 39 de desaparición forzada; 57 de 
tortura; 255 de tratos crueles, inhumanos o degradantes; 2 los de ejecución 
sumaria; y como lo he mencionado, 318 por detención arbitraria. Respecto 
de estas presuntas violaciones, si bien el número de casos presentó una 
ligera disminución en algunos rubros o se mantuvo constante respecto del 
año anterior, es preocupante el aumento en los casos de desaparición for-
zada, que se incrementaron en casi un 180% al pasar de 14 en 2017 a 39 
en 2018, registrándose de igual forma un aumento menor en los casos de 
tortura que fue de 50 a 57.

El Gobierno de la República lo ha señalado reiteradamente: nadie al margen 
ni por encima de la ley. Este postulado refleja los prescrito por el artículo 
1º constitucional, el cual impone a todos los servidores públicos, la obliga-
ción de acatar el marco constitucional y legal vigente, así como respetar, 
defender y promover los derechos humanos reconocidos por la Constitu-
ción y en los tratados internacionales. Esta obligación comprende también 
el ejercicio de la función legislativa y la necesidad de que las leyes y demás 
disposiciones que se emitan no vulneren el reconocimiento, ejercicio o 
goce de derechos fundamentales.

Respecto a este punto, en 2018, la CNDH promovió 53 acciones de incons-
titucionalidad, sumando con ello un total de 147 acciones de esta natura-
leza interpuestas en los últimos 4 años. Para tal efecto, este Organismo 
nacional continuó con el mecanismo interno que ha establecido para la 
revisión electrónica y manual de publicaciones oficiales, tanto federales, 
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como locales y municipales, habiendo detectado y revisado un total de 
2,896 reformas o adiciones normativas. Entre las resoluciones más relevan-
tes emitidas respecto de estas acciones por la SCJN destaca la relativa a la 
Ley de Seguridad Interior, la cual ratificó la necesidad de que la seguridad 
pública y la participación temporal de las Fuerzas Armadas en ese ámbito 
se sujeten estrictamente a lo previsto por la Constitución y sea acorde con 
los parámetros internacionalmente reconocidos, los cuales plantean res-
tringir al mínimo tales intervenciones y fortalecer el control de autoridades 
e instituciones civiles en ese campo.

Entre los principales reclamos de la sociedad mexicana se encuentran los 
relativos a la legalidad y el acceso a la justicia. La CNDH y las demás instan-
cias del sistema no jurisdiccional de protección y defensa de los derechos 
humanos son para todas las personas, pero en particular para las que pre-
sentan mayor condición de vulnerabilidad una vía cercana y expedita para 
buscar la vigencia de sus derechos al margen de procedimientos, forma-
lismos e instancias judiciales que difícilmente les serían accesibles. La tarea 
de este Organismo nacional es preservar y defender derechos, encontrán-
dose en su mandato legal la obligación de intentar lograr en cada caso una 
conciliación entre las partes involucradas, preservando el interés y derechos 
de las víctimas, siempre dentro del respeto de los derechos humanos que 
se consideren afectados, a fin de lograr una solución inmediata del conflic-
to y con ello la conclusión de sus expedientes.

Las recomendaciones no son la única forma de conclusión de expedientes 
ni el indicador básico de la actividad institucional en la atención de quejas, 
siendo el último recurso para casos particularmente relevantes y en los 
cuales las autoridades responsables se negaron a resarcir los derechos hu-
manos violentados, así como las afectaciones ocasionadas por tales hechos. 
En cuanto a la resolución de expedientes de queja, durante 2018 se conti-
nuaron consolidando los mecanismos de atención que esta Comisión Na-
cional ha promovido para buscar que los problemas o las situaciones que 
motiven que las personas recurran a la misma, se atiendan o se subsanen 
por la vía más expedita, preservando o restituyendo los derechos cuya 
vulneración se alegue. Durante el periodo que se reporta, del total de que-
jas registradas, 3,726 casos se lograron resolver durante el trámite, 1,486 
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quedaron sin materia al haberse promovido que la autoridad adoptara 
medidas para subsanar los actos reclamados y en 179 se alcanzaron arre-
glos conciliatorios, todo lo cual representa un total de 5,391 expedientes 
resueltos bajo estos mecanismos, lo cual equivale a cerca del 60% del total 
de expedientes de queja concluidos en el periodo.

En los casos que llegan a la emisión de una Recomendación, no es inusual 
que la autoridad proporcione información falsa o incompleta a la CNDH o 
que busque obstaculizar administrativa u operativamente el desarrollo de 
la investigación correspondiente, lo cual ocasiona que este Organismo na-
cional tenga que obtener por medios propios la información relevante 
sobre el caso, así como realizar dictámenes técnicos especializados para 
sustentar en elementos objetivos de convicción sus pronunciamientos. 
Cada Recomendación está sustentada en hechos, no en presunciones o 
simples dichos, la verdad que se denuncia y hace pública tiene respaldo 
en una investigación objetiva y profesional en la que, frecuentemente, el 
conocimiento técnico y científico especializado aporta los elementos de-
terminantes en cada caso.

Durante 2018, este Organismo nacional emitió 101 instrumentos recomen-
datorios, que comprendieron 90 recomendaciones ordinarias, y 8 reco-
mendaciones por violaciones graves, y 3 recomendaciones generales. Lo 
anterior implicó un aumento respecto de 2017 en el rubro de recomenda-
ciones ordinarias que pasó de 81 a 90 y en el de recomendaciones por 
violaciones graves, que pasó de 5 a 8.

Las 90 recomendaciones ordinarias, fueron dirigidas a 78 autoridades, entre 
las cuales, las seis autoridades que fueron destinatarias de mayor número 
de Recomendaciones durante este periodo, fueron el IMSS, señalado en 21 
casos; la Procuraduría General de la República, con 13; la Comisión Nacional 
de Seguridad, con 10; la Fiscalía General del Estado de Chiapas y la Secre-
taría de la Defensa Nacional, con 5 casos cada uno; y los Gobernadores 
constitucionales de los estados de Chiapas y Veracruz, la SEP, la SEMAR y la 
SEMARNAT, con 4, respectivamente. Del conjunto de recomendaciones 
ordinarias emitidas en 2018, al concluir ese año tan solo una Recomenda-
ción había sido cumplida en su totalidad.
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Los derechos humanos violentados, así como las materias sobre las cuales 
versaron las recomendaciones ordinarias fueron diversas, comprendiendo 
cuestiones que fueron recurrentes como la negligencia médica, acredita-
da en 20 casos; las faltas a la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y 
eficacia en el desempeño de las funciones, empleos, cargo o comisiones, 
en 16 casos; integración irregular o deficiente de la averiguación previa, en 
14; prestación indebida del servicio público y detención arbitraria, con 13 
casos cada uno; retardar o entorpecer la investigación o procuración de 
justicia, con 12; tortura, con 10; omitir proporcionar atención médica, con 
9; privar de la vida e incurrir en tratos crueles inhumanos o degradantes, 
con 8 respectivamente.

Las recomendaciones de la CNDH se aceptan, pero se cumplen parcial-
mente y no con la celeridad que sería deseable y debida. Del cúmulo de 
431 recomendaciones en trámite a diciembre de 2017, durante 2018 se 
pudieron concluir 37 recomendaciones, cifra inferior a la del año previo. Al 
finalizar 2018, las cinco autoridades federales con mayor número de puntos 
recomendatorios pendientes de cumplimiento ante la CNDH eran SSPC, 
con 302; el IMSS, con 261; la Procuraduría General de la República, con 235; 
la Secretaría de la Defensa Nacional, con 113 y la SEMAR con 103. De igual 
forma, los 5 gobiernos estatales con mayor número de puntos recomen-
datorios en trámite fueron los Estados de Guerrero, con 109; Chiapas, con 
76; Oaxaca, con 59; Tamaulipas, con 76, y Coahuila, con 55. Hay 5 casos de 
Recomendaciones emitidas por esta Comisión Nacional que llevan más de 
10 años sin que se cumplimenten.

Esperamos, sinceramente, que en 2019 el cumplimiento de las recomen-
daciones y la reparación a las víctimas sea una prioridad efectiva para las 
autoridades de los distintos órdenes y niveles de gobierno, quienes tienen 
a su disposición el Informe Anual que en este acto se presenta ante el 
Poder Ejecutivo Federal, pero que es público desde los primeros días del 
año en curso, en el cual se detalla la actividad de la CNDH durante 2018 y 
del cual únicamente me he permitido referir en este acto algunos de sus 
aspectos más relevantes.
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De manera adicional al informe que se presenta, se acompaña un ejemplar 
de la Agenda que en materia de derechos humanos la CNDH preparó para 
2019, marcando pendientes y áreas de oportunidad en ese ámbito.

Señor Presidente:

La voluntad política de cambiar el estado de cosas se expresó de manera 
recurrente por distintas autoridades en los años previos, pero las acciones 
realizadas para ello no fueron las adecuadas o, simplemente, no se llevaron 
a cabo. Hoy tenemos la oportunidad de cambiar esta situación, pero eso 
requiere que cada parte del Estado asuma, con profesionalismo y respon-
sabilidad, la tarea y papel que dentro de la estructura democrática del país 
corresponde a cada instancia. En este sentido, es clara y plausible la inten-
ción expresada por el Gobierno Federal en el sentido de asumir el respeto 
a los derechos humanos como premisa de su actuación, sin embargo, va-
rias de las políticas y acciones que al efecto se han anunciado y empezado 
a implementar, generan cuestionamientos y son motivo de preocupación.

La falta de apoyos a las estancias infantiles y refugios, a las instancias en-
cargadas de la atención de las personas con discapacidad, así como la 
descalificación de las organizaciones de la sociedad civil, de grupos de 
periodistas y comunicadores, y la necesidad de prevenir discursos que po-
laricen o dividan a las personas, son algunos de los temas que se tendrían 
que revisar buscando la mayor protección y vigencia de los derechos.  La 
obligación de las autoridades es actuar para dar sentido, vigencia y garan-
tía a los derechos humanos. Expresar públicamente un compromiso con 
su respeto no es suficiente para dotar de pertinencia y viabilidad las polí-
ticas que se adopten y las acciones que se implementen. La verdad no se 
construye y determina mediante el discurso o los dichos. Son los hechos, 
la evidencia concreta y objetiva, la que nos dirá el grado de compromiso 
y nivel de respeto que como país tengamos con los derechos humanos.

México y su sociedad necesitan respuestas y verdad, no retórica y posver-
dad. La evidencia objetiva, los datos duros y verificables, así como la con-
formidad con el derecho, son elementos que tendrían que considerarse y 
fundamentar el debate nacional por encima de postulados ideológicos o 
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políticos cuyo único sustento es el discurso. La subsistencia misma de nues-
tra democracia y la vigencia de nuestros derechos depende de que las y 
los mexicanos sigan contando con la posibilidad de estar veraz y debida-
mente informados sobre las acciones de gobierno y el desarrollo de la 
actividad pública. La información y la transparencia son derechos que de-
ben preservarse y fortalecerse. 

Es claro que en el pasado existieron graves deficiencias y omisiones por 
parte de las autoridades de los distintos niveles y ámbitos del gobierno, 
muchas de los cuales han sido denunciadas y evidenciadas por la CNDH 
en su pronunciamientos, informes y determinaciones, sin embargo, esos 
problemas previos solo pueden servir para explicar la situación actual, mas 
no para justificar que no se actúe o pretender desviar con ello la atención 
de los verdaderos problemas de fondo. La autoridad que actuó indebida-
mente en el pasado debe ser investigada y sancionada, la autoridad que 
en el presente no actúa procurando el respeto y vigencia de esos derechos, 
así como del marco jurídico vigente, viola derechos humanos y, eventual-
mente, genera responsabilidades de índole diversa.

Nuestro país requiere una institucionalidad fuerte, que consolide nuestra 
democracia y fortalezca la unidad de nuestra Nación. Las instituciones mar-
can pautas e imponen límites a la actuación de personas y autoridades, 
generan certidumbre en la sociedad y dan cauce a la conciliación de inte-
reses individuales y colectivos. En la medida en que las mismas se debilitan, 
se abre la puerta para que la actuación del Estado sea más discrecional y 
la vigencia de las normas se diluya, lo cual termina afectando los térmi-
nos de convivencia entre las personas. Las instituciones constituyen un 
medio de control para evitar que exista la posibilidad de arbitrariedades y 
que, si estas se presentan, los derechos violentados puedan ser resarcidos. 
Las instituciones son garantías de que los derechos sean vigentes y se 
respeten.

Debilitar o desarticular las estructuras burocráticas, pauperizando su papel, 
organización y condiciones de desempeño, son la antesala necesaria de 
deficiencias y errores en el servicio público, lo cual de suyo implica un in-
cumplimiento al deber de servicio que se tiene frente a la sociedad, pero 
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que al estar referida a personal de salud, o a quienes tienen a su cargo la 
seguridad, cuidado o representación legal de las personas, adquiere una 
dimensión grave, pues se pueden ocasionar vulneraciones graves al patri-
monio, integridad, salud y vida de las personas.

En razón de ello, como lo hemos señalado, no será debilitando la institu-
cionalidad democrática, ni eliminando o haciendo inoperante el sistema 
de pesos y contrapesos entre autoridades y poderes, o restringiendo o 
condenando en los hechos el legítimo ejercicio de derechos o el disenso, 
que México avanzará por la ruta de la legalidad y del respeto a la dignidad 
humana. No debe estigmatizarse el servicio público, por el contrario, debe 
fortalecerse para que, mediante servicios profesionales de carrera, reales y 
operativos, sea opción de vida para las mexicanas y mexicanos, logrando 
nuestro país cuente con la burocracia especializada y profesional que per-
mita y garantice el normal desarrollo de las instituciones con independen-
cia de los cambios de gobierno y, a la vez, la preserve de ellos. La capacidad, 
integridad y compromiso de los servidores públicos no depende o está 
condicionada al tipo de cargo que ocupen o a sus ideas o filiaciones polí-
ticas o ideológicas. El servicio público debe dejar de ser un instrumento 
político o de gobierno, para recuperar su esencia de servicio al Estado y a 
la sociedad.

La impunidad no es una cuestión del pasado, es un problema presente, un 
límite y obstáculo para el desarrollo social y económico, que constituye 
uno de los retos más grandes que México debe enfrentar, si de verdad se 
aspira a ser un país de leyes y de derechos para todas y todos. De igual 
forma, el objetivo de lograr la observancia de las leyes no puede buscarse 
vulnerando las propias leyes. Detrás de muchas de las posturas que se han 
expresado para que se revisen cuestiones tales como la Guardia Nacional 
o los recortes a financiamientos y subsidios a programas de asistencia, 
además de las afectaciones directas a la vigencia de derechos, subyace la 
necesidad de que México de cumplimiento a compromisos e instrumentos 
internacionales que lo vinculan obligatoriamente.

Esta necesidad de que se gobierne por el derecho y en el marco de la ley, 
pasa también por los reclamos de que se realicen las consultas previas, li-
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bres, informadas, de buena fe y culturalmente adecuadas, conforme a es-
tándares internacionales, respecto de los proyectos y acciones que pudie-
sen vulnerar derechos de los pueblos y comunidades indígenas. Toca 
también la necesidad de que se aborde el tema de la migración desde una 
perspectiva integral, que sin violentar el respeto de los derechos humanos, 
permita que nuestro país cuente con una legislación y políticas definidas 
que den certidumbre y definan las responsabilidades y derechos, tanto de 
las autoridades como de las personas en condición de migración, ante su 
ingreso y paso por nuestro país, generando en consecuencia que se adop-
ten las previsiones presupuestarias y administrativas para su vigencia e 
implementación efectiva.

Decía Benito Juárez: “un sistema democrático y eminentemente liberal 
como el que nos rige, tiene por base esencial la observancia estricta de la 
ley. Ni el capricho de un hombre solo, ni el interés de ciertas clases de la 
sociedad forman su esencia”, conforme esto, el puntual cumplimiento de 
los deberes y el más profundo respeto y observancia de la ley, “formaban 
el carácter del verdadero liberal, del mejor republicano. Es por tanto evi-
dente que a nombre de la libertad jamás es lícito cometer el menor abuso”.2

Con independencia de tiempos o coyunturas políticas, nuestro país no 
puede dejar de contar con espacios y vías para que la reflexión y el enten-
dimiento sean posibles mediante la pluralidad, la tolerancia, así como el 
respeto a las personas y a las ideas, que permita la construcción de con-
sensos en beneficio del país y de su sociedad. El piso común que nos una, 
identifique y permita sustentar cualquier cambio para México, deben ser 
la legalidad, el respeto a la dignidad humana y la vigencia de los derechos 
humanos.

Muchas gracias

Ciudad de México, 3 de junio de 2019

2 Discurso del 24 de enero de 1849 como Gobernador de Oaxaca. Múltiples citas, tales 
como: Zerecero, Anastacio, Exposiciones (Como se gobierna), México, F. Vázquez, 1902, p. 
418 y Henestrosa, Andrés, Benito Juárez: Flor y Látigo. Ideario Político, México, M.A. Porrúa, 
p. 22.
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Conferencia de prensa con motivo de la entrega  
del Informe de Actividades 2018,  
ante el Poder Ejecutivo Federal

El día de hoy, en cumplimiento a lo dispuesto por el apartado B, del ar-
tículo 102 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la 
Comisión Nacional de los Derechos Humanos presentó ante el Poder Eje-
cutivo Federal su informe anual de labores correspondiente a 2018, lo cual 
se concretó en un hecho por completo inédito, mediante la entrega de 
una versión impresa del mismo a la titular de la Secretaria de Gobernación, 
conforme nos fue solicitado en la respuesta que se dio a las solicitudes 
que, desde la CNDH se hicieron, para que se realizara un acto de presen-
tación formal ante el Presidente de la República, tal y como se había po-
dido llevar a cabo, durante los casi 29 años de existencia de este Organis-
mo Autónomo.

Más allá de un acto meramente formal, el encuentro que propiciaba la 
presentación de este Informe, abría un espacio directo e inmediato para 
que la CNDH, como órgano constitucional encargado de la protección 
federal de los derechos humanos en México, pudiera exponer ante el Eje-
cutivo Federal un balance anual sobre la situación de los mismos, así como 
reflexionar, prospectivamente, sobre los retos y situaciones que demanda-
ban atención especial para el año en curso, cuestiones que en este 2019 
no pudieron concretarse, al no haberse generado un espacio para que los 
derechos humanos fueran escuchados.

Ojalá qué el respeto a la dignidad humana efectivamente encuentre un 
espacio y lugar dentro de las políticas, planes, programas y acciones de 
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gobierno que se emprendan. En estos primeros meses de gestión, se em-
piezan a acumular hechos, actos y omisiones que, vistos en su conjunto, 
nos harían suponer que procurar la vigencia de los derechos humanos no 
se está asumiendo como premisa y límite de toda actuación pública, ni se 
están adoptando medidas pertinentes para revertir la situación que, desde 
hace varios años nuestro país ha enfrentado en diversos rubros.

2018 fue un año crítico para los derechos humanos, lo cual ocasionó que 
las materias y ámbitos de las vulneraciones denunciadas ante este Orga-
nismo nacional fueran múltiples, así como diversos índices de gravedad de 
las mismas, siendo las quejas referidas a salud, así como a las cuestiones 
relativas a la seguridad y justicia, las áreas donde las personas acusaron 
mayores afectaciones a sus derechos, dando continuidad con ello a una 
tendencia que se presenta desde hace varios años.

Es claro que el sector salud presentó serios retos y deficiencias durante 
2018, sin embargo, el panorama con el que inicia 2019 no nos hace inferir 
que esta situación pueda revertirse en el año en curso. Resultan preocu-
pantes las declaraciones que recientemente se han hecho identificando el 
agravamiento de la crisis que atraviesa el sector salud, con la falta de recur-
sos presupuestales, materiales y de personal, derivados de las medidas de 
austeridad y combate a la corrupción adoptadas por el Gobierno de la 
República. Nadie puede oponerse a que el gasto público se asigne y ejerza 
de mejor manera, así como tampoco a que los actos de corrupción se in-
vestiguen y sancionen, sin embargo, ello no puede implicar que se suspen-
da o ponga en riesgo la atención que es debida a los pacientes, así como 
el acceso a los tratamientos y medicinas a los que tengan derecho.

Con independencia de medidas de disciplina presupuestal o de la investi-
gación de ilícitos, México se encuentra obligado a asignar, hasta el máximo 
de sus capacidades, los recursos necesarios para que los derechos huma-
nos, incluido el derecho a la salud, sean vigentes, obligación que subsiste 
aún frente a recortes o ajustes presupuestales. Hay rubros en los que la 
asignación de recursos públicos no puede solo depender de cálculos eco-
nómicos o ponderaciones administrativas, como lo son los servicios de 
salud pública, donde la falta de recursos económicos, materiales o de per-
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sonal debidamente calificado, implica la diferencia entre la salud o la en-
fermedad de las personas, e inclusive, en casos graves o urgentes, entre su 
vida o su muerte.

No hay economía, ahorro o medida de austeridad, que compense o justi-
fique que la salud, la integridad o la vida de las personas se ponga en 
riesgo o se comprometa innecesariamente. Debilitar o volver inoperantes 
los sistemas públicos de salud, implica una violación a los derechos huma-
nos. Las irregularidades del pasado son motivo de investigación y sanción, 
los problemas del presente requieren acciones pertinentes y atención ur-
gente. No es posible que el Estado garantice la buena salud de todas las 
mexicanas y mexicanos, pero si puede, y tiene la obligación, de que tengan 
la posibilidad de recibir la asistencia y atención médica que lleguen a re-
querir, así como el deber de abstenerse de dañar, con sus acciones u omi-
siones, la salud de las personas.

En lo relativo al ámbito de la seguridad y la justicia, si bien las variaciones 
numéricas registradas a la baja, en algunos casos, podrían interpretarse 
como algo positivo, lo cierto es que no existen números o parámetros acep-
tables de denuncias por presuntas violaciones a los derechos humanos, 
aún cuando tales hechos se pretendan justificar en la implementación de 
acciones para preservar la seguridad y combatir la criminalidad. Las perso-
nas se duelen de que tanto autoridades militares como civiles vulneran sus 
derechos humanos y existe temor en presentar las denuncias correspon-
dientes, siendo un hecho que es necesario entender y atender pertinen-
temente. Dos mil dieciocho concluyó con cifras que no son favorables y el 
panorama que presenta el inicio de dos mil diecinueve también está lejos 
de ser positivo, a menos de que se produzca un cambio radical en el enfo-
que y magnitud de la respuesta institucional a los problemas y necesidades 
de seguridad de las personas.

El número de homicidios registrados en los primeros meses de 2019, la 
diversificación y alcances de las actividades que lleva a cabo el crimen 
organizado, las redes de apoyo social a las mismas, la violencia feminicida, 
los ataques en contra de periodistas, comunicadores y defensores de los 
derechos humanos, el notable aumento de los casos de linchamiento, la 
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subsistencia de las desapariciones, así como el agravamientos de las agre-
siones y homicidios en contra de personal penitenciario, policías y miem-
bros de nuestras fuerzas armadas, son tan solo algunos de los elementos 
que nos reiteran la necesidad de abordar la crisis que México vive en ma-
teria de violencia e inseguridad, bajo un enfoque integral, sustentado en 
una estrategia real que priorice la prevención y no se limite al replantea-
miento de un cuerpo eminentemente reactivo, como lo es la Guardia Na-
cional, así como al aumento de los delitos a los que sería aplicable la prisión 
preventiva forzosa.

Bastaría un somero análisis de los hechos que posibilitan o propician las 
cadenas de ilegalidad e impunidad en nuestro país, para advertir que por 
mejor capacitado y equipado que esté un cuerpo que asuma funciones 
policiales, su repercusión práctica en el fortalecimiento del Estado de De-
recho y la materialización del acceso a la justicia será mínima, en tanto la 
ley no se aplique y los delitos no se investiguen de manera debida, opor-
tuna y profesional. En su concepción actual, la Guardia Nacional en el ám-
bito del combate a la criminalidad, solo puede implicar disuasión o con-
tención, con efectos limitados y de corto plazo. Poco o nada se abonará al 
abatimiento de la impunidad si los delitos no se investigan y las causas 
judiciales no se sustentan debidamente, si no abordamos temas como la 
operación y autonomía de las 33 Fiscalías Generales en el país.

Es claramente posible y compatible la observancia del Estado de Derecho, 
así como la prevención y persecución efectiva de los delitos con el respe-
to a los derechos humanos. La defensa de los derechos humanos no pro-
mueve el incumplimiento de la ley o que la misma sea objeto de negocia-
ción. Por el contrario, solo en el marco de la ley los derechos humanos se 
pueden materializar y ser vigentes. Todas las personas, incluidas aquellas 
que han cometido alguna conducta ilícita, así como las autoridades invo-
lucradas en la procuración e impartición de justicia tienen derechos huma-
nos, mismos que se deben respetar y garantizar en el marco de la ley. En 
la medida en que las autoridades ejerzan sus obligaciones conforme lo 
mandatan las normas y sean respetuosas de la dignidad de las personas, 
su conducta no podrá ser cuestionada por resultar violatoria de los dere-
chos humanos.
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Cuando un particular realiza una conducta que afecta o vulnera a otra 
persona, incluidas a las autoridades, lo que está cometiendo es un delito, 
cuya persecución y sanción no corresponde a los organismos de protec-
ción y defensa de los derechos humanos, sino a la autoridad ministerial 
correspondiente y, en última instancia, al Poder Judicial.  Si un ataque o 
agresión a un elemento policial, de las fuerzas armadas o de cualquier otro 
cuerpo de seguridad permanece impune, es porque la autoridad ministe-
rial no ha cumplido con su obligación de investigar y perseguir el delito, 
siendo esa omisión o falta de actividad una conducta que sí podría violar 
los derechos humanos de los servidores públicos agraviados, al negarles 
su derecho a que se les imparta justicia. De igual forma, viola los derechos 
de los elementos policiales o de otros cuerpos de seguridad, quien los hace 
participar en acciones deficientemente planeadas y organizadas y no ejer-
ce un mando efectivo y adecuado cuando las mismas se complican, aban-
donando a su suerte a los elementos involucrados y propiciando que sean 
objetos de agresiones, vejaciones y riesgos innecesarios, o bien, que incu-
rran en excesos en su actuación frente a terceros.

Parte importante del entorno crítico que ha venido enfrentando nuestro 
país en el respeto y vigencia de los derechos humanos, es consecuencia 
de la inseguridad, la violencia, la falta de cumplimiento y aplicación de la 
ley, la corrupción, la impunidad, así como la ausencia de mecanismos efec-
tivos de rendición de cuentas. Nuestro país no podrá revertir esta situación 
en tanto no abandone la laxitud o tolerancia al incumplimiento o falta de 
aplicación de la ley; la equivocada noción de que la pertenencia o filiación 
a una institución pública, grupo u organismo político lleva implícito el de-
recho de conducirse al margen de la ley; la falta de conocimientos, ca-
pacitación y de perfiles idóneos de los servidores públicos, de todos los 
niveles, para cumplir con las funciones encomendadas; la prevalencia de 
la improvisación y la atención de intereses particulares o de grupo frente 
a la planeación estratégica y la procuración del interés público.

Los factores que he referido propiciaron, entre otras cosas, que durante 
2018 subsistieran problemas tan graves como los miles de personas desa-
parecidas, la prevalencia de la tortura, el desplazamiento forzado interno, 
la explotación y abuso a migrantes, las fosas clandestinas e irregulares, la 
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persistencia de la violencia de género, la trata de personas, así como la 
violencia en contra de periodistas, comunicadores y defensores de los de-
rechos humanos, mismos en los que la cifra de homicidios durante 2018 re-
gistró un total de 17 casos. Estos problemas requieren atención pertinente 
y urgente, no solo medidas paliativas o coyunturales y constituyen pen-
dientes en la agenda para 2019 en el ámbito de los derechos humanos.

Es prioritario generar un entorno propicio para el ejercicio de la labor pe-
riodística y la defensa de los derechos humanos, lo cual pasa por promover 
el respeto hacia las mismas, reconocer su importancia en una sociedad 
democrática y evitar su estigmatización o pretender descalificarlas. Tan solo 
en lo relativo a la violencia en contra de periodistas, comunicadores y de-
fensores de derechos humanos, durante los primeros meses de 2019 se 
han registrado 12 casos de homicidios, mismos en los que no debe existir 
la impunidad, que es una constante, para la mayoría de los casos registra-
dos en los años anteriores.

Señoras y señores:

Es claro que en el pasado existieron graves deficiencias y omisiones por 
parte de las autoridades de los distintos niveles y ámbitos del gobierno, mu-
chas de los cuales han sido denunciadas y evidenciadas por la CNDH en 
sus pronunciamientos, informes y determinaciones, sin embargo, esos pro-
blemas previos solo pueden servir para explicar la situación actual, mas no 
para justificar que no se actúe o pretender desviar con ello la atención de 
los verdaderos problemas de fondo. La autoridad que actuó indebidamen-
te en el pasado debe ser investigada y sancionada, la autoridad que en el 
presente no actúa procurando el respeto y vigencia de esos derechos, así 
como del marco jurídico vigente, viola derechos humanos y, eventualmen-
te, genera responsabilidades de índole diverso.

La falta de apoyos a las estancias infantiles y refugios, a las instancias en-
cargadas de la atención de las personas con discapacidad, así como la 
descalificación de las organizaciones de la sociedad civil, de grupos de 
periodistas y comunicadores, y la necesidad de prevenir discursos que po-
laricen o dividan a las personas, son algunos de los temas que se tendrían 
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que revisar buscando la mayor protección y vigencia de los derechos.  La 
obligación de las autoridades es actuar para dar sentido, vigencia y garan-
tía a los derechos humanos. Expresar públicamente un compromiso con 
su respeto no es suficiente para dotar de pertinencia y viabilidad las polí-
ticas que se adopten y las acciones que se implementen. La verdad no se 
construye y determina mediante el discurso o los dichos. Son los hechos, 
la evidencia concreta y objetiva, la que nos dirá el grado de compromiso 
y nivel de respeto que como país tengamos con los derechos humanos.

México y su sociedad necesitan respuestas y verdad, no retórica y posver-
dad. La evidencia objetiva, los datos duros y verificables, así como la con-
formidad con el derecho, son elementos que tendrían que considerarse y 
fundamentar el debate nacional por encima de postulados ideológicos o 
políticos cuyo único sustento es el discurso. La subsistencia misma de nues-
tra democracia y la vigencia de nuestros derechos depende de que las y 
los mexicanos sigan contando con la posibilidad de estar veraz y debida-
mente informados sobre las acciones de gobierno y el desarrollo de la 
actividad pública. La información y la transparencia son derechos que de-
ben preservarse y fortalecerse. 

Nuestro país requiere una institucionalidad fuerte, que consolide nuestra 
democracia y fortalezca la unidad de nuestra Nación. Las instituciones mar-
can pautas e imponen límites a la actuación de personas y autoridades, 
generan certidumbre en la sociedad y dan cauce a la conciliación de inte-
reses individuales y colectivos. En la medida en que las mismas se debilitan, 
se abre la puerta para que la actuación del Estado sea más discrecional y 
la vigencia de las normas se diluya, lo cual termina afectando los términos 
de convivencia entre las personas. Las instituciones constituyen un me-
dio de control para evitar que exista la posibilidad de arbitrariedades y que, 
si éstas se presentan, los derechos violentados puedan ser resarcidos. Las 
instituciones son garantías de que los derechos sean vigentes y se respeten.

Debilitar o desarticular las estructuras burocráticas, pauperizando su papel, 
organización y condiciones de desempeño, son la antesala necesaria de 
deficiencias y errores en el servicio público, lo cual de suyo implica un in-
cumplimiento al deber de servicio que se tiene frente a la sociedad, pero 
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que al estar referida a personal de salud, o a quienes tienen a su cargo la 
seguridad, cuidado o representación legal de las personas, adquiere una 
dimensión grave, pues se pueden ocasionar vulneraciones graves al patri-
monio, integridad, salud y vida de las personas.

En razón de ello, como lo hemos señalado, no será debilitando la institu-
cionalidad democrática, ni eliminando o haciendo inoperante el sistema 
de pesos y contrapesos entre autoridades y poderes, o restringiendo o 
condenando en los hechos el legítimo ejercicio de derechos o el disenso, 
que México avanzará por la ruta de la legalidad y del respeto a la dignidad 
humana. No debe estigmatizarse el servicio público, por el contrario, debe 
fortalecerse para qué, mediante servicios profesionales de carrera, reales y 
operativos, sea opción de vida para las mexicanas y mexicanos, logrando 
nuestro país cuente con la burocracia especializada y profesional que per-
mita y garantice el normal desarrollo de las instituciones con independen-
cia de los cambios de gobierno y, a la vez, la preserve de ellos. La capacidad, 
integridad y compromiso de los servidores públicos no depende o está 
condicionada al tipo de cargo que ocupen o a sus ideas o filiaciones polí-
ticas o ideológicas. El servicio público debe dejar de ser un instrumento 
político o de gobierno, para recuperar su esencia de servicio al Estado y a 
la sociedad.

La impunidad no es una cuestión del pasado, es un problema presente, un 
límite y obstáculo para el desarrollo social y económico, que constituye 
uno de los retos más grandes que México debe enfrentar, si de verdad se 
aspira a ser un país de leyes y de derechos para todas y todos. De igual 
forma, el objetivo de lograr la observancia de las leyes no puede buscarse 
vulnerando las propias leyes. Detrás de muchas de las posturas que se han 
expresado para que se revisen cuestiones tales como la Guardia Nacional 
o los recortes a financiamientos y subsidios a programas de asistencia, 
además de las afectaciones directas a la vigencia de derechos, subyace la 
necesidad de que México dé cumplimiento a compromisos e instrumentos 
internacionales que lo vinculan obligatoriamente.

Esta necesidad de que se gobierne por el derecho y en el marco de la ley, 
pasa también por los reclamos de que se realicen las consultas previas, li-
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bres, informadas, de buena fe y culturalmente adecuadas, conforme a es-
tándares internacionales, respecto de los proyectos y acciones que pudie-
sen vulnerar derechos de los pueblos y comunidades indígenas. Toca 
también la necesidad de que se aborde el tema de la migración desde una 
perspectiva integral, que sin violentar el respeto de los derechos huma-
nos, permita que nuestro país cuente con una legislación y políticas defi-
nidas que den certidumbre y definan las responsabilidades y derechos, 
tanto de las autoridades como de las personas en condición de migración, 
ante su ingreso y paso por nuestro país, generando en consecuencia que 
se adopten las previsiones presupuestarias y administrativas para su vigen-
cia e implementación efectiva.

Decía Benito Juárez: “un sistema democrático y eminentemente liberal 
como el que nos rige, tiene por base esencial la observancia estricta de la 
ley. Ni el capricho de un hombre solo, ni el interés de ciertas clases de la 
sociedad forman su esencia”, conforme esto, el puntual cumplimiento de 
los deberes y el más profundo respeto y observancia de la ley, “formaban 
el carácter del verdadero liberal, del mejor republicano. Es por tanto evi-
dente que a nombre de la libertad jamás es lícito cometer el menor abuso”1.

Con independencia de tiempos o coyunturas políticas, nuestro país no 
puede dejar de contar con espacios y vías para que la reflexión y el enten-
dimiento sean posibles mediante la pluralidad, la tolerancia, así como el 
respeto a las personas y a las ideas, que permita la construcción de con-
sensos en beneficio del país y de su sociedad. El piso común que nos una, 
identifique y permita sustentar cualquier cambio para México, deben ser 
la legalidad, el respeto a la dignidad humana y la vigencia de los derechos 
humanos.

Reiteramos nuestra disposición para colaborar en la promoción, fortaleci-
miento y defensa de los derechos humanos en México, con todas las au-
toridades de los distintos niveles y órdenes de gobierno. El texto íntegro 

1 Discurso del 24 de enero de 1849 como Gobernador de Oaxaca. Múltiples citas, tales 
como: Zerecero, Anastacio, Exposiciones (Como se gobierna), México, F. Vázquez, 1902, p. 
418 y Henestrosa, Andrés, Benito Juárez: Flor y Látigo. Ideario Político, México, M.A. Porrúa, 
p. 22.
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del Informe de Labores 2018 de la CNDH, del discurso que se tenía previs-
to para el acto de presentación ante el Presidente de la República, del in-
forme sobre el estado que Guarda el cumplimiento de recomendaciones 
en 2019, así como de la Agenda Básica de Derechos Humanos 2019, ela-
borada por este Organismo nacional, se encuentran disponibles, para con-
sulta pública, en su página web.

La CNDH, ha sido, y es, una institución autónoma del Estado, independien-
te de gobiernos, partidos, intereses políticos o de cualquier otra índole, 
cuya vocación y justificación última está en el servicio a México y a las y los 
mexicanos, que ha acompañado a las víctimas y ejercido su papel como 
un contrapeso institucional ante los abusos de poder, proporcionando una 
vía a todas las personas para que sus derechos se defiendan y protejan.

Muchas gracias

Ciudad de México, 3 de junio de 2019
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Informe Anual de Actividades 2015,  
ante el Poder Judicial de la Federación

Ministro Luis María Aguilar Morales,  
Ministro Presidente de la Suprema Corte de Justicia  
de la Nación y del Consejo de la Judicatura Federal;

Señoras y señores Ministros de la Suprema Corte  
de Justicia de la Nación;

Señoras y señores Magistrados del Tribunal Electoral  
del Poder Judicial de la Federación;

Miembros del Consejo de la Judicatura Federal,  
que nos distinguen con su presencia;

Integrantes del Consejo Consultivo de la Comisión Nacional  
de los Derechos Humanos;

Miembros y representantes de Organismos Internacionales;
Representantes de las organizaciones de la sociedad civil;
Miembros de las distintas instancias del Poder  

Judicial de la Federación, que hoy nos acompañan;
Compañeras y compañeros de la Comisión Nacional  

de los Derechos Humanos;
Representantes de los medios de comunicación;

Señoras y señores:

Para el Organismo nacional a mi cargo y para el suscrito en lo personal, es 
un hecho profundamente relevante, que se saluda, reconoce y valora, el 
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que se abran las puertas del Pleno de este Alto Tribunal para recibir a la 
CNDH, en un acto de la naturaleza del que hoy nos convoca, con motivo 
de la presentación de su informe anual de labores. Más allá del cumpli-
miento de una formalidad normativa, hago votos porque este acto simbo-
lice el inicio de una nueva etapa, que consolide y asuma la vinculación 
entre los sistemas de protección y defensa de los derechos humanos en 
México, bajo una perspectiva integral y dinámica, que contribuya a dar 
respuesta a las necesidades de nuestro país en este ámbito.

En México la vigencia de los derechos humanos implica la vigencia misma 
de la Constitución. Si los derechos humanos no se cumplen y respetan no 
se está cumpliendo ni respetando una parte sustantiva de nuestro máximo 
ordenamiento. De ahí que el mejor cumplimiento de las funciones que 
desempeñan los sistemas jurisdiccional y no jurisdiccional de protec-
ción de los derechos fundamentales de las personas, requieran de su co-
laboración y complementariedad. Nuestros intereses y objetivos son 
comunes: el reconocimiento, respeto y vigencia de la dignidad humana en 
el marco de la ley.

La reforma constitucional de 2011 ubicó a los derechos humanos como 
pauta y parámetro de todo acto de autoridad, sin embargo, es preciso 
mencionar que nuestra realidad constitucional no encuentra un reflejo 
objetivo en nuestra realidad cotidiana. El reconocimiento normativo de los 
derechos resulta de poca relevancia si los mismos no adquieren vigencia 
y no se cuenta con las vías o medios para hacerlos efectivos, para reclamar 
su cumplimiento o resarcirlos si fueron violentados.

Ante esto, los sistemas jurisdiccional y no jurisdiccional de defensa de los 
derechos humanos tenemos una alta responsabilidad y compromiso con 
la sociedad mexicana. Cada uno, desde nuestro ámbito de atribuciones, 
buscamos que los derechos de las personas no solo se reconozcan, sino 
que se respeten y sean vigentes, que la justicia sea una realidad y no una 
mera aspiración para todas las mexicanas y mexicanos. Día a día participa-
mos en la labor de construcción de una sociedad y de un Estado que 
efectivamente tenga como eje y fin la dignidad de las personas.
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Esta tarea de construcción no es, en modo alguno sencilla, requiere adicio-
nalmente la participación de otros actores y elementos que, de conformi-
dad con lo dispuesto por nuestro máximo ordenamiento y en cumplimien-
to a los compromisos que el Estado mexicano ha asumido en el ámbito 
internacional, contribuyen a definir el marco normativo e institucional 
aplicable a los derechos humanos en México, me refiero a los sistemas 
universal y regional de protección a los mismos.

El bloque de constitucionalidad que nos rige no es una obra acabada o 
estática, es un cuerpo dinámico, en continua construcción y transforma-
ción, que se nutre, entre otras cosas, de la forma como se promueven y 
defienden los derechos humanos, no solo en México, sino en el mundo. 
Pretender desconocer el alcance y necesaria dimensión internacional que 
tienen hoy día los derechos fundamentales, es desconocer la verdadera 
naturaleza y alcances de nuestras disposiciones constitucionales.

En este ámbito, el Poder Judicial de la Federación ha desempeñado un 
papel de vanguardia, al participar y promover un proceso constante de diá-
logo entre los sistemas nacionales y los sistemas regional y universal de 
protección y defensa de los derechos humanos, cuyos resultados han con-
tribuido a delinear la forma como se entienden, interpretan y defienden 
los derechos humanos en México.

En este contexto, también resulta importante apoyar y consolidar la acti-
vidad de otros operadores jurídicos, como los abogados y defensores civi-
les de derechos humanos, los cuales posibilitan en la práctica que el acce-
so a la justicia sea una realidad para muchas mexicanas y mexicanos, que 
no tendrían los recursos o conocimientos necesarios para hacer valer sus 
derechos, asumiendo la denuncia, el acompañamiento a las víctimas y el 
seguimiento de casos ante las instancias competentes, cuando existe un 
abuso del poder. Reitero en este espacio la necesidad de reconocer y apo-
yar el trabajo de quien con profesionalismo, responsabilidad, integridad y 
compromiso social se compromete desde la sociedad civil con las víctimas 
y la defensa de la dignidad humana.
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El informe que hoy se presenta en la sede de este Alto Tribunal, da cuenta 
de la actividad que tuvo el Organismo Autónomo a mi cargo durante 2015. 
Entre los datos más relevantes podemos señalar que en el periodo que se 
reporta se registró un incremento del 18% en el número de expedientes 
de queja iniciados, al radicarse 9,980 nuevos asuntos, frente a 8,455 del 
2014. En 2015 se resolvieron 44.6% expedientes de queja más que en el 
periodo previo, toda vez que en este año se concluyeron 10,157 expedien-
tes en comparación con 7,022 de 2014.

Las presuntas violaciones a derechos humanos que se denunciaron con 
mayor frecuencia durante el 2015, fueron prestación indebida del servicio 
público, en 3152 casos; faltar a la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad 
y eficacia en el desempeño de las funciones, 1871; omitir proporcionar 
atención médica 1697; detención arbitraria 879; trato cruel, inhumano o 
degradante 663; acciones u omisiones que trasgreden los derechos de los 
migrantes 602; negligencia médica 490; omitir fundar el acto de autoridad 
481; omitir motivar el acto de autoridad 452, y prestar indebidamente el 
servicio de educación 431.

Las autoridades que fueron señaladas con mayor recurrencia como pre-
suntamente responsables de una violación a derechos humanos en los 
escritos de queja fueron: el IMSS, en 2,185 casos; el Órgano Administrativo 
Desconcentrado de Prevención y Readaptación Social de la Secretaría de 
Gobernación 1,308; la Policía Federal 783; la PGR 761; el ISSSTE 705; el Ins-
tituto Nacional de Migración 688; la SEDENA 620; la SEP 548; la SEMAR 373, 
y la CFE 316.

Las entidades federativas en las que se reportó con mayor frecuencia la 
comisión de algún hecho presuntamente violatorio a derechos humanos, 
fueron el Distrito Federal, en 2,350 casos; Estado de México 791; Tamaulipas 
613; Veracruz 468; Sonora 442; Chiapas 405; Jalisco 354; Oaxaca 349; Naya-
rit 302, y Michoacán 299.

En el periodo que se reporta, este Organismo nacional emitió 60 Recomen-
daciones dirigidas a 42 autoridades, entre las cuales destacan el IMSS, se-
ñalado en 13 recomendaciones; la Comisión Nacional de Seguridad en 7, 
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así como el Gobierno del Estado de Chiapas, el ISSSTE, el Instituto Nacional 
de Migración, y la PGR, cada una de ellas con 3 recomendaciones. 

Los derechos humanos violentados, así como las materias sobre las cuales 
versaron las recomendaciones fueron diversas, comprendiendo cuestiones 
que abarcaron casos de ejecución arbitraria, desaparición forzada, tortura, 
uso excesivo de la fuerza; así como también violencia obstétrica, indebida 
prestación de servicios médicos, detenciones ilegales, ataques a la libertad 
de expresión y afectaciones a los derechos de las personas en contexto de 
migración, el derecho a la consulta libre e informada de los pueblos indí-
genas, el daño o menoscabo al patrimonio cultural de la Nación, cuestiones 
vinculadas al medio ambiente, así como al nivel de vida y desarrollo de las 
personas.

Entre el conjunto de datos y estadísticas que integran el Informe que se 
presenta, los cuales a esta fecha son del conocimiento público y están 
disponibles en la página web de la CNDH, quisiera destacar algunos aspec-
tos que considero relevantes y que dan cuenta del vínculo existente entre 
las actividades de la CNDH y el ejercicio de las funciones jurisdiccionales 
del Poder Judicial de la Federación en este periodo.

Toda afectación directa a los derechos humanos de las personas o situación 
que propicia que las mismas se presenten es de suyo relevante, pero ad-
quiere otra dimensión cuando la vulneración o riesgo involucra los dere-
chos de un mayor número de personas, como sucede en el caso de las 
leyes cuyo contenido trasgrede derechos fundamentales. Si bien es impor-
tante el principio de legalidad, más aún es el principio de constitucionali-
dad, sustentado en la necesidad y relevancia de que prevalezca la supre-
macía del llamado bloque de constitucional en nuestro orden jurídico.

En este sentido, en ejercicio de la atribución que confiere a la CNDH la 
Constitución General de la República en el artículo 105, fracción II, inciso 
g), durante 2015 este Organismo nacional promovió 29 acciones de incons-
titucionalidad, lo cual representa el 42.6% del total de acciones de este tipo 
que la Comisión Nacional ha interpuesto desde 2006, año en que se le 
concedió dicha atribución.
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La promoción de estas acciones es consecuencia de la revisión objetiva e 
imparcial que la CNDH realiza de las leyes publicadas en los órganos de 
difusión oficiales a nivel local y federal, verificando que no vulneren los 
derechos humanos. 

Con esto, se hacen visibles los riesgos que algunas normas pueden repre-
sentar contra el ejercicio y disfrute de los derechos humanos, y contribuye 
a mejorar el sistema legal de nuestro país, por la vía de impulsar la acción 
del máximo tribunal como institución garante del orden constitucional.

La acción de inconstitucionalidad en este contexto, es un medio de control 
que por sus efectos generales tiene impacto inmediato y una repercusión 
mayor en la protección de los Derechos Humanos. Al interponerse ante la 
Suprema Corte una demanda de este tipo, se visibiliza y se llama la atención 
de los diversos actores políticos y sociales sobre el contenido de la norma 
cuestionada, promoviéndose un debate e intercambio de opiniones que 
enriquece y actualiza la reflexión sobre los derechos fundamentales en 
México.

Los derechos humanos son el único eje que podrá orientar y sustentar los 
cambios y transformaciones que nuestro país requiere, para lograr mayor 
justicia, equidad e inclusión, con un verdadero Estado de Derecho y una 
institucionalidad fuerte, democrática y consolidada, en donde la corrupción 
y la impunidad no tienen cabida y todas las personas cuentan con un 
entorno que les proporciona las condiciones necesarias para su desarro-
llo pleno.

Más allá de los casos como los de Tlatlaya, Apatzingan o Iguala que por su 
gravedad y trascendencia han conmovido e indignado a la sociedad, día 
con día las mexicanas y mexicanos convivimos con la debilidad de nuestro 
Estado de Derecho, la impunidad, la corrupción, la inseguridad y, no en 
pocos casos, con la violencia, la colusión de algunas autoridades con el 
crimen organizado y condiciones de verdadera indefensión ante los abu-
sos de poder y las acciones delictivas, cuestiones que son incompatibles 
con un Estado democrático de Derecho, y que vulneran la dignidad de las 
personas.
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Ante este escenario, considero que la tarea más relevante que tenemos 
enfrente, junto a otras instancias del Estado mexicano, es lograr la imple-
mentación y vigencia plena de la reforma constitucional de 2011, la cual 
todavía permanece, en buena medida, como un postulado normativo sin 
una aplicación real y efectiva en la práctica.

A casi 5 años de esta reforma, no se han concluido los procesos normativos 
de las leyes reglamentarias derivadas de la misma; aún es una aspiración o 
un buen deseo el que todas las autoridades promuevan, respeten, protejan 
y garanticen los derechos humanos en su actividad ordinaria; y todavía 
estamos discutiendo y tratando de entender el alcance de los principios de 
universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad de los 
derechos fundamentales, así como la forma en que las autoridades, de 
los distintos niveles y órdenes de gobierno, deben aplicar los mismos.

No podemos señalar que seamos un pleno Estado de Derechos Humanos, 
cuando los derechos económicos, sociales y culturales continúan siendo, 
para un gran número de mexicanas y mexicanos, una aspiración que no 
acaba de materializarse y cuyas vías y alcances de exigibilidad aún no se 
definen con claridad.

La reforma de 2011 fue indudablemente meritoria y estableció un nuevo 
paradigma para la actuación de las autoridades y dentro de nuestro siste-
ma jurídico. Sin embargo, a casi 5 años de distancia, las reflexiones sobre 
su calidad y pertinencia cada vez tienen menor cabida. La sociedad requie-
re la implementación efectiva de la reforma constitucional, tarea que in-
cumbe a todos los poderes y autoridades de los distintos órdenes de go-
bierno, de la mano con la sociedad en su conjunto.

Señoras y señores:

El respeto y vigencia de los derechos humanos solo es posible en el con-
texto de un Estado de Derecho. Si bien es cierto que la atención de algunas 
de las situaciones más serias que enfrenta nuestro país, como la desigual-
dad, la exclusión y la falta de oportunidades, trasciende el ámbito estricta-
mente normativo, no podemos desconocer que el debido cumplimiento 
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y aplicación de la ley, incidiría en la prevención y abatimiento de la corrup-
ción y de la impunidad, dos de los problemas que han erosionado la con-
fianza de la sociedad en nuestras instituciones y que propician o están 
vinculadas con violaciones a los derechos humanos.

Si la observancia de la ley fuera efectivamente la pauta esencial de con-
ducta de todos los servidores públicos, los ataques a la dignidad de las 
personas difícilmente se presentarían y no tendríamos que hablar de vio-
laciones a los derechos fundamentales y, mucho menos, aludir a la subsis-
tencia en nuestro país de prácticas tales como las desapariciones forzadas, 
la tortura, las ejecuciones arbitrarias, las detenciones ilegales, la trata de 
personas, los abusos a migrantes, los agravios y ataques a periodistas y 
defensores de derechos humanos, o las deficiencias e irregularidades en el 
sistema penitenciario. Conductas graves que además de afectar a las vícti-
mas directas de las mismas, agravian a la sociedad y debilitan nuestras 
instituciones democráticas.

Los derechos fundamentales, tal y como lo he señalado, no son ni pueden 
ser vistos como un recurso o vía para la ilegalidad. Solo en el marco de la 
ley se pueden dar las condiciones necesarias para la convivencia social 
pacífica, así como el reconocimiento y respeto de la dignidad de las per-
sonas. 

México cuenta con las instituciones y el marco legal necesario para que las 
violaciones a la dignidad humana que se presenten en nuestro país puedan 
ser investigadas, los responsables sancionados y el daño reparado. Todas 
las personas tienen derecho a todos los derechos y ante un abuso o viola-
ción a los mismos, los sistemas jurisdiccional y no jurisdiccional de protec-
ción a los derechos humanos estaremos ahí para actuar con oportunidad, 
pertinencia y calidad, sin ninguna distinción o interés diverso a lograr que 
la verdad, la justicia y la reparación lleguen en todos los casos.

Muchas gracias.

Ciudad de México, 19 de abril de 2016
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Informe Anual de Actividades 2016,  
ante el Poder Judicial de la Federación

Ministro Luis María Aguilar Morales,  
Ministro Presidente de la Suprema Corte de Justicia  
de la Nación y del Consejo de la Judicatura Federal;

Señoras Ministras y señores Ministros de la Suprema  
Corte de Justicia de la Nación;

Señoras Magistradas y señores Magistrados  
del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación;

Miembros del Consejo de la Judicatura Federal,  
que nos distinguen con su presencia;

Integrantes del Consejo Consultivo de la Comisión Nacional  
de los Derechos Humanos;

Miembros y representantes de Organismos Internacionales;
Representantes de las organizaciones de la sociedad civil;
Miembros de las distintas instancias del Poder Judicial  

de la Federación,  
que hoy nos acompañan;

Compañeras y compañeros de la Comisión Nacional  
de los Derechos Humanos;

Representantes de los medios de comunicación;

Señoras y señores:

En un entorno complejo como el que enfrentaron durante 2016 los dere-
chos humanos en México, ocasionado, entre otras cosas, por el aumento 
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en la impunidad, la corrupción, la violencia y la inseguridad, donde persis-
te la desigualdad, así como la indiferencia y la ineficacia administrativa, la 
defensa y garantía de los derechos fundamentales se reveló como una 
necesidad urgente y prioritaria para dar cauce y respuesta a las demandas 
de una sociedad que ha disminuido su confianza en las instituciones, así 
como su certidumbre sobre la aplicación de la ley.

Este entorno ocasionó que la sociedad recurriera, con mayor apremio, a las 
instancias que forman los sistemas jurisdiccional y no jurisdiccional de pro-
tección y defensa de los derechos humanos en México, en su búsqueda 
de acceso real a la justicia ante el agravio o vulneración de sus derechos, 
lo cual se expresó en las 61,661 personas que acudieron a este Organismo 
nacional por estimar violentados sus derechos fundamentales por algún 
acto de autoridad y que originaron, que en 2016 se iniciara el trámite de 
25,233 nuevos expedientes, de los cuales 9,408 correspondieron a quejas 
propiamente dichas, 7,838 a orientaciones directas, 7,430 remisiones y 557 
inconformidades.

Ya sea que se acuda a la vía jurisdiccional o a la no jurisdiccional, las perso-
nas requieren que sus derechos no solo se reconozcan, sino que sean vi-
gentes. Que no solo se enuncien, sino que se materialicen y tengan una 
garantía real. Que ante el abuso del poder existan instancias a las cuales 
recurrir para lograr que la verdad, la justicia y la reparación lleguen a todos 
los casos. Que la aplicación de la ley sea la vía para erradicar la corrupción 
e impunidad que acechan la vida pública.

Las demandas de la sociedad en este sentido son crecientes y requieren 
que demos respuesta a las mismas con mayor eficiencia, maximizando 
recursos y capacidades en un entorno de racionalidad. De ahí la importan-
cia de que los sistemas jurisdiccional y no jurisdiccional de defensa de los 
derechos humanos actuemos de manera armónica y complementaria, 
asumiendo cada uno, desde su ámbito de atribuciones, un compromiso 
por una plena legalidad, en la cual, la aplicación de la norma prevenga y 
corrija abusos y arbitrariedades, haciendo realidad la aspiración de justicia 
de las mexicanas y mexicanos.
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Esto implica una labor cotidiana para promover, por una parte, que los 
derechos humanos sean el eje de toda política pública que se establezca, 
así como también, para construir una debida cultura de la legalidad, entre 
las autoridades y la sociedad, que reconozca la conveniencia de cumplir y 
aplicar la ley, de consolidar las instituciones democráticas, de ubicar el re-
conocimiento y respeto de la dignidad humana como base de la convi-
vencia social y asumir el cumplimiento de las obligaciones por parte de 
cada persona, como un complemento necesario a exigir el cumplimiento 
de los derechos.

Esta tarea no es sencilla. En la percepción pública, por ejemplo, el cumpli-
miento y aplicación de la ley con frecuencia es únicamente identificado 
con la imposición de sanciones, sin advertir la importancia radical que tie-
nen para llegar a ese momento, el que se respete el debido proceso, así 
como los demás derechos que asisten a las personas a las que se les impu-
ta la comisión de algún delito, lo cual, también implica el acatamiento y 
aplicación de la ley por parte de la autoridad. En razón de ello, durante 2016 
la actividad de estos sistemas fue con frecuencia cuestionada, entre otras 
cosas, por buscar que la ley se aplique en todos los casos y que la autoridad 
sujete su actuación al marco normativo que le es propio.

Nosotros no defendemos delincuentes. Defendemos el cumplimiento de 
la ley para todas y todos. Durante 2016 hubo voces que quisieron identifi-
car la defensa de los derechos humanos con una vía para preservar la im-
punidad e impedir la debida persecución de los delitos. Nada más alejado 
de la realidad. Cuando las autoridades violentan los derechos de las perso-
nas o no ejercen sus atribuciones conforme a la ley, incurren en actos ilíci-
tos susceptibles de ser sancionados. El respeto a la vida e integridad física 
de las personas y a garantías tales como el debido proceso, no pueden 
dejarse de lado en el marco del respeto a la ley y a los derechos humanos.

El propósito de la CNDH desde su origen ha sido de apoyo y servicio a la 
sociedad mexicana, pero también de colaboración con las demás instancias 
del Estado mexicano. Dentro de las instituciones que integran al mismo no 
hay adversarios o confrontaciones. Todas las instituciones de la República 
compartimos objetivos e intereses comunes, en tanto que nuestro trabajo 
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y servicio busca el fortalecimiento y grandeza de nuestro país, así como el 
que las mexicanas y mexicanos tengan mejores condiciones de desarrollo 
y vida, partiendo de la premisa básica del respeto a la dignidad humana.

En materia de quejas, durante 2016 las autoridades que fueron señaladas 
con mayor recurrencia como presuntamente responsables de una violación 
a derechos humanos ante esta Comisión Nacional fueron: el IMSS, en 2,074 
casos; el Órgano Administrativo Desconcentrado de Prevención y Readap-
tación Social de la Secretaría de Gobernación, 1,619; el ISSSTE, en 838; la 
Policía Federal, 660; la SEP, en 537; el Instituto Nacional de Migración, 532; 
la PGR, 512; la SEDENA, 439; la SEMAR, 258; y la SEDESOL, en 247 casos.

Las presuntas violaciones a derechos humanos que se reclamaron con 
mayor frecuencia durante el 2016, fueron prestación indebida del servicio 
público, en 2,299 casos; omitir proporcionar atención médica, 2,155; faltar 
a la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficacia en el desempeño 
de las funciones, 1,417; detención arbitraria, 548; trato cruel, inhumano o 
degradante, 528; negligencia médica, 483; acciones y omisiones que tras-
greden los derechos de las personas privadas de su libertad, 477; obs-
taculizar o negar las prestaciones de seguridad social a que se tiene de-
recho, 467; acciones u omisiones que trasgreden los derechos de los 
migrantes y de sus familiares, 462; y prestar indebidamente el servicio de 
educación, 387.

Por lo que hace a los presuntos hechos violatorios considerados de mayor 
impacto, se registraron 216 expedientes de queja en los que se denunció 
tortura; 28 casos de privación de la vida y 15 de desaparición forzada, lo 
cual representó, en los casos de tortura y desaparición forzada, un incre-
mento del 332% y del 36.3% respectivamente en comparación con 2015. 
De igual forma, los asuntos relativos a presuntas violaciones a derechos 
humanos de periodistas, se incrementaron en 16.4% de 2015 a 2016, al 
registrarse 92 expedientes por este concepto.

Lo anterior, sin dejar de lado la atención de problemáticas tan relevantes 
como las relativas a las personas en contexto de migración, en particular 
niñas, niños y adolescentes no acompañados; la violencia y discriminación 
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en razón de género o preferencia sexual; la trata de personas; las desapa-
riciones; las fosas clandestinas e irregulares; o la trata de personas, por 
enunciar tan solo algunas de las que integran la compleja agenda nacio-
nal en materia de derechos humanos.

La reforma de junio de 2011 convirtió nuestro máximo ordenamiento en 
una Constitución de Derechos Humanos. A casi 6 años, todavía no se logra 
su implementación plena y en buena medida no hemos acabado de defi-
nir y dimensionar su magnitud y alcances reales. Aspectos como el sentido 
de los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y pro-
gresividad de los derechos fundamentales, así como la forma en que las 
autoridades, de los distintos niveles y órdenes de gobierno, deben aplicar 
los mismos, aún son objeto de deliberaciones y opiniones encontradas.

Trascendimos una etapa en la que la discusión sobre la necesidad de re-
conocer o no los derechos humanos quedó atrás, para llegar a otra centra-
da en el cómo hacer que esos derechos reconocidos se materialicen, don-
de resulta indispensable que se establezcan mecanismos y vías claras para 
su aplicación y respeto, es decir, para su vigencia. Los derechos en papel 
son solo expectativas que únicamente se concretan cuando llegan a pro-
ducir efectos en la realidad de las personas.

El bloque de constitucionalidad que nos rige se transforma y redefine cons-
tantemente, lo cual ha requerido que se establezca un proceso constante 
de diálogo entre los sistemas nacionales y los sistemas regional y universal 
de protección y defensa de los derechos humanos, el cual ha sido articu-
lado, fundamentalmente, por el Poder Judicial de la Federación y que ha 
contribuido a determinar la forma como se entienden, interpretan y de-
fienden los derechos humanos en México.

En algunas ocasiones ha sido preciso esperar a que el Poder Judicial de la 
Federación emita una determinación para que se defina y delimite el sen-
tido, alcance y formas de aplicación o exigibilidad de derechos fundamen-
tales que simplemente se enuncian en alguna norma interna o instrumento 
internacional, sin precisarse un contenido concreto o forma de materializar 
los mismos en el contexto y realidad de nuestro país.
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Los derechos sin contenidos o pautas razonables de aplicación solo bana-
lizan el discurso de los derechos humanos, así como la labor de quienes 
están realmente comprometidos con su promoción y vigencia. Un derecho 
que solo se enuncia es un mero formalismo. Estamos por más y mejores 
derechos, pero la ampliación del catálogo de derechos humanos no puede 
ser arbitraria ni atender a interés o coyunturas políticas o electorales.

Defender los derechos humanos es defender la Constitución. Esta actividad 
incluye velar porque el contenido de los distintos instrumentos normativos 
que se emitan guarden coherencia con lo previsto por la Constitución y se 
preserve la integralidad de nuestro sistema jurídico. Una afectación directa 
a los derechos humanos adquiere otra dimensión cuando la vulneración 
o riesgo involucra los derechos de un mayor número de personas, como 
sucede en el caso de las leyes cuyo contenido puede trasgredir derechos 
fundamentales.

En este sentido, en ejercicio de la atribución que confiere a la CNDH la 
Constitución General de la República, durante 2016 este Organismo nacio-
nal promovió 30 acciones de inconstitucionalidad, lo cual representa casi 
el 30% de las 111 acciones interpuestas desde 2007, en contra de diversos 
ordenamientos, tanto federales como locales, en temas tales como los de-
rechos de los procesados bajo el nuevo sistema de justicia penal, libertad 
de expresión, gratuidad del derecho a la identidad, jurisdicción militar, de-
rechos de las personas con discapacidad, personas migrantes, alienación 
parental, derecho a la consulta previa e informada de pueblos y comuni-
dades indígenas, matrimonio igualitario, no discriminación y derecho al 
libre desarrollo de la personalidad, entre otros. A la fecha se encuentran en 
trámite 50 procedimientos de esta índole.

Todas y cada una de las acciones de inconstitucionalidad promovidas por 
la CNDH, están sustentadas en análisis jurídicos y valoraciones objetivas, 
con base en las cuales se ha determinado la posible existencia de una 
contradicción, entre lo dispuesto por la Constitución, y el contenido de 
alguna norma o disposición de carácter general de menor jerarquía. Sien-
do, en todos los casos, expresión de un ejercicio pleno y responsable de 
su autonomía como órgano constitucional del Estado, que busca preservar 
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y defender los derechos humanos consagrados en nuestro máximo orde-
namiento y fortalecer nuestro sistema jurídico.

Al ejercerse este mecanismo de control, se busca que los contenidos del 
artículo 1o. constitucional se materialicen, dar claridad y certeza a los des-
tinatarios de las normas sobre su aplicación y alcances, así como impedir, 
con la mayor eficacia y celeridad posible, que se apliquen normas que 
contravienen la Constitución y vulneran los derechos humanos.

Seguir los procedimientos formales para la emisión de una norma no im-
plica, necesariamente, la constitucionalidad de su contenido. De igual for-
ma, se vulneran derechos humanos cuando las leyes indebidamente otor-
gan competencias que corresponden a unas autoridades a otras. Una 
invasión competencial representa una afectación a la seguridad jurídica, y 
siempre termina por generar de manera directa o indirecta una violación 
a derechos humanos.

En ningún caso la promoción de estas acciones ha tenido un ánimo de 
confrontación con autoridades o poderes, tanto federales como locales, ni 
ha atendido a coyunturas políticas o concertaciones de cualquier otro tipo. 
Nada más falaz que eso. Al interponerse ante la Suprema Corte una de-
manda de este tipo, se visibiliza y se llama la atención de los diversos ac-
tores políticos y sociales sobre el contenido de la norma cuestionada, pro-
moviéndose un debate e intercambio de opiniones que enriquece y 
actualiza la reflexión sobre los derechos fundamentales en México. 

Mayores detalles sobre las acciones de inconstitucionalidad que esta Co-
misión Nacional promovió durante 2016, así como las demás cifras y datos 
pormenorizados relativos a su actividad durante este periodo, constan en 
el informe de actividades, del que haré entrega al concluir mi intervención 
y que puede ser consultado, con mayor profundidad, en la página web de 
este Organismo nacional.

Señoras Ministras y señores Ministros:

En nuestro país subsiste la percepción de que toda situación que implica 
la violación a una norma se arregla, no se castiga. Que al margen de quién 
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tenga la razón en una controversia o haya sido víctima de un delito, preva-
lecerán los intereses de quien tenga mejores relaciones, disponga de ma-
yores recursos y sus representantes legales estén más familiarizados con el 
soborno o las dádivas. Esto, sumado a la falta de resultados concretos de 
las autoridades, ante demandas sentidas y legítimas de la sociedad, como 
las relativas a la seguridad de las personas, ha provocado dos graves fenó-
menos que afectan los fundamentos mismos de la convivencia pacífica: la 
impunidad y la falta de credibilidad en las instituciones.

¿Qué hacer ante esto? Frente a la percepción de un Estado de Derecho 
laxo, con una amplia tolerancia al incumplimiento o contravención de la 
ley, y en un entorno en el que se registran niveles alarmantes de violencia 
e inseguridad, como los que actualmente se padecen, por ejemplo, en los 
estados de Guerrero, Tamaulipas o Veracruz, la defensa de la legalidad se 
reafirma cómo la única vía para generar las condiciones mínimas de segu-
ridad que la sociedad demanda.

Recuperar la seguridad en el marco de la ley y del respeto a los derechos 
humanos, es una prioridad que exige atención urgente en el país. No po-
demos aceptar que se vuelvan parte de nuestra normalidad, situaciones 
tales como las que se viven en algunas partes del estado de Tamaulipas, 
donde una de las respuestas que dan las autoridades ante los hechos de 
violencia que se presentan, consiste, simplemente, en avisar los lugares 
donde están sucediendo, a efecto de que las personas, por miedo a sufrir 
alguna afectación, decidan por ellas mismas restringir sus derechos de libre 
tránsito y reunión, entre otros, para permanecer resguardados en sus do-
micilios. 

La atención a los problemas de inseguridad debe ser integral y estar basa-
da en una lógica más preventiva que reactiva. Las autoridades no pueden 
renunciar o dejar de lado, bajo ningún supuesto, la responsabilidad y obli-
gación que tienen de brindar un mínimo de condiciones de seguridad a 
las personas, que permitan el normal desarrollo de sus vidas, con garantía 
de sus derechos humanos.

Si bien es cierto que la atención de algunas de las situaciones más serias 
que enfrenta nuestro país, como la desigualdad, la exclusión y la falta de 
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oportunidades, trasciende el ámbito estrictamente normativo, no podemos 
desconocer que el debido cumplimiento y aplicación de la ley, incidiría en 
la prevención y el abatimiento de la corrupción, de la impunidad, y de la 
inseguridad, cuestiones que debilitan nuestra institucionalidad y están 
vinculadas con violaciones a los derechos humanos.

Para que se generen estos efectos, el cumplimiento de la ley debe asumir-
se como una responsabilidad y un compromiso. Lo anterior, implica la ne-
cesidad de desarrollar una auténtica cultura de la legalidad en la que la 
observancia y aplicación de la ley se vuelvan una premisa irrenunciable, así 
como también la decisión de emprender un combate real y no solo formal, 
a la impunidad, a la corrupción y todo lo que ello implica. Es la hora, como 
lo he señalado en otros espacios, de un cambio ético en la vida institucio-
nal y pública de nuestro país. De reencauzar la vida nacional por un cami-
no de rectitud moral, legal y política, que ponga por delante los valores de 
la civilidad y la responsabilidad. 

México cuenta con las instituciones y el marco legal necesario para que las 
violaciones a la dignidad humana que se presenten en nuestro país puedan 
ser investigadas, los responsables sancionados y el daño reparado. Forta-
lezcamos y cuidemos las instituciones, emprendamos su rescate y recupe-
remos su credibilidad y eficacia. Lo reitero, la justicia a las víctimas y agra-
viados, la persecución de los delitos, la seguridad y el respeto a los Derechos 
Humanos, son las llaves para la consolidación de nuestro Estado Democrá-
tico de Derecho.

Los esfuerzos que emprendamos deben estar, principalmente, centrados 
y tomar en cuenta a nuestros jóvenes, a efecto de propiciar un sistema que 
les brinde opciones efectivas de desarrollo y vida, así como la garantía de 
un adecuado acceso a la justicia, previniendo las vulnerabilidades que ac-
tualmente padecen, y que los vuelven las principales víctimas y actores de 
la violencia e inseguridad que enfrentamos.

Todas las personas tienen derecho a todos los derechos y ante un abuso o 
violación a los mismos, los sistemas jurisdiccional y no jurisdiccional de 
protección a los derechos humanos debemos reiterar nuestro compromi-
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so con la legalidad y la institucionalidad, para actuar con oportunidad, 
pertinencia y calidad, sin ninguna distinción o interés diverso a lograr que 
la verdad, la justicia y la reparación lleguen en todos los casos. Para que el 
cumplimiento y aplicación de la ley vuelvan a ser el sustento y parámetro 
de nuestra convivencia.

Muchas gracias.

Ciudad de México, a 9 de mayo de 2017
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Informe Anual de Actividades 2017,  
ante el Poder Judicial de la Federación

Ministro Luis María Aguilar Morales,  
Ministro Presidente de la Suprema Corte de Justicia  
de la Nación y del Consejo de la Judicatura Federal;

Señoras Ministras y señores Ministros de la Suprema Corte  
de Justicia de la Nación;

Señoras Magistradas y señores Magistrados del Tribunal Electoral 
del Poder Judicial de la Federación;

Miembros del Consejo de la Judicatura Federal,  
que nos distinguen con su presencia;

Integrantes del Consejo Consultivo de la Comisión Nacional  
de los Derechos Humanos;

Miembros y representantes de Organismos Internacionales;
Representantes de las organizaciones de la sociedad civil;
Miembros de las distintas instancias del Poder Judicial  

de la Federación, que hoy nos acompañan;
Compañeras y compañeros de la Comisión Nacional  

de los Derechos Humanos;
Representantes de los medios de comunicación;

Señoras y señores:

Hoy vengo ante ustedes, señoras y señores Ministros, no solo a presentar 
un informe de lo hecho por la CNDH durante 2017, sino a compartir una 
preocupación sobre hechos que ensombrecen y amenazan la convivencia 
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pacífica de nuestra sociedad en estos días. La inseguridad, la violencia, la 
corrupción y la impunidad se han extendido como plagas en casi todos 
los ámbitos de la vida nacional, generando un entorno en el que las y los 
mexicanos hemos tenido que empezar a asumir como parte de nuestra 
normalidad; los elevados índices de homicidios, las violencias contra las 
mujeres, los ataques y agresiones a periodistas y defensores de derechos 
humanos; los abusos a migrantes, la trata de personas, así como la subsis-
tencia de prácticas contrarias a la dignidad humana, tales como tortura, 
desaparición forzada, detenciones y ejecuciones arbitrarias, entre otras 
cosas.

Tan preocupante como los hechos a los que me he referido, resulta el que 
empecemos a acostumbrarnos a ellos, que ”normalicemos” el horror, que 
es reflejo de una descomposición institucional y social, donde la gravedad 
y extensión de los mismos problemas que enfrentamos incide en que ten-
gamos un Estado de Derecho débil, donde existe una amplia tolerancia al 
incumplimiento o aplicación discrecional de la ley, generando un contex-
to donde algunas instituciones de la República y las autoridades han sido 
rebasadas, sus estrategias anuladas y su capacidad de control disminuida 
al límite. Los órganos del Estado no hemos hecho lo suficiente para con-
trolar y revertir esta situación a efecto de cumplir a cabalidad con nuestra 
encomienda. La existencia de un verdadero Estado de Derecho no es una 
realidad en México, es solo una aspiración.

Buena parte de la sociedad percibe la existencia de un divorcio entre lo 
previsto por las normas y lo que ocurre en la realidad, propiciando que los 
derechos humanos se asuman como meros postulados teóricos o doctri-
nales que son ajenos, o cuando menos lejanos, a la realidad material que 
viven y enfrentan las personas día con día. La confianza en el derecho y su 
aplicación ha dado paso a la desesperanza y fomentado el que la sociedad 
cada vez espere y confíe menos en las instituciones públicas y en quienes 
las integran, situación que se ha agudizado en el contexto del proceso elec-
toral que actualmente se desarrolla en nuestro país, el cual no ha estado 
exento de violencia y de impunidad, como lo ha evidenciado la serie de 
homicidios perpetuados en contra de aspirantes a cargos de elección po-
pular o miembros de institutos políticos, los cuales, en su gran mayoría, están 
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lejos de resolverse, así como la violencia y amenazas que se ejercen y ex-
presan a través de las redes sociales.

Las y los mexicanos no podemos optar por distanciarnos o considerar algo 
secundario el cumplimiento de la ley y el respeto a la institucionalidad 
democrática. Por ello, es pertinente enfatizar que el reconocimiento, res-
peto y defensa de los derechos humanos no puede atender a intereses o 
coyunturas políticas o electorales. Es un supuesto básico y condición ne-
cesaria de todo acto de autoridad, así como uno de los cimientos que dan 
sustento a nuestra institucionalidad democrática. Ante cualquier abuso de 
poder u omisión por parte de las autoridades que vulnere los derechos de 
las personas, la Suprema Corte de Justicia de la Nación y la Comisión Na-
cional de los Derechos Humanos, como partes integrales del sistema ins-
titucional y democrático de pesos y contrapesos previsto por la Constitu-
ción, están al servicio de la sociedad mexicana, a efecto de que la verdad 
y la justicia sean posibles y accesibles para cualquier persona.

En México no puede haber poderes absolutos. Las autoridades de los dis-
tintos órdenes y niveles de gobierno, así como los poderes públicos, con 
independencia de filiaciones o intereses políticos, deben sujetar sus actos 
a lo previsto en la Constitución y en sus leyes, correspondiendo al Poder 
Judicial la responsabilidad de que la ley se aplique y prevalezca, y a los 
organismos públicos de protección y defensa de los derechos humanos, 
el que tales derechos se respeten y sus trasgresiones sean evidenciadas y 
denunciadas.

Muestra de ello es que, aún en un entorno tan complejo como el que en-
frentó nuestro país durante 2017, un total de 218,695 personas recurrieron 
a este Organismo nacional para buscar apoyo, atención o asesoría, al con-
siderarla una vía real de acceso a la justicia frente a la arbitrariedad y en 
contra de la impunidad. En total desde 2012, la CNDH habría atendido a 
poco mas de 1,257,000 personas.

Durante 2017 se recibieron 38,722 escritos de queja, los cuales, previo aná-
lisis y estudio de los mismos, derivaron en la apertura de 25,959 nuevos 
expedientes, lo cual significó un aumento de más de 700 casos respecto 
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de los registrados en 2016, de los cuales 9,331 correspondieron a quejas 
propiamente dichas, 8,319 a orientaciones directas, 7,682 remisiones y 627 
inconformidades. Si bien se inició un número considerable de asuntos du-
rante el periodo que se reporta, tal hecho no implicó un aumento en el 
rezago de los mismos, toda vez que, a diciembre de 2017, frente a 25,959 
expedientes iniciados se reportó la conclusión de 26,210, con lo que se 
concluyó un mayor número de asuntos a los que se iniciaron.

Cada caso que se plantea ante la CNDH, es un testimonio de confianza en 
la institución por parte de quien lo promueve. Confianza que este Orga-
nismo nacional está comprometido a corresponder, actuando en todo 
momento con objetividad e imparcialidad, buscando ser, en los hechos, 
esa instancia antiburocrática y antiformalista cuya intervención propicie 
que cesen los abusos de poder o en su caso las omisiones que vulneran 
los derechos de las personas, así como que se reparen los daños o afecta-
ciones que se les hubiesen causado.

En este sentido, cuando las propias características de los casos así lo per-
miten, se han desarrollado mecanismos para buscar que los problemas o 
las situaciones que motiven que las personas acudan a este Organismo 
nacional, se atiendan o subsanen de la mejor forma y se busca que sea en 
el menor tiempo posible. En pocas palabras, que se restablezca el goce y 
ejercicio de los derechos violentados, se logre que la ley sea vigente y, de 
este modo, se abra espacio a la justicia. Durante 2017, del total de quejas 
registradas 4,001 se lograron resolver durante el trámite, 1,332 quedaron 
sin materia al haberse promovido que la autoridad adoptara medidas para 
subsanar los actos reclamados y en 146 casos se alcanzaron arreglos con-
ciliatorios, todo lo cual representa un total de 5,479 expedientes, lo cual 
equivale a cerca del 50% del total de expedientes de queja concluidos en 
este periodo.

Por otra parte, durante 2017, este Organismo nacional emitió 97 instrumen-
tos recomendatorios, que comprendieron 81 recomendaciones ordinarias, 
5 recomendaciones por violaciones graves, 8 recomendaciones del Meca-
nismo Nacional de Prevención de la Tortura y 3 recomendaciones genera-
les. El hecho de que se emita una Recomendación no implica, en modo 
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alguno, que el caso ya esté cerrado para la CNDH. El acceso efectivo de las 
víctimas a la reparación y restitución a la que tienen derecho, demanda 
que las autoridades que violaron derechos humanos cumplan cabalmente 
con el contenido de los puntos recomendatorios. Aceptar una Recomen-
dación, pero no cumplirla lleva implícita la revictimización de quien vio 
vulnerados sus derechos fundamentales e imposibilita que la verdad y la 
justicia se concreten.

Para coadyuvar en la tarea de que la impunidad no subsista una vez que 
se ha determinado la existencia de violaciones a los derechos humanos, 
esta Comisión Nacional ha puesto especial atención en la presentación de 
denuncias penales y de responsabilidad administrativa como consecuen-
cia de las Recomendaciones que ha emitido. De este modo, en el periodo 
comprendido de enero de 2010 a abril de 2018, la CNDH habría presenta-
do 592 denuncias penales en contra de servidores públicos, tanto federa-
les como locales, de las cuales 127 habrían sido concluidas y 465 perma-
necerían en trámite.

Por lo que hace a las denuncias de responsabilidad administrativa, entre el 
mes de enero de 2013 al 30 de abril de 2018, esta Comisión Nacional habría 
presentado 471 denuncias, de este tipo, mismas que habrían sido conclui-
das en 235 casos, habiéndose determinado la sanción de 296 servidores 
públicos. Si tomamos en consideración que durante 2013 solo fue sancio-
nado un servidor público y que en 2014 la cifra apenas llego a 14, el que 
durante 2016 se hubiese determinado responsabilidad administrativa a 110 
y en el 2017 a 117, es claro que, si existe un verdadero compromiso por 
abatir la impunidad y hacer efectivos los derechos de las víctimas, es posi-
ble dar pasos concretos en ese sentido. 

Del cúmulo de sanciones administrativas impuestas, 127 servidores públi-
cos fueron sancionados con suspensión, 85 fueron inhabilitados, 45 desti-
tuidos, y 45 amonestados, ya sea en forma pública o privada. Destaca la 
Comisión Nacional de Seguridad, con 50 servidores públicos sancionados; 
el Instituto Nacional de Migración, con 32; la Secretaría de Educación Pú-
blica con 27 y el Instituto Mexicano del Seguir Social con 23.
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Las personas y la sociedad son cada vez más conscientes de sus derechos, 
así como de la necesidad de defenderlos y exigir que sean vigentes, para 
fortalecer con ello nuestra institucionalidad democrática. Sin embargo, el 
contenido, alcance y sentido de las normas que establecen o regulan los 
derechos no siempre se encuentra definido o es lo suficientemente claro, 
siendo ésta una de las razones por las que el papel de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, en el ámbito de los derechos humanos, se visibilizó 
socialmente y adquirió especial relevancia durante 2017.

Aún, cuando ya han pasado casi 7 años de la trascendente reforma cons-
titucional en materia de derechos humanos de 2011, todavía no hemos 
podido terminar de dimensionar y definir su magnitud y alcances reales. 
Mucho menos, podríamos considerar que se ha logrado su implementa-
ción plena. Aspectos como el sentido de los principios de universalidad, 
interdependencia, indivisibilidad y progresividad de los derechos humanos, 
así como la forma en que las autoridades, de los distintos niveles y órdenes 
de gobierno, deben promover, respetar, proteger y garantizar los mismos, 
en el ámbito de sus competencias, aún son objeto de deliberaciones y 
polémica.

La actividad del Poder Judicial de la Federación en este sentido ha sido 
constante y fecunda. No han sido pocos los casos en los que, no es sino 
hasta que se emite una determinación judicial, que es posible definir y 
delimitar el sentido, alcance y formas de aplicación o exigibilidad de algún 
derecho que simplemente se enuncia en alguna norma o que entra en un 
aparente conflicto o contradicción con otros derechos o disposiciones vi-
gentes. Un derecho que solo se enuncia es un mero formalismo, los dere-
chos sin contenidos o pautas razonables de aplicación banalizan el discur-
so de los derechos humanos e inciden negativamente en las acciones para 
su protección y defensa, de ahí la necesidad de detectar y evidenciar estas 
situaciones.

Esta actividad incluye el velar porque el contenido de los distintos instru-
mentos normativos que se emitan guarden coherencia con lo previsto por 
la Constitución y se preserve la integralidad de nuestro sistema jurídico. 
Una afectación directa a los derechos humanos de las personas adquiere 
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otra dimensión cuando la vulneración o riesgo involucra los derechos de 
un mayor número de personas, como sucede en el caso de las leyes cuyo 
contenido trasgrede derechos fundamentales.

Durante 2017, la CNDH localizó y analizó 3,678 modificaciones normativas 
que se llevaron a cabo, tanto a nivel federal como local. De este conjunto 
de disposiciones, se detectaron 34 casos, preponderantemente en el ám-
bito local, en los que se estimó que las normas vulneraban derechos hu-
manos, por lo que se impugnaron mediante la acción de inconstituciona-
lidad correspondiente, de las cuales 25 se encuentran en trámite y 9 ya han 
sido resueltas. Entre diciembre de 2014 y 2017, esta Comisión Nacional ha 
promovido un total de 94 acciones de este tipo, con lo cual se ha supera-
do en casi un 300% el número total de acciones que se habían intentado 
desde 2006, año en el que se le concedió dicha atribución. 

Las temáticas y derechos que se consideraron vulnerados por las disposi-
ciones que se controvirtieron constitucionalmente, fueron diversas: en 7 
casos afectaciones al derecho a la identidad de las personas; en 4 una re-
gulación indebida de los delitos de desaparición forzada de personas, tor-
tura, así como de los tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes; en 
3 la defensa de la libertad de expresión y la necesidad de acotar la prisión 
preventiva oficiosa; en 2 la defensa de los derechos de personas con dis-
capacidad, el derecho de acceso a la información pública y la figura de la 
legítima defensa por parte de particulares; y en 1 caso los derechos de las 
víctimas, los derechos de las personas y comunidades indígenas, los dere-
chos al salario mínimo y a la vida digna, a la proporcionalidad de las penas, 
a la aplicación del arraigo, cuestiones relativas a la legalidad y taxatividad 
en materia penal, discriminación por nacionalidad, igualdad entre las par-
tes durante el procedimiento, así como registro de antecedentes penales. 
En 2 casos se impugnaron Constituciones locales por contravenir diversos 
derechos fundamentales.

Del conjunto de 9 acciones que se resolvieron, en 7 casos se declaró la 
inconstitucionalidad total o parcial de diversas disposiciones normativas 
que, desde la óptica de este Organismo nacional, violentaban o propicia-
ban que se afectaran derechos fundamentales; en 1 caso se determinó el 
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sobreseimiento de la acción por cesación de los de los efectos de la norma 
reclamada, toda vez que ante la presentación de la demanda de inconsti-
tucionalidad, la autoridad que emitió la misma prefirió modificar el precep-
to controvertido antes que el proceso de control de la constitucionalidad 
concluyera.

En el caso restante, este Alto Tribunal determinó el sobreseimiento de la 
acción de inconstitucionalidad bajo un argumento de carácter eminente-
mente formal, aduciendo falta de legitimación, que previno que entrara al 
estudio del fondo del asunto que le fue planteado. Tal vez la adopción de 
un criterio más amplio, sustentado en el principio de progresividad, así 
como en el principio pro persona, que marcaría como pauta la obligación 
de otorgar a las personas la protección más amplia posible, permitiría su-
perar el alegato de la falta de legitimación y propiciar que el beneficio 
de la determinación sobre la inconstitucionalidad de una norma alcanzara 
a más personas, por los derechos humanos que se verían afectados, sin 
necesidad de que las mismas promovieran el juicio de amparo corres-
pondiente.

Esta argumentación, que encontraría sustento en lo previsto por el artícu-
lo primero constitucional, tendría como objeto el que los sistemas jurisdic-
cional y no jurisdiccional de protección y defensa de los derechos huma-
nos, facilitaran el acceso de las víctimas a la justicia, brindándoles mayor 
certeza jurídica y un ejercicio más pleno de sus derechos. En un contexto 
donde imperan la desigualdad y la exclusión, la adopción de un criterio 
amplio evitaría que las personas, que podrían ver afectada su esfera jurídi-
ca como consecuencia de la emisión de una norma o disposición general 
por una autoridad incompetente, tuvieran que acudir a los servicios de un 
abogado y asumir los costos inherentes a la promoción de un juicio de 
garantías, como única vía posible para hacer valer sus derechos o defen-
derlos. La atención y el respeto a la dignidad de las víctimas de violaciones 
a los derechos humanos debe ser uno de los ejes básicos para el efectivo 
acceso a la justicia.

La Constitución establece límites al poder, uno de los cuales es, precisa-
mente, el reconocimiento y respeto de los derechos humanos. Aún ante 
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situaciones que requieren una atención urgente como lo son los problemas 
de violencia e inseguridad que enfrenta nuestro país, los derechos funda-
mentales de las personas no pueden ser violentados. Esta ha sido una preo-
cupación compartida y constante entre amplios grupos de la sociedad 
mexicana que encontró durante 2017 su punto de expresión más alto en 
la polémica generada con motivo de la discusión y emisión de la Ley de 
Seguridad Interior, respecto de la cual, como se hizo público oportuna-
mente, este Organismo nacional promovió también una acción de incons-
titucionalidad.

En esta acción, la CNDH hizo eco de las voces que desde la academia, las 
organizaciones de la sociedad civil, así como organismos nacionales e in-
ternacionales de protección y defensa de los derechos humanos, han con-
siderado que la Ley, en los términos en que fue formulada, no sería acorde 
al sentido y contenido de la reforma constitucional de 2011, en tanto ge-
nera la posibilidad de que se vulneren derechos y libertades básicas reco-
nocidas en favor de las y los mexicanos, además de afectar el diseño y 
equilibrio constitucionalmente establecido entre la Federación y los esta-
dos, las instituciones, órganos del Estado y los Poderes, así como posibilitar 
que se impongan restricciones a la convivencia democrática entre la so-
ciedad mexicana.

En opinión de este Organismo nacional, la Ley de Seguridad Interior con-
traviene principios establecidos por el Sistema Interamericano de protec-
ción de los derechos humanos, sobre la intervención de las fuerzas armadas 
en tareas vinculadas a la seguridad de las personas, la forma y términos en 
que deben darse las relaciones entre autoridades civiles y militares, además 
de que el sentido de sus definiciones y el lenguaje ambiguo en el que está 
redactada, permitieran la injerencia del Estado y la movilización de las Fuer-
zas Armadas, por encima de los derechos de las personas.

La promoción de esta acción no buscó, como en ninguno de los otros 
casos en que esta Comisión Nacional ha ejercido tal atribución, atacar a las 
instituciones o debilitar nuestro sistema jurídico, sino por el contrario, su 
objetivo es consolidar nuestras instituciones y preservar nuestro Estado 
Democrático de Derecho defendiendo la Constitución y los derechos huma-
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nos por ella reconocidos, los cuales representan una parte sustantiva de 
la misma.

La sociedad cada vez es más consciente de la trascendencia que tienen las 
determinaciones de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en este tipo 
de acciones que aluden al alcance y vigencia de sus derechos fundamen-
tales. Ya no ve las deliberaciones de este Alto Tribunal como algo estricta-
mente técnico y que le es ajeno, las percibe como algo que tendrá reper-
cusiones prácticas y que incidirá en su vida cotidiana. Muestra de ello fue 
la reacción que tuvieron diversos sectores ante el reciente fallo sobre la 
posibilidad de inspecciones sin orden judicial previa, en el cual fue preciso 
aclarar públicamente el sentido que específico que tendría dicha determi-
nación, precisiones que habrán de estar contenidas en el engrose corres-
pondiente.

Señoras y señores Ministros:

Nuestro país atraviesa un proceso electoral, que más allá de ser una ocasión 
para el debate, reflexión y planteamiento de ideas y propuestas para lograr 
un mejor futuro, desafortunadamente está generando crispación, animo-
sidad, polarización e incertidumbre entre algunos grupos de nuestra so-
ciedad, e incluso violencia política, la cual condenamos enérgicamente 
bajo cualquier forma en que se exprese. Los ejercicios democráticos deben 
ser ocasión para encontrar vías de salida a los problemas que enfrentamos, 
no rutas rumbo a callejones sin salida de violencia, intolerancia y división.

Ante ello, considero necesario que tanto el Poder Judicial de la Federación, 
como los organismos públicos de protección y defensa de los derechos 
humanos enfaticemos que México cuenta con un sistema democrático y 
legal en el que lo importante son las instituciones, las leyes que nos hemos 
dado, así como la autonomía e independencia de los distintos Poderes y 
órganos constitucionales, todo lo cual debe seguir siendo vigente con in-
dependencia de las personas o grupos que se vean favorecidos por el voto 
mayoritario de la población en las elecciones. Cualquier proyecto de Na-
ción, si aspira a ser legítimo y viable, debe tomar como premisa el respeto 
irrestricto a la legalidad y a los derechos y libertades de las personas.
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La defensa de la legalidad y de los derechos humanos son prioridades 
fundamentales, y obligaciones, tanto para las autoridades como para la 
sociedad, siendo la mejor defensa contra la intolerancia o cualquier tenta-
ción autoritaria, constituyendo la columna vertebral de nuestro sistema 
democrático. La defensa y respeto de los derechos humanos lleva implíci-
ta la defensa y respeto de la propia Constitución, tareas en las que la Co-
misión Nacional de los Derechos Humanos y el Poder Judicial de la Fede-
ración comparten responsabilidades y objetivos comunes.

Es cierto que requerimos fortalecer nuestra institucionalidad garantizando 
—en primer lugar— que quienes las sirven sean portadores de ese com-
promiso esencial con la razón para la que han sido creadas. Una firme ins-
titucionalidad es necesaria para desvincular la integración y operatividad 
de las mismas de cualquier sesgo meramente coyuntural. México reclama 
instituciones que cierren la brecha entre lo previsto por las normas y lo que 
ocurre en la realidad. Necesitamos de manera perentoria que la labor de 
las instituciones trascienda los términos meramente teóricos y doctrinales, 
para que su intervención sea oportuna y se conviertan en elementos de 
justicia, que consoliden la gobernabilidad democrática e impliquen mejo-
rías reales en la vida de las personas.

México no puede sucumbir en la coyuntura de ningún proceso electoral, 
mucho menos sumirse en la contemplación pasiva de la violencia y la im-
punidad. Respetemos siempre la institucionalidad democrática, impulsan-
do el cumplimiento de la ley y el reconocimiento, respeto y defensa de los 
derechos humanos. Solo las normas y las instituciones que las materializan 
pueden rescatar y fortalecer la legalidad y el respeto de la dignidad de las 
personas ante cualquier entorno que las amenace. La construcción del 
desarrollo y el bien común al que aspiramos no se logrará fomentando el 
odio, la intolerancia o la exclusión.

Renovemos una vez más, aquí y ahora, nuestro compromiso institucional 
con la ética de la función pública, con la decencia y con la responsabilidad, 
asumiendo que el fin de la política es servir y no servirse. Ser, hacer y cum-
plir, dejando constancia de ello con acciones y obras, que trasciendan las 
simples promesas, la simulación, la corrupción y los engaños. Hagamos 
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efectivas las máximas con las que Jorge Carpizo sintetizó los objetivos de 
las y los mexicanos preocupados por el respeto a la legalidad y la dignidad 
humana: “No a la impunidad”. “Nadie por encima de la Ley”. La organización 
política debe estar al servicio de las personas, de su perfeccionamiento y 
de su realización como tales.

Muchas gracias

Ciudad de México, a 8 de mayo de 2018
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Informe Anual de Actividades 2018,  
ante el Poder Judicial de la Federación

Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea,  
Ministro Presidente de la Suprema Corte de Justicia  
de la Nación y del Consejo de la Judicatura Federal;

Señoras Ministras y señores Ministros de la Suprema Corte  
de Justicia de la Nación;

Señoras Magistradas y señores Magistrados del Tribunal Electoral 
del Poder Judicial de la Federación;

Miembros del Consejo de la Judicatura Federal,  
que nos distinguen con su presencia;

Integrantes del Consejo Consultivo de la Comisión Nacional  
de los Derechos Humanos;

Miembros y representantes de Organismos Internacionales;
Representantes de las organizaciones de la sociedad civil;
Miembros de las distintas instancias del Poder Judicial  

de la Federación, que hoy nos acompañan;
Compañeras y compañeros de la Comisión Nacional  

de los Derechos Humanos;
Representantes de los medios de comunicación;

Señoras y señores:

Durante 2018 México no pudo superar la crisis que desde hace varios años 
enfrenta en materia de derechos humanos, misma que, por el contrario, se 
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acentuó en varios aspectos al ser, entre otras cosas, el año más violento en 
la historia del país, lo cual agravó un entorno caracterizado por la falta de 
respuestas efectivas ante problemas tan graves como la inseguridad, la 
impunidad y cuestiones tales como los miles de personas desaparecidas, 
la prevalencia de la tortura, el desplazamiento forzado interno, la explota-
ción y abuso a migrantes, las fosas clandestinas e irregulares, la persistencia 
de la violencia de género, la trata de personas, así como la falta de un ac-
ceso real y efectivo a la justicia, y la debilidad del Estado de Derecho.

La CNDH, como una institución del Estado, independiente de gobiernos, 
partidos, intereses políticos o de cualquier otra índole, cuya vocación y 
justificación última está en el servicio a México y a las y los mexicanos, ha 
acompañado a las víctimas y ejercido su papel como un contrapeso insti-
tucional ante los abusos de poder, proporcionando una vía a todas las 
personas para que sus derechos se defiendan y protejan. Como consecuen-
cia del reclamo y la necesidad de justicia y reparación de las víctimas y de 
la sociedad, durante 2018 un total de 158,960 personas recurrieron a este 
Organismo nacional para buscar apoyo, atención o asesoría. Se recibieron 
44,274 escritos, de los cuales, previo análisis y estudio de los mismos, deri-
varon en la apertura de 25,889 nuevos expedientes, de los cuales 9,002 
correspondieron a quejas propiamente dichas, 7,855 a orientaciones direc-
tas, 8,395 remisiones y 637 inconformidades. Tan solo estos asuntos, impli-
caron la atención de un total de 77,404 personas agraviadas.

Si agrupáramos las quejas recibidas por sectores, el de salud congregaría 
el mayor número de quejas durante 2018, con 4,043 casos, seguidos por 
el de seguridad, con 1,734, el educativo, con 892 y el social, con 328. Res-
pecto de 2015, las quejas vinculadas al sector salud, educativo y social, 
pasaron de 3,069 a 4,043 casos, de 669 a 832, y de 257 a 328, respectiva-
mente. Mientras que algunos sectores como el de salud, han presentado 
un incremento en los últimos años, las quejas recibidas vinculadas al sector 
seguridad pasaron de 2,292 en 2015 a 1,734 en 2018, disminución que si 
bien podría verse como algo positivo, no resulta suficiente, en tanto los 
hechos denunciados en este ámbito frecuentemente implican las conduc-
tas más graves en materia de derechos humanos y, aún con la disminución, 
continúan ocupando el segundo lugar de quejas presentadas en su contra.



mensajes del presidente de la cndh ante los poderes de la unión 2014-2019 201 

Las cifras que he mencionado, dejan en claro que los derechos humanos 
en nuestro país, enfrentan una crisis en diversos rubros. Con base en el 
número de quejas recibidas por este Organismo nacional, sería claro que 
salud, la seguridad, la justicia y educación son las áreas que requieren aten-
ción prioritaria en el país, donde pese a los recursos destinados para ello y 
las acciones implementadas, las autoridades no han podido dar una res-
puesta pertinente y debida a las demandas de la sociedad y, en particular, 
de los grupos con mayor condición de vulnerabilidad.

Durante 2018, este Organismo nacional emitió 101 instrumentos recomenda-
torios, que comprendieron 90 Recomendaciones ordinarias, 8 Reco men-
daciones por violaciones graves y 3 Recomendaciones generales. Lo anterior 
implicó un aumento respecto de 2017 en el rubro de recomendaciones ordi-
narias que pasó de 81 a 90 y en el de recomendaciones por vio laciones gra-
ves, que pasó de 5 a 8. En el caso de estas últimas recomendaciones, las mis-
mas representan casi la mitad del total de 19 recomendaciones, que se han 
formulado bajo tal calificación, durante la existencia de la CNDH, siendo 
dirigidas a 40 autoridades, siendo las 3 instancias que recibieron más reco-
mendaciones de este tipo, la Procuraduría General de la República, con 6 
casos, y las Secretarías de la Defensa Nacional y Marina, con 3 casos cada una.

Sin desconocer que los hechos que les dieron origen son anteriores a 2018, 
durante este año se pudieron concluir las investigaciones de casos tan 
graves como la serie de detenciones arbitrarias, retenciones ilegales, actos 
de tortura, violencia sexual, y cateos ilegales, entre otras conductas, en que 
incurrieron miembros de la Secretaría de la Defensa Nacional y de la Secre-
taría de Marina en diversas entidades de la República; los abusos cometidos 
en contra de niñas, niños y adolescentes en una casa hogar, en Zamora, 
Michoacán; así como los casos emblemáticos de Palmarito Tochapan, en 
Puebla y Allende, en el estado de Coahuila.

Asimismo, se emitió la Recomendación relativa al “Caso iguala”, mismo en 
el que la extensión, alcance y duración del trabajo desarrollado por este 
Organismo nacional estuvo determinado por la falta de información con-
fiable con la que contaban las autoridades que en ámbitos diversos desa-
rrollaban la investigación del caso, así como en la serie de negativas y obs-
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táculos que enfrentó para el desarrollo de sus labores. Para determinar la 
existencia de violaciones a los derechos humanos, la CNDH se vio forzada 
a realizar, en el ámbito de sus atribuciones, la investigación que otras ins-
tancias no pudieron o no quisieron llevar a cabo en forma pertinente y 
debida. La muy grave y lamentable colusión entre autoridades y organiza-
ciones criminales ocasionó la pérdida de la vida de 6 personas, lesiones a 
42, y la desaparición forzada de 43 más. Las omisiones y la actuación indo-
lente de varias instancias de procuración e impartición de justicia, ocasio-
nó la contaminación y pérdida de evidencias y pruebas, así como el que 
no se hayan agotado múltiples líneas de investigación y el que diversas 
consignaciones de presuntos responsables hayan sido indebidamente formu-
ladas, lo cual ha ocasionado que varios de ellos no puedan ser juzgados y 
subsista la impunidad.

En los casos que llegan a la emisión de una Recomendación, no es inusual 
que la autoridad proporcione información falsa o incompleta a la CNDH o 
que busque obstaculizar administrativa u operativamente el desarrollo de 
la investigación correspondiente, lo cual ocasiona que este Organismo na-
cional tenga que obtener por medios propios la información relevante 
sobre el caso, así como realizar dictámenes técnicos especializados para 
sustentar en elementos objetivos de convicción sus pronunciamientos. 
Cada Recomendación está sustentada en hechos, no en presunciones o 
simples dichos, la verdad que se denuncia y hace pública tiene respaldo 
en una investigación objetiva y profesional en la que, frecuentemente, el 
conocimiento técnico y científico especializado aporta los elementos de-
terminantes en cada caso.

La autoridad que no acepta una Recomendación o no atiende los puntos 
recomendatorios contenidos en la misma, da la espalda a los derechos 
humanos, a las víctimas de los mismos y contribuye a que en nuestro país 
subsista un entorno de impunidad, arbitrariedad y abuso de poder. La de-
fensa y respeto de los derechos humanos no depende de ideologías, inte-
reses políticos, económicos o de cualquier otra índole. Toda autoridad, por 
el hecho de serlo, está obligada a asumir como premisa de su actividad el 
respeto y vigencia de los derechos humanos. No hay programa de gobier-
no o política económica cuyo cumplimiento o aplicación pueda excusar 
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el que se vulneren derechos humanos o se debilite la institucionalidad 
democrática para promover o preservar decisiones autoritarias. Es parte 
del debido digno y debido desempeño de las instancias jurisdiccionales, 
así como de las encargadas de la protección y defensa de derechos funda-
mentales, evidenciar y remediar estos casos, pugnando con autonomía y 
apego a la legalidad, por el respeto de la dignidad humana, frente a inte-
reses particulares o de grupo que la desconocen o agravian.

Detrás de buena parte de los hechos reclamados ante este Organismo 
nacional, subyacen reclamos básicos por una verdadera legalidad y un 
efectivo acceso a la justicia. La CNDH y las demás instancias del sistema 
no jurisdiccional de protección y defensa de los derechos humanos son 
para todas las personas, pero en particular para las que presentan mayor 
condición de vulnerabilidad una vía cercana y expedita para buscar la vi-
gencia de sus derechos al margen de procedimientos, formalismos e ins-
tancias ju diciales que frecuentemente, no les son accesibles. Las leyes 
existen, pero no se aplican o respetan, y con frecuencia sus contenidos 
son poco claros o, inclusive, propician contradicciones con otras normas, 
ante lo cual las personas viven en un ambiente de incertidumbre, al no sa-
ber si las normas se van a cumplir o la forma como se van a interpretar para 
su cumplimiento.

En este sentido, la actividad del Poder Judicial de la Federación, desde hace 
varios años, ha sido constante y relevante en el reconocimiento y defensa 
de los derechos humanos, al asumir los mismos como una de las pautas o 
ejes que sustentan las resoluciones que emite en los casos que se ponen 
a su consideración. Los criterios judiciales que se han integrado y emitido, 
resultan un instrumento de primera utilidad para el desarrollo de las tareas 
que constitucionalmente corresponden a la CNDH, así como para la forma 
y términos en que los derechos humanos pueden ser vigentes en México. 
Dentro de las atribuciones de esta Comisión Nacional, se encuentra el ve-
lar porque el contenido de los distintos instrumentos normativos que se 
emitan guarden coherencia con lo previsto por la Constitución y se preser-
ve la integralidad de nuestro sistema jurídico. Una afectación directa a los 
derechos humanos de las personas adquiere otra dimensión cuando la 
vulneración o riesgo involucra los derechos de un mayor número de per-
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sonas, como sucede en el caso de las leyes cuyo contenido trasgrede de-
rechos fundamentales.

El Gobierno de la República lo ha señalado reiteradamente: nadie al margen 
ni por encima de la ley. Este postulado refleja lo prescrito por el artículo 1º 
constitucional, el cual impone a todos los servidores públicos, la obligación 
de acatar el marco constitucional y legal vigente, así como respetar, defen-
der y promover los derechos humanos reconocidos por la Constitución y 
en los tratados internacionales. Esta obligación comprende también el 
ejercicio de la función legislativa y la necesidad de que las leyes y demás 
disposiciones que se emitan no vulneren el reconocimiento, ejercicio o 
goce de derechos fundamentales.

La promoción de las acciones de inconstitucionalidad no busca, en ningún 
caso, atacar a las instituciones o debilitar nuestro sistema jurídico, sino por 
el contrario, su objetivo es consolidar nuestras instituciones y preservar 
nuestro Estado de Derecho defendiendo nuestra Constitución y los dere-
chos humanos por ella reconocidos, los cuales representan una parte sus-
tantiva de la misma. Respetar y defender los derechos humanos lleva im-
plícito el respeto y defensa de la Constitución.

Respecto a este punto, en 2018 la CNDH promovió 53 acciones de incons-
titucionalidad, para lo cual fue necesario continuar con el mecanismo in-
terno que se estableció para la revisión electrónica y manual de publica-
ciones oficiales, tanto federales, como locales y municipales, habiéndose 
detectado y revisado un total de 2,896 reformas o adiciones normativas, 
de las cuales 189 se estimaron inconstitucionales, correspondiendo 184 a 
actos emitidos por legislaturas locales y cinco por el H. Congreso de la 
Unión.

Durante 2018, la Suprema Corte de Justicia de la Nación resolvió 27 accio-
nes de inconstitucionalidad de las promovidas por esta Comisión Nacional. 
En 17 de esos casos, se declaró la invalidez de al menos un artículo que 
implicaba una vulneración a los derechos humanos, llegándose a realizar 
en varios casos una interpretación conforme de las leyes que se impugna-
ron. Es de resaltarse qué en 3 asuntos, los congresos locales que emitieron 
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las leyes impugnadas por esta CNDH decidieron modificar sus normas an-
tes de que el Pleno emitiera su sentencia para evitar fueran declaradas 
violatorias de derechos fundamentales. En total, las resoluciones emiti-
das por este Alto Tribunal, en acciones de inconstitucionalidad promovidas 
por la CNDH, impactaron durante 2018 en 189 leyes, tanto locales como 
federales.

Entre las resoluciones más relevantes emitidas respecto de estas acciones 
por la SCJN destaca la relativa a la Ley de Seguridad Interior, la cual ratificó 
la necesidad de que la seguridad pública y la participación temporal de las 
Fuerzas Armadas en ese ámbito se sujeten estrictamente a lo previsto por 
la Constitución y sea acorde con los parámetros internacionalmente reco-
nocidos, los cuales plantean restringir al mínimo tales intervenciones y 
fortalecer el control de autoridades e instituciones civiles en ese campo.

En otra determinación, este Alto Tribunal reconoció la legitimación de este 
Organismo constitucional para impugnar cuestiones relacionadas con as-
pectos competenciales, lo cual posibilita una protección más amplia a los 
derechos humanos en aras de proporcionar seguridad jurídica a las perso-
nas. Asimismo, al resolver la inconstitucionalidad de diversas leyes de in-
gresos dado su vigencia anual, además de expulsarlas de nuestro sistema 
jurídico, ha vinculado al legislador local a no repetir los mismos vicios de 
inconstitucionalidad al legislar para el siguiente año fiscal, lo cual tiene un 
impacto directo en la protección del derecho a la identidad, derecho a la 
igualdad y no discriminación, así como el principio de gratuidad en el ejer-
cicio del acceso a la información.

Desde el 2006, año en el que se le otorgó la facultad a esta Comisión Na-
cional de promover acciones de inconstitucionalidad, hasta junio de 2019, 
se han presentado ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación un total 
de 230 acciones de esta índole. Durante el periodo del 2006 al 15 de no-
viembre de 2014, se promovieron un total de 39 demandas, mientras que, 
en la actual administración, se han presentado 191 acciones de este tipo. 
De las 230 acciones de inconstitucionalidad señaladas, se han resuelto 116 
y 114 continúan en trámite. Cada resolución que emite este Alto Tribunal 
en una acción de inconstitucionalidad, abona a la causa de los derechos 
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humanos, toda vez que, o bien se previene la aplicación de una norma que 
sería contraria a los mismos, o se establecen los criterios para su debida 
interpretación y aplicación, con respeto a los derechos humanos. Con la 
promoción de las acciones de inconstitucionalidad, ganan siempre los de-
rechos humanos.

Señoras y Señores Ministros:

Los habitantes de este país no podemos seguir sujetando nuestro destino 
y planes de desarrollo y vida al miedo, a la desconfianza, a la incertidumbre 
que genera la inseguridad, la violencia y la impunidad. Requerimos una 
transición a la genuina legalidad, sustentada en el respeto de los derechos 
humanos. Esta cultura de la legalidad se debe fortalecer, tanto entre auto-
ridades, como entre la sociedad, para que partiendo del interés y objetivo 
común de lograr un México donde se exijan los derechos, pero se cumplan 
con las obligaciones, donde la observancia y aplicación de la ley no sea 
susceptible de negociación o se realice de manera selectiva, y exista una 
institucionalidad fuerte, podamos recobrar la expectativa de un rumbo de 
paz, seguridad y desarrollo que nos permita dejar de lado el miedo y la 
incertidumbre, para que cada persona y como sociedad, volvamos a tomar 
el control y responsabilidad de nuestro futuro, el cual se encuentra empa-
ñado por la violencia, la impunidad y la corrupción.

Las y los mexicanos no podemos optar por distanciarnos o considerar algo 
secundario el cumplimiento de la ley y el respeto a la institucionalidad 
democrática. Ante ello, es pertinente enfatizar que el cumplimiento y apli-
cación de la ley, así como el reconocimiento, respeto y defensa de los de-
rechos humanos, no pueden atender a intereses o coyunturas políticas o 
electorales. Son supuestos básicos y condición necesaria de todo acto de 
autoridad, así como uno de los cimientos que dan sustento a nuestra ins-
titucionalidad democrática. Ante cualquier abuso de poder u omisión por 
parte de las autoridades que vulnere la esfera jurídica de las personas, las 
y los mexicanos cuentan con garantías efectivas para hacer valer sus dere-
chos, mediante normas e instituciones cuya encomienda esencial es la 
vigencia de la legalidad y el respeto de la dignidad de las personas.
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En este sentido, el Poder Judicial de la Federación y la Comisión Nacional 
de los Derechos Humanos, como partes integrales del sistema institucio-
nal y democrático de pesos y contrapesos previsto por la Constitución, son 
la mejor garantía que tiene la sociedad mexicana de que la verdad y la 
justicia son posibles y accesibles para cualquier persona. En México no 
puede haber poderes absolutos. Las autoridades de los distintos órdenes 
y niveles de gobierno, así como los poderes públicos, con independencia 
de filiaciones o intereses políticos, deben sujetar sus actos a lo previsto en 
la Constitución y en sus leyes, correspondiendo al Poder Judicial la respon-
sabilidad de que la ley se aplique y prevalezca, y a los organismos públicos 
de protección y defensa de los derechos humanos, el que tales derechos 
se respeten y sus trasgresiones sean evidenciadas y denunciadas.

La Constitución establece límites al poder, uno de los cuales es, precisa-
mente, el reconocimiento y respeto de los derechos humanos. Aún ante 
situaciones que requieren una atención urgente como lo son los problemas 
de violencia e inseguridad que enfrenta nuestro país, los derechos funda-
mentales de las personas no pueden ser violentados. Nadie puede opo-
nerse a que se revisen las estructuras del poder, a que se investiguen y 
sancionen los actos de corrupción, se abata la impunidad y se haga un 
mejor ejercicio de los recursos públicos. Sin embargo, la consecución de 
estas metas, no puede implicar que se vulneren derechos; que los conte-
nidos de las leyes se vuelvan objeto de negociación para atender no al 
mayor y mejor interés de las personas, sino a postulados o premisas polí-
ticas e ideológicas; que se debiliten o se vuelvan ineficientes o inoperantes 
las instituciones democráticas; que el servicio público se degrade y pau-
perice la función pública en aras de economías de corto plazo que propi-
cien que se pierda la capacidad, formación y conocimientos de las personas 
que, como sucede en el Poder Judicial de la federación, se han formado y 
especializado en el servicio público, al ver el mismo como una opción 
viable de desarrollo y vida.

México cuenta con un sistema democrático y legal en el que lo importan-
te son las instituciones, las leyes que nos hemos dado, así como la autono-
mía e independencia de los distintos Poderes y órganos constitucionales, 
todo lo cual debe respetarse y seguir siendo vigente con independencia 
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de personas o grupos en el poder. La reforma de junio de 2011 convirtió 
nuestro máximo ordenamiento en una Constitución de Derechos Huma-
nos, por lo que, en consecuencia, la defensa y respeto de los derechos 
humanos lleva implícita la defensa y respeto de la propia Constitución, 
tareas en las que la Comisión Nacional de los Derechos Humanos y el Poder 
Judicial de la Federación comparten responsabilidades y objetivos comu-
nes. La defensa de la legalidad y de los derechos humanos son prioridades 
fundamentales, y obligaciones, tanto para las autoridades como para la 
sociedad, y constituyen la mejor defensa contra la intolerancia o cualquier 
tentación autoritaria, siendo la columna vertebral de nuestro sistema de-
mocrático.

Es preciso que se entiendan las características, atribuciones propias y se 
fortalezcan los sistemas con los que cuenta nuestro país para la protección 
y defensa de los derechos humanos. El Ombudsperson no puede erigirse 
como un sustituto de las instancias jurisdiccionales, pero también, las de-
terminaciones de estas últimas, no deben vulnerar el ámbito propio de 
actuación del primero ni pretender desvirtuar su naturaleza. Por su natu-
raleza y características, las investigaciones y procedimientos ante los orga-
nismos públicos de protección y defensa de los derechos humanos no 
pueden equipararse a los de un proceso jurisdiccional, ni constituyen actos 
de autoridad. Pretender subsumir los pronunciamientos del Ombudsperson 
dentro de los actos ordinarios de autoridad, más que contribuir a fortalecer 
la legalidad en nuestro país constituye un primer paso a que se haga nu-
gatorio, en los hechos, el sistema no jurisdiccional de protección de dere-
chos previsto en la Constitución.

El hablar a favor de los derechos humanos, no implica en modo alguno abo-
gar a favor de la impunidad o de la ilegalidad. La verdadera y real trans-
formación que nuestro país requiere implica un cambio por el respeto a la 
legalidad, por la vigencia de los derechos humanos, por la inclusión, la to-
lerancia y el desarrollo de todas y de todos, en un contexto de justicia, de 
verdad y transparencia en el que la dignidad humana se reconozca y respete.

Nuestro país requiere una institucionalidad fuerte, que consolide nuestra 
democracia y fortalezca la unidad de nuestra Nación. Las instituciones mar-
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can pautas e imponen límites a la actuación de personas y autoridades, 
generan certidumbre en la sociedad y dan cauce a la conciliación de inte-
reses individuales y colectivos. Las instituciones constituyen un medio de 
control para evitar que exista la posibilidad de arbitrariedades y que, si 
éstas se presentan, los derechos violentados puedan ser resarcidos. Las 
instituciones son garantías de que los derechos sean vigentes y se respeten, 
tareas en las que el Poder Judicial de la Federación y los organismos públi-
cos de protección y defensa de los derechos humanos tienen mucho que 
aportar si asumen el ejercicio de sus atribuciones con responsabilidad, 
respeto y preservan la dignidad de las mismas.

La existencia o no de violaciones a los derechos humanos no es una cues-
tión que se pueda negociar o se deba interpretar a la luz de intereses po-
líticos o de preferencias ideológicas. Del mismo modo, la alta responsabi-
lidad y dignidad inherentes al ejercicio de la función jurisdiccional, no 
admiten condicionamiento o sesgo alguno, más allá de la cabal, objetiva 
y acuciosa interpretación de los hechos planteados y probados en los ex-
pedientes, así como de la aplicación debida de las normas. Ambas funcio-
nes dan certidumbre a las personas y consolidan la institucionalidad de-
mocrática en nuestro país. Ante los retos actuales, que la rectitud de 
nuestras conductas y el cabal desempeño de nuestras funciones, sean el 
mejor testimonio en el juicio que la historia haga de la forma como le res-
pondimos a México y a su sociedad, en este momento coyuntural, en el 
que tuvimos la oportunidad y responsabilidad de servirles.

Muchas gracias

Ciudad de México, a 24 de junio de 2019
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Premio Nacional  
de Derechos Humanos 2014

Señor licenciado Enrique Peña Nieto, 
Presidente Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos;

Señor licenciado Miguel Ángel Osorio Chong, 
Secretario de Gobernación;

Señor licenciado Javier Hernández, 
Representante del Alto Comisionado de las Naciones Unidas;

Respetables miembros del presídium;
Distinguidas personalidades que nos acompañan  

en esta ceremonia de premiación;
Amigos de los medios de comunicación;

Señoras y señores:

Los derechos humanos están en crisis en algunas regiones de nuestro país. 
Ante este panorama adverso, hoy se entrega el Premio Nacional de Dere-
chos Humanos 2014. A 66 años de la aprobación de la Declaración Univer-
sal de Derechos Humanos, el anhelo por vivir bajo el paradigma de respeto 
pleno a la dignidad humana sigue vigente. La conquista y reconocimiento 
de estos derechos aún enfrentan desafíos múltiples y en México atraviesan 
una etapa muy compleja.

Casos tan condenables como los de Iguala y Tlatlaya han sacudido nuestra 
conciencia. Calles y plazas se llenan de personas que protestan, dando 
visibilidad a exigencias que hasta hace poco estaban dispersas. Existe un 
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malestar social muy difundido, pero no necesariamente tiene su origen y 
se limita a estos casos, los cuales, más bien han catalizado un largo proce-
so de frustración de expectativas iniciado años atrás, pero que no fue ad-
vertido con oportunidad en sus diferentes vertientes económicas, sociales 
y culturales.

La violencia, la inseguridad, la corrupción y la impunidad han provocado, 
además de dolor e indignación, un sentimiento de desconfianza hacia 
nuestras instituciones, de malestar, de fractura en nuestro Estado de Dere-
cho, así como una percepción de lejanía e indiferencia de las autoridades 
ante los reclamos de la sociedad.

Las manifestaciones son una expresión de hartazgo ante la impunidad, de 
indignación por la complicidad entre algunas autoridades y delincuentes, 
y de inconformidad ante los abusos de poder y la falta de respuesta de las 
autoridades a las demandas por un país más justo e incluyente.

Los oprobiosos hechos de Iguala y Tlatlaya no son producto de una “gene-
ración espontánea”; las condiciones que los propiciaron se gestaron pau-
latinamente desde hace tiempo. Los mexicanos tenemos un reclamo de 
justicia y de verdad: ¿Dónde estaban las Instituciones de Seguridad del 
Estado que debían prevenir los riesgos y amenazas a la seguridad interior 
y al orden público? ¿Qué hacían las autoridades competentes de los dis-
tintos niveles de Gobierno cuando acontecían esos deleznables episodios? 
¿Cómo pudimos llegar a tal grado de deterioro social e institucional en esas 
regiones del país?

Los reclamos de justicia y de verdad tienen diversos medios de expresión. 
Las manifestaciones públicas son tal vez el medio más visible de protesta, 
la cual también ha encontrado espacios para surgir en múltiples ámbitos, 
como los académicos, los culturales, los periodísticos y en las redes sociales. 

Desafortunadamente, este ejercicio legítimo de derechos se ha visto afec-
tado por las acciones de grupos minoritarios violentos que ante las circuns-
tancias que atravesamos quisieran generar un contexto de ruptura y pola-
rización social.
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La injusticia, la mentira y la violencia, sea cual sea su origen, agreden y 
debilitan a México. La verdad, la transparencia, el imperio de la ley y el 
diálogo, nos fortalecen y dignifican a todos.

Es imperativo atender el tema de la impunidad, que es el mayor flagelo 
que debemos erradicar. Impunidad que alienta a los transgresores de la 
ley, mina la confianza en las instituciones, atropella el ordenamiento jurí-
dico vigente y humilla a las víctimas. No podemos mantenernos indiferen-
tes o aceptar la impunidad. La impunidad es el preludio de la barbarie.

La esperanza de una convivencia pacífica, armónica y apegada a la ley, solo 
se podrá concretar si la defensa y protección de los derechos humanos se 
asume como el eje de toda actuación del poder público. Coincido con las 
voces que han expresado la necesidad de conjugar tres dimensiones bá-
sicas para posibilitar la vida en común en nuestro país, las cuales son: el 
ejercicio pleno de las libertades y derechos, la construcción de un piso 
común de satisfactores materiales y culturales que propicie la cohesión e 
inclusión social, y el fortalecimiento de un Estado de Derecho que en ver-
dad sea digno de tal nombre.

En esta lucha por la vigencia de los derechos humanos, la participación 
activa de la sociedad civil es indispensable. Los defensores de derechos 
humanos son, con frecuencia, la primera voz de denuncia de los abusos y 
las omisiones de la autoridad, aportan a la construcción de modernas ciu-
dadanías que fomentan la participación directa, activa y propositiva en los 
espacios públicos, dando cauce a las legítimas demandas y reivindicaciones 
sociales que permitan a todas las personas, en igualdad de condiciones, 
acceder al pleno goce de sus derechos, sin exclusión, marginación o dis-
criminación alguna. Éstos son los casos de Juan Manuel Estrada Juárez y 
de Mayela García Ramírez.

El ingeniero Estrada Juárez se ha distinguido por la defensa de los derechos 
humanos de los menores; ha sido un promotor del rescate de niños que 
han sido víctimas de robo, desaparecidos, sustraídos o separados, de dife-
rentes maneras, del seno familiar y de la protección de sus padres, con 
diversos propósitos.
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Por su parte, la licenciada García Ramírez se ha distinguido por sus trabajos 
en favor de los derechos de las mujeres, mediante el apoyo a madres sol-
teras, la denuncia de feminicidios, la promoción de leyes y protocolos de 
seguridad, la lucha contra la violencia de género y el apoyo para recuperar 
la custodia de sus hijos.

La actividad diaria de todos los defensores y de las organizaciones de la 
sociedad civil está modificando, para bien, nuestra realidad. Es por ello que 
en este acto quiero reconocer, pública y expresamente, ese esfuerzo.

Si bien hoy distinguimos a dos personas genuinamente comprometidas 
con la causa de los derechos humanos, el premio, simbólicamente, consi-
dero que lo merece toda la sociedad civil organizada.

Promoveré que en sus próximas entregas, este Premio Nacional tenga una 
difusión más amplia y una mayor participación, a efecto de que se forta-
lezca y consolide como un reconocimiento a quienes son factor de cambio 
y ejemplifican lo mejor de nuestra sociedad.

Señor Presidente, 
Distinguidas invitadas e invitados:

No puede haber vuelta atrás, no hay manera de recuperar la engañosa 
“normalidad” que como país teníamos antes de los hechos de Iguala o 
Tlatlaya, porque era anómala, estaba asentada, en parte, en la simulación, 
la ausencia de información pertinente, la desidia, la indolencia y la falta de 
responsabilidad pública de quienes propiciaron ese estado de cosas. Revi-
semos autocríticamente el camino andado e intentemos reorientar nues-
tras acciones. Entender la complejidad del enojo colectivo y el riesgo de 
erosión de la legitimidad gubernamental obliga a un cambio de actitud, 
de estrategia y de discurso. No se trata de rediseñar el país, sino de esta-
blecer prioridades.

En este aniversario de la Declaración Universal de Derechos Humanos te-
nemos la oportunidad histórica, no solo de superar la situación actual, sino 
de redefinir para bien el futuro de México. Lo haremos si sabemos entender 
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y atender nuestra realidad, si volvemos a escucharnos y podemos dialogar 
para buscar la paz, la verdad y la justicia. Este entendimiento y reflexión nos 
darán la oportunidad de evolucionar como individuos y como sociedad, y 
encauzar nuestras diferencias.

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, con sustento en el reco-
nocimiento pleno de la dignidad humana y en ejercicio de su autonomía, 
acompañará todo esfuerzo que desde las instituciones y la sociedad civil 
se emprenda con objeto de concretar ese México pacífico, próspero, justo 
e incluyente al que aspiramos.

Es urgente ubicar en el centro de toda la administración pública la defen-
sa y protección de los derechos humanos y la atención integral a las vícti-
mas. Es un requisito indispensable para todo acto de gobierno.

Todo el apoyo al ejercicio de la libertad de expresión y de la protesta pací-
fica dentro del marco de la ley, y la aplicación estricta de la misma a quien 
ejerza violencia, afectando derechos e intereses de terceros. Es obligación 
de la autoridad dar cauce a las muestras de descontento, escuchar las ne-
cesidades expresadas y generar canales o vías adecuadas para responder 
a ellas efectivamente. También lo es la oportuna y debida aplicación de la 
ley, la cual lleva implícito el respeto a los derechos humanos.

Por complejas que sean las circunstancias, México no puede permitir el 
debilitamiento de su Estado de Derecho.

Muchas gracias.

México, D. F., a 12 de diciembre de 2014
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Premio Nacional  
de Derechos Humanos 2015

Señor licenciado Enrique Peña Nieto, 
Presidente Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos;

Consuelo Gloria Morales Elizondo  
y Sandra Jiménez Loza, 
Respetables miembros del presídium;

Distinguidas personalidades que nos acompañan  
en esta ceremonia de premiación;

Señoras y señores:

El reconocimiento, defensa y promoción de los derechos fundamentales, 
así como la vigencia plena del Estado Democrático de Derecho, son las 
únicas vías para lograr la justicia, tanto para los individuos como para la 
sociedad. En materia de derechos humanos no solo basta creer, hay que 
hacer.

Aun cuando es innegable que nuestro país ha realizado grandes avances 
en el reconocimiento de los derechos fundamentales de las personas, así 
como en el establecimiento de instituciones para su protección y vigencia, 
lo cierto es que la agenda nacional en materia de derechos humanos re-
gistra múltiples pendientes y desafíos que demandan su atención urgente, 
entre los cuales se encuentran las cuestiones relativas a las desapariciones, 
así como a la protección a niñas, niños y adolescentes, ámbitos en los que 
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hoy reconocemos la destacada trayectoria de dos mexicanas comprome-
tidas con la dignidad de las personas.

El problema de las desapariciones desafía y cuestiona las capacidades y 
recursos del Estado mexicano para dar respuesta a una situación que, con 
el paso del tiempo, se está convirtiendo en un obstáculo que no hemos 
podido superar en nuestro camino rumbo a una cultura sustentada en la 
observancia de los derechos humanos.

Hace algún tiempo usted planteó, Señor Presidente, varias medidas que 
habrían logrado incidir de manera positiva en la atención de este problema, 
entre las cuales se encontraban, además de la emisión de la Ley General 
en Materia de Desaparición Forzada, la creación de un Sistema Nacional de 
Búsqueda de Personas No Localizadas, así como un Sistema Nacional de 
Información Genética, mismas que, por diversos factores y actores, aún no 
se han concretado. Lo mismo ha sucedido con las acciones que esta Co-
misión Nacional sugirió emprender en la materia, así como con las reco-
mendaciones formuladas por el Comité respectivo de la Organización de 
Naciones Unidas.

El problema de las desapariciones en México es una cuestión dramática, 
ajena a toda noción de respeto a la dignidad de las personas, cuya magni-
tud es preciso dimensionar objetivamente. Al día de hoy, aún no podemos 
contar con información real e integrada conforme a estándares internacio-
nales, que nos permita distinguir los casos que efectivamente puedan im-
plicar una desaparición forzada, de aquellos que están vinculados a la de-
lincuencia organizada o respondan a otras causas. Sin esta información, 
difícilmente se podrán establecer acciones integrales y coordinadas de 
búsqueda, así como deslindar las responsabilidades correspondientes en 
cada suceso.

Si bien es de reconocer el esfuerzo que busca la creación de unidades ad-
ministrativas avocadas a la investigación de los casos de desaparición, así 
como la formulación de propuestas normativas en este tema, si no se dota 
a las áreas especializadas de investigación de la información pertinente 
sobre los asuntos de desaparición; se les asignan y proporcionan recursos 
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y capacidades, técnicas y humanas suficientes, adecuadas y pertinentes 
para el cumplimiento de sus objetivos; y se genera un marco normativo 
idóneo para el desarrollo de sus capacidades, difícilmente se obtendrán los 
resultados que se requieren y que la sociedad espera en esta materia.

Lo anterior, vale la pena insistir en ello, es una cuestión prioritaria. Es pre-
ciso que se emita a la brevedad posible la Ley General, la cual deberá tomar 
en consideración todas las propuestas que se han presentado y estar sus-
tentada en una discusión amplia, plural, e informada, que como punto de 
partida escuche y atienda los planteamientos de las víctimas, así como de 
los colectivos y organizaciones que defienden y promueven sus intereses. 
En esta tarea, este Organismo nacional Autónomo reitera su disposición a 
acompañar a las víctimas y a las organizaciones sociales, así como apoyar 
todos los trabajos que sobre este tema se realicen.

El compromiso que las distintas instancias del Estado mexicano han asu-
mido en materia de desapariciones debe tener un mayor reflejo en accio-
nes concretas que, de manera contundente, dejen en claro que la atención 
de este ámbito es una prioridad, no solo para el Ejecutivo Federal, sino 
también para los gobiernos de los Estados y, en general, para todos los 
poderes, niveles y órdenes de gobierno.

La voluntad se ha expresado, se han emprendido algunas tareas, pero aún 
están distantes los resultados que serían deseables, ante lo cual debemos 
preguntarnos: 

¿Qué es lo que ha pasado? ¿Los derechos humanos, efectivamente, se han 
puesto como eje de toda decisión de los gobiernos? ¿Los servidores pú-
blicos de los tres niveles de gobierno realmente están capacitados y han 
asumido el respeto a la dignidad humana como parámetro de actuación? 
¿Acaso las instancias del Estado mexicano están incumpliendo con sus 
mandatos o no han tenido la capacidad de responder a las víctimas y a los 
requerimientos de las circunstancias?

Lo cierto es que al día de hoy, nuestro país aún no ha honrado la deuda y 
compromiso que tiene con las víctimas de las desapariciones, con la socie-
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dad y con el cumplimiento de las determinaciones emitidas por organis-
mos internacionales en esta materia.

Por lo que hace al respeto y vigencia de los derechos de las niñas, niños y 
adolescentes, es preciso reconocer que han sido muchas y valiosas las ac-
ciones que se han emprendido en ese ámbito aunque, en contrapartida, 
las asignaturas pendientes y retos también son diversos. La Ley General, 
aprobada en noviembre de 2014, aún espera su implementación integral, 
para lo cual, a partir del reciente establecimiento del Sistema y de la Pro-
curaduría de Protección a nivel Federal, será necesario que las distintas 
entidades federativas concluyan el establecimiento de los sistemas y pro-
curadurías, consoliden su operación y ejerzan a cabalidad sus atribuciones 
en el menor tiempo posible.

Ante este escenario, muchas mexicanas y mexicanos han asumido como 
compromiso de vida la defensa y protección de los derechos humanos, 
emprendiendo en el ámbito de la sociedad civil organizada, diversas ac-
ciones para coadyuvar en la atención de los problemas, retos y desafíos 
que enfrenta nuestro país en ese ámbito.

Pareciera para algunos que el trabajo de las defensoras y defensores civiles 
de derechos humanos no tiene una incidencia real y positiva en la solución 
de estos problemas. Hoy les digo a quienes así piensan, que su apreciación 
es por completo errónea y mucho es lo que quienes formamos parte de 
las instituciones y el resto de la sociedad deberíamos valorar y podríamos 
aprender de su trabajo, entrega, convicción humanista, entereza, valor y 
amor por México y por los otros.

La mayor parte de los avances sustantivos que se han dado en nuestro país 
en el ámbito de los derechos fundamentales, no los podríamos entender 
sin la participación de las defensoras y defensores civiles, así como de las 
organizaciones sociales. Han alzado la voz cuando se ha querido imponer 
el silencio; ante el olvido han preservado la memoria; ante el miedo han 
cultivado la entereza; han optado por la verdad para contestar a las men-
tiras, y ante la violencia y el abuso han decidido defender la justicia.
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Este trabajo rinde frutos y hoy, reconocemos a todas y todos los que de-
fienden y promueven los derechos humanos en nuestro país, cuando otor-
gamos a Consuelo Gloria Morales Elizondo el Premio Nacional de Derechos 
Humanos 2015 y concedemos una Mención Honorífica a Sandra Jiménez 
Loza, por su trabajo, compromiso y trayectoria destacada.

Nos faltaría tiempo en esta ceremonia para referir con detalle la trayectoria 
y la labor llevada a cabo desde hace más de 22 años por Consuelo Morales 
en la atención de las personas desaparecidas, sobre todo en el estado de 
Nuevo León, así como en el ámbito penitenciario, la cual ha servido de ins-
piración y ejemplo para muchas personas y ha coadyuvado, con resulta-
dos muy concretos, a atender y aliviar el dolor, la desesperanza de muchas 
mexicanas y mexicanos que han sido víctimas de abusos de poder o para 
quienes la justicia solo ha sido una aspiración.

Del mismo modo, hoy reconocemos a Sandra Jiménez Loza, quien además 
de constituir un testimonio de vida y un ejemplo de lo que la voluntad, el de-
seo de lucha y la determinación pueden lograr; con su trabajo en favor 
de la niñez y adolescencia de México ha contribuido a visibilizar y atender 
la situación que enfrentan un gran número de niñas, niños y adolescentes, 
derivada de la trata de personas, la inseguridad, la violencia, la exclusión, 
la falta de una educación de calidad, de oportunidades, así como de un 
efectivo acceso a la justicia.

Defender y promover la vigencia de los derechos humanos en México no 
es una cuestión sencilla. Quienes lo hacen, en particular en el ámbito de 
la sociedad civil enfrentan diversos obstáculos e inclusive riesgos. De ahí la 
importancia que tiene que hoy reconozcamos a dos mexicanas que han 
asumido el reto de alzar su voz y actuar en favor de la dignidad de las 
personas y en beneficio de la sociedad.

Los problemas y retos que enfrenta el país en materia de derechos huma-
nos no se limitan, con toda la gravedad que estos hechos implican, a San 
Fernando, Chalchihuapan, Tlatlaya, Iguala o Apatzingán. Pasan por todas 
las personas desparecidas cuya situación está en espera de ser definida y 
sus casos investigados; por el conjunto de fosas clandestinas y de restos 
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humanos hallados en las mismas, cuyo número exacto está pendiente por 
determinarse y cada caso por investigarse; por las niñas, niños, adolescen-
tes, mujeres y demás personas que han sido y son víctimas de trata; por 
todas las personas que han sido privadas de la vida y cuyos casos no han 
sido resueltos ni los responsables sancionados; por los agravios y ataques 
a periodistas; por las deplorables condiciones de la mayor parte del sistema 
penitenciario en México; por la exclusión, desigualdad y discriminación con 
la que conviven día con día los miembros de nuestras comunidades indí-
genas, y, en general, por todas las personas que han sido víctimas de un 
delito o abuso de poder y que esperan que llegue a ellas la justicia.

El compromiso de las distintas instancias del Gobierno de la República, de 
los gobiernos de los Estados, de los distintos Poderes y autoridades de los 
diferentes órdenes y niveles de gobierno con los derechos humanos, deben 
traspasar el ámbito formal o discursivo y materializarse en acciones, en 
hechos concretos que empiecen por la debida y oportuna aplicación y cum-
plimiento de la ley, así como en la debida comprensión del papel de los 
organismos públicos, nacional y estatales, de defensa y protección de de-
rechos humanos. La defensa y protección de los derechos humanos no es 
algo que pueda esperar o estar sujeta a tiempos o intereses políticos o de 
cualquier otra naturaleza, así como tampoco regirse por otro parámetro 
diverso a la búsqueda de la verdad.

Señor Presidente:

En materia de derechos humanos son muchos y muy diversos los estudios 
y análisis que se han realizado. No son necesarios más diagnósticos, ha 
llegado el momento de que actuemos de manera decidida y coordinada, 
encarando nuestra realidad y emprendiendo un esfuerzo conjunto e inte-
gral. Si 2011 fue el año en que se formuló la relevante reforma constitucio-
nal que nuestro país llevó a cabo en la materia, 2016 debe ser el año de la 
implementación efectiva de la misma por todos los poderes y autoridades 
de los distintos órdenes de gobierno.

En estos últimos años se han emprendido distintos procesos de reforma 
en materias y áreas estratégicas de nuestro país. Sin demérito de la impor-
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tancia de estos procesos de reforma, México aún debe emprender una 
reforma ética para un verdadero Estado de Derecho sustentado en la vi-
gencia de los derechos humanos, la cual implique un cambio de paradig-
ma dentro de todos los miembros de la sociedad, que empezando con 
el ejemplo que den las autoridades, genere en ellos la convicción de que el 
cumplimiento de la ley es mejor que su incumplimiento; que es más con-
veniente, tanto para los individuos como para la colectividad, ser honestos 
que deshonestos; que el cumplimiento de las obligaciones a cargo de cada 
uno redunda en beneficio de todos y que la aplicación de la ley y la formu-
lación de leyes pertinentes y debidas no es algo que se pueda o deba 
negociar, ni materia de transacción entre intereses particulares.

En la propuesta que en materia de seguridad y justicia en democracia 
se formuló desde la Universidad Nacional Autónoma de México en 2011, se 
planteó que se celebrara un pacto político y social de base amplia que 
permitiera reorientar a nuestras instituciones de seguridad y justicia para 
hacer frente a la crisis de violencia que enfrentaba el país. Hoy, reitero ante 
usted esa propuesta, sumando un compromiso por los derechos humanos y 
el Estado de Derecho. Si como mexicanos somos capaces de reunirnos, 
escucharnos y entendernos, así como reflexionar sobre la responsabilidad 
histórica que tenemos frente a la Nación, sumando esfuerzos podremos 
mejorar nuestro presente y construir un mejor futuro.

México tiene ante sí una coyuntura crítica en el ámbito de los derechos 
humanos, en la que tiene la posibilidad de optar porque se preserve el 
estado actual de cosas o se asuma un compromiso de cambio que, te-
niendo como eje el respeto y vigencia de los derechos humanos y como 
principio básico la honestidad, fortalezca y consolide nuestro Estado De-
mocrático y Social de Derecho, abatiendo la impunidad, la corrupción, la 
simulación y demás vicios y prácticas que debemos desterrar, de una vez 
por todas, de nuestra realidad como país.

De la forma como encaremos los retos que se nos presentan en este ám-
bito, dependerá que verdaderamente podamos prosperar y desarrollarnos 
en los próximos años. La madurez de nuestra sociedad, el grado de desa-
rrollo de nuestras instituciones y la amplitud del marco normativo con que 
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contamos, generan un entorno propicio para que, si así lo decidimos, po-
damos tomar este compromiso, que es un compromiso con México y con 
los mexicanos, es decir, un compromiso con nosotros mismos.

México tiene prisa, las víctimas han esperado demasiado. Si efectivamente 
se quiere recuperar la credibilidad de la sociedad en las instituciones es 
preciso que las propias instituciones emprendan un cambio de rumbo, 
escuchando a la sociedad y asumiendo como eje y parámetro de sus actos 
los derechos humanos. La verdad nos conviene a todos; si no optamos por 
vivir en ella y asumir sus consecuencias, de poco servirán los cambios ins-
titucionales y normativos que se emprendan. Es momento de que México 
reafirme su convicción de vivir en la verdad y en la justicia.

Muchas gracias.

México, D. F., a 10 de diciembre de 2015
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Premio Nacional  
de Derechos Humanos 2016

En el año 2004, al rendir su Tercer Informe como Relator Especial para los 
Derechos Humanos y las Libertades Fundamentales de los Pueblos Indíge-
nas, el doctor Rodolfo Stavenhagen señalaba, entre algunos de los aspec-
tos inherentes a la problemática vinculada al tema de justicia y derechos 
indígenas, lo siguiente:

Los derechos de los indígenas suelen negarse en la práctica, aunque 
exista legislación de protección, hecho que es motivo de particular 
preocupación en la administración de justicia. La existencia de un 
sistema de justicia eficaz y justo es fundamental para promover la 
reconciliación, la paz, la estabilidad y el desarrollo entre los pueblos 
indígenas.

Una de las esferas más problemáticas de los derechos humanos de los 
pueblos indígenas es la administración de justicia. La protección eficaz 
de los derechos humanos solo se logrará si todas las personas, sin 
discriminación alguna, tienen libre acceso a la justicia, y si ésta se ad-
ministra plena, desinteresada e imparcialmente.

A doce años de distancia, las situaciones evidenciadas en dicho informe, 
así como los postulados sostenidos por el doctor Stavenhagen, continúan 
siendo vigentes, pues no obstante que en los últimos años las cuestiones 
indígenas han registrado avances en nuestro país, aún no podemos con-
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siderar que la vigencia, respeto y defensa de sus derechos haya alcanzado 
niveles aceptables. La discriminación, la exclusión, la pobreza, la desigual-
dad y la falta de un acceso real y efectivo a la justicia, siguen siendo algunos 
de los factores que integran la compleja realidad que las y los miembros de 
nuestros pueblos y comunidades enfrentan de manera cotidiana.

Este panorama indudablemente sería más adverso, sin las conquistas y 
avances que los derechos indígenas han concretado como consecuencia 
de luchas sociales y del trabajo intenso y comprometido que muchas per-
sonas han llevado a cabo, desde hace varios años, para visibilizar, entender 
y procurar dar respuesta a las demandas, necesidades y problemas de ese 
sector de nuestra población. Entre estas personas, destaca como un refe-
rente necesario la figura de Rodolfo Stavenhagen, sin cuya obra y vocación 
por la defensa de la dignidad humana, no podríamos entender y explicar, 
muchos de los avances más relevantes que nuestro país ha tenido en este 
ámbito.

Desde la composición pluricultural de nuestra Nación que consigna ex-
presamente el artículo 2º constitucional, hasta el amplio reconocimiento 
de los derechos individuales y colectivos que hace ese mismo precepto, así 
como muchas de las consideraciones, postulados y del trabajo del doctor 
Stavenhagen encuentran ecos o reflejos en el apartado indígena de nues-
tro máximo ordenamiento. 

Él, junto con otras mexicanas y mexicanos notables, iniciaron un proceso 
crítico y reflexivo sobre la materia indígena que potenciados, por movi-
mientos sociales como el que estalló en Chiapas en 1994, lograron en poco 
menos de 5 décadas, transformar la manera como México ve y se relaciona 
con sus pueblos y comunidades originarias, construyendo un nuevo es-
quema y dinámica con sustento en el respeto de los derechos humanos, 
abandonando una concepción en la que, según lo refirió en alguna oca-
sión, la existencia misma de los pueblos y comunidades indígenas se per-
cibía como un obstáculo o impedimento para la construcción de una Na-
ción moderna.

En el año 2001 pudo presenciar que diversos derechos de los pueblos in-
dígenas eran reconocidos a nivel constitucional, sin embargo, no pudo ver 
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el día en que esos contenidos normativos adquirieran una repercusión 
práctica, una trascendencia real. A dieciséis años de distancia, los postula-
dos constitucionales no han trascendido, en su mayoría, el ámbito estric-
tamente jurídico, lo que ha evitado que los mismos alcancen su potencial 
real de protección a los derechos humanos de los pueblos indígenas. La 
simple formulación de las normas, sin dotarlas de una dimensión práctica 
u operativa, ha resultado insuficiente para atender la vulnerabilidad de sus 
derechos fundamentales, con sus características y especificidades propias.

La reciente partida del doctor Stavenhagen, privó a México, a sus pueblos 
y comunidades indígenas, así como a la comunidad internacional de los 
derechos humanos, de una de las inteligencias más lúcidas, honestas y 
comprometidas, con el respeto y defensa de los derechos de las personas. 
El día de hoy, otorgamos post mortem el Premio Nacional de Derechos 
Humanos a Rodolfo Stavenhagen Gruenbaum, como un debido y necesa-
rio homenaje al humanista y luchador social, que consagró su vida y obra 
al servicio de la dignidad humana y de los grupos más vulnerables y ex-
cluidos de nuestra sociedad. Sirva este homenaje como una expresión de 
reconocimiento y gratitud del Estado mexicano al sociólogo, antropólogo, 
investigador, defensor y divulgador de los derechos humanos, constructor 
de instituciones y formador de pensamiento y de personas.

El racismo, la intolerancia, la discriminación y la violencia de la Alemania 
Nazi, hicieron que la familia Stavenhagen Gruenbaum se viera forzada a 
abandonar su tierra natal y buscar refugio en México. La tolerancia, aper-
tura y solidaridad de nuestro país, permitieron que esos extranjeros se asi-
milaran a nosotros, y que un niño “Rodolfo” que en 1940 apenas contaba 
con siete años, creciera y se formara en nuestro país, al cual dedicó la ma-
yor parte de la vasta obra que produjo en sus 84 años de vida, señalando 
con orgullo, cuando fue cuestionado al respecto, que era “totalmente mexi-
cano” pero “desafortunadamente, no tenía ascendencia indígena”.

Es mucho lo que como individuos y como sociedad, podríamos aprender 
y obtener, si reflexionáramos y pudiéramos llevar a la práctica lo que signi-
fican conceptos tales como tolerancia, inclusión y no discriminación, mis-
mos que tienen una importancia fundamental en el ámbito de los derechos 
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humanos. La intolerancia, la discriminación y la exclusión llevan implícito 
el negar la condición plena de persona a quien piensa o es diferente a mí, 
lo cual imposibilita el diálogo y el entendimiento, abriendo la puerta a la 
violencia y el ejercicio de la fuerza.

Coincido con quien ha dicho que es más fácil odiar que entender, agredir 
que escuchar o violentar que respetar. Ejemplos de ello lo son las actitudes 
y conductas que sufren día con día las personas en contexto de migración 
o las personas que optan por la diversidad sexual por citar tan solo algunos 
casos. Nuestro país ha sufrido y sufre los efectos nocivos de la violencia, de 
la falta de respeto para los demás, de la ignorancia, de la falta de solidaridad 
que se traduce en la búsqueda y consecución de intereses individuales, 
aún cuando ello implique perjuicios a los otros y afecte a la sociedad. Con 
independencia de cualquier solución de carácter reactivo o de corto plazo 
que pretendamos implementar frente a esto, el entorno adecuado para la 
convivencia social pacífica que nuestro país demanda, en el cual sea posi-
ble el desarrollo pleno de las personas, solo se podrá conseguir si genera-
mos una cultura, entre autoridades y sociedad, que tome como eje el re-
conocimiento y respeto de la dignidad humana, para lo cual, la educación 
“en y para” los derechos humanos resulta indispensable.

En este sentido, el Comité de Premiación ha tomado la decisión de confe-
rir una Mención Honorífica a Sharon Zaga Mograbi, por su labor y dedica-
ción en la enseñanza y divulgación de una cultura de la tolerancia, no 
discriminación y respeto a los derechos humanos. Buena parte de la incan-
sable labor que Sharon Zaga ha llevado a cabo en este sentido, se ha ma-
terializado a través del Museo Memoria y Tolerancia, institución de la que 
fue fundadora junto con otras personas comprometidas con esta causa, 
como Emily Cohen, la cual ahora es su Presidenta.

Este museo no se limita a recrear la memoria histórica de los acontecimien-
tos trágicos que han caracterizado a los genocidios, como crímenes de lesa 
humanidad, sino que también promueve valores de convivencia, con el 
propósito de concientizar a las personas para generar las condiciones que 
impidan la repetición de esta clase de acciones que niegan la dignidad 
humana. Parte importante de ello, se sustenta en la reflexión y promoción 
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de la tolerancia, la no violencia, la no discriminación y, en general, de los 
derechos humanos, así como también llamando la atención sobre el peli-
gro de la indiferencia o de que pretendamos ignorar las conductas que 
sean contrarias a estos principios.

La intolerancia genera el entorno menos propicio para el desarrollo de la 
democracia y el Estado de Derecho. Cuando esta predomina en amplios 
grupos, es signo de que no se ha consolidado una sociedad abierta, o de 
que ésta se encuentra en riesgo. La pobreza, la exclusión, la desigualdad, 
la falta de respeto por las normas, por las instituciones y por la dignidad 
de las personas no son condiciones o factores que se generen en forma 
espontánea, con frecuencia hay decisiones de poder que las propiciaron, 
permitieron o, inclusive, las generaron. Nuestro país demanda una visión 
que se sustente en el reconocimiento y respeto de los derechos humanos 
y que, con base en ella, construya sus estrategias de cambio social, políti-
co y económico, dando a los derechos fundamentales una dimensión prác-
tica, un reflejo real, no solo una enunciación teórica.

Señor Presidente:

Todas y todos podríamos coincidir en que 2016 ha sido uno de los años 
más dramáticos y violentos, en que las huellas nocivas de la criminalidad 
generaron un entorno problemático y complejo en el ámbito de la protec-
ción de los derechos humanos. La necesidad y urgencia de proporcionar 
a la población de algunas regiones del país niveles mínimos de seguridad 
que permitan cierta normalidad en su existencia cotidiana, fue un elemen-
to que incidió en que se presentaran violaciones a los derechos fundamen-
tales por parte de algunas autoridades que se apartaron del cabal y debido 
cumplimiento de su deber.

Lo anterior, aunado a una percepción generalizada en la sociedad sobre la 
existencia de impunidad, corrupción, así como la falta de cumplimiento de 
la ley, han debilitado a nuestras instituciones democráticas y dividido a la 
sociedad. La aplicación de la ley se ve, en una concepción por completo 
errónea, como antagónica del respeto a la dignidad humana, llegando a 
identificar la promoción y defensa de los derechos humanos, equivocada-



232 comisión nacional de los derechos humanos

mente como un obstáculo para la aplicación de la justicia o una vía para 
perpetuar la ilegalidad. Descalificar a los defensores de Derechos Humanos 
por defender la dignidad de las personas, es descalificar que podamos vivir 
en un estado democrático de derecho, cuyo eje sea la vigencia de esos 
Derechos.

La expresión del descontento ha llegado al extremo del elogio y recono-
cimiento social a quien toma la justicia en sus manos, o bien, a la promo-
ción de iniciativas que de prosperar podrían reforzar la práctica de la ven-
ganza privada, al pretender depositar en el ciudadano la responsabilidad 
de preservar su seguridad, pero que, en realidad, solo minarían el control 
que el Estado está obligado a ejercer sobre la dinámica delictiva.

Los derechos humanos requieren para su vigencia el cumplimiento y apli-
cación de la ley. El respeto a la dignidad de las personas es perfectamente 
compatible con la prevención y persecución del delito, siendo el paráme-
tro que posibilita tal cuestión el debido y oportuno ejercicio de sus funcio-
nes y el cumplimiento de la ley por parte de las autoridades. Por graves 
que sean las circunstancias que atraviesa nuestro país, el Estado mexicano 
no puede renunciar al ejercicio de las funciones que le son propias, pero 
tampoco debe vulnerar los derechos y prerrogativas de las personas.

El respeto a los derechos humanos, vale la pena insistir en ello, es el eje que 
debe sustentar las políticas públicas y las acciones que se emprendan en 
todos los ámbitos del poder público, incluido por supuesto, el relativo a la 
seguridad, en todas sus dimensiones, de las y los mexicanos. En este sen-
tido, cualquier instrumento jurídico que se formule para dar certeza a sus 
actores, necesariamente debe tomar como premisa el reconocimiento y 
respeto de la dignidad de las personas, base de los derechos humanos, así 
como la vigencia del esquema de competencias y atribuciones previsto en 
la Constitución.

La seguridad pública es una función que corresponde, y debe estar a cargo, 
de instituciones de carácter civil; nuestra Fuerza Armada debe volver, cuan-
do las condiciones del país así lo permitan, a las funciones que le son pro-
pias, debiéndose establecer para ello una ruta gradual y verificable. El ca-
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rácter extraordinario de su participación en tareas de seguridad pública no 
debe asumirse como algo permanente o promoverse que así sea.

Si la criminalidad es hoy uno de los fenómenos más corrosivos de los de-
rechos humanos, las fallas en la seguridad pública potencializan este de-
terioro hacia niveles más profundos de descomposición social. Por ello, es 
preciso actuar para atender los puntos críticos que más vulneran nuestro 
sistema de procuración e impartición de justicia y que inciden en la per-
cepción que la sociedad tiene de las autoridades e instituciones. Fortalez-
camos la voluntad que se ha expresado y las acciones que se han empren-
dido para abatir la corrupción y la impunidad, propiciando un sistema que 
de una respuesta efectiva y real a los planteamientos y necesidades de la 
sociedad y que se encuentre legitimado y avalado por la misma.

No defraudemos lo que la sociedad espera de nosotros. Si bien es cierto 
que el contexto es adverso, también se presenta la oportunidad de cimen-
tar las instituciones y procesos que permitan el abatimiento de la corrup-
ción y de la impunidad en México, así como de permitir la mejor y debida 
persecución de los delitos. Con certeza, de que la ley se aplicará de mane-
ra imparcial y no será objeto de negociación alguna. Con la confianza, de 
que las investigaciones que se lleven a cabo serán objetivas, integrales y 
respetarán los derechos inherentes a las personas. Solo de esta forma, Mé-
xico podrá recuperar la armonía social, la paz y la normalidad en nuestra 
convivencia cotidiana, que genere el entorno idóneo para el ejercicio y 
goce de los derechos humanos, sin exclusión, sin discriminación y sin in-
tolerancia.

Muchas gracias.

Ciudad de México, a 12 de diciembre de 2016
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En México la paz no es una realidad para muchas personas, como conse-
cuencia de la violencia e inseguridad que se vive en diversas regiones del 
país. La falta de una garantía efectiva a la seguridad de las personas, la 
tolerancia ante el incumplimiento de la ley y las deficiencias en su aplica-
ción han afectado la convivencia social pacífica entre las mexicanas y mexi-
canos, minando la confianza, credibilidad y expectativas de la sociedad en 
sus autoridades.

Como sociedad no podemos acostumbrarnos o resignarnos ante la violen-
cia. Frente a esto, la construcción de un entorno de legalidad, tolerancia, 
inclusión y respeto a los demás se vuelve un asunto urgente, que debe ser 
un objetivo y prioridad compartida, tanto para las autoridades como para 
la sociedad. Un entorno de paz, donde el uso de la fuerza sea un último 
recurso al que se anteponga siempre el respeto a la dignidad de las perso-
nas, así como el diálogo y el entendimiento en el marco de la ley y de 
nuestras instituciones democráticas.

Es por el relevante papel que ha tenido en esta tarea de construcción de 
la paz, dentro del respeto, promoción y defensa de los derechos humanos, 
que el Comité de Premiación determinó reconocer la labor realizada por 
Miguel Álvarez Gándara desde hace varios años y concederle el Premio 
Nacional de Derechos Humanos 2017.
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Se le distingue por su probado compromiso con la lucha por el respeto y 
vigencia de los derechos humanos, pero en particular, por el papel de me-
diación y enlace entre autoridades y sociedad civil que, desde hace varios 
años ha desempeñado, en el contexto de conflictos o coyunturas críticas 
que ha enfrentado nuestro país, las cuales pasan desde el levantamiento 
del Ejército Zapatista de Liberación Nacional, hasta la imperdonable desa-
parición de estudiantes normalistas en Iguala, Guerrero. Al reconocerse el 
trabajo de Miguel Álvarez, se reconoce también la labor de muchas otras 
personas que, sin claudicar en el reclamo o defensa de causas y conviccio-
nes, han privilegiado el diálogo y la conciliación sobre la opción de recurrir 
a la violencia, contribuyendo en los hechos y con el ejemplo a la construc-
ción de una cultura de paz en nuestra sociedad.

Defender y respetar los derechos humanos implica optar por la defensa y 
respeto de nuestras libertades, de la legalidad, de la justicia y de las insti-
tuciones democráticas que consagra nuestra Constitución. La defensa de 
la dignidad humana no debe calificarse, bajo ningún supuesto, como la 
defensa de la ilegalidad, de la violencia y de los abusos que se cometan en 
perjuicio de las y los mexicanos. Quien así lo hace fomenta concepciones 
erróneas, que desinforman y dividen a nuestra sociedad, dispersando es-
fuerzos y capacidades que podrían concentrarse para superar nuestros 
problemas y trabajar por el desarrollo y grandeza de nuestro país. La pola-
rización y la falta de compromiso entre los mexicanos son el supuesto que 
abre la puerta para que nuestros problemas se perpetúen y se agraven.

No podemos permitir que se demerite o ataque a los defensores de dere-
chos humanos, ni que la respuesta de las autoridades a sus reclamos y 
planteamientos sea el silencio y la indiferencia. En este sentido, reitero el 
llamado que hemos hecho para que las agresiones y homicidios de defen-
sores de derechos humanos no queden impunes, ataques que inclusive 
han alcanzado a miembros del Sistema No Jurisdiccional de Protección y 
Defensa de los Derechos Humanos previsto en nuestra Constitución, como 
fue el caso del homicidio del Ombudsman del Estado de Baja California Sur.

Saludamos la disposición del Gobierno de la República y la CONAGO para 
atender las condiciones de funcionamiento de los Ombudsperson, con to-
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tal respeto a la autonomía de los mismos, así como para sostener la reunión 
de trabajo que sobre el tema solicitamos, la que nos fue informado, se 
concretará la próxima semana invitando a los integrantes de la Federación.

El fortalecimiento de nuestras instituciones democráticas está ineludi-
blemente ligado a la existencia y fortalecimiento de la sociedad civil orga-
nizada, cuya actuación es digna del mayor reconocimiento y debe ser 
apoyada. Su labor rompe la indiferencia, visibiliza los problemas y, con 
frecuencia, aporta acciones concretas para la solución de los mismos, ac-
ciones que llegan a transformar realidades, como lo es en el caso de las per-
sonas desparecidas y de las fosas clandestinas e irregulares en nuestro país, 
donde los familiares de personas desaparecidas ante la falta de respuestas 
oportunas y debidas por parte de las autoridades, desde su dolor empren-
dieron un proceso que, partiendo de su organización para compartir ex-
periencias y conocer sus derechos, los convirtió gradualmente en sujetos 
activos para la atención de sus propias problemáticas, concientizando a la 
sociedad, llamando la atención de las autoridades y estimulando, con ello, 
su actuación.

Su legitimidad, esfuerzo y capacidad propositiva encontraron campo fértil 
en el proceso legislativo que concluyó con la aprobación de la Ley General 
sobre Desaparición Forzada y por Particulares en octubre pasado. Es mucho 
lo que queda por hacer frente a esta problemática; la ley es tan solo uno 
de los supuestos indispensables para su atención efectiva, pero constituye 
un testimonio de lo que las y los mexicanos que integran el Movimiento 
por Nuestros Desaparecidos en México han logrado en este ámbito, así 
como de lo que la sensibilidad y compromiso de las autoridades por bus-
car soluciones reales y efectivas a los problemas pueden lograr.

La normativa que rige el otorgamiento del Premio Nacional de Derechos 
Humanos impidió, por una cuestión estrictamente formal, que se pudieran 
contemplar dentro del mismo las acciones de un movimiento como el 
MNDM; sin embargo, el Comité de Premiación determinó reconocer sus 
aportaciones, concediendo una mención honorífica a Lucía de los Ángeles 
Díaz Genao, quien mediante el Colectivo Solecito Veracruz, de manera con-
junta con las madres y familiares de personas desparecidas en esta entidad, 
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han conservado la esperanza, mantenido la fe y realizado acciones concre-
tas, para que la verdad y la justicia lleguen a todos los casos que atienden.

A través de ella reconocemos el aporte que todas esas personas han reali-
zado en favor de las víctimas de desaparición en nuestro país, así como por 
la lucha por los derechos humanos y el Estado Democrático de Derecho.

Señor Presidente:

Los mexicanos no debemos resignarnos a vivir con miedo ante la violencia 
e inseguridad, pero tampoco con incertidumbre sobre los alcances y tér-
minos en que puede presentarse la actuación de sus autoridades y afec-
tarse el ámbito de sus libertades y derechos. El fortalecimiento institucional 
y la certidumbre que se busca para nuestras Fuerzas Armadas, así como la 
certeza que se pretende en sus relaciones con la sociedad civil, no se lo-
grará con una ley como la que actualmente se debate en materia de Se-
guridad Interior, que propicia la falta de claridad, las ambigüedades y la 
discrecionalidad en la actuación de las autoridades.

La sola existencia de diferencias conceptuales profundas sobre lo que debe 
entenderse por “Seguridad Interior”, sería razón suficiente para dar paso a 
una reflexión amplia e informada sobre este tema y privilegiar que entre-
mos directamente a la revisión integral, necesaria y urgente de los proble-
mas de seguridad y justicia que nuestro país enfrenta. 

Esta revisión tendría que llevarse a cabo bajo un esquema amplio, que 
ponga en el centro la seguridad ciudadana y en que se traten de manera 
conjunta e integrada la parte procedimental del Sistema de Justicia Penal, 
junto con la estructura y esquema de procuración de justicia, así como 
determinar el tipo de policía que asumirá sustantivamente las tareas vincu-
ladas a la seguridad pública, precisando los modelos bajo los cuales se 
daría su operación. Todo ello en coherencia con la reforma constitucional 
de 2011 en materia de derechos humanos.

Dentro de esta revisión integral, por supuesto que es deseable, entre otras 
cosas, dar certidumbre a la sociedad y certeza a los integrantes de nuestras 



mensajes del presidente de la cndh ante los poderes de la unión 2014-2019 239 

fuerzas armadas sobre las condiciones y términos de su intervención ex-
traordinaria en apoyo a la seguridad de las personas, así como propiciar el 
fortalecimiento de capacidades y recursos de las policías civiles a la par que 
sentar las bases para el retorno gradual y verificable de las fuerzas armadas 
a las funciones que les son naturales, en un entorno de transparencia y 
rendición de cuentas.

Todavía es el momento para que hagamos leyes que sirvan a la sociedad 
y atiendan la realidad que enfrentamos. Repitamos en el ámbito de la 
seguridad y la justicia la experiencia exitosa que concluyó en la emisión 
de la Ley General sobre Desaparición Forzada y por Particulares, cuya formu-
lación apoyó de manera decidida el Ejecutivo Federal y que encontró en 
el Poder Legislativo un espacio de sensibilidad y apertura para el diálogo 
e intercambio informado, objetivo y realista de conocimientos e ideas, con 
expertos, académicos, víctimas y organizaciones de la sociedad civil, así 
como con las distintas autoridades involucradas en la atención de esa 
materia.

Tengamos la prudencia y mesura para seguir el camino amplio de una 
discusión integral, cuyo fin sea dotar a la población de seguridad y respeto 
a sus derechos humanos. No se debe desaprovechar la oportunidad de no 
crear otro problema. No debemos equivocarnos. Por el contrario, debemos 
darnos la oportunidad de un acierto, dando a nuestra sociedad un mejor 
marco normativo para la seguridad de las personas, con respeto a la Cons-
titución y los derechos humanos.

Solo con un plan que comprenda y afronte las raíces de la crisis que vivimos 
en materia de seguridad podremos restablecer la paz y la promesa de un 
horizonte verdaderamente democrático y de derechos humanos para las 
y los mexicanos. Limitar nuestras opciones al despliegue reactivo de las 
Fuerzas Armadas, bajo la denominación que se le pretenda dar, solo podrá 
atender los síntomas, mas no dará una solución de fondo a los problemas.

Existe un consenso amplio por la seguridad, pero también por el respeto 
a los derechos y libertades que nuestras leyes nos conceden: aproveche-
mos este consenso y construyamos juntos, de la mano de la sociedad, de 
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las víctimas, de nuestras policías, de nuestras Fuerzas Armadas, de nuestros 
académicos y de todos aquellos que queremos la grandeza y prosperidad 
de nuestra Nación, las políticas pertinentes que nuestro país requiere para 
hacer frente a la situación que atravesamos.

Construyamos en este tema leyes que aborden la integralidad del proble-
ma y que, como se consignó en el Acta Constitutiva de la Federación, que 
consolidó las bases de nuestra Nación mexicana libre e independiente, 
sean sabias, justas y protejan los derechos del hombre y del ciudadano.

Muchas gracias.

Ciudad de México, a 8 de diciembre de 2017
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A través de los años, los representantes del Gobierno de la República han 
atestiguado en estas ceremonias de entrega del Premio Nacional de Dere-
chos Humanos el compromiso y labor de muchas mexicanas y mexicanos 
que han asumido la causa de la dignidad humana como propósito y cami-
no de vida, aunque los llamados y denuncias que desde este estrado se 
han formulado por un mayor respeto a la legalidad, a los derechos y liber-
tades básicas de las personas, así como por la defensa y atención a los re-
clamos de las víctimas y de la sociedad, no han encontrado suficiente eco, 
ni obtenido las respuestas integrales esperadas.

Esta ocasión, en que la ceremonia de entrega de este Premio Nacional 
regresa a la sede histórica del Poder Ejecutivo, resulta significativa en aten-
ción al hecho de que México atraviesa por una situación particularmente 
grave en el ámbito de los derechos humanos, como su gobierno lo acaba 
de reconocer ante la instancia continental de promoción y defensa de los 
mismos, y frente a la serie de transformaciones a que hemos sido convo-
cados por su administración. Su mandato parte de una indiscutible deci-
sión mayoritaria de la sociedad mexicana por buscar un cambio, que nos 
permita dejar atrás prácticas y problemas que han marcado a México du-
rante las últimas décadas y que se expresan en los binomios violencia e 
inseguridad, corrupción e impunidad, así como pobreza y exclusión. 

Las víctimas y la sociedad mexicana acumulan una serie de demandas no cum-
plidas y otros agravios que deberán ser atendidas y subsanados si se aspira 
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a recuperar la confianza y cercanía de la gente con las instituciones. México 
demanda un cambio y una transformación, pero sustentada en el respeto 
a la Constitución, a las leyes, a los derechos, así como a los recursos y garan-
tías que nuestro sistema jurídico concede y reconoce a todas las personas.

La corrupción viola derechos humanos, al igual que la impunidad, la vio-
lencia, la inseguridad y la exclusión. Todos son factores que han incidido 
negativamente en nuestra convivencia social y en la calidad de vida de las 
personas, las cuales, no obstante gozar de un amplio catálogo de derechos 
jurídicamente reconocidos desde hace varios años, han visto que los mis-
mos son frecuentemente vulnerados, de ahí la importancia de las voces 
que se han alzado para pugnar, no solo por el reconocimiento de los de-
rechos, sino también porque se cuente con mecanismos reales para su 
garantía y defensa, siendo éste tan solo uno de los ámbitos donde podría-
mos destacar la trascendente labor que ha desarrollado el doctor Héctor 
Fix Zamudio, quien hoy recibe el Premio Nacional de Derechos Humanos. 
Académico, investigador, universitario de excepción, humanista y, por de-
recho propio, uno de los pilares y referentes indiscutibles del desarrollo y 
consolidación de los derechos humanos y sus mecanismos de garantía en 
México e Iberoamérica.

Destaco el papel de don Héctor Fix-Zamudio, como Presidente de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos en dos periodos, incluso antes de 
que México aceptara la competencia contenciosa de dicho tribunal, así 
como en la Subcomisión de Prevención de Discriminaciones y Protección 
de Minorías de las Naciones Unidas. Ejemplo de coherencia y responsabi-
lidad personal y profesional, desechó diversos ofrecimientos de cargos 
públicos y nombramientos, inclusive para ser Ministro de la Suprema Cor-
te de Justicia de la Nación, por su convicción y compromiso académico, 
para seguir formando personas e investigadores dentro de la Universidad 
Nacional Autónoma de México.

En particular, es indiscutible que el Dr. Fix Zamudio es, junto con el Dr. 
Jorge Carpizo y otros juristas notables, como Diego Valadés y Sergio García 
Ramírez, uno de los principales estudiosos de esta figura y responsables, 
en buena medida, del desarrollo en Iberoamérica de una cultura de pro-
tección y defensa de los derechos humanos. Al entregar este premio la 
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Comisión Nacional de los Derechos Humanos reconoce la labor y trayec-
toria de una de las personas que la hicieron posible. La CNDH es y ha sido, 
una institución del Estado, independiente de gobiernos, partidos, intereses 
políticos o de cualquier otra índole, cuya vocación y justificación última 
está en el servicio a México y a las y los mexicanos, a quienes durante sus 
más de 28 años de existencia, este Organismo nacional ha acompañado 
como un contrapeso institucional ante los abusos de poder, siendo una vía 
para que los derechos de las personas se defiendan y se protejan.

La CNDH siempre ha estado del lado de la ley y de la gente. Esta Comisión 
Nacional surge por la necesidad de defender la dignidad humana y los 
derechos inherentes a la misma, por lo que bajo ningún concepto es pro-
ducto de un modelo o sistema económico. Nuestro trabajo de mediación, 
conciliación, así como nuestras denuncias, exhortos y recomendaciones 
han sido posibles solamente por una condición inmutable e indispensable 
para el funcionamiento del Ombudsperson: su autonomía plena e indepen-
dencia de todo poder e interés. La autoridad que pretende vulnerar esta 
independencia y menoscabar nuestra autonomía vulnera los principios 
democráticos y siembra las semillas de un autoritarismo despótico que 
contraviene la esencia misma de nuestra Constitución y de los compromi-
sos internacionales que el Estado mexicano ha asumido en favor de la 
dignidad humana.

En la CNDH defendemos derechos, no defendemos privilegios, la base de 
nuestra actuación en ese sentido está en lo dispuesto por la Constitución 
y por las leyes, al margen de decisiones políticas o coyunturales. Compar-
timos la premisa de que la austeridad permee la vida pública y llamamos 
la atención sobre la necesidad de que, sin violentar derechos, se revisen las 
estructuras burocráticas con un enfoque integral, informado y coherente, 
que trascienda el ámbito de las cuestiones salariales y atienda las causas 
de las ineficiencias y problemas que han prevenido que México cuente con 
la institucionalidad fuerte que requiere. No debe estigmatizarse el servicio 
público, por el contrario, debe fortalecerse para qué, mediante servicios 
profesionales de carrera, reales y operativos, sea opción de vida para las 
mexicanas y mexicanos, logrando nuestro país cuente con la burocracia 
especializada y profesional que permita y garantice el normal desarrollo de 
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las instituciones con independencia de los cambios de gobierno y, a la vez, 
la preserve de ellos.

La capacidad, integridad y compromiso de los servidores públicos no de-
pende o está condicionada al tipo de cargo que ocupen. Estamos conven-
cidos de la necesidad y conveniencia de ajustar, tanto aquellas remunera-
ciones que resultan excesivas como aquellas que son insuficientes, pero 
tal cuestión debe hacerse siguiendo estándares internacionales, bajo pa-
rámetros objetivos y fundados en la Constitución, que no vulneren dere-
chos, precaricen y debiliten el servicio público, y que más allá de que uti-
licemos un discurso que nos polarice y divida asumiendo la virtud o los 
vicios de una persona en razón del tipo de cargo que desempeña, empe-
cemos a hablar de méritos, capacidades y profesionalismo.

Por sus leyes, México indudablemente es un país de derechos, sin embar-
go, los cambios normativos no han sido suficientes para alcanzar la vigen-
cia real de los mismos. La violencia ha marcado la vida nacional en los últi-
mos años, misma que si no ha sido ejercida, no ha podido ser prevenida o 
contenida por el Estado, algunos de cuyos miembros inclusive han llegado 
a tolerar o ser partícipes de hechos tan graves como Aguas Blancas, Acteal, 
Apatzingán, Tanhuato, Nochixtlán o Iguala, casos en los que el común de-
nominador sigue siendo la impunidad que impera respecto de los mismos.

La reconstrucción del tejido social y la búsqueda de la paz no puede legi-
timar la impunidad o promover medidas que desvíen o condicionen la 
verdad y el que se concrete la justicia. México y sus víctimas no olvidan. 
Son muchas las personas que, en una lucha histórica, han arriesgado o 
sacrificado su vida por la consecución de una sociedad democrática, don-
de los derechos sean vigentes y las personas cuenten con instituciones 
que las protejan de los caprichos y abusos del poder. En este año, la men-
ción honorífica del Premio Nacional de Derechos Humanos va a Tita Radi-
lla, víctima y luchadora social que desde su dolor ha construido las bases 
para una labor por la vigencia de los derechos humanos, porque nuestro 
país no olvide a sus desaparecidos, incluidos los de la llamada “guerra sucia”, 
porque la verdad, la justicia y la reparación no se diluyan con el paso de los 
años y la lucha de aquellos que hoy no están, no se olvide, no sea en vano. 
Su labor ante las instancias interamericanas de protección y defensa de los 
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derechos contribuyó a redefinir el ámbito de los derechos humanos en 
México y sentó las bases para transformar nuestro sistema jurídico con la 
reforma constitucional de 2011.

No podemos engañar a la historia. El olvido no trae verdad ni es substituto 
de la justicia. Solo si alcanzamos la verdad podemos aspirar a que la justi-
cia deje de ser una aspiración y se materialice en la práctica. Sin verdad no 
habrá verdadera justicia, solo una aplicación parcial y condicionada de 
normas, que más que justicia legaliza la impunidad y la preserva. Sobre el 
olvido no se puede construir justicia. El problema de las desapariciones en 
México no se limita a los 43 estudiantes normalistas de Ayotzinapa, sus 
alcances son mayores, hay miles de desaparecidos. No solo nos faltan 43, 
nos faltan más de 37 mil mexicanas y mexicanos que están esperando que 
el Estado emprenda acciones concretas y efectivas para atender sus casos. 

En este sentido, lo hemos dicho, la justicia transicional puede ser una vía 
que permita solucionar algunos de los retos que enfrentamos como país, 
pero no es una panacea o receta única para tales efectos. De hecho, es 
preciso generar en México las condiciones que posibiliten su implemen-
tación y la hagan viable. Los desafíos en este ámbito no son sencillos, sien-
do tal vez uno de los más complejos los términos y condiciones bajo los 
cuales puede operar en un entorno de criminalidad y violencia como el 
que vive México, ya que habitualmente se ha aplicado cuando están por 
superarse situaciones de conflicto interno, tales como dictaduras o guerras 
civiles, donde se cometieron violaciones a los derechos humanos, más no 
es frecuente que se haga frente a las actividades de grupos delincuenciales, 
como lo es el llamado crimen organizado.

Los mecanismos de justicia transicional no pueden significar una renuncia 
a la legalidad, un menoscabo de la institucionalidad democrática o el es-
tablecimiento de instancias que estén por encima de la ley y de los dere-
chos de las personas, que busquen la aplicación de una justicia discrecional 
o sesgada, sin rendir cuentas de sus actos, vulnerando garantías de defen-
sa y debido proceso. Suponer que estos mecanismos sean sustitutivos o 
estén por encima de las instituciones e instancias encargadas de la procu-
ración e impartición de justicia es un punto de partida erróneo, que no 
debemos permitir que se presente.
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Desde la CNDH hemos sostenido que México necesita mayor y mejor se-
guridad, pero no a cualquier costo y no de cualquier tipo. Requerimos la 
seguridad propia de un Estado democrático de derecho, donde las insti-
tuciones civiles no están subordinadas ni acotadas a mandos o estructuras 
militares, donde los derechos y el respeto a la dignidad de las personas no 
estén condicionadas a actuaciones autoritarias o discrecionales. Donde el 
respeto y aplicación de la ley, así como la debida investigación y persecu-
ción de los delitos sean cuestiones prioritarias. Nuestro país no puede per-
mitirse renunciar a la institucionalidad civil y democrática.

Reconocemos que en el Plan Nacional de Paz y Seguridad 2018-2024, se 
establezcan diversos puntos de carácter preventivo en materia de seguri-
dad pública, se parta de un enfoque social en la interpretación de la pro-
blemática que enfrenta el país en materia de seguridad y justicia; se busque 
una política inclusiva para todos los derechos, incluidos los vinculados a la 
seguridad de las personas; se proponga repensar las políticas de uso y 
consumo de drogas bajo un enfoque de integralidad; y se incluya una 
perspectiva multidimensional de construcción de paz que estimule y pro-
mueva la convivencia armónica entre las personas, de manera complemen-
taria a las políticas de reducción de la violencia.

Sin embargo, este Organismo nacional no puede dejar de llamar la aten-
ción, al igual que en su momento lo hizo frente a la Ley de Seguridad In-
terior, sobre los riesgos implícitos en privilegiar las acciones de carácter 
reactivo y sustentadas en el uso de la fuerza, en particular con el estable-
cimiento de una Guardia Nacional que, al estar mayoritariamente confor-
mada por elementos de las fuerzas armadas, contraviene lo previsto ac-
tualmente en la Constitución, así como por principios, recomendaciones 
y criterios formulados por instancias internacionales, en el sentido de que 
las tareas de seguridad pública deben quedar en manos de instituciones 
de carácter civil y reducirse, al mínimo indispensable, la participación mi-
litar en dicho ámbito. Además, los problemas de seguridad, requieren ser 
abordados de manera integral. Por mejor capacitada que esté una policía, 
poco o nada abonará al abatimiento de la impunidad sino contamos con fis-
calías autónomas, eficientes, con recursos y capacidades suficientes para que 
los delitos se investiguen y las sanciones a los responsables sean posibles.
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De igual forma, como este Organismo nacional lo hizo cuando se intentó 
plantear como salida frente al incremento de los índices delictivos el au-
mento de las conductas ilícitas sujetas a prisión preventiva oficiosa, no 
puede dejar de señalar ante las iniciativas recientemente aprobadas en este 
ámbito, que tal cuestión contraviene lo previsto por la Constitución que 
establece que tal medida es de carácter excepcional, además de que con 
el marco normativo actual, todos los delitos respecto de los cuales se plan-
tea la reforma constitucional, podrían ser objeto de prisión preventiva siem-
pre y cuando el Ministerio Público así lo solicitara al juez, sustentando de-
bidamente su petición.

La ampliación del catálogo de delitos que se propone, no garantizaría en 
modo alguno el que el Ministerio Público cumpliera con su obligación de 
investigar cada caso de manera objetiva, integral y eficiente, con lo cual sub-
sistiría el problema de que los imputados, aun siendo responsables del deli-
to, pudieran obtener su libertad al término del procedimiento penal como 
consecuencia de una investigación deficiente. Sobre este particular, garanti-
zar la implementación y operación de las Fiscalías autónomas, con recursos 
y capacidades pertinentes y suficientes resulta de fundamental importancia.

Señor Presidente:

La decisión mayoritaria de los votantes que permitió su elección como 
Presidente de México, lo volvió representante no solo de quienes sufraga-
ron a su favor, sino de todas las mexicanas y mexicanos. Usted nos ha 
convocado a participar y fijado como meta de su administración que sea 
la cuarta transformación del país, junto con la independencia, la reforma y 
la revolución en las que se luchó por abolir la esclavitud y alcanzar la so-
beranía nacional, lograr el predominio del poder civil y la restauración de 
la República, así como la justicia y la democracia, respectivamente. En esta 
transformación usted marca como su objetivo convertir la honestidad y la 
fraternidad en forma de vida y de gobierno. Compartimos su propósito y 
objetivos y queremos trabajar para lograrlos.

Las tres primeras trasformaciones estuvieron marcadas por la división in-
terna, la violencia y la confrontación fratricida. Estas no deben ser las pau-
tas o características de esta cuarta transformación, por el contrario, el ideal 
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de fraternidad marca la necesidad de que este cambio se sustente en el 
reconocimiento y respeto de la dignidad humana. Los derechos humanos 
deben ser el eje de la cuarta transformación.

Esta meta de legalidad y fraternidad, hace necesario, entre otras cosas, que 
no se condene o estigmatice el legítimo ejercicio y defensa de los derechos; 
que se respete la pluralidad y el disenso; que no se debilite la instituciona-
lidad democrática precarizándola o haciéndola administrativamente ino-
perante; que se respete el equilibrio de poderes y las competencias cons-
titucionalmente establecidas; que la ignorancia y la pobreza no sean vistas 
como virtudes, sino como condiciones que deben superarse si en realidad 
se busca el desarrollo del país, partiendo del bienestar de sus habitantes. 
Que se respete la Constitución y las leyes, como producto histórico de las 
luchas y aspiraciones de nuestro pueblo.

Los diferendos entre los Poderes de la Unión deben dirimirse en el marco 
de la Constitución y de sus leyes, no deben transformarse en confrontacio-
nes que polaricen posiciones y dividan a las instituciones y a la sociedad. 
Sobre la necesidad de preservar y respetar la Constitución, así como res-
pecto a la importancia de los derechos, el Benemérito de la Patria dijo:

Usaré todos los medios que caben en mis facultades para sostener ese 
Código sagrado, cooperando al desarrollo de los principios humanita-
rios que contiene, a fin de que eche raíces profundas en los corazones 
de los mexicanos y sea en lo sucesivo la salvaguardia de las libertades 
públicas la única bandera que sigamos para no someternos jamás a la 
voluntad caprichosa de ningún hombre.

Es momento de que tomemos en serio los derechos humanos, de que 
comprendamos que los mismos son el único elemento en el que podemos 
sustentar los cambios que como país demandamos. Para lograr la meta de 
que alcancemos la legalidad y la justicia en la paz.

Muchas gracias.

Ciudad de México, a 10 de diciembre de 2018
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Inicio de gestión como  
Presidente de la Comisión Nacional  

de los Derechos Humanos

 

Señoras y señores,  
representantes de los medios de comunicación: 

Los he convocado con motivo del inicio de mi gestión como Presidente 
de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, para el periodo 2014-
2019, lo que representa una alta distinción con que me ha designado el 
Senado de la República. 

Asumo la Presidencia de la CNDH bajo circunstancias extraordinarias. La 
situación de los derechos humanos en México atraviesa un periodo de 
crisis ante el cual nuestra sociedad demanda acciones inmediatas y efec-
tivas que den cauce y respuesta a sus reclamos de justicia, legalidad y 
respeto pleno a la dignidad humana, a la exigencia básica de vivir con 
seguridad y tranquilidad, contando con instituciones democráticas que 
atiendan sus demandas. 

La dignidad es el bien más preciado de la persona, a tal grado que nada la 
agravia más que verlo mancillado, especialmente cuando la ofensa es con-
secuencia del abuso del poder. 

En el inicio de esta nueva etapa institucional, he marcado como objetivo 
fundamental de este Organismo nacional la atención a las víctimas de vio-
laciones a derechos humanos y el abatimiento de la impunidad lacerante, 
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mediante un acercamiento, acompañamiento y representación, para que 
sus derechos, reconocidos en nuestra Constitución, se hagan valer. 

Para ello buscaré el diálogo y trabajo conjunto con las personas que de-
mandan nuestra intervención y las organizaciones de la sociedad civil, para 
que este Organismo nacional cumpla con las exigencias y aspiraciones 
legítimas de la sociedad mexicana. 

En este sentido, debo destacar que esta Comisión cuenta con personal 
calificado y comprometido, que aún en las condiciones más difíciles lleva 
a cabo su labor. A ellos los convoco a comprometer todo su esfuerzo y 
dedicación, para que la promoción, protección y defensa de los derechos 
humanos sea una realidad en nuestro país. Los invito a la reflexión e intro-
yección de estas premisas como directriz de su actividad, a que empren-
damos juntos los retos de transformación institucional, con responsabilidad 
y profesionalismo. Servir en la CNDH es un privilegio y una alta responsa-
bilidad; asumamos el compromiso que ello implica. 

La CNDH debe transformarse de acuerdo con los dictados de la sociedad. 
Debemos construir un nuevo paradigma institucional, para actuar con ma-
yor decisión y firmeza, con mayor dinamismo y entrega, sin pausa y con la 
convicción de ser la voz de aquellos que no la tienen, que la han perdido 
o que se las han arrebatado. La CNDH tiene poder, no cualquier poder, sino 
aquel que le dan la fuerza de la ley, la razón, la verdad y la moral. El Om-
budsman sabrá hacer uso de él, con total y absoluta responsabilidad, para 
denunciar con toda su energía las trasgresiones a los derechos humanos. 

Hago expreso mi compromiso de encabezar una CNDH cercana a la socie-
dad; exigente y demandante ante la autoridad; implacable ante aquellos 
que desde el poder afrentan y atentan contra la dignidad de las personas; 
incómoda para aquellas autoridades que se olvidan de sus mandantes, y 
que han hecho del ejercicio público una actividad comodina y ventajosa 
para sus intereses. La Comisión Nacional no será contraria ni opositora a 
los fines del Estado mexicano, pero sí vigilante, alerta y sensible ante posi-
bles atropellos, y comprometida en la lucha contra la indiferencia y la des-
igualdad. 
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Para ello, no basta con la sola labor de este Organismo nacional. Se requie-
re del acompañamiento y acción de la sociedad civil, desde sus distintas 
trincheras. En esta ardua empresa todos caben y ningún esfuerzo sobra. 

He recogido de los integrantes del Senado de la República, de las organi-
zaciones sociales, de académicos, de especialistas y de particulares las 
exigencias hacia esta Comisión Nacional, todas ellas serán debidamente 
valoradas. 

Por un principio fundamental de congruencia que debe regir en el Om-
budsman, desde este momento anuncio que presentaré una propuesta al 
Congreso con objeto de que la posibilidad de reelección del Presidente de 
la Comisión Nacional quede eliminada. 

De manera muy especial quiero referirme al “Caso Iguala”. Se trata de un 
acto infausto que nos indigna, nos avergüenza y nos agravia: el caso nos 
obliga a llegar a toda costa a la verdad y a no olvidar y tener presentes a: 

— Abel García Hernández 
— Abelardo Vázquez Penitén 
— Adán Abraján de la Cruz 
— Alexander Mora Venancio 
— Antonio Santana Maestro 
— Benjamín Ascencio Bautista 
— Bernardo Flores Alcaraz 
— Carlos Iván Ramírez Villarreal 
— Carlos Lorenzo Hernández Muñoz 
— César Manuel González Hernández 
— Christian Alfonso Rodríguez Telumbre 
— Christian Tomás Colón Garnica 
— Cutberto Ortiz Ramos 
— Dorian González Parral 
— Emiliano Alen Gaspar de la Cruz 
— Everardo Rodríguez Bello 
— Felipe Arnulfo Rosas 
— Giovanni Galindes Guerrero 
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— Israel Caballero Sánchez 
— Israel Jacinto Lugardo 
— Jesús Jovany Rodríguez Tlatempa 
— Jonás Trujillo González 
— Jorge Álvarez Nava 
— Jorge Aníbal Cruz Mendoza 
— Jorge Antonio Tizapa Legideño 
— Jorge Luis González Parral 
— José Ángel Campos Cantor 
— José Ángel Navarrete González 
— José Eduardo Bartolo Tlatempa 
— José Luis Luna Torres 
— Jhosivani Guerrero de la Cruz 
— Julio César López Patolzin 
— Leonel Castro Abarca 
— Luis Ángel Abarca Carrillo 
— Luis Ángel Francisco Arzola 
— Magdaleno Rubén Lauro Villegas 
— Marcial Pablo Baranda 
— Marco Antonio Gómez Molina 
— Martín Getsemany Sánchez García 
— Mauricio Ortega Valerio 
— Miguel Ángel Hernández Martínez 
— Miguel Ángel Mendoza Zacarías 
— Saúl Bruno García 

Desde ahora y desde aquí expreso mi compromiso con las víctimas y con 
los familiares de los normalistas. 

Hago saber que pediré a los familiares de estos jóvenes desaparecidos 
reunirme con ellos, así como a los de aquellos que fallecieron o resultaron 
heridos, para mantenerlos informados. En ello va mi compromiso de no ser 
un Ombudsman de escritorio, sino un auténtico representante del pueblo, 
a su lado, hombro con hombro. 

Para ello, he solicitado un informe pormenorizado sobre el avance de las 
investigaciones, de las dificultades que se han enfrentado y del seguimien-
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to a las medidas cautelares dictadas. Con base en ello se dará continuidad 
y, en su caso, se reorientará la investigación correspondiente. 

México demanda saber qué es lo que ocurrió. Demanda la verdad. La res-
ponsabilidad que asumo y mi conciencia me obligan a estar pendiente de 
la actuación de las Instituciones de seguridad y procuración de justicia del 
Estado mexicano, para llegar, junto con ellas, o para reclamar de ellas, el 
esclarecimiento total y absoluto de esos ominosos hechos. Lo he dicho: 
nadie puede ser tolerante o indiferente ante este caso. Nadie puede resig-
narse o permanecer pasivo ante el mismo. Es necesario llegar a la verdad, 
que los criminales, todos, sean sancionados. 

Atender a cabalidad estos hechos implica, necesariamente, abordarlos des-
de cuatro ejes fundamentales: derecho a la verdad; derecho a la justicia; 
reparación integral del daño a las víctimas y sus familiares y las garantías 
de no repetición. 

Celebro que nuestro país haya suscrito un Acuerdo de Cooperación con la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos, con el fin de recibir asis-
tencia técnica en este Caso. Expreso mi compromiso para que, desde la 
Comisión Nacional, sumemos esfuerzos para dar seguimiento a la imple-
mentación de las medidas cautelares decretadas por ese órgano interame-
ricano el 3 de octubre del presente año. 

También me reuniré con autoridades del Ejecutivo federal y estatal, para 
seguir con toda puntualidad los avances en las investigaciones. Hago un 
respetuoso llamado al Poder Legislativo para que legisle en materia de 
Desaparición Forzada a través de una Ley General. 

Igual condena merecen los hechos de Tlatlaya. Sobre este caso comenzaré 
la revisión de los pormenores de las actuaciones de este Organismo nacio-
nal y el seguimiento puntual de la Recomendación emitida. 

Del mismo modo, forman parte de la agenda temas de gran relevancia, 
como las ejecuciones, tortura, migración, agravios a periodistas y defenso-
res de derechos humanos, discriminación, diversidad sexual, niñas y niños, 



256 comisión nacional de los derechos humanos

jóvenes, mujeres, adultos mayores, la trata de personas y la efectiva aten-
ción a los derechos de los pueblos indígenas, entre otros. 

No pasan inadvertidos aquellos derechos de última generación, que repre-
sentan alta responsabilidad del Estado mexicano, sobre todo en los campos 
ambiental, económico, cultural y social. 

Para esta gran tarea nacional, habré de buscar a mis homólogos de todas 
las entidades federativas, así como a las distintas organizaciones sociales, 
para enarbolar la misma bandera y emprender la lucha de manera conjun-
ta y solidaria. 

También he considerado la importancia de fortalecer la presencia interna-
cional de esta Comisión Nacional, mediante el trabajo conjunto con orga-
nismos homólogos a nivel mundial y una intensa comunicación con orga-
nizaciones internacionales no gubernamentales e instancias como la 
Corte Interamericana y la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 
entre otras. 

Al interior de este Organismo nacional, llamo a los integrantes del Consejo 
Consultivo a ser la conciencia crítica, a cuestionar y proponer, a orientar y 
aconsejar; es decisiva la acción de este cuerpo colegiado, y su presencia 
en la vida institucional se verá fortalecida. 

Debemos trabajar intensamente para lograr un plan de acción, cuyo con-
tenido sea acorde con las condiciones sociales del momento, con las exi-
gencias ciudadanas, así como con los valores y objetivos que dieron origen 
a la CNDH, para consolidar, en el transcurso de la administración que inicia, 
una institución que, de verdad, sirva a México y los mexicanos considere-
mos como propia. 

Señoras y señores: 

La cultura de un Estado humanista al que aspiramos, aquella en la que la 
expresión plena de los derechos humanos es una realidad, requiere que 
todos y cada uno de nosotros asumamos un compromiso con los mismos. 
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Debemos incorporarlos a nuestra vida diaria, que su respeto sea cotidiano. 
La civilidad no puede ser vista como debilidad. Es incuestionable que los 
abusos de autoridad sean investigados y sancionados con todo rigor. Tam-
bién es incuestionable que el delito, la violencia y la injusticia no pueden, 
ni deben combatirse o reclamarse con otros delitos o actos violentos. 

Es muy grave la situación por la que atravesamos, pero tengo la certeza de 
que, si sumamos esfuerzos, los mexicanos podremos materializar nuestra 
voluntad de convivir en paz, orden y armonía, para hacer lo que nos co-
rresponda para mejorar la calidad de nuestras vidas, fortaleciendo nuestras 
instituciones y nuestra democracia, exigiendo la observancia de nuestros 
derechos y asumiendo con igual celo el cumplimiento de nuestras obliga-
ciones. 

México requiere unión, requiere que los mexicanos nos reconozcamos 
como semejantes, que nos demos cuenta de los intereses y aspiraciones 
comunes que nos vinculan, y busquemos las vías para conseguirlos, lejos 
de la violencia, la ilegalidad, el abuso y la injusticia. Debemos evitar que los 
intereses personales se antepongan al interés colectivo. 

Cada uno de nosotros debe adquirir conciencia de lo que significa e impli-
ca la dignidad humana, para que cuando veamos a los otros los percibamos 
como iguales, en tanto poseedores de esa dignidad común que nos iden-
tifica. Ésa es la piedra angular de la que parte el respeto entre las personas, 
y que será la vía para alcanzar la paz, que debe ser nuestra aspiración in-
mediata, ya que nos permitirá trabajar para fortalecer todos los derechos 
e intereses de la sociedad. México requiere paz, los mexicanos reclamamos 
convivir en paz y nuestras instituciones deben contribuir a concretar ese 
reclamo. 

Es necesario que todas nuestras actuaciones las encuadremos dentro de 
la ley, de esta manera podremos coadyuvar a que los grandes problemas 
que como país afrontamos puedan ser superados por las vías legales, el 
marco jurídico y el respeto a las instituciones, además de una acción exi-
gente y puntual del Ombudsman nacional. 
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La actividad que desplegará este Organismo autónomo será tendente a 
fortalecer en nuestro país el Estado de Derecho, a hacer efectivos derechos 
y libertades, a proteger la dignidad de las personas, lo que irá aparejado 
con mi convicción y compromiso moral, personal y profesional, por llevar 
a esta Comisión Nacional a los altos niveles de reconocimiento a los que 
está destinada. 

Quiero reconocer el compromiso y trayectoria de quienes participaron en 
el proceso de elección para la Presidencia de esta Comisión. A todas y todos 
ellos les hago expreso mi respeto y los invito a que sumemos esfuerzos 
para continuar en esta tarea común que es la defensa y promoción de los 
derechos humanos. Iniciamos una etapa en la defensa no jurisdiccional de 
los derechos humanos. Trabajemos juntos para que esta Comisión Nacional 
cuente con las capacidades adecuadas y brinde los servicios que la socie-
dad mexicana reclama. 

En México somos muchos más quienes deseamos el bien y el desarrollo 
de nuestra Nación que su ruina. Que la reflexión, la mesura y el orden nos 
lleven a generar la ética institucional y la cultura de la legalidad que mate-
rialicen el respeto a la dignidad humana. 

Muchas gracias.

México, D.F., a 18 de noviembre de 2014
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Ceremonia Conmemorativa de los Veinticinco Años  
de Creación de la Comisión Nacional  

de los Derechos Humanos

Es para mí un honor darles a todas y a todos la bienvenida a este acto con-
memorativo de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos.

Quiero agradecer en primer término y reconocer que nos acompañe el:

Licenciado Enrique Peña Nieto,  
Presidente Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos;

También saludo al:

Senador Miguel Barbosa Huerta,  
Presidente de la Mesa Directiva del Senado de la República;

Diputado Julio César Moreno Rivera,  
Presidente de la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados  
del H. Congreso de la Unión;

Ministro Luis María Aguilar Morales,  
Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación;

Lic. Mariano González Zarur,  
Gobernador Constitucional del estado de Tlaxcala  
y Presidente de la Conferencia Nacional de Gobernadores;

Dr. Miguel Ángel Mancera Espinosa,  
Jefe de Gobierno del Distrito Federal;
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Lic. Rubén Moreira Valdés,  
Gobernador Constitucional del Estado de Coahuila  
y Coordinador de la Comisión de Derechos Humanos  
de la CONAGO;

Dr. José Narro Robles,  
Rector de la Universidad Nacional Autónoma de México;

Distinguidas Secretarias y Secretarios de Estado y demás 
miembros del Gabinete del Poder Ejecutivo Federal;

Integrantes del Consejo Consultivo de la CNDH;
Titulares de los organismos locales de protección  

y defensa de los derechos humanos; 
Representantes de las organizaciones no gubernamentales;  

Dra. Mireille Roccatti Velásquez, Lic. Jorge Madrazo Cuéllar,  
Dr. José Luis Soberanes Fernández  
y Dr. Raúl Plascencia Villanueva;

Representantes de los medios de comunicación.

Señoras y señores:

“La utopía está en el horizonte. Me acerco dos pasos, ella se 
aleja dos pasos. Camino diez pasos y el horizonte se corre diez 
pasos más allá. Por mucho que camine, nunca la alcanzaré. En-
tonces ¿para qué sirve la utopía? Para eso sirve: para caminar.”

Eduardo Galeano sobre una idea de Fernando Birri

Desde su creación, este Organismo nacional no había afrontado un con-
texto tan complejo y demandante como el actual. México no es el mismo 
hoy que aquel que vio hace 25 años el surgimiento de la que entonces se 
denominó Comisión Nacional de Derechos Humanos. En sí, el reconoci-
miento y jerarquía de los derechos fundamentales dentro de nuestro sis-
tema jurídico tampoco es el mismo. El catálogo de derechos se ha amplia-
do, los mecanismos para hacerlos valer se han fortalecido, pero, en 
contraparte, los riesgos y agresiones en contra de la dignidad humana 
también han adquirido nuevas formas.
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Si bien el estado que guarda el respeto a los derechos humanos en algunas 
partes de México no nos da ningún motivo de celebración, hoy que con-
memoramos los primeros 25 años de este Organismo nacional, considero 
que es una ocasión oportuna para reflexionar respecto de su trascendencia, 
objetivos, retos y desafíos que como institución enfrenta de cara al futuro.

El Ombudsman ha sido, desde su mismo origen, un contrapeso necesario 
frente al ejercicio del poder público. Es un elemento indispensable para 
equilibrar la interacción entre autoridades y gobernados tomando como 
parámetro el respeto a la dignidad humana y la aplicación de la ley.

La existencia de la CNDH le ha dado al Estado y a la sociedad mexicana la 
oportunidad de comprender y hacer vigentes muchos valores. En 1990, al 
ser los derechos humanos una cuestión lejana y por muchos desconocida, 
buena parte de la sociedad aceptaba con fatalismo irreflexivo que el abu-
so del poder era inherente a su ejercicio. Frente a ellos, hubo grupos que 
pugnaron por el respeto a la dignidad humana bajo cualquier circunstan-
cia, postura esta última que abrió camino, ganó fortaleza y ha prevalecido.

Muchos pensarían que actualmente se violan los derechos humanos más 
que antes. Es difícil saberlo, sin embargo, sí es posible entender que el au-
mento en el número de quejas entre 1990 y 2015 obedece, entre otras cosas, 
a que hoy día las personas conocen y son más conscientes de sus derechos, 
hay dónde y quién atienda las violaciones a los mismos, además de brindar 
apoyo a las víctimas. Las opciones que tienen las personas para hacer valer 
sus derechos son cada vez más amplias, así como su conocimiento público, 
lo cual se complementa con la existencia de una sociedad civil activa, orga-
nizada y comprometida con la causa de la dignidad humana.

El fortalecimiento de esta noción básica sobre los derechos humanos ha 
propiciado que la existencia misma de esta Comisión Nacional se consti-
tuya como algo benéfico, al generarse en la sociedad la convicción de que 
hay una institución atenta a la protección de su dignidad y que actúa en 
su favor cuando la misma sea violentada. Ese hecho, por sí mismo, contri-
buye a inhibir conductas contrarias a los derechos fundamentales.
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La CNDH ha colaborado en la consolidación de la vida democrática en 
nuestro país al incidir en la construcción de una nueva forma de relacionar 
a los ciudadanos con el poder. La mejor expresión de esta evolución de-
mocrática está contenida en la reforma constitucional de 2011 en materia 
de derechos humanos, por medio de la cual, el Estado ya no otorga ni 
concede los mismos, sino se obliga a reconocerlos y respetarlos. 

Esta Comisión Nacional es parte de un movimiento social, reformador y 
regenerador que se planteó modernizar al país y fortalecer sus institucio-
nes. No deja de ser relevante que México, con sus características e historia, 
con frecuentes episodios autoritarios, haya podido generar en 1990 una 
institución que al mismo tiempo es freno y conciencia, así como promo-
tora de cambios sociales.

No podemos llevar a cabo esta conmemoración sin hacer un ejercicio au-
tocrítico y reconocer que, durante estos 25 años, la Comisión Nacional ha 
tenido ausencias, omisiones, trabas burocráticas y también ha enfrentado 
la tentación de ceder a las presiones políticas.

En contraste, la CNDH ha contribuido a generar una conciencia en la so-
ciedad y en las autoridades sobre la importancia y necesidad de que se 
respeten los derechos de las personas, visibilizado múltiples abusos, logra-
do que, de algún modo, los mismos no queden impunes y propiciado que 
los derechos fundamentales se tomen en cuenta en las políticas públicas.

Como institución, la CNDH se ha ido adaptando a las nuevas visiones y 
lógicas que han imperado en materia de derechos humanos, cuya principal 
incidencia ha sido el reconocimiento gradual de un catálogo cada vez más 
amplio de derechos fundamentales. La idea de la universalidad, interde-
pendencia, indivisibilidad y progresividad de los derechos, repercute deci-
sivamente en la manera de proteger y promover los mismos.

En 1990, los derechos que ocupaban a este Organismo nacional eran los 
que, en ese entonces, se llamaban de primera y segunda generaciones, 
tales como la libertad, la vida, el debido proceso, el derecho a la salud y la 
libertad de expresión. A 25 años de distancia, la distinción entre genera-
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ciones de derechos se ha eliminado. La atención de los escritos de queja 
ahora implica ponderar un conjunto amplio de derechos humanos, rela-
cionados entre sí y que pueden ser vulnerados por factores de muy diver-
sa índole.

De manera adicional, prácticas y conductas de las que conoció este Orga-
nismo nacional en 1990, desafortunadamente hoy se siguen presentando, 
como son la tortura, la desaparición forzada y los problemas relativos a las 
personas en condición de migrantes, agravados por la presencia de las 
organizaciones criminales. Esto nos impone la necesidad de revisar si los 
derechos humanos efectivamente se han puesto como eje de toda deci-
sión de gobierno y si los servidores públicos realmente están capacitados 
y han asumido el respeto a la dignidad humana como parámetro de ac-
tuación.

El Ombudsman no puede resolver todos los problemas sociales ni remediar 
muchas de las inconformidades que tiene la sociedad respecto de la admi-
nistración pública. Sin embargo, en los asuntos de su competencia, México 
y los mexicanos deben tener certeza plena que se maximizarán los recursos 
y se sacará fuerza de las debilidades, para que la verdad prevalezca y la 
atención y el auxilio lleguen a quien ha sido víctima de algún agravio.

Un Ombudsman fuerte e independiente conviene a todos y fortalece a 
México. Menoscabar su autonomía o pretender politizar su función implica 
un daño grave a la vida democrática de nuestro país. El conocimiento y 
respeto de los derechos humanos cuenta hoy con un entorno más propi-
cio que hace 25 años pero, si no se logra la vigencia plena de los mismos, 
se pone en riesgo la gobernabilidad y el sistema democrático.

La Comisión Nacional no ha logrado evitar casos tales como los de Aguas 
Blancas, Acteal, San Fernando, Chalchihuapan o Tlatlaya, pero sí ha logrado 
visibilizarlos, evitar que se olviden y procurar que no queden impunes. En 
ese mismo sentido se conocen hechos como los sucedidos en Iguala, en 
Apatzingán y, más recientemente en Tanhuato, donde la demanda y nece-
sidad de que se conozca la verdad imponen la realización de investigacio-
nes exhaustivas, imparciales, diligentes y objetivas.
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¿Por qué a 25 años de distancia las violaciones a derechos humanos siguen 
siendo un tema frecuente en la vida pública de nuestro país? La respuesta 
trasciende el ámbito exclusivo de las autoridades, llega hasta cada uno de 
nosotros y tiene como punto central nuestra cultura de la legalidad, el 
respeto que le damos al Estado de Derecho, la forma en que vemos que la 
ley se aplica y los niveles de impunidad que imperan.

La autoridad tiene la obligación de sujetar sus actos a lo previsto por las 
normas, de aplicar la ley a quien la incumpla y no permitir forma alguna de 
impunidad. La coherencia y ejemplo de la autoridad en el propio actuar es 
tan importante como las acciones que emprenda ante quien viole las nor-
mas. Como sociedad, no solo debemos exigir a las autoridades que cum-
plan y respeten la ley, debemos empezar por ser nosotros mismos quienes 
observemos las normas, respetemos a nuestros semejantes y trabajemos 
día a día por la grandeza de nuestra Nación.

De nada o de muy poco servirán los cambios institucionales y normativos 
que se emprendan si no somos capaces de generar un cambio cultural en 
cada miembro de nuestra sociedad, en la conciencia ética de cada mexi-
cana y mexicano, a efecto de que asuman la necesidad y conveniencia de 
cumplir con la ley y sujetar sus actos a la misma, lo cual lleva implícito el 
respeto a los derechos fundamentales. Comprender que el hecho de in-
cumplir la ley buscando un beneficio personal en el corto plazo, ocasiona 
en el largo plazo un daño que supera al individuo, llega a la comunidad y 
acaba afectando a toda la sociedad. 

La violencia registrada en algunas zonas del país ha puesto en riesgo la 
vigencia de los derechos humanos y generado una alerta para quienes 
vemos por su protección y defensa. Su incremento y el de la descomposi-
ción social, ponen a prueba a las Instituciones, incluida a la CNDH, y evi-
dencian las carencias, las profundas desigualdades, la falta de oportunida-
des y de respuesta por parte de las autoridades desde hace muchos años, 
así como la debilidad del Estado de Derecho en esas regiones.

La respuesta que como Estado se dé a esta violencia debe ir más allá de 
las acciones meramente reactivas, hay que entender y remediar los factores 
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que la generan. Una perspectiva basada solo en la reacción lleva implícito 
el grave riesgo de que se avalen acciones autoritarias o alejadas de lo pre-
visto por las normas, lo cual no podemos permitir ni como sociedad ni 
como país.

No hay lugar para la indiferencia ni la insensibilidad. Los niveles de violen-
cia que se viven generan una nueva realidad a la que no nos debemos 
acostumbrar y que nos demanda acciones responsables y compromisos 
inmediatos para ser atendida. La frecuencia e intensidad de hechos violen-
tos que también se han registrado durante el proceso electoral, resultan 
preocupantes y no pueden ser aceptables.

No permitamos que la violencia sea la protagonista central de nuestra con-
vivencia en los próximos años, ni que nuestra historia futura se manche de 
sangre. Fortalezcamos la vida y la cultura democrática de las que hoy go-
zamos, las cuales constituyen uno de nuestros patrimonios más valiosos 
como sociedad y son un producto histórico del esfuerzo y sacrificio de 
muchos mexicanos.

Señoras y señores:

Hace 25 años, el Ombudsman Jorge Carpizo ya hacía notar que la persecu-
ción de los delitos no era incompatible con un régimen sustentado en los 
derechos humanos, que no era posible que se pretendiera remediar la 
injusticia, cometiendo nuevas y mayores injusticias, toda vez que una vio-
lación a los Derechos Humanos que no es resarcida, debilita al pacto social 
y jurídico sobre el cual se apoya la sociedad mexicana. La clave, antes como 
hoy, se encuentra en la vigencia de un Estado de Derecho que garantice 
el respeto de todos los derechos humanos. 

Hay que defender a la persona con la ley y sus instituciones. La vigencia de 
los derechos humanos solo es posible cuando hay paz y para ello es indis-
pensable la seguridad. Sin justicia no hay paz, sin paz no existen condicio-
nes para el desarrollo pleno e integral de la persona. La paz es un objetivo 
cuya realización incumbe no solo a las autoridades, es un proceso que no 
puede concretarse sin el compromiso de todos los mexicanos.
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Es convicción de esta Comisión Nacional el hacer un respetuoso llamado, 
tanto al Ejecutivo Federal, como a los gobernadores de las distintas enti-
dades federativas y al jefe de gobierno del Distrito Federal, esto último a 
través del titular de la CONAGO aquí presente, para que trabajemos juntos 
en generar un consenso y un compromiso por la paz en nuestro país, con 
sustento en la aplicación de la ley, en la justicia, en la igualdad y en las liber-
tades públicas, que involucre a todos los órganos del Estado y a la sociedad.

Los riesgos y consecuencias de la violencia son sumamente graves, aún 
estamos a tiempo de revertir este proceso. Para ello es preciso apostar, no 
solo a la vigencia de la ley, sino a la cultura y a la educación, con sustento 
en los derechos humanos, que sirva para construir la paz.

Los costos inherentes a la prevención de la violencia son altos, pero siem-
pre serán menores que aquéllos implícitos en permitir su avance. La edu-
cación, en y para los derechos humanos, además de un derecho constitu-
cional es un elemento indispensable para la prevención de violaciones a 
la dignidad humana y la construcción de una sociedad más justa, demo-
crática e incluyente. Es una prioridad, tanto fáctica como moral, que no 
debe ser soslayada bajo ningún concepto.

Concluyo con una cita del primer Presidente de esta Comisión Nacional, a 
quien los mexicanos tanto debemos en la construcción de las instituciones 
democráticas, así como en la promoción y defensa de la dignidad humana 
en nuestro país:

 “Uno de los valores más queridos para el ser humano es la realización 
de la justicia. Que este valor, que es parte indispensable del traba-
jo del Ombudsman, guie siempre nuestros actos. Que todos juntos, 
con nuestros esfuerzos y voluntades, hagamos que la justicia, prin-
cipio y fin del quehacer humano, brille y se fortalezca. Justicia como 
meta y al servicio de las personas. Justicia que perfeccione el orden 
jurídico y haga resplandecer el cumplimiento y la protección real 
de los derechos humanos.”

Muchas gracias
México, D.F., 4 de junio de 2015
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XXVI Reunión Nacional de Embajadores  
y Cónsules de México

Dr. José Antonio Meade Kuribreña,  
Secretario de Relaciones Exteriores;

Respetados integrantes del Servicio Exterior Mexicanos;

Señoras y señores;

Agradezco al señor Secretario de Relaciones Exteriores José Antonio Meade 
su amable invitación, a fin de participar en esta Reunión Nacional, toda vez 
que me da la oportunidad de compartir en este foro, con las y los integran-
tes del Servicio Exterior Mexicano, algunas de las prioridades que la CNDH 
contempla para este año, en cuanto a la protección, defensa, promoción, 
observancia, difusión y divulgación de los derechos humanos en nuestro 
país, así como su vinculación con la política exterior en la materia.

Los derechos humanos son un tema crucial de la política exterior de los 
Estados. Los estados tradicionalmente eran los protagonistas de las rela-
ciones internacionales, solo que ahora, se han sumado actores estratégicos, 
tales como los organismos internacionales y regionales de derechos hu-
manos, y las organizaciones de la sociedad civil, que en su conjunto se les 
conoce como “comunidad internacional”, los cuales exigen que los estados 
rindan cuentas de sus actuaciones, particularmente cuando se trata de 
violaciones a los derechos humanos.

Este nuevo rumbo de las relaciones internacionales se ha gestado paulati-
namente desde la búsqueda de consensos para convertir los derechos 
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humanos en un eje que no solo oriente las políticas internas de los gobier-
nos, sino que también module su actuación hacia el exterior. Los derechos 
humanos tienen un lugar privilegiado en el tablero del juego diplomático 
y constituyen uno de los indicadores de legitimidad de los países.

No podemos olvidar que la creación de la propia Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos obedeció, en buena medida, a esa tendencia interna-
cional. Fresco está en nuestra memoria la denominada “cláusula democrá-
tica” en el Tratado de Libre Comercio México y la Unión Europea, que no es 
otra cosa que la facultad que tienen uno o varios actores internacionales, 
ya sean países o instituciones, para condicionar cualquier tipo de ayuda o 
apoyo, e incluso relaciones diplomáticas o comerciales en el caso de los 
países, a que el Estado receptor cumpla con una serie de requisitos que 
definan su régimen como democrático.

México ocupa un lugar importante en la presentación de iniciativas en 
diversos foros internacionales. Solo por mencionar unos ejemplos de su 
impacto, está la aceptación de la competencia contenciosa de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, la firma y ratificación de los nueve 
instrumentos convencionales de Naciones Unidas, con las consecuentes 
obligaciones derivas de los mismos, la apertura al escrutinio internacional 
o, la implementación de medidas cautelares y provisionales, previstas en 
el sistema interamericano de derechos humanos.

Sin embargo, este fructífero activismo internacional no se ha traducido 
adecuadamente en el plano interno, lo que ha generado desconfianza y 
falta de credibilidad en las instituciones del Estado, lo cual convoca con 
urgencia a que las mismas, incluyendo a la Comisión Nacional de los De-
rechos Humanos, realicen un ejercicio autocrítico, con el propósito de bus-
car mecanismos para hacer compatibles el discurso exterior con la política 
interior en la materia.

Estos desafíos nos han impulsado a dejar atrás viejas estructuras del mun-
do jurídico, para dar paso a un derecho más funcional, flexible y con una 
perspectiva internacional, tomando como un elemento clave en esta trans-
formación, la utilización de las normas de derechos humanos de fuente 
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internacional, a fin de incorporar a la labor de este Órgano Público Autó-
nomo, los estándares internacionales consagrados en los Tratados y Con-
venciones de los que México es parte, así como los contenidos en:

• Las Observaciones Generales emitidas por los comités u órganos de 
los Tratados; 

• Resoluciones y Directrices de organismos Internacionales;
• Los parámetros establecidos por la Jurisprudencia Internacional.

Queremos que la CNDH sea un ejemplo en este ámbito, sin embargo, esta 
tarea no resulta sencilla bajo el estado actual de cosas. El 13 de noviembre 
de 2014 el Senado de la República me designó como Presidente de la Co-
misión Nacional de los Derechos Humanos, cargo que asumí bajo circuns-
tancias extraordinarias. En sus 24 años de existencia, esta Comisión Nacional 
no ha enfrentado retos ni un entorno tan complejo como el actual.

La situación de los derechos humanos en varias partes de México atravie-
sa un periodo de crisis, ante la cual nuestra sociedad demanda acciones 
inmediatas y efectivas que den cauce y respuesta a sus exigencias de jus-
ticia, legalidad y respeto pleno a la dignidad humana. Acciones que atien-
dan un reclamo básico de vivir con seguridad, paz y tranquilidad, con ins-
tituciones democráticas y honestas que estén al servicio de la sociedad a 
la que se deben.

Casos tan condenables como los de Iguala y Tlatlaya han sacudido nuestra 
conciencia, dando visibilidad a un malestar social muy difundido, que no 
necesariamente tiene su origen y se limita a estos casos, los cuales, más 
bien han catalizado un largo proceso de frustración de expectativas inicia-
do años atrás, motivado por cuestiones económicas, sociales y culturales 
que no se atendieron oportuna y pertinentemente. El camino no es senci-
llo. La violencia, la inseguridad, la corrupción y la impunidad han provoca-
do dolor en la sociedad mexicana, pero también un sentimiento de des-
confianza hacia nuestras instituciones, de malestar, de fractura en nuestro 
Estado de Derecho, así como una percepción de lejanía e indiferencia de 
las autoridades.



270 comisión nacional de los derechos humanos

Las manifestaciones públicas que hemos presenciado en los últimos meses, 
son una expresión del hartazgo e inconformidad de la sociedad ante la 
complicidad entre algunas autoridades y delincuentes, los abusos de poder 
y la falta de respuesta de las autoridades a sus demandas por un país más 
justo e incluyente.

Si bien es cierto que a nivel formal los derechos humanos nunca habían 
alcanzado el grado de reconocimiento que desde la reforma constitucional 
de junio de 2011 tienen en nuestro país, los hechos que cotidianamente 
se presentan ponen en evidencia una desvinculación o falta de conformi-
dad entre lo que disponen las normas y nuestra realidad. La impunidad 
que la sociedad advierte y los altos niveles de violencia e inseguridad que 
se viven ocasionan que los derechos humanos sean vistos más como una 
situación meramente discursiva o teórica que como un aspecto práctico y 
real, cuestionando la validez y vigencia de las instituciones, así como de los 
innegables avances que en materia de derechos humanos se han presen-
tado en las últimas décadas.

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos no ha estado al margen 
de cuestionamientos, por lo que se ha fijado como meta el recuperar la 
confianza y credibilidad de la sociedad, lo cual solo será posible si su ac-
tuación está sustentada en altos niveles de profesionalismo, con un senti-
do ético, que busque en todos los casos el apoyo a las víctimas y la aplica-
ción de la ley.

Nos hemos propuesto hacer un ejercicio responsable y pleno de nuestra 
autonomía, con total apego a la ley y transparencia; promover la reducción 
de los niveles de impunidad, con estricto respeto a la competencia de 
todas las instituciones públicas; así como llegar a la verdad y resolver los 
expedientes de queja que se tramiten, con sustento exclusivo en las evi-
dencias y elementos de convicción que obren en los mismos. Para prevenir 
que el desarrollo de las tareas del Ombudsman nacional se vea influido por 
elementos externos, he propuesto que se realicen las reformas constitu-
cionales pertinentes para eliminar la posibilidad de reelección de quien 
ocupa la Presidencia de la CNDH y de quien lo haga en lo sucesivo.
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Estamos construyendo un nuevo paradigma institucional en la CNDH, que 
implica un cambio de actitud en el desempeño de la función del Ombuds-
man, es decir, el tránsito de una lógica reactiva ante las denuncias de vio-
laciones a los derechos humanos, hacia una actitud proactiva que lo lleve 
oportunamente al encuentro de los problemas y a la búsqueda de solu-
ciones, a partir de su propio diagnóstico e iniciativa. Se ha propuesto in-
crementar nuestra capacidad institucional para detectar escenarios de 
violación de derechos humanos, aun cuando los hechos violatorios no sean 
denunciados formalmente. El ejercicio pleno de las facultades de investi-
gación que la Constitución y las leyes nos conceden, así como la apertura 
de quejas de oficio son las vías para alcanzar estos propósitos.

Se ha advertido la necesidad de revisar y adecuar, bajo una lógica de pro-
tección a las víctimas y de conformidad con parámetros internacionales, 
los criterios para la calificación de las quejas que se reciban y se inicien de 
oficio, en particular, las de violaciones graves a derechos humanos, a efec-
to de prevenir que se omita tratar bajo este rubro, casos que por su rele-
vancia e implicaciones lo ameriten.

La atención de las violaciones a derechos humanos de las que conozca la 
CNDH, no puede concluir con la emisión de las recomendaciones, es ne-
cesario dar seguimiento y constatar su cumplimiento puntual, en caso de 
que las autoridades responsables las acepten, así como denunciar pública 
y decididamente, las negativas que se presenten a su cumplimiento.

Consideramos necesario sumar esfuerzos entre la Comisión Nacional y sus 
homólogas en las entidades federativas, a fin de fomentar y recuperar la 
credibilidad y confianza de la sociedad en el sistema de protección no ju-
risdiccional de los derechos humanos en México. En este marco, se ha 
planteado la conveniencia de generar una Agenda en cada Estado, como 
punto de partida para estrechar la colaboración y coordinación entre el 
Ombudsman nacional y los organismos locales, que tenga como base la 
protección a las víctimas y el fortalecimiento de la autonomía. Nos propo-
nemos reforzar la unidad y los trabajos de la Federación Mexicana de Or-
ganismos Públicos de Derechos Humanos.
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La realidad nos impone propiciar esquemas de colaboración con los siste-
mas universal y regional en materia de derechos humanos, razón por la cual, 
la CNDH, dentro del ámbito de su competencia, incrementará su participa-
ción activa con los grupos de trabajo y comités de Naciones Unidas, así 
como con la Comisión y la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Del 
mismo modo, se buscará aumentar el intercambio de experiencias, conoci-
mientos y la realización de actividades de interés conjunto con los organis-
mos nacionales de protección de derechos humanos de otros países.

Queremos, por otra parte, prevenir el rompimiento de la cohesión social y 
contribuir al mismo tiempo a preservar y, en su caso, a restituir el tejido 
social en México, lo cual implica dar impulso y mayor relevancia a facetas 
de la actividad institucional que trascienden la mera atención de quejas, 
para propiciar que las autoridades competentes y la sociedad en general, 
tomen a la dignidad humana como eje de todos sus actos y emprendan 
acciones que incidan positivamente en las condiciones y nivel de vida de 
la población. La colaboración y acercamiento con las universidades e ins-
tituciones de educación e investigación adquiere especial relevancia en 
este ámbito.

Damos especial atención a casos y situaciones relevantes, que son alta-
mente sensibles para la sociedad, como los de Iguala, Guerrero; Tlatlaya, 
Estado de México; Chalchihuapan, Puebla; Allende, Coahuila; San Fernando, 
Tamaulipas; Rio Sonora, Sonora y Michoacán. En todos los casos, pero en 
especial en estos, por su gravedad y relevancia, resulta prioritario hacer 
efectivo el derecho a la verdad, que los responsables den cuenta de sus 
actos ante la ley y la sociedad, se reparen de manera integral los daños a 
las víctimas y se adopten medidas para prevenir que se repitan.

La CNDH seguirá pendiente de la actuación de las autoridades en estos 
casos, exigiendo que se apeguen a derecho y se eviten nuevas violaciones 
a derechos humanos. No permitiremos que la atención de estos asuntos 
se dé por concluida sin que se haya hecho justicia.

En relación al caso Iguala, hemos formulado medidas cautelares y, de igual 
forma, apoyamos y damos seguimiento a la implementación de aquellas 
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emitidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos el 3 de 
octubre del año pasado. Asimismo, debe señalarse que para la atención de 
este asunto y el acompañamiento a las víctimas, determiné la creación de 
una Oficina Especial en diciembre pasado.

La atención al grave problema de las personas desaparecidas, ausentes, 
extraviadas y fallecidas no identificadas es una prioridad para la CNDH, nos 
hemos planteado tomar la iniciativa a nivel nacional para acometer fron-
talmente este asunto, mediante una convocatoria, tanto al gobierno fede-
ral y a los gobiernos estatales y municipales, como a todos los actores que 
tengan importancia en este tema, para que aporten sus ideas y conoci-
mientos en la búsqueda de soluciones.

En días pasados, exhorté respetuosamente al Poder Ejecutivo para que 
nuestro país acepte la competencia del Comité contra la Desaparición For-
zada, prevista en el artículo 31 de la Convención de Naciones Unidas en la 
materia. Del mismo modo, se hizo un atento llamado al Poder Legislativo 
a realizar las reformas pertinentes con objeto de contar con una Ley Gene-
ral en materia de desaparición forzada, que incluya la adecuación del tipo 
penal a los estándares internacionales, así como la obligación de imple-
mentar políticas públicas para la búsqueda de personas desaparecidas.

Señoras y señores integrantes del Servicio Exterior Mexicano:

Las prioridades para el Ombudsman durante 2015 son mucho más amplias 
y diversas que aquellas a las que me he referido. La complejidad de la si-
tuación actual de México hace que asuntos como la tortura, la ejecución 
extrajudicial, la migración, la discriminación en todas sus formas, en espe-
cial hacia las mujeres, los derechos de los pueblos indígenas, la trata de 
personas, los ataques a periodistas y defensores de derechos humanos, así 
como la exigibilidad de los derechos económicos, sociales y culturales, 
requieran especial atención y seguimiento.

Es pertinente precisar, de manera inequívoca, el papel del Ombudsman. El 
ejercicio cabal de las atribuciones de la CNDH no busca debilitar sino, por 
el contrario, fortalecer al Estado mexicano, mediante los señalamientos de 
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las violaciones a derechos humanos en que incurran sus autoridades y 
funcionarios. El derecho fortalece al Estado democrático. Su aplicación ri-
gurosa para corregir los errores en que incurran los servidores públicos, 
fortalece la credibilidad y legitimidad de las instituciones.

Es mucho lo que se puede hacer para lograr una mejor defensa y protec-
ción de los derechos humanos y creo que asumir esa tarea es un compro-
miso de todos, ya sea en México o en el extranjero. Las embajadas y con-
sulados ejercen funciones de vital importancia para que los mexicanos 
hagan efectivos sus derechos en otros países, por lo que quiero expresar 
la disposición de la Comisión Nacional para emprender acciones conjuntas 
de defensa y promoción de los derechos humanos de nuestros connacio-
nales.

Casos tan alarmantes como la situación de los menores de edad que emi-
gran solos a los Estados Unidos, así como las de los niños que quedan en 
condición de desamparo y orfandad con la repatriación de sus padres por 
motivos migratorios, son tan solo algunos de los asuntos que requieren la 
suma de esfuerzos y la colaboración institucional para influir positivamen-
te en su solución.

Es urgente ubicar en el centro de toda la administración pública la defen-
sa y protección de los derechos humanos y la atención integral a las vícti-
mas. El Servicio Exterior Mexicano honra sus mejores tradiciones y princi-
pios asumiendo como propias estas premisas.

Muchas gracias. 

México, D.F., 8 de enero de 2015
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Presentación del Informe de la Comisión  
de Derechos Humanos del Senado de la República

 

Senadora Angélica de la Peña,  
Presidenta de la Comisión de Derechos Humanos  
del Senado de la República;

Apreciables Senadoras y Senadores;
Apreciables miembros del Consejo Consultivo de la CNDH;
Estimados miembros de los medios de comunicación:

Agradezco la amable invitación para acompañarlos en la presentación del 
informe de actividades correspondiente al tercer año de ejercicio de la 
Comisión de Derechos Humanos del Senado de la República.

Quiero reconocer el importante e intenso trabajo legislativo que ha venido 
desarrollando el Senado de la República y, de manera muy particular, la 
Comisión de Derechos Humanos de la LXII Legislatura, como se puede 
observar en el informe que hoy se presenta.

La reforma constitucional del 10 de junio de 2011 es la más trascendente 
que ha tenido nuestra Constitución en la materia. La misma estuvo prece-
dida de importantes reformas que incorporaron diversos derechos funda-
mentales en el texto constitucional, ampliándose el catálogo con otros 
derechos que se agregaron con posterioridad, por ejemplo: a la alimenta-
ción, al deporte y la cultura física, al agua, a un ambiente sano, a la internet, 
a la identidad y a ser registrado de manera inmediata al nacimiento.



276 comisión nacional de los derechos humanos

Las mencionadas reformas constitucionales han requerido grandes ajustes 
a las leyes secundarias, que las armonicen y hagan viables, demandando 
un arduo trabajo legislativo para alcanzar la calidad técnica que brinde 
certeza jurídica al gobernado y a las autoridades a quienes van dirigidas.

La etapa transicional que vivimos en materia de derechos humanos, ha 
tenido entre sus objetivos colocarlos en el centro de la administración, para 
que orienten todos los mandatos y políticas de Estado, al hacer explícita la 
obligación de todas las autoridades de someter sus actos a su estricto 
cumplimiento.

En la debida protección de la dignidad humana se asienta el fundamento 
de los derechos humanos, base y condición de todos los demás. En con-
secuencia, la labor legislativa debe tener como base y esencia el respeto 
a los derechos humanos. Como señaló Jorge Carpizo: la idea de la digni-
dad humana es el sustento del ordenamiento político, jurídico y social de 
una comunidad, por lo que se debe asegurar su vigencia mediante la 
defensa y protección en la Constitución, en la ley y en los instrumentos 
internacionales.

En ejercicio de las atribuciones que en su ámbito de competencia cada 
instancia tiene, existen entre la Comisión de Derechos Humanos del Sena-
do y la CNDH vínculos que las unen en el trabajo que realizan.

Algunos de esos nexos derivan de la reforma constitucional en materia de 
derechos humanos de 2011, que tuvo entre sus propósitos fortalecer y 
ampliar las facultades de los organismos no jurisdiccionales protectores de 
derechos humanos.

El Consejo Consultivo constituye una parte muy valiosa de la experiencia 
que la CNDH ha acumulado. Por ello destaco la necesidad de revalorar su 
papel con el fin de que tenga mayor participación. Sin embargo, debemos 
ser cuidadosos para que no pierda su naturaleza consultiva ni desvirtúe la 
función del Ombudsman.

Reconozco la disposición de la Comisión de Derechos Humanos del Sena-
do de hacer efectiva la propuesta de iniciativa legislativa para eliminar la 
reelección del Presidente de CNDH.
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Es tarea importante también y quisiéramos trabajar conjuntamente con 
ustedes en la elaboración de los proyectos de las Leyes Generales en Ma-
teria de Desaparición Forzada y sobre Tortura. Ello contribuiría a fortalecer 
las bases para enfrentar esos problemas, además de cumplir con los com-
promisos contraídos con organismos internacionales.

Senadoras y senadores:

No basta tener buenas leyes. El respeto cabal a los derechos humanos se 
inscribe dentro de un asunto mayor que es el respeto a la ley, a las normas 
en general.

De este modo tendríamos que reconocer que para construir un Estado 
regido por el principio de imperio de la Ley y los derechos humanos, ne-
cesitamos de un cambio en el que los individuos, independientemente de 
cualquier otra condición, se respeten a sí mismos, respeten a sus semejan-
tes y así puedan respetar las leyes. Hay que pensar en derechos, pero tam-
bién en obligaciones; demandar y exigir de las autoridades, pero también 
cumplir cada quien en sus tareas.

Solamente dentro de un Estado de Derecho efectivo y consistente la cau-
sa de los derechos humanos es realmente viable. Este cambio es del go-
bierno y la sociedad en su conjunto.

Reitero mi reconocimiento a la Comisión de Derechos Humanos del Senado 
de la República por el trabajo que ha venido realizando en favor de México.

De igual manera, reconozco la labor de la Senadora Angélica de la Peña, 
quien se ha destacado por su trabajo en favor de los derechos humanos, 
principalmente de las mujeres, los adolescentes, las niñas y los niños. Es 
incansable su vocación orientada a lograr la plena igualdad económica y 
política entre los géneros y para desterrar por completo la violencia que 
aún lacera el desarrollo personal de muchas mujeres.

Muchas gracias

México, D. F., a 4 de marzo de 2015
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Informe de Actividades 2015-2016  
de la Comisión de Derechos Humanos  

de la LXIII Legislatura del Senado de la República

Saludo en primer término al

Senador Pablo Escudero Morales,  
Presidente de la Mesa Directiva del Senado de la República  
e integrante de la Comisión de Derechos Humanos  
de esta Soberanía;

y a la Senadora Angélica de la Peña Gómez,  
Presidenta de la Comisión de Derechos Humanos  
del Senado de la República, a quien agradezco  
la gentileza de su invitación para participar en este acto;

A las Senadoras: Diva Hadamira Gastélum Bajo, Silvia 
Guadalupe Garza Galván, María Marcela Torres Peimbert  
y Layda Sansores San Román,

Secretarias de la Comisión de Derechos Humanos  
del Senado de la República;

Del mismo modo, saludo a las Senadoras y Senadores:

Margarita Flores Sánchez, María Lucero Saldaña Pérez,
Mariana Gómez del Campo Gurza, Gabriela Cuevas Barrón, 
Alejandra Roldán Benitez, Jesús Casillas Romero,
Miguel Ángel Chico Herrera y David Monreal Ávila,  

Integrantes de la Comisión de Derechos Humanos del Senado 
de la República;
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Señoras y señores legisladores;
Representantes de la academia y organizaciones  

de la sociedad civil;

Señoras y señores:

La rendición de cuentas es parte fundamental de nuestra vida democráti-
ca y un elemento clave para fortalecer la confianza y credibilidad de la 
sociedad en las instituciones. Esta tarea, trasciende el mero cumplimiento 
del marco normativo y las cuestiones estrictamente administrativas, impli-
ca dar razón del quehacer diario, evidenciar con lo realizado que se ha 
honrado la responsabilidad asumida en el cargo que se desempeña y que 
el trabajo hecho tiene incidencia o impacto en la realidad.

En el caso de la Comisión de Derechos Humanos de esta Soberanía, la 
responsabilidad es mayor, toda vez que la materia sobre la que conoce es 
de la mayor relevancia para el país y, en razón de ello, las expectativas y 
demandas de la sociedad sobre sus integrantes son muy altas. De ahí la 
importancia que tiene el acto que nos convoca, en el que de manera abier-
ta e incluyente, se informa sobre las actividades que llevó a cabo esa Co-
misión, en el ejercicio de una fructífera y ardua actividad legislativa.

Los resultados de esta actividad son evidentes y se han concretado, entre 
otras cosas, con la expedición de la Ley Nacional de Ejecución Penal y de 
la Ley del Sistema de Justicia Penal para Adolescentes, con el dictamen que 
aprueba la adición de la fracción XXIX-X al artículo 73 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como con los dictámenes que 
ha aprobado el Pleno del Senado sobre las leyes reglamentarias de los 
artículos 29 y 33 constitucionales, así como de la Ley General para Prevenir, 
Investigar y Sancionar la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos 
o Degradantes.

Indudablemente son varios los aspectos que se podrían destacar y los avan-
ces registrados, no obstante lo cual, todavía hay temas pendientes en la 
agenda legislativa que con necesidad y urgencia demandan atención. El 
desahogo de esta agenda no solo depende de la voluntad y compromiso 
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de esa Comisión, ya que también requiere de la acción responsable de otras 
personas e instancias, como sería la totalidad del Senado de la República 
y de la cámara colegisladora, dependiendo de los casos.

Son asignaturas pendientes la conclusión de los procesos legislativos y la 
expedición de las leyes generales en materia de tortura y desaparición 
forzada; las leyes reglamentarias de los artículos 29 y 33 constitucionales; 
así como la armonización normativa para que los organismos de derechos 
humanos gocen de los recursos y capacidades necesarias para el desem-
peño de sus funciones.

De igual forma, esta Comisión Nacional ha sugerido en varias de sus Reco-
mendaciones Generales e Informes la necesidad de formular leyes, tales 
como la relativa a la Consulta Previa de los Pueblos y Comunidades Indí-
genas; al matrimonio igualitario; al desplazamiento forzado interno; así 
como para que se realicen las adecuaciones normativas para prevenir y 
sancionar adecuadamente la violencia sexual en contra de las niñas y niños 
en los centros educativos.

En materia de derechos humanos no puede haber intereses o convenien-
cias de ningún tipo. El reconocimiento, defensa y protección de la dignidad 
humana no es algo que se pueda o deba negociar, ni puede ser materia 
de transacción o moneda de cambio. Más allá de la facción, grupo o ins-
tancia que presente una iniciativa de ley, es preciso atender a sus conteni-
dos, así como a su pertinencia y necesidad. El poder legislativo, tanto a 
nivel federal como local, tiene la capacidad y responsabilidad de incidir de 
manera positiva en el ámbito de los derechos humanos de nuestro país.

Es preciso que en la elaboración de las leyes se escuche a la sociedad, a las 
organizaciones civiles, a las víctimas, a la academia, a las instituciones y, en 
general, a los destinatarios de la norma, para que los instrumentos sean lo 
más adecuados posibles. Esa Comisión ha dado claros ejemplos al abrir 
diversos espacios donde con pluralidad, respeto e inclusión se ha enrique-
cido y orientado la actividad legislativa con experiencia y conocimientos 
externos. En esta tarea, reitero el interés de la CNDH de acompañar, en todo 
momento, los trabajos de esta Comisión desde el campo de la defensa y 
promoción de la dignidad humana.
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Señoras y señores:

Si bien es cierto que en la actualidad nuestro país cuenta con un amplio 
catálogo de derechos humanos incorporados a nuestro orden jurídico, por 
lo que poco sería lo que quedaría por hacerse en el ámbito de su recono-
cimiento, también lo es que el gran reto que enfrentamos, como lo he 
sostenido en diversas ocasiones, es el lograr que esos derechos sean una 
realidad, que superen el ámbito normativo para adquirir un reflejo e inci-
dencia real en la práctica, en nuestro día a día.

Los cambios normativos son elementos que en modo alguno son suficien-
tes para cambiar, por sí mismos, nuestra realidad pero si son necesarios 
para ello. El Poder Legislativo es una de las vías que mayor potencial tienen 
para lograr que los derechos humanos se materialicen en la práctica y sean 
una realidad para todas y para todos. Las normas deben generar el marco 
necesario para que los derechos sean vigentes y se garanticen. La claridad 
e idoneidad de las normas permitirá su aplicación y observancia inmedia-
ta sin necesidad de esperar a que su sentido y alcance lo determine la in-
terpretación que de las mismas haga el Poder Judicial.

Es preciso que la tarea legislativa en el ámbito de los derechos humanos 
asuma un enfoque estratégico, que partiendo de la realidad que se busca 
regular, contemple los costos y haga viable la vigencia de los derechos, 
orientando su actividad para obtener resultados prácticos, que incidan 
positivamente en la vida de las y los mexicanos. Esa Comisión ha dado 
pasos claros en esta ruta y estoy seguro que continuara sus tareas con la 
misma convicción y compromiso de siempre, por México y sus mejores 
causas.

Muchas gracias

Ciudad de México, 21 de septiembre de 2016
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Informe de Actividades 2017  
de la Comisión de Derechos Humanos  

de la LXIII Legislatura del Senado de la República

Senadora Angélica de la Peña Gómez,  
Presidenta de la Comisión de Derechos Humanos del Senado  
de la República, a quien agradezco la cordial invitación  
para participar en este acto;

Senadoras:

Diva Hadamira Gastélum Bajo, Adriana Dávila Fernández,
María Marcela Torres Peimbert y Layda Sansores San Román, 

Secretarias de la Comisión de Derechos Humanos  
del Senado de la República;

Senadoras y Senadores:

María Verónica Martínez Espinoza, María Lucero Saldaña Pérez,
Mariana Gómez del Campo Gurza, Gabriela Cuevas Barrón,
Lorena Cuéllar Cisneros, Jesús Casillas Romero,
Miguel Ángel Chico Herrera, Sofío Ramírez Hernández,
David Monreal Ávila,  

Integrantes de la Comisión de Derechos Humanos del Senado 
de la República;

Señoras y señores legisladores;
Representantes de la academia y organizaciones  

de la sociedad civil;
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Apreciados representantes de los medios de comunicación;

Señoras y señores:

Una democracia auténtica es más que un mero procedimiento que deter-
mina la integración de una estructura de poder, ya que requiere que esa 
estructura que genera la voluntad ciudadana, sea efectivamente un canal 
de expresión y una vía para que las necesidades, problemas y anhelos de 
las personas se atiendan y se encuentren las respuestas y soluciones que 
las mismas necesitan. Esto supone, necesariamente, que uno de los aspec-
tos fundamentales que el poder democrático debe reconocer y preservar 
es la dignidad humana, así como los derechos que son inherentes a todas 
las personas.

El poder legislativo emana directamente de la voluntad de las personas y 
como un pilar de la democracia, tiene la alta responsabilidad de generar 
el marco normativo que posibilita y regula nuestra convivencia social me-
diante leyes que, desde el origen mismo de nuestra vida como Nación 
independiente, está prescrito que deben ser acordes con los derechos 
fundamentales de las personas. El artículo 30 del Acta Constitutiva de la 
Federación de 1824, ya contemplaba la obligación a cargo de la Nación, 
de proteger, por leyes justas y sabias, los derechos del hombre y del ciu-
dadano.

Hoy casi 200 años después, la promoción, respeto, protección y garantía 
de los derechos humanos es un imperativo constitucional, por lo que los 
actos de todas las autoridades deben observar tales premisas, no pudien-
do atentar contra la dignidad humana o pretender anular o menoscabar 
los derechos y libertades de las personas. 

El evento que hoy nos convoca es un ejercicio y muestra de la transparen-
cia que debe imperar en un Estado democrático de Derecho, en el cual las 
autoridades informan a la ciudadanía sobre el cumplimiento de la función 
que ésta confió y delegó en sus representantes. El informe de actividades 
de la Comisión de Derechos Humanos del Senado de la República nos da 
la oportunidad de conocer la intensa y productiva actividad legislativa de-
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sarrollada por las y los Senadores que la integran durante el periodo que 
se reporta, lo cual nos lleva, en un acto de elemental justicia, a destacar y 
reconocer los innegables avances registrados, pero también a reflexionar 
sobre los pendientes que aún subsisten en este ámbito.

Durante los últimos 5 años, esta Comisión de Derechos Humanos del Se-
nado de la República, ha tenido un papel fundamental en el diseño y de-
sarrollo normativo derivado de la reforma constitucional de derechos hu-
manos del 2011. Entre los resultados de este arduo trabajo destaca su 
decisivo papel en el proceso de revisión y reforma de la Ley General de 
Víctimas, en conjunto con las comisiones de Gobernación, de Justicia y de 
Estudios Legislativos, previa adición de la fracción XXIX-X al artículo 73 
constitucional. Este proceso se caracterizó, entre otras cosas, por la plura-
lidad y apertura para la participación de colectivos de víctimas, organiza-
ciones civiles y otras instancias públicas, como esta Comisión Nacional, a 
fin de eliminar los obstáculos o deficiencias legales que estaban impidien-
do el acceso efectivo de las víctimas a los derechos reconocidos en la ley.

De igual forma, merece destacarse el papel que desarrolló en la dictami-
nación de las iniciativas que llevaron a la promulgación de la Ley General 
para Prevenir, Investigar y Sancionar la Tortura y otros Tratos o Penas Crue-
les, e Inhumanos o Degradantes, así como a la reforma de otros ordena-
mientos relacionados. También ha sido resultado de la labor de la Comisión 
de Derechos Humanos de esta Soberanía, en colaboración con otras co-
misiones del Senado, la aprobación de los dictámenes que contienen el 
proyecto por el que se reforma, adiciona y derogan diversas disposiciones 
de la Ley General para Prevenir, Sancionar y Erradicar los Delitos en Materia 
de Trata de Personas y para la Protección y Asistencia a las Víctimas de estos 
Delitos.

Sería extenso intentar enunciar y reconocer cada una de las acciones rea-
lizadas por esa Comisión de Derechos Humanos. Es claro su compromiso 
con el reconocimiento y respeto de la dignidad humana. Sin embargo, 
considero relevante llamar la atención en este espacio sobre el hecho de 
que el desahogo de la compleja agenda legislativa de nuestro país en ma-
teria de derechos humanos no solo depende de la voluntad y compromi-
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so de esa Comisión, ya que también requiere de la acción responsable de 
otras personas e instancias, como sería la totalidad del Senado de la Repú-
blica y de la cámara colegisladora, dependiendo de los casos.

Son asignaturas pendientes la conclusión de los procesos legislativos y la 
expedición de la ley general en materia desaparición forzada, la cual cons-
tituye una prioridad que demanda atención urgente e inaplazable; las 
leyes reglamentarias de los artículos 29 y 33 constitucionales; así como la 
armonización normativa para que los organismos de derechos humanos 
gocen de los recursos y capacidades necesarias para el desempeño de sus 
funciones.

De igual forma, esta Comisión Nacional ha sugerido en varias de sus Reco-
mendaciones Generales e Informes, la necesidad de formular leyes, tales 
como la relativa a la Consulta Previa de los Pueblos y Comunidades Indí-
genas; al matrimonio igualitario; al desplazamiento forzado interno; así 
como para que se realicen las adecuaciones normativas para prevenir y 
sancionar adecuadamente la violencia sexual en contra de las niñas y niños 
en los centros educativos.

En particular, quisiera reiterar que este Organismo nacional está convenci-
do de que el fenómeno del desplazamiento forzado interno en nuestro 
país requiere una atención urgente e integral, por lo que —como he anun-
ciado recientemente— presentaremos a este Congreso y al Poder Ejecuti-
vo un anteproyecto de ley general, en el que además de señalar los dere-
chos que asisten a la población desplazada, se plantea la conformación de 
un Sistema Nacional para la Protección y Atención a las Víctimas de Des-
plazamiento y de un Registro Nacional, así como un mecanismo de alertas 
tempranas, encaminados a identificar situaciones que puedan generar si-
tuaciones de desplazamiento para realizar acciones preventivas eficaces 
desde los tres niveles de gobierno.

Con el mismo propósito de promover el ejercicio efectivo de los derechos 
humanos, a principios de este año, a raíz de la presentación —en diciembre 
de 2016— de una iniciativa para reformar el artículo 16 constitucional, a 
través del Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura, esta Comisión 
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Nacional remitió un posicionamiento que sintetiza los diversos pronuncia-
mientos que mecanismos nacionales e internacionales de protección de 
derechos humanos han formulado requiriendo la eliminación de la figura 
de arraigo, haciendo suya dicha demanda —misma que hoy ratifico— al 
coincidir en que el arraigo es violatorio de numerosos derechos humanos 
y propicia que una persona pueda ser víctima de malos tratos e incluso, de 
tortura, y por lo tanto, debe desaparecer de nuestro sistema jurídico.

Por otra parte, mediante la Recomendación 28/2017, emitida el pasado 
mes de julio al Instituto Mexicano del Seguro Social, nos pronunciamos 
sobre la necesidad de modificar la Ley del Seguro Social, a fin de eliminar 
todas aquellas disposiciones que restringen el acceso a la pensión por viu-
dez a los varones, por su carácter claramente discriminatorio, que además 
está basado y reproduce estereotipos de género contrarios al principio de 
igualdad entre hombres y mujeres.

Señoras y señores:

No quisiera concluir mi intervención sin referirme a uno de los temas que 
considero demanda una atención urgente y debida por parte de todas las 
instancias del Estado, me refiero a las vinculadas a la seguridad y acceso a 
la justicia de las personas. En fechas recientes hemos sido testigos de diver-
sas iniciativas que buscan generar nuevas normas o reformar disposiciones 
existentes a afecto de dar respuesta a la situación de violencia, inseguridad, 
impunidad y falta de acceso a la justicia que desafortunadamente existe en 
diversas regiones del país.

Ante ello, lo hemos dicho en diversos espacios y foros, reiteramos la nece-
sidad de tratar, bajo una perspectiva integral, los problemas que enfrenta 
nuestro país en materia de seguridad y justicia. Más que limitarnos a regu-
lar la intervención de nuestras fuerzas armadas en tareas vinculadas a la 
seguridad de las personas o pretender encontrar en el aumento de la pri-
sión preventiva oficiosa la solución al incremento en las actividades delic-
tivas, requerimos tratar estos temas bajo un esquema amplio, en el que 
veamos de manera conjunta y estructurada, la parte procedimental del 
Sistema de Justicia Penal, junto con la estructura y esquema de procuración 
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de justicia, para concretar de manera pertinente el cambio de la actual 
Procuraduría General de la República a una Fiscalía General autónoma, 
independiente y eficaz, así como determinar el tipo de autoridad que asu-
mirá sustantivamente las tareas vinculadas a la seguridad pública, así como 
los modelos bajo los cuales se daría su operación.

Compartimos la convicción sobre la necesidad de abrir un análisis y deba-
te serio, objetivo, plural, informado y respetuoso sobre la materia de segu-
ridad y justicia en México, pero consideramos que llevar a cabo el mismo 
sin una visión integral, no resolverá los problemas de fondo que actual-
mente padece nuestro país y, en el mejor de los casos, solo producirá so-
luciones parciales de alcance limitado. La atención de los problemas de 
inseguridad y falta de acceso a la justicia no puede subordinarse a intereses 
particulares o coyunturas políticas. Se requieren soluciones integrales, que 
propicien el respeto y vigencia de los derechos de todas las personas, al 
igual que el cumplimiento y aplicación de la ley.

En este sentido, el Poder Legislativo está llamado a jugar un papel de pri-
mer orden, por lo que es preciso que asuma con conciencia y plena res-
ponsabilidad las trascendentes tareas que tiene frente a sí. Los derechos 
humanos no son una materia más sobre la que versen las leyes, son el eje 
y parámetro que de manera transversal debe regir y condicionar todo el 
desarrollo de la actividad estatal, incluida, por supuesto, las funciones le-
gislativas. La Comisión de Derechos Humanos de esta Soberanía tiene ante 
sí el reto de contribuir a garantizar que los postulados del artículo 1º cons-
titucional se preserven y materialicen en las leyes que se emitan para be-
neficio de toda la sociedad. Estoy seguro que con patriotismo y responsa-
bilidad tendrá éxito en cumplimentar tal tarea.

Muchas gracias.

6 de septiembre de 2017
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Presentación de la Memoria de Labores de la Comisión  
de Derechos Humanos del Senado de la República 

correspondiente a las LXII y LXIII Legislaturas

Los derechos humanos son uno de los ejes fundamentales del sistema cons-
titucional y democrático en México, de ahí que su respeto y vigencia lleve 
implícito el respeto y vigencia de la propia Constitución. La reforma de 2011, 
incorporó a nuestro máximo ordenamiento un amplio catálogo de dere-
chos fundamentales que, en los hechos ha generado, que prácticamente, 
no exista un ámbito de la actividad humana que no se pueda vincular, en 
mayor o menor medida, con la vigencia de algún derecho humano, lo cual 
ha ocasionado una juridificación de todos los ámbitos de la vida social.

El simple reconocimiento de los derechos, aún a nivel constitucional, no 
garantiza su materialización práctica, en tanto sus alcances y contenidos 
específicos deben detallarse en las disposiciones de menor jerarquía nor-
mativa, siendo de esta forma que se va conformando la manera en que los 
derechos trascienden la esfera normativa para volverse realidades que in-
ciden en el día a día de las personas. En este sentido, la actividad legislativa 
desempeña un papel crucial frente al reto de hacer vigentes los derechos 
humanos, en tanto tiene a su cargo la relevante tarea de dar un sentido 
más concreto a la norma constitucional.

No solo los actos directos de autoridad frente a las personas deben respe-
tar y proteger los derechos humanos, sino también las normas que se 
formulen para regular la actuación misma de las autoridades y la conviven-
cia social, deben partir de esa premisa, lo cual inclusive se ha identificado 
como un elemento esencial de un sistema democrático. De ahí, la trascen-
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dencia que tiene el que dentro de los procesos legislativos, se aborde con 
objetividad, conocimiento y responsabilidad el tema de los derechos de las 
personas, trabajo que en buena medida corresponde a las Comisiones de 
De rechos Humanos de las Cámaras que integran el Honorable Congreso 
de la Unión.

El día de hoy, en un ejercicio y muestra de transparencia y rendición de cuen-
tas, se presenta la memoria de labores de la Comisión de Derechos Huma-
nos del Senado de la República, correspondiente a las LXII y LXIII Legislatu-
ras, donde se detalla la intensa y productiva actividad legislativa desarrollada 
por las y los Senadores que la integraron durante los últimos seis años, en 
un contexto complejo para nuestro país y sociedad, en medio del cual 
desempeñaron un papel fundamental en el diseño y desarrollo normativo 
derivado de la reforma constitucional de derechos humanos del 2011.

Requeriría mucho tiempo intentar enunciar y reconocer cada una de las 
acciones realizadas por esa Comisión de Derechos Humanos en este pe-
riodo, dentro del cual fueron testimonio del claro compromiso de sus inte-
grantes con el reconocimiento y respeto de la dignidad humana, los in-
negables avances legislativos que se registraron en este ámbito, tanto en 
los contenidos de las propias normas, como en la manera de llevar a cabo la 
actividad legislativa. Las dos últimas Legislaturas, tuvieron la visión y capa-
cidad de emitir ordenamientos con los que se saldaron varios pendientes 
históricos que tenía nuestro país en el ámbito de los derechos fundamen-
tales, mismos que indudablemente contribuirán a su respeto y vigencia, 
así como a la atención de problemáticas tan relevantes como las relativas 
a las desapariciones forzadas, la tortura, la trata de personas, la atención a 
las víctimas, los derechos de niñas, niños y adolescentes, entre otras.

También es de destacarse la forma en que esa Comisión del Senado busco, 
en varios casos, espacios y opciones para abrir el proceso legislativo y propi-
ciar el trabajo coordinado entre las y los señores legisladores, expertos, aca-
démicos, víctimas, organizaciones de la sociedad civil, organismos nacionales 
e internacionales de protección y defensa de los derechos humanos, así 
como autoridades, para la construcción de marcos jurídicos más idóneos y 
pertinentes, que hicieran posible atender e incidir de mejor forma, en las 
graves problemáticas que se estaban regulando, conforme al sentido y al-
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cance del artículo 1º de nuestro máximo ordenamiento y de la reforma cons-
titucional de 2011. Ejemplo exitoso de este trabajo fue el desarrollado para 
la emisión de la Ley General sobre Desaparición Forzada y por Particulares.

La tarea de coordinación de la Senadora Angélica de la Peña permitió que, 
con independencia de filiaciones partidistas o políticas, el trabajo dentro 
de la Comisión de Derechos Humanos del Senado de la República se cen-
trara en la defensa de la dignidad humana para que con apertura al diálo-
go y pluralidad, que fueron sus premisas, se pudieran oír y fueran efectiva-
mente escuchadas todas las voces que pudieran enriquecer y aportar algo 
positivo al debate legislativo. Esta pluralidad, apertura y respeto dentro del 
diálogo constituye uno de los mayores legados que dejan las y los Sena-
dores de esta Comisión de Derechos Humanos a las dinámicas legislativas.

En el ámbito de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, debo 
reconocer que en todo momento esa Comisión del Senado de la Repúbli-
ca fue respetuosa de la autonomía y atribuciones de este Organismo na-
cional, existiendo un ánimo y disposición para colaborar y emprender ac-
ciones conjuntas para un mayor reconocimiento, respeto y vigencia de los 
derechos fundamentales en nuestro país.

Señoras y señores:

Si bien es mucho lo que se puede resaltar y reconocer de la labor que des-
de el Poder Legislativo se ha llevado a cabo a favor de los derechos humanos 
en los últimos años, también es preciso señalar que también son múltiples 
las asignaturas pendientes y los retos que enfrentará la próxima Le gislatura, 
misma que deberá continuar sosteniendo como premisa de sus labores el 
reconocimiento, defensa y promoción de los derechos humanos, asumien-
do un papel más activo para tal efecto.

Tal y como lo he señalado en diversos espacios y ocasiones, México atra-
viesa una de las etapas más desafiantes y complejas que haya tenido en 
materia de derechos humanos. Nuestro país lleva más de una década sin 
poder encontrar una solución adecuada para hacer frente a los flagelos 
que han minado a sus instituciones, vulnerando gravemente a las personas 
y transformado los parámetros de nuestra convivencia social, representados 
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por los binomios inseguridad y violencia, impunidad y corrupción, así como 
pobreza y exclusión.

Es necesario y urgente una revisión y replanteamiento de nuestras políticas 
públicas en materia de seguridad y justicia, bajo una visión integral, que 
atienda no solo las manifestaciones más evidentes de los problemas que 
se enfrentan en estos ámbitos, sino también las causas estructurales de 
tales fenómenos. Los enfoques eminentemente reactivos no han sido ni 
serán la respuesta a la violencia e inseguridad, es necesario que retomemos 
el camino de la prevención.

La debilidad que la sociedad percibe de nuestro Estado de Derecho y la 
impunidad existente, solo podrá cambiarse si se genera una certeza razo-
nable de que las normas, no solo se deben, sino que efectivamente se van 
a aplicar en un caso concreto, con independencia de quienes sean las 
personas involucradas, dejando de lado toda práctica de corrupción. Es 
preciso sumar esfuerzos para propiciar una adecuada “cultura de la legali-
dad” en nuestro país, tarea que no solo pasa por la debida aplicación y 
observancia de la ley, ya que empieza desde la elaboración misma de las 
normas, las cuáles deben ser coherentes con la defensa y promoción de 
los derechos humanos.

No basta declarar la protección de los derechos y reconocer los mismos, 
es preciso que se articulen estrategias y se proporcionen los medios para 
que esos derechos sean vigentes y su protección efectiva, mediante la 
acción del Estado basada en políticas públicas pertinentes, contando con 
las capacidades y recursos administrativos suficientes, que permitan su 
implementación bajo estándares altos de calidad, sujetos a transparencia 
y rendición de cuentas.

Para la consecución de estas metas, el trabajo del Poder Legislativo resulta 
de una importancia primordial, trabajo que, en el caso del Senado de la 
República, contará con las bases sólidas y el camino andado por su Comi-
sión de Derechos Humanos en estos 6 años, de lucha por la dignidad hu-
mana y compromiso por las mejores causas de México. 

Muchas gracias.

Ciudad de México, 15 de agosto de 2018
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Reunión de Instalación de la Comisión de Derechos  
Humanos del Senado de la República,  
correspondiente a la LXIV Legislatura

Saludo a las señoras y señores Senadores de la República, que integran la 
Comisión de Derechos Humanos del Senado de la República en esta LXIV 
Legislatura:

A la Sen. Kenia López Rabadán,  
Presidenta; 

A la Sen. Nestora Salgado García  
y al Sen. Emilio Álvarez Icaza Longoria,  
quienes ocupan su Secretaría; 

Así como a sus integrantes, las Senadoras: 

Minerva Citlalli Hernández Mora; 
Olga María del Carmen Sánchez Cordero Dávila;
Martha Lucía Micher Camarena; 
Antares Guadalupe Vázquez Alatorre;
Gina Andrea Cruz Blackledge;
Sylvana Beltrones Sánchez, y
Ma. Leonor Noyola Cervantes; 

Además de los Senadores: 

Julio Ramón Menchaca Salazar;
Miguel Ángel Navarro Quintero, y
Mauricio Kuri González 
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Saludo de igual forma, al: 
Sr. Jan Jarab,  

Representante en México de la Oficina del Alto Comisionado  
de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos; 

A la Dra. Tania Reneum,  
Directora Ejecutiva de Amnistía Internacional México; 

Así como a las señoras y señores Senadores presentes; 

Señoras y señores: 

México atraviesa una de las etapas más desafiantes y complejas que haya 
tenido en materia de derechos humanos. Nuestro país lleva más de una 
década sin poder encontrar una solución adecuada para hacer frente a 
los flagelos que han minado a sus instituciones, vulnerando gravemente 
a las personas y transformado los parámetros de nuestra convivencia so-
cial, representados por los binomios inseguridad y violencia, impunidad 
y corrupción, así como pobreza y exclusión. 

La debilidad que la sociedad percibe de nuestro Estado de Derecho y la 
impunidad existente, solo podrá cambiarse si se genera una certeza razo-
nable de que las normas, no solo se deben, sino que efectivamente se van 
a aplicar en un caso concreto, con independencia de quienes sean las 
personas involucradas, dejando de lado toda práctica de corrupción. Es 
preciso sumar esfuerzos para propiciar una adecuada “cultura de la legali-
dad” en nuestro país, tarea que no solo pasa por la debida aplicación y 
observancia de la ley, ya que empieza desde la elaboración misma de las 
normas, las cuáles deben ser coherentes con la defensa y promoción de 
los derechos humanos. 

El día de ayer, nuestro país recordó uno de los episodios más obscuros de 
su historia reciente, que implicó múltiples y graves violaciones a los dere-
chos humanos, que aún permanecen impunes, llevadas a cabo al amparo 
de una estructura institucional y jurídica que no contemplaba contrapesos 
reales y efectivos ante los abusos del poder, ni asumía el reconocimiento 
y respeto de la dignidad humana como una prioridad en la actuación pú-
blica, generando un entorno que dificultaba la posibilidad de ejercer liber-
tades y derechos. 
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A 50 años de distancia, si bien nuestro país enfrenta múltiples problemá-
ticas, la institucionalidad democrática que, entre otras cosas, ha permitido 
la alternancia en el poder, así como el amplio catálogo de derechos que 
reconoce la Constitución, nos permite alzar la voz para condenar y exigir 
justicia respecto de lo acontecido el 2 de octubre de 1968, pero también 
para condenar, investigar y exigir justicia en el caso Iguala, siendo el enor-
me reto que se nos presenta el lograr que esa institucionalidad logre ope-
rar de manera efectiva en el ámbito de la procuración e impartición de 
justicia, a efecto de que podamos terminar, de una vez por todas, con la 
impunidad, la corrupción y la falta de cumplimiento y aplicación de la ley 
que nos aquejan. 

En este sentido, más allá de establecer estructuras burocráticas específicas 
para la atención de problemas o casos particulares, es indispensable que 
México cuente con una Fiscalía verdaderamente autónoma, que genere 
certidumbre y confianza en su desempeño, mediante el desarrollo de in-
vestigaciones profesionales, objetivas, integrales, imparciales y exhaustivas. 
La vigencia del derecho a la justicia no debe ser privilegio de unos pocos. 
Todas las personas, con independencia de su condición social o económi-
ca, así como de la relevancia o publicidad de sus casos, deben contar con 
la certeza de que los mismos serán debidamente investigados y de que, 
de ser este el caso, los responsables recibirán la sanción que en derecho 
corresponda. No abordar el tema de una Fiscalía autónoma, con responsa-
bilidad y atendiendo a la realidad que vive la procuración de justicia en 
México, implica condenar al fracaso cualquier estrategia que se emprenda 
para abatir la inseguridad, la violencia y la impunidad. 

La existencia de una Fiscalía autónoma, el fortalecimiento de una real y 
efectiva división de poderes, así como de los organismos constitucionales 
autónomos vinculados a la protección y vigencia de los derechos humanos, 
son las mejores garantías de que México no tenga otro 2 de octubre, y de 
que el Estado opte por el respeto a los derechos de las personas y el forta-
lecimiento y desarrollo democrático frente a cualquier tentación autorita-
ria. De que, ante los diferendos y el disenso, habrá apertura y tolerancia 
para quienes no comparten las posturas mayoritarias. De que en México 
cabemos todos, si asumimos el cumplimiento de la ley y el respeto a los 
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derechos de las personas como pautas de nuestra convivencia social y vida 
institucional.  

El que nuestro país tenga mejores leyes e instituciones que propicien una 
mayor vigencia y respeto de los derechos fundamentales es una prioridad 
que nos interesa e incumbe a todos. En este sentido, quisiera solicitar a esta 
Comisión el que diera a la CNDH la oportunidad de sostener una primera 
reunión de trabajo, a efecto de llevar a cabo un intercambio de opiniones 
y profundizar la reflexión sobre estos temas. Como una primera aportación 
en este rubro, al concluir mi intervención les haré entrega de la “Agenda 
Básica” que sobre derechos humanos preparó el Organismo nacional a mi 
cargo, y en la cual se incluye un apartado específico de normas o disposi-
ciones que, desde la CNDH, se estima necesario emitir o revisar, como es 
el caso de la Ley de Seguridad Interior, misma que vulnera derechos hu-
manos, no ha tenido una incidencia efectiva y notoria en la materia que 
pretendía regular, y cuyo contenido debe ser revisado. 

Por otra parte, entre los ordenamientos cuya emisión se plantea, se incluye 
la necesidad de emitir una Ley General sobre Desplazamiento Forzado, 
problema que pese a la relevancia que tiene en nuestro país, no ha sido 
suficientemente visibilizado ni atendido, entre otras cosas, por falta de un 
marco normativo adecuado para tal efecto, razón por la cual, también he 
estimado pertinente presentar ante esta Comisión, un proyecto de Ley 
sobre esta materia, el cual si bien ha sido elaborado en la CNDH, recoge 
comentarios y opiniones de especialistas, académicos, víctimas y organi-
zaciones de la sociedad civil. Confiamos que el proyecto que se presenta 
mueva al debate y a la discusión sobre este tema que no podemos seguir 
ignorando y que demanda atención urgente. 

Señoras y señores: 

Los Ombudsperson somos una institución del Estado mexicano, no somos 
institución de gobierno. Somos patrimonio de la sociedad civil, porque a 
ella nos debemos y en particular a las víctimas, es decir, a quienes han 
sufrido algún abuso del poder. Nuestra fortaleza radica en nuestra autono-
mía e independencia. No somos adversarios de las autoridades, somos 
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coadyuvantes bajo un esquema de interacción, de diálogo, de acompaña-
miento, de coordinación. Nuestro compromiso es con la legalidad, con la 
verdad, y con la justicia. Por el abatimiento de la impunidad y la vigencia 
de la legalidad.  

Somos también garantes de la Constitución, que en caso de ser necesario, 
tenemos la potestad de promover la acción de inconstitucionalidad pre-
vista por el artículo 105 de nuestro máximo ordenamiento, para defender 
los derechos humanos y preservar la integralidad del mismo. 

Por ello, no quisiera concluir sin agradecer la invitación que se extendió a 
la Comisión Nacional de los Derechos Humanos para participar en esta 
reunión de instalación y hago expreso el compromiso de acompañar los 
trabajos y colaborar con esta Soberanía en todo aquello que esté al alcan-
ce del Organismo nacional a mi cargo, confiando en que esta ocasión mar-
que el inicio de una fructífera colaboración entre esta Comisión y el sistema 
no jurisdiccional de protección y defensa de los derechos humanos en 
México.

Muchas gracias. 

Ciudad de México, 3 de octubre de 2018
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Reunión de instalación de la Comisión de Derechos 
Humanos de la H. Cámara de Diputados, 

correspondiente a la LXIV Legislatura

Muy buenos días tengan todas y todos ustedes.

Muy estimado Diputado Hugo Rafael Ruiz Lustre, Presidente de la Comisión 
de Derechos Humanos de la Cámara de Diputados. Me da mucho gusto 
que usted presida la Comisión tan importante que tiene que ver con la 
dignidad de las personas; y usted ya lo decía, porque la lucha que usted ha 
encabezado por el reconocimiento de los derechos de personas con dis-
capacidad representa el que se cambie ese paradigma, ese patrón cultural 
de entender la atención de los derechos desde una perspectiva asistencial 
a una situación de respeto pleno por los derechos humanos. Me da mucho 
gusto que usted encabece y que impulse los derechos de las personas con 
discapacidad.

Saludo al Representante del Alto Comisionado de Naciones Unidas, Jan 
Jarab; a la Diputada Graciela Zavaleta, quien lleva 28 años en la defensa de 
los derechos humanos; a mi muy estimada Diputada María Lucero Saldaña, 
Secretaria de la Comisión de Derechos Humanos de la Cámara de Dipu-
tados; a la Diputada María del Carmen Bernal Martínez, Secretaria de la Co-
misión; a la Diputada Madeleine Bonnafoux, Secretaria de la Comisión; a la 
Diputada Elva Lorena Torres Díaz, integrante de la misma y la Diputada 
Kehila Abigail, Secretaria también de la Comisión.

Señores y señoras, diputadas y diputados, señores senadores y senadoras 
aquí presentes. Nashieli Ramírez Hernández, Presidenta de la Comisión de 
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Derechos Humanos de la Ciudad de México, representantes de la socie-
dad civil.

Esta 64 Legislatura inicia sus trabajos después de una década en la que 
nuestro país sigue sin encontrar una solución que dé respuesta satisfacto-
ria y haga frente a los flagelos que minan a sus instituciones. Esa década 
de pasivos acumulados ha vulnerado gravemente a las personas y empo-
brecido nuestra convivencia social, fuertemente impactada por los bino-
mios inseguridad y violencia, impunidad y corrupción, así como pobreza 
y exclusión. Y estos binomios envueltos en la debilidad de un Estado de 
Derecho.

Las debilidades que la sociedad percibe de nuestro Estado de Derecho y 
la impunidad existente, solo podrán revertirse si se genera una certeza 
razonable de que las normas, no solo se pueden cumplir, sino que efecti-
vamente se aplican en la realidad de la vida diaria, con independencia de 
quienes son las personas involucradas, y dejando a un lado todo privilegio. 
Es preciso sumar diversos y muy numerosos esfuerzos para propiciar que 
la legalidad sea la dimensión de la vida cotidiana.

Una tarea así pasa por la debida aplicación y observancia de la ley, pero 
empieza mucho antes, desde la elaboración misma de las normas, las cuá-
les deben ser coherentes con los derechos humanos.

Si bien nuestro país enfrenta muchos problemas, la institucionalidad de-
mocrática que, entre otras cosas, ha permitido la alternancia en el poder, 
así como el amplio catálogo de derechos que reconoce la Constitución, 
nos permite alzar la voz para condenar y exigir justicia, teniendo el enorme 
reto de lograr también que esa institucionalidad logre operar de manera 
efectiva en el ámbito de la procuración e impartición de justicia. Todos aquí 
queremos terminar, de una vez por todas, con la impunidad, la corrupción 
y la falta de cumplimiento y aplicación de la ley.

Todas las personas, con independencia de su condición social o económi-
ca, así como de la relevancia pública de sus casos, deben contar con la 
certeza de que los mismos serán debidamente investigados y de que, de 
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ser este el caso, los responsables recibirán la sanción que en derecho co-
rresponda.

En este sentido, más allá de establecer estructuras burocráticas específicas 
para la atención de problemas o casos particulares, es indispensable que 
México cuente con una Fiscalía verdaderamente autónoma, que surja de 
un proceso de selección incuestionable, y que genere certidumbre y con-
fianza en su desempeño, mediante la realización de investigaciones profe-
sionales, objetivas, integrales, imparciales y exhaustivas. La vigencia del 
derecho de acceso a la justicia no debe ser privilegio de algunos. El país 
saldrá adelante cuando tengamos las bases suficientes para que la ley se 
aplique por igual a todos, sin distinción ni privilegios.

La existencia de una Fiscalía autónoma, el fortalecimiento de una real y 
efectiva división de poderes que permita contrapesos y equilibrios, así 
como de los organismos constitucionales autónomos vinculados a la pro-
tección y vigencia de los derechos humanos, son las mejores garantías de 
que el Estado mexicano opte por el respeto a los derechos de las personas 
y el fortalecimiento y desarrollo democrático frente a cualquier tentación 
autoritaria. 

Me refiero a que requerimos de estas Fiscalías y me refiero a que necesita-
mos la profesionalización de los operadores de lo que denominamos Nue-
vo Sistema de Justicia Penal, que ya no es tan nuevo, porque si profesiona-
mos a los operadores evitaremos la tentación de caer nuevamente en la 
ampliación del catálogo de delitos que lleven a otras conductas a consi-
derarlas de prisión preventiva oficiosa. Lo que la nueva Reforma estableció 
fue fortalecer el principio de inocencia; eso fue lo que instituciones del 
Congreso de la Unión establecieron, la importancia es que la presunción 
de inocencia prevalezca en el Sistema de Justicia, por eso se limitó la prisión 
preventiva oficiosa, pero requiere de fortalecerlo en ese sentido y no que 
ante la incapacidad de los operadores del sistema limitemos libertades.

Debemos también tener presente que, ante los diferendos y el disenso, 
habrá apertura y tolerancia para quienes no comparten las posturas ma-
yoritarias; de que en México cabemos todos, si asumimos el cumplimiento 
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de la ley y el respeto a los derechos de las personas como pautas de nues-
tra convivencia social y vida institucional.

Requerimos que nuestro país tenga mejores leyes e instituciones sólidas y 
con credibilidad que propicien una mayor vigencia y respeto de los dere-
chos fundamentales, esa es una prioridad que nos interesa e incumbe a 
todos.

Las Comisiones legislativas son el espacio de trabajo técnico y jurídico más 
relevante del Congreso. Por ello, una vez instalada la Comisión de Derechos 
Humanos de la Cámara de Diputados, tendrá un apremiante trabajo par-
lamentario que derive en los primeros dictámenes de iniciativas y comien-
cen a desahogarse los pendientes acumulados. En este sentido, recono-
ciendo que estamos ante un parlamento abierto, quisiera solicitar a esta 
Comisión le dé a la CNDH la oportunidad de sostener a la brevedad una 
primera reunión de trabajo, a efecto de llevar a cabo un intercambio de 
opiniones y profundizar la reflexión sobre diversos temas que tienen que 
ver con los derechos humanos en el país.

Como una primera aportación, al concluir mi intervención les haré entrega 
de la “Agenda Básica” que sobre derechos humanos preparó el Organismo 
nacional a mi cargo, y en la cual se incluye un apartado específico de nor-
mas o disposiciones que, desde la CNDH, se estima necesario emitir o re-
visar, como es el caso de la Ley de Seguridad Interior, misma que vulnera 
derechos humanos, no ha tenido una incidencia efectiva y notoria en la 
materia que pretendía regular, y cuyo contenido debe ser revisado.

También se propone que se formulen leyes reglamentarias de los artículos 
29 (sobre la restricción o suspensión en todo el país o en lugar determina-
do el ejercicio de los derechos y las garantías) y el 33 (sobre la expulsión 
del territorio nacional de personas extranjeras), es decir, sobre temas como 
la Consulta Previa de los Pueblos y Comunidades Indígenas, cuando me 
refiero, por ejemplo, al artículo 33, recordemos que el poder revisor de la 
Constitución estableció términos y creo que debemos dejar de usar el reloj 
parlamentario para extender los términos en el cumplimiento de los man-
datos constitucionales. 
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También se debe revisar, entre otras cuestiones, lo decía Jan Jarab también, 
a riesgo de ser repetitivo, pero lo repetitivo en esta ocasión fortalece el que 
pueda estar focalizado estos temas en la agenda legislativa. Decía de la 
consulta previa libre e informada, culturalmente adecuada y de buena fe 
y ahí hay una Recomendación General de la Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos, la eliminación del arraigo que contraviene la conven-
cionalidad, regular y coincido con la Oficina del Alto Comisionado el uso 
legítimo de la fuerza, por parte de las autoridades limitándolo a ser un úl-
timo recurso en casos excepcionales y con estricto apego a estándares 
internacionales.

Se debe revisar entre otras cuestiones de manera prioritaria las disposicio-
nes sobre la racionalidad de las penas que se impongan, hacer las adecua-
ciones normativas para que la implementación de las alertas de violencia 
de género contra las mujeres sea más oportuna y cuente con los recursos 
necesarios para ello. Aquí ya se hablaba de la necesidad de que en la ela-
boración de leyes haya una correlación con el presupuesto y nosotros pon-
dremos disposición de esta Honorable Cámara y de la Comisión de Dere-
chos Humanos el estudio que con la UNAM generamos para la construcción 
de un presupuesto con perspectiva de derechos humanos, estamos cons-
cientes que los recursos son finitos, pero en la orientación del gasto puede 
estar también el cumplimiento de los derechos humanos. Un estudio que 
haremos llegar y que se hizo con la UNAM. Un estudio también en esta 
materia pondremos a disposición que se hizo con organizaciones de la 
sociedad civil sobre pobreza y derechos humanos, es un tema, recuerdo 
con ustedes, que, si bien están interconectados los 17 objetivos del Desa-
rrollo Sustentable en la Agenda 2030, el primero de ellos es el combate a 
la pobreza. Cómo decirles señores legisladores y señoras legisladoras a 53.4 
millones de mexicanas y mexicanos que viven en la pobreza que tienen 
derecho a lo que dice el artículo 4 constitucional a una alimentación sufi-
ciente, nutritiva y de calidad y si todavía extendemos y miramos los indi-
cadores, la pobreza se asienta mayormente en los pueblos y comunidades 
indígenas en estados donde habitan estas mexicanas y mexicanos.

También tenemos que armonizar la Ley General de los Derechos de Niñas, 
Niños y Adolescentes y una materia tiene que ver con la armonización con 
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la ley que se discute, que pasara esta Cámara de Migración en la materia 
para hacer las armonizaciones correspondientes hemos propuesto al Con-
greso de la Unión un proyecto, un anteproyecto, que entregamos también 
en la Comisión de Derechos Humanos del Senado de la República y hoy 
entregaremos aquí en esta Comisión, de una ley de Desplazamiento For-
zado Interno. Para nadie es ajeno que la violencia genera desplazamiento, 
que los megaproyectos generan desplazamientos y se requiere no sola-
mente la visibilización de las personas, familias o poblaciones que se ven 
afectadas por este fenómeno, sino su atención desde una perspectiva de 
derechos, por eso el anteproyecto lo sometimos a una amplia discusión 
con varios actores, organizaciones de la sociedad civil, con Naciones Unidas 
y ahí está la opinión de la Relatora de Naciones Unidas para el Desplaza-
miento Forzado Interno, confiamos que pueda haber la receptividad de 
este honorable Congreso.

También señalamos la necesidad de que se legisle sobre lo que propusimos 
en una Recomendación General, el matrimonio igualitario al que hacía 
referencia también Jan Jarab.

Señoras y señores:

Déjenme también hacer una reflexión sobre los Ombudsperson. ¿Qué so-
mos los Ombudsperson? somos una institución del Estado mexicano, no 
somos institución de gobierno. Somos patrimonio de la sociedad civil, por-
que a ella nos debemos y trabajamos en favor de las víctimas, es decir, de 
quienes han sufrido algún abuso del poder. Nuestra fortaleza radica en 
nuestra autonomía e independencia. No somos adversarios de autoridades, 
somos coadyuvantes bajo un esquema de interacción, de diálogo, de 
acompañamiento, de coordinación. Nuestro compromiso es con la legali-
dad, con la verdad, y con la justicia. Por el abatimiento de la impunidad y 
la vigencia de la legalidad. Somos también garantes de la Constitución que, 
en caso de ser necesario, tenemos la potestad de promover la acción de 
inconstitucionalidad, prevista por el artículo 105 de nuestro máximo orde-
namiento, para defender los derechos humanos y preservar la integralidad 
del mismo.
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Recordar con ustedes que la Comisión Nacional de los Derechos Humanos 
tiene interpuesta una acción de inconstitucionalidad sobre la Ley de Se-
guridad Interna en la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Concluyo, agradeciendo la invitación que se extendió a la Comisión Nacio-
nal de los Derechos Humanos para participar en esta reunión de instalación 
y hago expreso el compromiso de acompañar los trabajos y de colaborar 
con esta soberanía en todo aquello que esté al alcance del Organismo 
nacional a mi cargo confiando en que esta ocasión marque el inicio fruc-
tífera colaboración entre esta Comisión y el sistema nacional no jurisdic-
cional de protección y defensa de los derechos humanos, por la unidad 
dentro de la diversidad, porque las leyes y su cumplimiento sean a partir 
de la premisa del respeto a los derechos humanos y la dignidad.

Muchas gracias por su atención.

Ciudad de México, 17 de octubre de 2018
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Primera Sesión Ordinaria del Pleno  
del Sistema Nacional de Atención a Víctimas

Lic. Enrique Peña Nieto,  
Presidente de los Estados Unidos Mexicanos  
y Presidente del Sistema Nacional de Atención a Víctimas;

Estimados representantes de las distintas instancias que 
integran el Sistema Nacional de Atención a Víctimas;

Señoras y señores:

La atención a las víctimas es, dentro de la defensa de los derechos huma-
nos, el rubro de mayor importancia y actualidad. Hacer efectiva la atención 
a las víctimas no solo requiere el cumplimiento puntual de la norma, sino 
también propiciar mecanismos que materialicen en el terreno de los he-
chos el acompañamiento, verdad, justicia y reparación que las víctimas 
demandan y que son inherentes a una atención integral a las mismas.

La reforma constitucional del 18 de junio de 2008, reconoció expresamen-
te en su artículo 20, apartado C, los derechos de las personas en situación 
de víctimas, contenido que se vio ampliado posteriormente con la reforma 
que en materia de derechos humanos se hizo a nuestro máximo ordena-
miento en junio de 2011 y la emisión en 2013 de la nueva Ley de Víctimas.

Hacer realidad los imperativos constitucionales y legales en favor de las 
víctimas no son cuestiones sencillas y significan un gran reto que requiere 
la coordinación y suma de esfuerzos.
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El día de hoy, se han presentado ante el Pleno del Sistema Nacional de 
Atención a Víctimas diversos instrumentos que buscan coadyuvar que este 
Sistema cumpla su objetivo de proteger, ayudar, asistir, dar acceso a la 
justicia, a la verdad y a la reparación integral a las víctimas en los ámbitos 
local, federal y municipal.

Estos instrumentos, conforme lo ha reportado la Comisión Ejecutiva de 
Atención a Víctimas, son producto del concurso amplio, plural e incluyen-
te de académicos, especialistas, organizaciones de la sociedad civil, defen-
sores sociales, así como de las propias víctimas y de las personas que se 
han involucrado en el tema, lo cual genera una expectativa favorable sobre 
su validez e idoneidad.

No obstante lo anterior, el único dictamen válido sobre la utilidad de lo que 
hoy se presenta será el que se emita ante la prueba de los hechos, es decir, 
a la luz de los resultados que se obtengan como consecuencia de su ope-
ración. De ahí la necesidad de que se mantenga la apertura y sensibilidad 
para seguir escuchando los planteamientos y necesidades de las víctimas 
y hacer las adecuaciones o ajustes que se lleguen a requerir.

La atención a las víctimas debe ser constante, no sujeta a obstáculos bu-
rocráticos que demoren o inhiban que se dé respuesta a sus planteamien-
tos y necesidades. Toda medida que se implemente en este ámbito debe 
tomar como premisa el escuchar y entender a las víctimas, lo cual impone 
la necesidad de evaluar constantemente su pertinencia y posibilitar su ade-
cuación cuando las circunstancias lo demanden.

En este sentido, el éxito del Programa permitirá un estado de cosas al que 
todos aspiramos, en el que las instancias encargadas de la atención a las 
víctimas trabajen de manera coordinada, contando con servidores públicos 
plenamente capacitados, que actúen bajo una perspectiva de derechos 
humanos, en un contexto que asegure a las víctimas el acceso efectivo a 
los servicios y medidas de asistencia, atención y protección, con enfoque 
diferenciado y énfasis en condiciones de vulnerabilidad, contando con 
medidas efectivas de prevención, atención, asistencia y reparación en su 
favor.
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México no puede dar la espalda a las víctimas. Los derechos fundamenta-
les deben situarse como eje y sustento de toda política pública. La atención 
a las víctimas debe constituirse como la prioridad en este ámbito y ser el 
punto de partida para hacer expresa la voluntad política de abatir la impu-
nidad y fortalecer la construcción de una cultura de respeto, vigencia y 
protección de los derechos humanos en nuestro país.

La atención a las víctimas es una prioridad del Estado, que nos interesa y 
atañe a todos, no solo a la Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas. Si 
queremos tener una incidencia real en este tema todas las autoridades y 
órganos del Estado debemos propiciar que se genere un contexto favora-
ble para su atención, lo cual demanda un compromiso integral con las 
personas afectadas y la necesidad de actuar, en todo momento, de mane-
ra coherente con este fin. Los gobiernos estatales tienen también una res-
ponsabilidad y papel relevante en armonizar la legislación, como aquí ya 
se ha apuntado, y replicar los mecanismos de atención a víctimas para que 
el Sistema podamos realmente llamarlo nacional. La sociedad, por otra 
parte, requiere continuar por el camino, que ya ha emprendido, de la soli-
daridad, la empatía, el acompañamiento y el apoyo a las víctimas.

En el ámbito de la CNDH, hemos asumido la atención a las víctimas como 
una premisa básica y prioritaria de nuestra actividad institucional y espera-
mos que la suma de capacidades y el trabajo conjunto por la causa de los 
derechos humanos, mediante mecanismos como el que hoy nos convoca, 
nos permitan en un futuro saber que en nuestro país hay menos violaciones 
a los derechos fundamentales y, en consecuencia, menos víctimas. 

Aprovecho esta oportunidad para reiterar el ánimo y disposición de este 
Organismo nacional para colaborar de la manera más amplia posible, den-
tro del ámbito de atribuciones de cada instancia, con la Comisión Ejecuti-
va de Atención a Víctimas, con la que hemos tenido un estrecho contacto 
y colaboración, así como para apoyar las iniciativas y acciones que se em-
prendan para tal efecto en el Sistema Nacional de Atención a Víctimas.

Todos merecemos la tranquilidad y paz, en un país donde nuestros dere-
chos sean respetados y, en caso de que se violen, tengamos una certeza 
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razonable de que las conductas ilícitas que se cometan desde el poder, en 
cualquiera de sus expresiones, se van a sancionar mediante la aplicación 
de la ley y que los daños que se causen sean debida y oportunamente 
reparados.

Es responsabilidad del Estado abatir las violaciones a derechos humanos y 
de este Sistema Nacional que las víctimas no estén solas. Las iniciativas y 
acciones que se emprendan en favor de las víctimas, son iniciativas y ac-
ciones por los derechos humanos, por la justicia y en favor de México.

Muchas gracias

México D.F. 20 de mayo de 2015
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Sesión de instalación del Sistema Nacional  
para la Igualdad entre Mujeres y Hombres

Licenciado Enrique Peña Nieto,  
Presidente Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos.

Lic. Miguel Ángel Osorio Chong,  
Secretario de Gobernación.

Licenciado Gabino Cué Monteagudo,  
Presidente de la Conferencia Nacional de Gobernadores. 

Licenciada Lorena Cruz Sanchez,  
Presidenta del Instituto Nacional de las Mujeres.

Estimados y estimadas representantes de las distintas instancias 
que integran el Sistema Nacional para la Igualdad  
entre Mujeres y Hombres.

Representantes de las Organizaciones de la Sociedad Civil 
y de la Academia
Representantes de los distintos medios de comunicación.

Señoras y señores:

En México la igualdad entre mujeres y hombres no es solo una necesidad, 
es una obligación normativa y un imperativo ético que requiere el que la 
voluntad expresada en múltiples declaraciones y documentos, trascienda 
al terreno de los hechos y, tanto autoridades como sociedad, sumemos 
esfuerzos y capacidades para propiciar el entorno y consolidar una cultura, 
que nos acerquen más a esa igualdad que aún no alcanzamos.
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En este sentido, el Sistema Nacional para la Igualdad entre Mujeres y Hom-
bres se constituye como un mecanismo que está llamado a ser el eje ar-
ticulador de lo que debe ser un verdadero compromiso nacional por la 
igualdad, que procure y concrete la misma en todos los ámbitos, incluidos 
los económicos, políticos y civiles; eliminando la discriminación y los este-
reotipos en función del sexo; y propiciando el acceso y disfrute efectivo de 
los derechos para todas las personas.

Se han dado, y es preciso reconocerlo, diversos y valiosos pasos en el ca-
mino hacia la igualdad, pero también es mucho lo que queda por hacer. 
No podemos hablar de que se haya alcanzado la igualdad cuando, por 
ejemplo, con independencia de su nivel educativo y capacitación, en el 
2015 el INEGI reportaba que solo el 43% de las mujeres mayores de 15 años 
participa en el mercado laboral de nuestro país, frente al 77% de los hom-
bres; cuando el 63% de las mujeres mayores de 15 años, habría padecido 
algún tipo de violencia, ya sea por parte de su pareja o de otras personas; 
o cuando en México todavía se violenta e inclusive se priva de la vida a las 
mujeres, por el solo hecho de serlo.

La igualdad es una asignatura pendiente y debemos actuar para atender-
la. Dentro de los Objetivos de la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible 
de Naciones Unidas, la cuestión de género se advierte como un eje trans-
versal. El objetivo quinto, en particular, se ha planteado lograr la igualdad 
entre hombres y mujeres, empoderando a las mujeres y niñas, al conside-
rar que la igualdad, no es solo un derecho humano fundamental, sino la 
base necesaria para conseguir un mundo pacífico, próspero y sostenible.

Los organismos nacionales de protección y defensa de derechos humanos 
nos comprometimos a dar seguimiento a la implementación de esta Agen-
da en cada país, y es en este contexto que para la CNDH los trabajos del 
Sistema Nacional para la Igualdad entre Mujeres y Hombres, son un espacio 
de principal relevancia para promover, articular y potenciar las acciones 
que en México se emprendan en esta materia.

Por ello, quisiera llamar la atención sobre la necesidad de concretar el Ban-
co Nacional de Datos e Información sobre Casos de Violencia contra las 
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Mujeres (BANAVIM), cuya integración, además de ser un mandato de la Ley 
General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, permitiría 
visibilizar, analizar y atender de mejor forma las distintas violencias que 
sufren las mujeres. Contar con datos desagregados permitirá elaborar diag-
nósticos más precisos e implementar acciones pertinentes, lo cual impac-
tará en la consecución de la meta de igualdad que se ha planteado.

Del mismo modo, estimo necesario que definamos acciones concretas para 
abordar las agendas pendientes, tanto a nivel federal como local, en el 
ámbito de la armonización legislativa; la utilización del lenguaje incluyen-
te y no sexista; la emisión de protocolos o lineamientos para que la actua-
ción de autoridades tenga una perspectiva que busque la igualdad de 
género y promueva el respeto irrestricto de los derechos humanos de todas 
y todos. En particular, es preciso que la revisión legislativa comprenda el 
incluir y homologar el delito de feminicidio en la normativa local de todo 
el país, el cual constituye una de las expresiones más aberrantes de la vio-
lencia de género.

En este escenario, la educación se convierte en nuestra mejor herramienta 
para prevenir la violencia y orientar a las nuevas generaciones hacia el 
respeto, la igualdad, la tolerancia y la no violencia. Esto implicaría educar 
con perspectiva de género, lo cual, en su conjunto, constituye un gran reto 
que debemos enfrentar y atender, tanto autoridades como sociedad. 

Señor Presidente, señoras y señores:

Dentro de la compleja problemática que enfrenta nuestro país en materia 
de derechos humanos, lograr la igualdad entre hombres y mujeres es un 
aspecto prioritario, pues sin la misma, no podremos hablar de una verda-
dera vigencia y respeto de los derechos fundamentales, ni consolidar la 
cultura humanista a la que aspiramos como sustento de nuestra conviven-
cia diaria.

En este contexto, la CNDH reitera su compromiso para continuar trabajan-
do de la mano con todas y cada una de las autoridades e instancias del 
Estado mexicano, así como con la sociedad civil. Al respecto, es justo reco-



314 comisión nacional de los derechos humanos

nocer el trabajo del Instituto Nacional de las Mujeres, órgano fundamental 
para impulsar el cumplimiento de la política de igualdad, presidido por la 
Licenciada Lorena Cruz Sánchez, mujer comprometida con estas causas y 
con la defensa y promoción de los derechos humanos de las personas. 

Trabajemos juntos porque la igualdad sea una realidad, porque lo dispues-
to en las normas encuentre un reflejo objetivo en nuestra vida cotidiana, 
porque nadie más sea agredido, violentado o discriminado por su género. 
Porque el sexo de una persona, no dependa o condicione el reconocimien-
to y ejercicio de sus derechos.

Muchas gracias

8 de agosto de 2016
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Inauguración del “Encuentro de Coordinadores de 
Jueces y Magistrados del Poder Judicial de la 

Federación: El Juez y el Estado de Derecho en las 
democracias contemporáneas” convocado por el  

Consejo de la Judicatura Federal y la  
Suprema Corte de Justicia de la Nación

Ministro Luis María Aguilar Morales,  
Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación  
y del Consejo de la Judicatura Federal; 

Ministra Norma Lucía Piña Hernández,  
Presidenta de la Primera Sala de la Suprema Corte  
de Justicia de la Nación; 

Sr. Jan Jarab, Representante en México de la Oficina  
del Alto Comisionado de las Naciones Unidas  
para los Derechos Humanos; 

Señoras y señores: 

El desarrollo de la sociedad en las democracias contemporáneas, ha pro-
piciado un replanteamiento sobre las funciones tradicionalmente asigna-
das a diversos actores dentro de las mismas, unos de los cuales son, sin 
lugar a duda los jueces, entendidos genéricamente como quienes tienen 
la autoridad y potestad para juzgar y sentenciar, es decir, las personas por 
medio de las cuales el Estado ejerce la función jurisdiccional, más allá del 
nivel o cargo específico que ocupen dentro del sistema judicial. Una de las 
facetas en las que este replanteamiento de la función jurisdiccional ha sido 
particularmente evidente y relevante, lo constituye la labor interpretativa 
que llevan a cabo de las normas relativas a los derechos humanos, tanto 
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en el ámbito de las controversias o asuntos particulares de los cuales co-
nocen, así como mediante enunciaciones de carácter general al emitir 
criterios interpretativos y tesis de jurisprudencia. 

Los derechos humanos son uno de los ejes fundamentales de nuestra 
Constitución y, en esa medida, es posible afirmar que el respeto y vigencia 
de los mismos lleva implícito el respeto y vigencia de la propia Constitu-
ción. Sin embargo, el reconocimiento formal y el compromiso retórico por 
su respeto y promoción, no garantiza en modo alguno su vigencia real y 
práctica. La diversidad y complejidad de nuestras relaciones sociales con 
frecuencia nos retan y exigen una constante revisión sobre el contenido y 
alcance de los derechos humanos frente a casos o situaciones concretas, 
que no pueden ser resueltas por la mera lectura o análisis de textos cons-
titucionales y de los tratados internacionales que enumeran estos derechos, 
lo que hace necesaria una mayor reflexión sobre el sentido que damos a 
los mismos y el que deben tener.  

La pluralidad de derechos existente ocasiona que, prácticamente, no exis-
ta un ámbito de actividad humana sustraído a la influencia del Estado al 
no estar relacionado con algún derecho humano, lo cual ha traído como 
consecuencia una juridificación de todos los ámbitos de la vida social, con 
el subsecuente crecimiento en la complejidad del sistema jurídico y su 
dificultad implícita para que el mismo se observe y cumpla a cabalidad. 
Cada derecho que se reconoce, genera la expectativa de que será vigente 
en todas las situaciones que se vinculen con el mismo, lo cual con frecuen-
cia implica que sus alcances y contenidos específicos deban detallarse en 
otras disposiciones de menor jerarquía normativa o mediante resoluciones 
judiciales, principalmente, que de esta forma van conformando la manera 
en que los derechos se materializan en el día a día de las personas, a la vez 
que dan sentido más concreto a la norma constitucional. 

Es en esta tarea de dar certeza sobre el contenido y alcance de las normas, 
que la actividad de los jueces también posibilita la vigencia del Estado de 
Derecho, en tanto incide en que lo abstracto sea concreto y lo genérico se 
defina. Si los derechos no se cumplen o respetan, los mismos serán consi-
derados por las personas como meras promesas o enunciados teóricos sin 



mensajes del presidente de la cndh ante los poderes de la unión 2014-2019 317 

repercusiones o contenidos concretos que incidan en su existencia coti-
diana, lo cual debilita la vigencia misma de la Constitución y, en conse-
cuencia, del Estado de Derecho. La Constitución debe operar y ser vista 
como una verdadera y efectiva norma jurídica, no como un documento 
programático o limitado al ámbito político., cuestión que es particularmen-
te necesaria en el caso de los derechos humanos. 

Al respecto, señalaba Jorge Carpizo que “un sistema político se define y se 
caracteriza, más allá de los aspectos ideológicos de la propaganda, de los 
mecanismos clásicos para alcanzar el equilibrio y los límites al poder, y de 
su ostentación como democracia, por el reconocimiento y protección real 
a los derechos humanos. No hay que dejarse confundir: donde los derechos 
humanos no se respetan, no existe la democracia sino el reino de la fuerza 
y de la tiranía”1. Desde esta perspectiva, los jueces han adquirido un papel 
cada vez más relevante como garantes del sistema jurídico, del orden cons-
titucional, llegando a erigirse, en algunos casos, no solo como órganos de 
protección de la legalidad y de los derechos en los casos específicos plan-
teados a su jurisdicción, lo cual sería su papel tradicional, sino también 
como agentes activos del desarrollo de los derechos y la manera como los 
mismos se hacen vigentes. 

De igual forma, el papel de los organismos públicos de protección y de-
fensa ha evolucionado y se ha replanteado en nuestro entorno actual. Tra-
dicionalmente el papel del Ombudsperson se ha asumido esencialmente 
vinculado a la atención de casos individuales y concretos, respecto de los 
cuales su tarea consiste en determinar si en los mismos se verificaron o no 
violaciones a los derechos humanos, a efecto de proceder a denunciar las 
mismas y buscar la reparación que proceda a favor de las víctimas. No 
obstante lo anterior, el desarrollo que ha tenido esta institución ha permi-
tido que, trascendiendo la concepción clásica de los organismos de pro-
tección y defensa de derechos humanos, adquiera cada vez un papel más 
relevante como garante de la constitucionalidad y legalidad de las actua-
ciones de los poderes públicos, así como un carácter activo en la confor-

1  Carpizo, Jorge, “La Convención Americana sobre Derechos Humanos y la Constitución 
Mexicana”, en Memoria del X Congreso Mundial Ordinario de Filosofía del Derecho y Filosofía 
Social, México, UNAM, 1981, p. 41.
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mación e integración del sistema jurídico de un país, al sugerir contenidos 
normativos, evaluar la pertinencia de los que se propongan y pugnar por 
la integración plena al sistema jurídico de aquellos derechos que siendo 
reconocidos a nivel internacional, no se encuentran plenamente incorpo-
rados en el contexto nacional. De este modo, la actuación del Ombudsper-
son de algún modo deja de tener un impacto y alcance eminentemente 
particular e individual, para adquirir una dimensión general y colectiva. 

La perspectiva del trabajo del Ombudsperson que presenta los mayores 
retos, pero también oportunidades, de lograr una mayor y mejor incidencia 
en el respeto, defensa y promoción de los derechos humanos es, precisa-
mente, la vinculada al papel que está llamado a desempeñar como garan-
te de la constitucionalidad, promotor de la legalidad y agente integrador 
del sistema jurídico en el país. Esta faceta de su actividad se materializa, 
entre otras formas, mediante la promoción de acciones de inconstitucio-
nalidad, la formulación de recomendaciones generales que plantean cam-
bios normativos o supresión de prácticas administrativas para una mayor 
vigencia de los derechos humanos, así como en el contenido de las deter-
minaciones que emite, las cuales también dan sentido y concretan los 
enunciados abstractos de los derechos a situaciones y casos específicos. 

De este modo, se expresa la complementariedad de los sistemas jurisdic-
cional y no jurisdiccional de protección y defensa de los derechos humanos 
en México, los cuales comparten intereses y objetivos comunes por la de-
fensa de la dignidad humana y los derechos vinculados a la misma. Esta 
complementariedad es una sinergia en beneficio de lis gobernados. Para 
los Ombudsperson la jurisprudencia del máximo intérprete de la Constitu-
ción, es hoja de ruta en su actividad. Los contrapesos que significan ambos 
sistemas reduce los márgenes de discrecionalidad en la actuación de las 
autoridades, evita la arbitrariedad y propicia un goce y ejercicio más pleno 
de los derechos fundamentales. 

El cumplimiento de la ley empieza y se consolida en las acciones diarias de 
cada persona, pero es preciso que la sociedad constate, con el ejemplo 
que den las autoridades, que la ley deja de ser objeto de negociación para 
cumplirse y aplicarse en sus términos y no discrecionalmente. Que la co-



mensajes del presidente de la cndh ante los poderes de la unión 2014-2019 319 

rrupción se reprueba, persigue y castiga, dejando de ser una práctica redi-
tuable para quien la lleva a cabo. La corrupción, lo hemos dicho, no es una 
cultura, es una costumbre, son prácticas que debemos cambiar y erradicar 
de México. 

Para acabar con la corrupción y la impunidad debemos generar en nuestra 
sociedad una verdadera y adecuada “cultura de la legalidad” que permita 
reconciliarnos e identificarnos con lo legal, es decir, aquello que está ajus-
tado a su sistema u orden jurídico vigente, bajo la premisa de que el cum-
plimiento de la ley es más benéfico que su incumplimiento, tanto para los 
individuos como para la colectividad; que a la par que se exijan los dere-
chos de cada persona se requiere que las mismas cumplan con sus obli-
gaciones; que no puede ser objeto de valoración positiva o reconocimien-
to social el poder, ingenio o habilidad que tenga una persona para violar 
la ley o incumplir con sus obligaciones sin enfrentar las consecuencias que 
por ello procedan; y que las probabilidades de que se aplique o no la ley 
cuando alguien transgrede una norma, no dependan del poder, posición 
económica o condición social de la persona involucrada. México requiere 
una transición a la genuina legalidad, sustentada en el respeto de los de-
rechos humanos. 

Señoras y señores: 

La complejidad y diversidad de nuestra existencia cotidiana, ha ocasionado, 
entre otras cosas, que la sociedad de por hecho muchas cuestiones, qué 
si bien hoy son una realidad, son producto de un azaroso camino de lucha 
y del esfuerzo de personas que, a lo largo de los años, contribuyeron a 
lograr y consolidar muchas de las instituciones con las que actualmente 
contamos las y los mexicanos. La autonomía e independencia del Poder 
Judicial forma parte de ese patrimonio institucional que debemos valorar 
y proteger, no solo como una premisa básica de la actividad jurisdiccional, 
sino también como la mejor garantía de que dicha función podrá ser lle-
vada a cabo en los términos debidos y que le son pertinentes. La autono-
mía en el desarrollo de la función jurisdiccional es libertad, pero también 
lleva implícita una enorme responsabilidad y compromiso por parte de 
quienes la ejercen. 
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Los alcances de la autonomía se han definido a través del tiempo y han 
sido expresión de las relaciones de poder entre el Estado, las autoridades 
locales y la sociedad, así como del compromiso que como país hemos 
tenido con alcanzar una verdadera y real justicia, la cual, con el tiempo ha 
pasado de ser el privilegio de unos cuantos, a una necesidad nacional y 
finalmente un derecho humano, reconocido y protegido por nuestra leyes 
y Constitución. La autonomía es uno de los rasgos esenciales de la actividad 
jurisdiccional. Su ejercicio hace posible su desarrollo y actualiza las bases 
que justifican su existencia misma. El reconocimiento de la autonomía ju-
dicial es un logro, pero nunca puede verse como una condición dada, 
plenamente garantizada e inmutable. Es algo que debemos preservar, algo 
que debemos defender. Entenderla como garantía constitucional para el 
esplendor de la Justicia. 

Los derechos humanos se han convertido en la base, fundamento y fin de 
nuestro orden jurídico, siendo parámetro y condición de validez para cual-
quier acto de autoridad. Constitucionalmente, México es un país de dere-
chos humanos y, en razón de ello, cumplir con los mismos y respetar la 
autonomía y libertad operativa de las instancias encargadas de aplicar e 
interpretar la ley, así como de proteger y defender los derechos humanos, 
lleva implícito el respeto y defensa de nuestra Constitución y de nuestro 
sistema democrático. 

El piso común sobre el que se pueden construir consensos, encontrar so-
luciones a los distintos problemas que enfrentamos, e iniciar la transforma-
ción de México, no puede ser otro que la defensa de la legalidad, de las 
instituciones democráticas y de los derechos humanos, factores cuyo res-
peto y vigencia, como lo he señalado en otros espacios, no pueden ser 
objeto de negociación o estar sujetos a coyunturas o intereses políticos, 
electorales o de cualquiera otra índole. 

Si logramos recuperar un cauce en el que la legalidad, el respeto de los 
derechos fundamentales, el dialogo y la solución pacífica y por las vías 
institucionales de nuestras diferencias sean la constante, estaremos en ca-
mino de consolidar una sociedad libre de violencia, en la que impere una 
cultura de la paz. Una sociedad que haya atendido y prevenido, no solo la 
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violencia directa, sino también la llamada violencia estructural, reduciendo 
la pobreza, la discriminación, la exclusión y la falta de oportunidades, ge-
nerando un entorno respetuoso de la dignidad humana, donde sea viable 
y posible el libre y debido desarrollo de las personas. En todo eso, la acti-
vidad del Poder Judicial, de los jueces, y de los organismos de protección 
y defensa de los derechos humanos resulta de gran importancia. 

Muchas gracias

Ciudad de México, 10 de septiembre de 2018
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